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INTRODUCCIÓN AL NÚMERO 25

Introducción
al númer o 25

Joan Martínez Alier

El número 25 de Ecología Política. Cuadernos de Debate In-
ternacional recoge ecos de la guerra de Irak en el artículo de
Arundhati Roy  que lo abre.  El petróleo está también pre-
sente en otros artículos y debates, como el que presenta En-
rique José Varela y tiene por objeto la gestión de la catástrofe
del Prestige.

Los temas principales de este número son los siguientes.
El primero, la Política del Agua. El agua es un elemento esen-
cial de la vida que está siendo privatizado allí donde todavía no
lo está. El argumento de que el agua tenga un precio que in-
cluya sus costos verdaderos (el principio de full cost recovery) es
interesante pero no puede ser excusa para privar de agua a quie-
nes la necesitan para vivir. David Barkin, Xavier Cazorla y Eduar-
do Bidaurrazaga explican problemas y soluciones en América
latina y en África.

El segundo tema es El Valor de la Biodiversidad, o mejor
dicho, sus diversos valores. Hay quien dice que para conservar
la biodiversidad lo mejor es ponerla en el mercado. Silvia Ro-

dríguez es una gran experta en contratos de bioprospección y
aquí analiza la situación en Costa Rica desde el famoso contra-
to InBio-Merck de 1991 hasta hoy. Pablo Ospina estudia con-
flictos en las Islas Galápagos, Gian Carlo Delgado reflexiona
sobre algunos aspectos del Plan Puebla Panamá.

El tercer tema es la Certificación Forestal, tratado por un
especialista argentino de Salta, Chris van Dam. Las redes de
comercio justo tropiezan siempre con la cuestión de asegurar
que los productos realmente cumplan unos requisitos de
sostenibilidad ambiental y justicia social. Resulta muy intere-
sante seguir en la práctica cómo se consiguen estos requisitos
en la producción de madera, hasta qué punto el proceso de
certificación está sujeto a presiones comerciales.

Otros notables artículos, de Darío Alejandro Escobar so-
bre los sistemas agroalimentarios del Sur y del Norte, de Eduar-
do Gudynas sobre el Foro Social Mundial de Porto Alegre 2003,
de Magda Lanuza sobre la historia de Nicaragua (país acreedor
de una Deuda Ecológica), completan este número.
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OPINIÓN

Mesopotamia.
Babilonia.  El Tigris

y el Eufrates

Arundhati Roy*

¿Cuántos niños, en cuántas aulas, durante cuántos siglos
se han transportado al pasado en alas de estas palabras?
Y ahora las bombas caen, incinerando y humillando a
esta antigua civilización.

En los torsos de acero de sus mísiles, soldados estadouni-
denses adolescentes garrapatean coloridos mensajes en su cali-
grafía de niño: «Para Sadam, del Batallón Muchacho Gordo».
Un edificio se derrumba. Un centro comercial. Un hogar. Una
chica que ama a un chico. Un niño que sólo quería jugar con
las canicas de su hermano mayor.

El 21 de marzo, un día después de que las tropas estado-
unidenses y británicas emprendieron su ilegal invasión y ocu-
pación de Irak, un corresponsal «incrustado» de CNN entre-
vistó a un soldado estadounidense. «Quiero llegar y ensuciar-
me la nariz», decía el soldado AJ. «Quiero vengarme del 11 de
septiembre.»

Para ser justos con el corresponsal, pese a estar «incrusta-
do» hizo una débil indicación de que hasta ese momento no
había pruebas reales que ligaran al gobierno de Irak con los
ataques del 11 de septiembre. El soldado AJ sacó la lengua
hasta el extremo del mentón. «¿Ah, sí? Pues bueno, yo de esas
cosas no entiendo.»

Según una encuesta de The New York Times y CBS, el 42
por ciento del público estadounidense cree que Sadam Husein

es directamente responsable de los ataques del 11 de septiem-
bre al World Trade Center y al Pentágono. Y un sondeo de la
ABC revela que el 55 por ciento de los estadounidenses cree
que Husein patrocina directamente a Al Qaeda. Cualquiera
puede imaginar qué porcentaje de las fuerzas armadas estado-
unidenses cree esas invenciones.

Es improbable que las tropas británicas y estadounidenses
que combaten en Irak sean conscientes de que sus gobiernos
prestaron apoyo tanto político como financiero a Husein en el
tiempo en que cometía sus peores excesos.

Pero, ¿por qué apesadumbrar al pobre AJ y sus camaradas
con esos detalles? Ya no importa, ¿o sí? Cientos de miles de
hombres, tanques, barcos, helicópteros, bombas, municiones,
máscaras antigás, alimento de alto contenido proteínico, avio-
nes enteros cargados de papel de baño, repelente de insectos,
vitaminas y agua mineral embotellada están ya en movimien-
to. La fenomenal logística de la operación Libertad iraquí la

* Escritora nacida en India, autora de El dios de las pequeñas cosas.

El artículo fue publicado originalmente en el diario británico The

Guardian. Traducción de Jorge Anaya para La Jornada.
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convierte en un universo en sí misma. Ya no necesita justificar
su existencia. Existe. Es.

El presidente George W. Bush, comandante en jefe del
ejército, la marina, la fuerza aérea y la infantería de marina
estadounidenses, ha girado instrucciones claras: «Irak. Será. Li-
berado». (Tal vez quiere decir que aun si los cuerpos de los
iraquíes perecen, sus almas serán liberadas.) Los ciudadanos de
Estados Unidos y Gran Bretaña tienen hacia el comandante
supremo el deber de no pensar y de marchar detrás de sus
tropas. Sus naciones están en guerra. Y vaya guerra.

Después de valerse de los «buenos oficios» de la diploma-
cia de Naciones Unidas (sanciones económicas e inspecciones
de armas) para garantizar que Irak fuera puesto de rodillas, que
su gente muriera de hambre, que medio millón de sus niños
perecieran, que su infraestructura quedara seriamente dañada;
después de asegurarse de que la mayoría de sus armas fuera
destruida, en un acto de cobardía que de seguro no tiene rival
en la historia, los aliados, la coalición de los dispuestos (mejor
conocida como la coalición de los acobardados y comprados)...
¡enviaron un ejército invasor!

¿Operación Libertad iraquí? No lo creo. Es más bien la
operación Juguemos una carrera, pero primero déjame romperte
las rodillas. [...]

Cuando Husein apareció en la televisión de su país para
dirigirse al pueblo iraquí, después del fracaso de la tentativa de
asesinato más elaborada de la historia —la operación Decapita-
ción—, vimos a Geoff Hoon, el secretario británico de la De-
fensa, fustigarlo por no tener el valor de mostrarse para ser
asesinado y tildarlo de cobarde que se esconde en trincheras.
Luego vino un montón de especulaciones de la coalición: ¿sería
realmente Sadam, sería su doble? ¿O sería Osama rasurado?
¿Fue pregrabado? ¿Fue un discurso? ¿Fue magia negra? ¿Se trans-
formará en calabaza si lo deseamos con todas nuestras fuerzas?

Después de lanzar no cientos, sino miles de bombas sobre
Bagdad, cuando un barrio comercial fue volado por error y
perecieron civiles, un vocero del ejército estadounidense dio a
entender que los iraquíes ¡se estaban volando a sí mismos! «Usan
armas muy viejas. Sus mísiles suben y bajan.» Si es así, ¿pode-
mos preguntar cómo casa eso con la acusación de que el régi-
men iraquí es miembro de número del eje del mal y una ame-
naza a la paz del mundo?

Cuando la televisora árabe Al Jazeera muestra bajas civiles,
se la denuncia como propaganda árabe «emotiva» orientada a
generar hostilidad contra los aliados, como si los iraquíes pere-
cieran sólo para hacer quedar mal a los aliados. Hasta la televi-
sión francesa ha recibido algunos reglazos por razones simila-
res. En cambio, los metros y metros de espeluznantes escenas
que muestran las televisoras estadounidenses y británicas de
aviones de transporte aéreo, bombarderos Stealth y misiles cru-
cero dibujando arcos sobre el desierto se describen como la
«terrible belleza» de la guerra.

Cuando los soldados estadounidenses invasores (de ese ejér-
cito que «sólo vino aquí a ayudar») son mostrados en la televi-
sión iraquí, George W. Bush dice que viola la Convención de
Ginebra y «expone la maldad que alberga el corazón del régi-
men». En cambio es enteramente aceptable que las televisiones
de su país muestren los cientos de prisioneros que tiene su
gobierno en la bahía de Guantánamo, arrodillados en tierra
con las manos atadas a la espalda, con los ojos tapados por
lentes opacos y tapones en los oídos para asegurar completa
privación visual y auditiva. Cuando se les pregunta por el trato
que dan a estos cautivos, los funcionarios estadounidenses no
niegan que se les trate mal: ¡niegan que sean prisioneros de
guerra! Los llaman «combatientes ilegales», lo cual implica que
ese maltrato es legítimo. (¿Cuál es, pues, la línea en que toman
partido sobre la masacre de los prisioneros en Mazar-e-Sharif,
el Afganistán? ¿Perdón y olvido? ¿Y qué hay de los prisioneros
que murieron por las torturas que les infligieron las fuerzas
especiales en la base aérea Bagram? Los médicos formalmente
lo llamaron homicidio.)

Cuando los aliados bombardearon la televisión iraquí (lo
que por cierto también contraviene la Convención de Gine-
bra), hubo vulgares expresiones de júbilo en los medios estado-
unidenses. De hecho Fox TV llevaba un tiempo cabildeando
en favor de ese ataque. Se vio como un golpe moral a la propa-
ganda árabe. Pero los grandes medios estadounidenses y britá-
nicos continúan anunciándose como «equilibrados» cuando su
propaganda ha llegado a niveles alucinantes.

¿Por qué la propaganda tiene que ser coto exclusivo de los
medios occidentales? ¿Sólo porque la hacen mejor? A los pe-
riodistas occidentales «incrustados» en las tropas se les da el
estatus de héroes que informan desde el frente de guerra. A los
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periodistas no «incrustados» (como Rageh Omaar, de la BBC,
que reporta desde la Bagdad sitiada y bombardeada, que atesti-
gua y se muestra claramente afectado por la vista de cuerpos de
niños quemados y personas heridas) se les socava aun antes de
que empiecen a informar: «Tenemos que decir al auditorio que
las autoridades iraquíes los están monitoreando».

Cada vez más, en la televisión británica y estadounidense
se hace referencia a los soldados iraquíes como «milicianos» (es
decir, la escoria). Un corresponsal de la BBC se refirió porten-
tosamente a ellos como «cuasiterroristas». La defensa iraquí es
«resistencia» o, peor aún, «focos de resistencia». La estrategia
militar iraquí es el engaño. (El espionaje telefónico estadouni-
dense en las oficinas de los delegados al Consejo de Seguridad
de la ONU, del cual informó The Observer, es prudente
pragmatismo.) Está claro que para los aliados la única estrate-
gia moralmente aceptable del ejército iraquí sería marchar ha-
cia el desierto para ser bombardeado por los B-52 o aniquilado
por fuego de ametralladora. Cualquier otra cosa es trampa.

Y tenemos el sitio de Basora. Más o menos millón y me-
dio de personas, de las cuales el 40 por ciento son niños. Sin
agua limpia y con muy poca comida. Aún estamos esperando
el legendario «levantamiento» chiíta, que hordas arrobadas de
felicidad salgan en tropel de la ciudad y hagan llover rosas y
hosannas sobre el ejército «libertador». ¿Dónde están las hor-
das? ¿Qué no saben que las producciones de televisión trabajan
con horarios estrictos? (Bien puede ocurrir que si el régimen
de Sadam cae la gente baile en las calles de Bagdad, pero tam-
bién si el régimen de Bush cayera habría gente danzando en las
calles por todo el mundo.)

Después de días de imponer el hambre y la sed a los
ciudadanos de Basora, los aliados han traído algunos camio-
nes de agua y comida y los han colocado como señuelos en
las afueras de la ciudad. Gente desesperada corre hacia los
camiones y se disputa a golpes la comida. (El agua, se nos
dice, la están vendiendo. Para revitalizar la desfalleciente eco-
nomía, ustedes entienden.) Encima de los camiones, fotó-
grafos desesperados forcejean entre sí para captar tomas de
gente que se disputa la comida. Esas fotos irán de las agen-
cias a periódicos y a revistas impresas en papel brillante que
pagan extremadamente bien. Su mensaje: los mesías han lle-
gado y reparten panes y peces.

Hacia julio del año pasado la entrega de provisiones a Irak
por valor de 5 mil millones de dólares fue bloqueada por la
pareja Bush/Blair. El hecho ni siquiera llegó realmente a las
noticias. Pero ahora, bajo la amorosa mirada de la televisión en
vivo, 450 toneladas de ayuda humanitaria —una fracción mi-
núscula de lo que se necesita (digamos que esto es un apunte
del guión)— llegaron en un barco británico, el Sir Galahad.
Su arribo al puerto de Um Qasr mereció todo un día de trans-
misiones de televisión en vivo.

Nick Guttmann, jefe de emergencias de Christian Aid,
escribió en The Independent que se requerirían 32 Sir Galahad
al día para igualar la cantidad de alimentos que Irak recibía
antes del comienzo de los bombardeos.

Pero no deberíamos sorprendernos. Son viejas tácticas. Las
han practicado durante años. Consideremos esta moderada pro-
puesta de John McNaughton, contenida en los Papeles del Pen-
tágono difundidos durante la guerra de Vietnam: «Los ataques
a blancos de población no sólo tienden (per se) a crear una ola
contraproducente de repulsión tanto en el país como en el ex-
tranjero, sino que incrementan considerablemente el riesgo de
intensificar la guerra con China y la Unión Soviética. En cam-
bio la destrucción de diques y presas —si se maneja correcta-
mente— puede resultar prometedora. Debe estudiarse. Tal des-
trucción no mata ni ahoga personas. Al inundar los campos de
arroz, conduce después de un tiempo a la hambruna generali-
zada (¿más de un millón?) a menos que se proporcione alimen-
to... que es lo que podemos ofrecer ‘en la mesa de negocia-
ciones’».

Los tiempos no han cambiado mucho. Esta técnica ha
evolucionado en una doctrina. Se le llama ganar corazones y
mentes.

Así pues, he aquí las matemáticas morales hasta el mo-
mento: se estima que en la primera guerra del Golfo murieron
200 mil iraquíes. Cientos de miles de muertos por las sancio-
nes económicas (por lo menos ésos ya se salvaron de Husein).
Más perecen cada día. Decenas de miles de soldados estado-
unidenses que combatieron en la guerra de 1991 fueron decla-
rados oficialmente «discapacitados» por una enfermedad llama-
da síndrome de la guerra del Golfo, que en parte se atribuye a
la exposición al uranio empobrecido. Eso no ha detenido a los
aliados de seguir usando ese tipo de uranio.
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Y ahora se habla de traer de nuevo a Naciones Unidas a
escena. Pero resulta que esa chica ONU ya no es lo que presu-
mía. Ha sido degradada (aunque conserva su alto sueldo). Ahora
es la plomera del mundo. Es la filipina que hace la limpieza, la
jamadarni india, la novia por correspondencia tailandesa, la
ayuda doméstica mexicana, la au pair jamaiquina. Se la emplea
para limpiar la caca de otras personas. Se la usa y se abusa de
ella a voluntad.

Pese a las entusiastas sumisiones de Blair y a todas las fiestas
que le hace a su amo, Bush ha dejado en claro que el organismo
internacional no tendrá un papel independiente en la adminis-
tración del Irak de posguerra. Estados Unidos decidirá quién
obtendrá esos jugosos contratos de «reconstrucción». Pero ha ins-
tado a la comunidad internacional a no «politizar» el tema de la
ayuda humanitaria. El 28 de marzo, después de que Bush llamó
a reanudar de inmediato el programa Petróleo por alimentos de la
ONU, el Consejo de Seguridad aprobó la resolución por unani-
midad. Esto significa que todo el mundo está de acuerdo en que
el dinero de Irak (producto de la venta de su petróleo) se utilice
para alimentar a los iraquíes que se mueren de hambre por las
sanciones aplicadas a iniciativa de Estados Unidos y por la guerra
ilegal conducida por Estados Unidos.

En las mesas redondas de los noticieros económicos se
nos dice que los contratos para la «reconstrucción» de Irak pue-
den revitalizar la economía mundial. Resulta curioso ver cómo
los intereses de las corporaciones estadounidenses se confun-
den tan a menudo, a propósito y con tanto éxito, con los inte-
reses de la economía mundial. Mientras el pueblo estadouni-
dense acabará pagando la guerra, las compañías petroleras, las
fabricantes y comercializadoras de armamento y las corpora-
ciones involucradas en la tarea de «reconstrucción» obtendrán
ganancias directas de la guerra. Muchos de sus directivos son
viejos amigos y ex empleados de la camarilla Bush/Cheney/
Rumsfeld/Rice. Bush ha pedido ya al Congreso otros 75 mil
millones de dólares. Ya se negocian los contratos de «recons-
trucción». La noticia no llega a los diarios porque buena parte
de los medios corporativos estadounidenses son propiedad de
los mismos intereses y están manejados por ellos.

La operación Libertad iraquí, según asegura Blair, se re-
fiere a devolver el petróleo al pueblo de Irak. Es decir, al pue-
blo de Irak vía las corporaciones trasnacionales. Como Shell,

como Chevron, como Halliburton. ¿O estamos perdiendo el
hilo? ¿Será que Halliburton es una compañía iraquí? ¿Será que
el vicepresidente Dick Cheney de Estados Unidos (que fue di-
rector de Halliburton) es un iraquí disimulado?

Al profundizarse la rencilla entre Europa y América, hay
indicios de que el mundo entero podría entrar en una nueva era
de boicoteos económicos. CNN informó que los estadouniden-
ses tiran el vino francés a la coladera, al son de «no queremos su
vino apestoso». Hemos sabido del rebautizo de las patatas a la
francesa; ahora las llaman patatas de la libertad. Hay noticias de
que los estadounidenses se disponen a boicotear artículos alema-
nes. La cuestión es que, si la secuela de la guerra da este giro,
serán los estadounidenses quienes sufran más. Su patria puede
ser defendida por patrullas fronterizas y armas nucleares, pero su
economía se extiende por todo el planeta. Sus enclaves económi-
cos están expuestos y vulnerables a ataques en todas las direccio-
nes. Ya Internet bulle con listas de productos y empresas estado-
unidenses y británicos que deben ser boicoteados. Aparte de los
blancos usuales —Coca, Pepsi y McDonald’s—, dependencias
gubernamentales como USAID, el Departamento Británico de
Desarrollo Internacional, bancos de los dos países, Merrill Lynch,
American Express, corporaciones como Bechtel, General Electric
y compañías como Reebok, Nike y Gap podrían ser sujetas a
asedio. Estas listas son compiladas y refinadas por activistas de
todo el mundo. Podrían constituir una guía práctica que dirija y
dé cauce a la amorfa pero creciente furia mundial. De pronto la
«inevitabilidad» del proyecto de globalización mundial comienza
a parecer poco más que evitable.

Se vuelve claro que la guerra contra el terror en realidad
no tiene que ver con el terror, y que la guerra en Irak no es
sólo por el petróleo: se relaciona con el impulso autodestructivo
de una superpotencia hacia la supremacía, el sometimiento to-
tal, la hegemonía global. Se argumenta que las poblaciones de
Argentina y de Irak han sido diezmadas por el mismo proceso,
sólo las armas utilizadas son diferentes: en un caso la chequera
del FMI, en el otro los mísiles crucero.

Por último, está la cuestión del arsenal de destrucción
masiva de Husein. (¡Uy!, ¿ya la habían olvidado?).

En la niebla de la guerra hay algo seguro: si el régimen de
Sadam cuenta en realidad con armas de destrucción masiva,
está mostrando un grado asombroso de responsabilidad y pru-
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dencia a la vista de una provocación extrema. Bajo circunstan-
cias similares (digamos si las tropas iraquíes bombardearan Nueva
York y pusieran sitio a Washington), ¿podríamos esperar lo
mismo del régimen de Bush? ¿Mantendría sus miles de cabezas
nucleares en su envoltura de papel? ¿Qué pasaría con sus armas
químicas y biológicas? ¿Sus reservas de ántrax, viruela y gas
nervioso? ¿Se quedarían donde están?

Disculpen un momento mientras me río.
En la niebla de la guerra nos vemos obligados a especular:

o Saddam es un tirano extremadamente responsable, o simple-
mente no posee armas de destrucción masiva. En cualquier
forma, pase lo que pase después, Sadam sale de esta disputa
mucho mejor librado que el gobierno de Washington.

He aquí, pues, a Irak, gran amenaza al mundo, miembro
de número del eje del mal. He aquí a Irak invadido, bombardea-
do, sitiado, amedrentado, con su soberanía pisoteada, sus niños
asesinados por diversos tipos de cáncer, su gente volando en pe-
dazos en las calles. Y henos aquí a todos observando CNN-BBC,
BBC-CNN hasta altas horas de la noche. Henos aquí a todos
soportando el horror de la guerra, soportando el horror de la
propaganda y el asesinato del lenguaje como lo conocemos y
entendemos. La libertad significa ahora asesinato masivo (o, en
Estados Unidos, patatas fritas). Cuando alguien dice «ayuda hu-
manitaria» automáticamente pensamos en hambruna inducida.

«Incrustrados», tengo que reconocerlo, es un gran hallaz-
go. Es exactamente como suena.1 ¿Y qué tal «arsenal de tácti-
cas»? ¡Lindo!

En la mayor parte del mundo, la invasión de Irak se ve
como una guerra racista. El verdadero peligro de una guerra
racista desatada por regímenes racistas es que engendra racismo
en todo el mundo: perpetradores, víctimas, espectadores. Fija
los parámetros del debate, establece un marco para una forma
particular de pensar. Del viejo corazón del mundo surge una
ola de odio hacia Estados Unidos. En África, América Latina,
Asia, Europa, Australia. La encuentro todos los días: a veces
viene de las fuentes menos probables: banqueros, empresarios,
estudiantes yuppies, que le aportan toda la vulgaridad de sus
posturas políticas conservadoras e intolerantes. Esa absurda in-

capacidad de separar a los gobiernos de los pueblos: Estados
Unidos es una nación de retrasados mentales, de asesinos, di-
cen (con la misma ligereza con que allá se dice «todos los mu-
sulmanes son terroristas»). En el grotesco universo del insulto
racista, hasta los británicos han hecho su entrada como nuevo
agregado. Lameculos, les dicen.

De pronto yo, que he sido vilipendiada por ser «antiesta-
dounidense» y «antioccidental», me encuentro en la extraordi-
naria posición de defender al pueblo de Estados Unidos. Y al
de Gran Bretaña.

Los que con tanta facilidad descienden al pozo del insulto
racista harían bien en recordar a los cientos de miles de ciuda-
danos estadounidenses y británicos que protestaron contra la
acumulación de armas nucleares de sus gobiernos. Y a los miles
de estadounidenses que al oponerse al reclutamiento militar
obligaron a su gobierno a retirarse de Vietnam. Deberían saber
que las críticas más eruditas, cáusticas e hilarantes al gobierno
estadounidense y al american way of life provienen de ciudada-
nos estadounidenses. Y que la condena más divertida y mordaz
del primer ministro británico procede de los medios de su país.
Por último deberían recordar que en este momento cientos de
miles de ciudadanos británicos y estadounidenses están en las
calles protestando contra la guerra. La coalición de los acobar-
dados y comprados está formada por gobiernos, no por pue-
blos. Más de la tercera parte de los estadounidenses han sobre-
vivido a la incesante propaganda a la que se les somete, y mu-
chos miles luchan activamente contra su gobierno. En el clima
ultrapatriótico que prevalece en Estados Unidos, ésa es una ac-
titud tan valerosa como la de cualquier hombre o mujer iraquíes
que luchan por su patria.

Mientras los aliados aguardan en el desierto el levanta-
miento de los musulmanes chiítas en las calles de Basora, el
verdadero levantamiento está ocurriendo en cientos de ciuda-
des de todo el mundo. Ha sido el despliegue de moralidad
pública más espectacular jamás visto.

Los más valerosos de todos son los cientos de miles de
estadounidenses que salen a la calles de las grandes ciudades de
su país: Washington, Nueva York, Chicago, San Francisco. El
hecho es que la única institución del mundo que es hoy más
poderosa que el gobierno estadounidense es la sociedad civil de
Estados Unidos. Los ciudadanos de esa nación llevan una enor-

1 Juego de palabras. A embedded (incrustado, empotrado) puede dárse-

le también en inglés el sentido de «encamado». (N. del T.)  
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me responsabilidad sobre los hombros. ¿Cómo no saludar y
apoyar a quienes no sólo reconocen esa responsabilidad, sino
actúan conforme a ella? Son nuestros aliados, nuestros amigos.

Por último, falta por decir que dictadores como Husein y
todos los demás déspotas de Medio Oriente, de las repúblicas
centroasiáticas, de África y América Latina, muchos de ellos
instalados, apoyados y financiados por el gobierno de Washing-
ton, son una amenaza para sus pueblos. De no ser el fortaleci-
miento de la sociedad civil (en vez de su debilitamiento, como
ha ocurrido en Irak), no hay una forma fácil de hacerles frente.
(Es extraño cómo los que desdeñan al movimiento pacifista
por utópico no vacilan en proferir las más absurdas razones,
como de ensueño, para ir a la guerra: erradicar el terrorismo,
instaurar la democracia, eliminar el fascismo y, la más divertida
de todas, «librar de malvados al mundo».)

Diga lo que diga la maquinaria de propaganda, esos tiranos
de hojalata no son la mayor amenaza al mundo. El peligro verda-
dero y acuciante, la mayor amenaza de todas es la fuerza locomo-
triz que impulsa a la máquina política y económica del gobierno
de Estados Unidos, hoy piloteada por Bush. Hacer escarnio de
Bush es divertido porque es un blanco fácil y suntuoso. Cierto,

es un piloto peligroso y casi suicida, pero la máquina que condu-
ce es mucho más peligrosa que el hombre en sí.

Pese al velo de tristeza que se cierne hoy sobre nosotros, me
gustaría hacer un llamamiento cauteloso a la esperanza: en tiem-
pos de guerra, uno quiere que las fuerzas enemigas estén dirigi-
das por el más débil de los caudillos. Y el presidente Bush sin
duda lo es. Cualquier otro presidente de inteligencia siquiera pro-
medio habría hecho probablemente lo mismo, pero se las habría
ingeniado para empañar el cristal y confundir a la oposición.
Quizá incluso habría arrastrado a la ONU consigo. La impru-
dencia y la falta de tacto de Bush, y su descarada creencia en que
puede gobernar al mundo con su escuadrón antimotines, han
logrado el efecto contrario. Ha conseguido lo que escritores, ac-
tivistas y académicos se habían esforzado durante décadas por
lograr. Ha dejado la tubería al descubierto. Ha puesto a la vista
del público las partes de la maquinaria, las tuercas y tornillos del
apocalíptico aparato del imperio estadounidense.

Ahora que el plano (La Guía de la Persona Ordinaria al
Imperio) ha sido puesto en circulación masiva, puede ser des-
armado mucho más aprisa de lo que los sabihondos predecían.

¡Qué vengan los desarmadores!  

SUSCRÍBASE SUSCRÍBASE SUSCRÍBASE SUSCRÍBASE SUSCRÍBASE Y LÉALY LÉALY LÉALY LÉALY LÉALA A A A A TTTTTODO EL AÑO PORODO EL AÑO PORODO EL AÑO PORODO EL AÑO PORODO EL AÑO POR
SÓLSÓLSÓLSÓLSÓLO us 50 (cheque/girO us 50 (cheque/girO us 50 (cheque/girO us 50 (cheque/girO us 50 (cheque/giro a nombro a nombro a nombro a nombro a nombre del ITe del ITe del ITe del ITe del ITeMeMeMeMeM)
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y petr oleros*
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** Profesor de Ciencia Política en la Universidad Autónoma de Madrid.

Hace unas semanas, y en Madrid, recibí una invita-
ción a participar, casi de improviso, en la presentación
pública de la plataforma «Nunca Máis». Obligado a
decir unas palabras sin haberlas preparado, durante un
par de minutos glosé la relación —que intuía— entre
la catástrofe del Prestige y la globalización neoliberal
en curso. Aunque entonces me dejé llevar por la im-
presión de que mi intervención, por su carácter muy
general, estaba un tanto fuera de lugar, con el paso de los días
me he afianzado en la percepción de que, por desgracia, la ca-
tástrofe mencionada, en sus muy diversas dimensiones, es una
atinada metáfora de los desafueros que rodean a la modalidad
de globalización que padecemos.

Y es que, y por lo pronto, lo ocurrido frente a la costa
occidental de Galicia ha ilustrado de forma dramática lo que se
antoja una rotunda primacía de los intereses privados. Así lo
demuestran como poco dos hechos: si el primero es la impre-
sentable ausencia de medidas de prevención de esta suerte de
accidentes del lado de las autoridades españolas, el segundo lo
aporta la decisión de éstas en el sentido de acatar, sin mayor
resistencia, los criterios avalados por el armador del petrolero.
Con el paso del tiempo hemos tenido conocimiento, por aña-
didura, de que nuestro gobierno –que consiente el empleo,
por empresas españolas, de buques monocasco— no puede dar
lecciones a nadie, y ello pese a algún provisional espasmo de
rigor como el que, un tanto patéticamente, invitó a retirarse
fuera de las doscientas millas a un buque de dudosa condi-

ción... que luego recaló en el puerto de Algeciras. Lo lógico es
preguntarse si alguien ha tenido a bien escuchar los avisos ge-
nerados por accidentes anteriores y si alguien está dispuesto a
aplicar, en serio, las leyes, aun en detrimento de los intereses de
unos pocos.

A primera vista no es sencillo establecer un vínculo entre
lo ocurrido con el Prestige y otro de los rasgos de la globalización
neoliberal: una apuesta deslocalizadora que invita a trasladar a
otros países empresas enteras en busca, casi siempre, de salarios
más bajos, ventajas fiscales y regímenes autoritarios que permi-
tan obtener el beneficio más descarnado. Y, sin embargo, son
prácticas de cariz visiblemente deslocalizador las que vienen a
explicar el porqué de tantos buques portadores de banderas de
conveniencia, la enorme dificultad en lo que respecta a identi-
ficar a los responsables finales y, en suma, el concurso de mari-
neros que, escasamente formados, son objeto de una evidente
explotación.

Tampoco falta la relación entre el accidente que nos in-
teresa y otro de los rasgos vertebradores de la globalización
neoliberal, en la forma de la aceleración espectacular alcanza-
da por unas fusiones de capitales que dibujan un planeta en

Foto: Jordi Bigues.

25-2.p65 18/07/03, 14:5711



De globalización y petr oler os

12  25 - 2003

el que el poder se halla hoy mucho más concentrado que un
par de decenios atrás. Aun cuando resulta difícil identificar a
los responsables últimos del accidente del Prestige, las huellas
que han ido dejando nos emplazan en la línea de uno de los
gigantes rusos del petróleo y colocan inequívocamente en el
primer plano un negocio, el de las materias primas energéti-
cas, al que parecen obedecer muchos de los flujos militares
del momento. Sin ir más lejos, a duras penas entenderíamos
la razzia estadounidense en Afganistán y la creciente agresi-
vidad de Washington para con Irak sin invocar la clave que
nos ocupa. El crecimiento experimentado por el tráfico de
petróleo procedente de Rusia remite, por lo demás, a com-
ponendas como las que han ido trabando, en la trastienda,
Washington y Moscú.

Hay quien sostiene, en otro terreno, que la modalidad de
globalización que se ha ido imponiendo lleva aparejado, tam-
bién, un formidable engrosamiento de las redes del crimen or-
ganizado. Parece fuera de duda que muchos de los movimien-
tos —hablamos ahora de los de cariz económico— de un bu-
que como el Prestige han reclamado, y de muy diversas formas,
el concurso de prácticas clandestinas. No sólo eso: aún está por
escarbar una cuestión tan espinosa como es la relativa a los

vertidos ilegales que, aprovechando la tesitura, han cobrado
cuerpo en las costas del Cantábrico, en lo que se antoja una
ilustración más del vigor de comportamientos en los que las
normas más elementales son objeto de olvido.

Agreguemos, en fin, que la vorágine de la globalización
neoliberal ha tenido, al calor de la tragedia gallega, un par de
reflejos más. El primero lo han aportado tantos medios de co-
municación entregados a una visible manipulación de lo ocu-
rrido y dramáticamente serviles con el poder. Su propósito,
lejos de informar, ha estribado ante todo en minimizar la ca-
tástrofe a través del ocultamiento de datos relevantes y de la
asunción acrítica —tenía por fuerza que provocar la sonrisa—
de versiones oficiales de los hechos que han encontrado pron-
tos desmentidos. El segundo de los reflejos obliga a recordar
que, en un trasunto de lo que se aprecia en buena parte del
globo merced a los emergentes movimientos de resistencia glo-
bal, las más de las veces ha sido nuestra sociedad civil, y no las
autoridades ni las fuerzas armadas, la que ha entendido con
rapidez lo que se imponía hacer frente al desastre. Y es que la
formidable estrategia de desmovilización popular que la
globalización en curso parece reclamar no está surtiendo, por
fortuna, los efectos deseados.

e-mail: icariaeditorial@terra.es
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Demasiado ricos
para ser ver des

Darío Alejando Escobar

INTRODUCCIÓN

En varios artículos y publicaciones (Grossman and Krueger,
1995; Ekins, 1997; Stern, 1998; citados por Muradian y Mar-
tínez Alier, 2001) se ha planteado la idea de que los países ricos
son los únicos que están en posibilidades reales de asumir con-
ductas ecológicas conducentes a un desarrollo sustentable, ya
que, al tener planamente satisfechas sus necesidades básicas y
mantener un ingreso elevado, pueden canalizar recursos eco-
nómicos hacia proyectos de conservación ambiental y de me-
joramiento de la eficiencia en el consumo energético y de ma-
teriales, un proceso que se ha observado en algunas industrias
y que algunos autores desde la Ecología Industrial (Tibbs, 1992
y Hawken, 1993 citados por Bunker, 1996), han denominado
como desmaterialización económica.

Por el contrario, se considera que los países pobres, en su
afán por satisfacer las crecientes demandas de consumo de su
también creciente población, se ven en la necesidad de explotar,
y muchas veces a sobreexplotar, la base de sus recursos naturales,
a la vez que no disponen de la infraestructura, los recursos eco-
nómicos ni la organización para realizar una gestión ambien-

talmente adecuada de sus residuos, por lo que serían los países
más directamente vinculados a los graves procesos de deterioro
ambiental del planeta (WCED, 1987; PNUMA, 1989)

Estas ideas han sido rebatidas también en varios artículos
(Bunker, 1996, Muradian y Martínez-Alier, 2001; Roca, et al.
2001) que señalan que las economías de los países ricos no
sólo no se han desmaterializado, y distan mucho de convertirse
en economías verdes, sino que por el contrario, sus niveles de
consumo siguen en aumento generando mayor carga ambien-
tal a nivel planetario, pero además, trasladan una parte impor-
tante de sus costos ambientales hacia los países pobres, ya sea a
través del comercio internacional o como externalidades nega-
tivas. En contrapartida, se han documentado las actitudes
ecologistas de varios grupos de población que habitan en los
países pobres, que sin autodenominarse ecologistas, defienden
la conservación de su medio natural como parte de sus siste-
mas de vida y su cultura (Garí, 2000; Martínez-Alier, 2002).

En este artículo, se pretende abundar sobre la inconsisten-
cia de la afirmación de que sólo los países ricos son los que dis-
ponen de mejores condiciones para avanzar por la senda de la
sustentabilidad, a partir de la crítica de su sistema agroalimentario,
y por el contrario, se presentan argumentos que soportan la idea,
de que son los países pobres los que tienen condiciones
agroproductivas, que pueden contribuir de manera importante a
reorientar sus modelos de desarrollo, hacia modelos sustentables.

POBRES DE LOS RICOS…

Actualmente, alrededor del 80% de la población de los países
ricos es población urbana1  (McNeill, 2000) que vive en ciuda-

1. Además es importante señalar que también un elevado porcentaje

de la población rural de los países ricos presenta patrones de vida y

de consumo de tipo urbano, de hecho, en varios países europeos se

está desarrollando un procesos de «urbanización del medio rural» que

consiste en que la población de las zonas urbanas en busca de vivien-

das que les permita obtener una mejor calidad de vida, adquieren vi-

viendas construidas en los antiguos cascos de los pueblos campesi-

nos abandonados, o bien, en desarrollos inmobiliarios nuevos cons-

truidos en antiguas zonas rurales, y que en la práctica, se llevan la

forma de vida urbana al campo, es decir, el campo se repuebla con

población urbana.
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des que se caracterizan, entre otras cosas, porque en ellas se
produce una cantidad ínfima de los alimentos que requieren
para su ingesta diaria, es decir, por mantener una dependencia
alimentaria total de las zonas agrícolas. A su vez, las zonas agrí-
colas que abastecen de alimentos a las ciudades de los países
ricos, son zonas especializadas en la producción industrial o
intensiva, bajo un modelo de producción altamente mecaniza-
do y dependiente de la inyección de enormes cantidades de
recursos energéticos externos, en forma de combustibles, ferti-
lizantes y pesticidas, y también dependen cada vez más de la
producción industrial de semillas llamadas de «alta productivi-
dad».2 Se trata en todos los casos, de insumos que son proveídos
por grandes empresas, las más importantes son transnacionales.

Pero no solamente los insumos que emplea la agricultura
están en manos de grandes empresas, sino que también, son
grandes empresas transnacionales las que acopian y distribuyen
los alimentos producidos en las zonas agrícolas hacia los cen-
tros urbanos.

La tendencia a la concentración y la estandarización de la
llamada industria agroalimentaria de los países ricos es abru-
madora,3 anualmente miles de pequeños y medianos agriculto-
res son arruinados y se ven obligados a abandonar la actividad
para que sus tierras y recursos productivos pasen a formar par-
te de las grandes corporaciones agroindustriales, que con ello,
logran ampliar sus escalas de producción e integrar toda la ca-
dena productiva.

El proceso de concentración anterior sería un «mal me-
nor», si como lo plantea el discurso de la eficiencia económica
que lo respalda, se mejoraran los sistemas productivos y se
incrementaran la disponibilidad de alimentos en cantidad y ca-
lidad, y si los agricultores expulsados de sus fincas encontraran
formas dignas de trabajo y de vida fuera de la actividad agríco-
la, preferentemente en sus regiones de origen, sin que tuvieran
que emigrar a las grandes ciudades a formar parte de los gran-
des contingentes de desempleados.

Pero desafortunadamente el proceso de concentración de la
actividad agroindustrial en manos de las grandes corporaciones
transnacionales, no es un mal menor, se trata de un proceso que
no contribuye a incrementar el bienestar social, sino acaso, el de
algunos pocos, y por el contrario, sus efectos perversos son evi-
dentes al menos en tres dimensiones de manera muy clara.

En primer lugar, en la dimensión ambiental. Están am-
pliamente documentadas las perversas implicaciones ambienta-
les de los sistemas de agricultura intensiva, característicos de la
producción industrial (Altieri, 2002; Toldedo, 1997), aquí solo
destacaré algunos de los más importantes: A través de la sim-
plificación y estandarización de los sistemas productivos se ge-
nera una enorme pérdida de diversidad biológica, tanto agríco-
la como del entorno ecológico; los suelos se empobrecen y
erosionan al romper sus sistemas de autoregulación y del man-
tenimiento de su microbiota; el uso excesivo de fertilizantes y
pesticidas provoca problemas de contaminación tanto del sue-
lo, la planta y sus frutos; y por si fuera poco, el producto cose-
chado es sometido a varios procesos de acondicionamiento para
evitar su perecibilidad natural, en muchos de estos procesos
también se adicionan sustancias químicas ajenas a la composi-

2. Por semillas de «alta productividad» me refiero tanto a las semillas

híbridas, a las mejoradas de polinización libre y a las transngénicas,

que son desarrolladas por métodos científicos tanto por instituciones

públicas como por empresas privadas, y que requieren de un conjunto

de condiciones tecnológicas adecuadas para desplegar sus capacida-

des productivas, ya que de otra manera, su productividad no se realiza.

3. «Gregory Armstrong, Jill hollingsworth, y Glenn Morris, Jr. del FSIS

identificaron estas tendencias [se refieren a problemas fitosanitarios en

grandes explotaciones agroindustriales] en un artículo publicado en

Epidemiologic Rewies. Durante los últimos veinte años, la industria de

producción de carne bovina se ha ido concentrando cada vez más [En

los Estados Unidos] al nivel de los engordadores, los cuales decrecie-

ron de 121,000 ranchos de engorda en 1970 a 43,000 en 1988…La

misma tendencia puede observarse en la industria lechera…Mientras

que había 600.000 ranchos lecheros en 1955, para 1989 sólo queda-

ban 160.000» (traducción propia. Fox, 2002., p. 261)

Foto: Teresa Bofill.
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ción natural del fruto, la hortaliza o el grano. Se trata por tan-
to, de elevados impactos ambientales que no son interiorizados
por el sistema agroindustrial y que se expresan en el deterioro
ambiental del espacio agrícola y en el detrimento de la calidad
del producto.

En segundo lugar, en la dimensión social. A la par que se
expulsa población de las zonas rurales a través del sistema de
arruinamiento de los pequeños y medianos productores, los
grandes empresarios agroindustriales recurren a la contratación
de mano de obra barata, que generalmente es proveída por
inmigrantes de los países pobres, con ello, los antiguos agricul-
tores son condenados a incorporarse a los mercados de trabajo
urbanos. Y esto ocurre en el mejor de los casos, porque en
muchos otros, simple y sencillamente los antiguos agricultores
pasan a formar parte del ejército de parados. Por otra parte, el
ejército de jornaleros integrado por inmigrantes, muchos de
ellos ilegales, son una mano de obra extremadamente dócil y
barata que es explotada sin miramientos por los consorcios
agroindustriales.4

A lo anterior hay que agregar el costo social que deben
pagar las grandes mayorías que habitan las zonas urbanas y que
son abastecidas de alimentos de baja calidad ambiental, y posi-
blemente nutritiva.

El tradicional discurso de la industria agroalimentaria de
los países ricos es que sus productos son mejores en calidad
por las elevadas normas higiénicas y sanitarias a las que están
sujetos, pero que son normas impuestas a partir de los paráme-
tros que establece la misma industria alimentaria. Una simple
inspección a los supermercados de los países ricos, basta para

apreciar la estandarización de los productos agrícolas: manza-
nas, naranjas y tomates de formas y colores casi perfectos, que
al ser consumidos, desilusionan enormemente por su sabor in-
sípido, o por su particular consistencia que, para cualquiera
que tenga un mínimo conocimiento de alimentos producidos
por sistemas campesinos, es claro que hay diferencias empíricas
entre unos y otros a favor de estos últimos.

Por ejemplo, el caso de los tomates estándar que se
expenden en los supermercados europeos, es muy ilustrativo.
Se trata de tomates que han sido modificados para tener forma
y color atractivos, y para mantener su apariencia durante lar-
gos períodos de transporte y almacenaje, pero que en contra-
partida, han perdido substancialmente, una parte importante
de sus atributos culinarios, son insípidos y su consistencia y
color no permiten preparar adecuadamente ciertos platillos tra-
dicionales como las salsas. A lo anterior habría que agregar los
posibles contenidos de residuos de pesticidas con los que son
fumigados constantemente durante su ciclo de desarrollo. El
hecho de que sean considerados productos que cumplen satis-
factoriamente las normas sanitarias, no necesariamente implica
que no contengan residuos químicos, sino que, sencillamente
dicho contenido está por debajo de la norma establecida por la
propia agroindustria alimentaria.

Actualmente se están desarrollando interesantes investiga-
ciones en el área médica de los países ricos como consecuencia de
los elevados índices de alergias y desordenes en el sistema
inmunológico que padece su población. De hecho, se ha desa-
rrollado una teoría denominada «higienista» y que sostiene que
en estos países los niveles de limpieza de su entorno urbano, ha
llegado a tal extremo, que han eliminado las bacterias y microor-
ganismos con los que el cuerpo humano está habituado a convi-
vir. Por lo que el sistema inmunológico humano, al no encon-
trar esos microorganismos hacia los cuales canalizar su acción,
reacciona en contra de la propia microflora y microfauna intesti-
nal, o bien en contra de elementos inocuos como el polvo y el
polen hacia los cuales no se deberían de generar reacciones alérgicas
tan elevadas como las que actualmente padece esta población.

De lo anterior, cabe preguntarse si los alimentos que consu-
men las grandes mayorías de la población de los países ricos y
que son alimentos proveídos por las grandes cadenas agroali-
mentarias son en parte también responsables de estas nuevas en-

4. Generalmente las grandes empresas transnacionales refutan estos

argumentos señalando que, por el contrario, ellas son las que estable-

cen los mejores salarios y condiciones de trabajo. Sin embargo, en la

agricultura es común que estas empresas trabajen bajo el modelo de lo

que se llama agricultura de contrato, en la que alquilan la tierra a los

propietarios de la misma y los convierten un una clase de asalariados

sin derechos, que sólo se encargan de administrar parte de las labores

que requiere el proceso productivo, como la contratación de mano de

obra, de tal suerte, que si bien la empresa transnacional no contrata de

manera directa a los jornaleros que son mal pagados, sí lo hace a tra-

vés de su sistema de agricultura de contrato. En otras ocasiones sim-

plemente se da la contratación directa de jornaleros sin intermediario

alguno.
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fermedades. La alarma que generó el mal de las vacas locas
(Encefalopatía espongiforme) y que evidenció la vulnerabilidad del
sistema agroalimentario que manejan los consorcios agroindustiales
de los países ricos, es un ejemplo indicativo de que no todo lo
que los países ricos adoptan como norma, es lo mejor, y que por
el contrario, pueden estar poniendo en juego el bienestar y la
salud de importantes sectores de su propia población.

Al menos un 30% de los adultos americanos tienen aler-
gias alimenticias y consecuentemente alteran sus hábitos
alimenticios (Sloan y Powers 1986). Igualmente, cerca de
una tercera parte de los padres perciben reacciones adver-
sas a los alimentos como las responsables de una multitud
de síntomas en sus niños y modifican consecuentemente
la dieta que les dan (Bock 1987)… A pesar de la gran
preocupación y del reconocimiento de las alergias alimen-
ticias tanto por médicos y pacientes, muchos alergiólogos
(allergists) creen que la prevalencia actual de alergias se ha
incrementado sustancialmente durante la última década,
en proporción similar a la de otros padecimientos como
el asma y la rinitis (Nionan y Rusell 1992; Peat et al 1994;
Sears 1996) (Traducción propia. Kagan, 2003, p. 223)

En tercer lugar está la dimensión económica. Una de las
premisas del modelo económico que promueve como ventaja
indiscutible de las grandes empresas agrícolas su supuesta ma-
yor eficiencia económica, se ve severamente cuestionado por la
evidencia empírica de que el sector agrícola de los países ricos
incrementa constantemente la cantidad de subsidios que recibe
para favorecer su competitividad. De acuerdo con datos del
año 2002, Estados Unidos otorgó 21.000 US dólares en subsi-
dios por productor, mientras que la Unión Europea lo hizo
por un monto de 16.000 (La Jornada, 4/12/2002). Además,
hay que tener presente que la ley agrícola aprobada por los
Estados Unidos en 2002 prevé invertir alrededor de 180 mil
millones de dólares durante los próximos diez años para «apo-
yar» la competitividad de sus productores rurales. Estos subsi-
dios distorsionan considerablemente los precios de mercado de
los productos agrícolas de los países ricos, y no es claro que se
mantenga una tendencia a la reducción de los precios que pa-
gan los consumidores por esos productos, ya que si bien hay

una parte del precio que pagan como precio final con una ten-
dencia decreciente, hay otra parte del precio del producto que
pagan como impuestos con una tendencia creciente.

La concentración del ingreso también representa otra ca-
racterística económica cuestionable, ya que el ingreso agrícola
que anteriormente se repartía entre miles de familias de agri-
cultores, hoy queda en manos de unos cuantos empresarios
agrícolas que además, explotan y pagan una mano de obra muy
barata.

Por último, también se debe criticar la parcialidad del aná-
lisis costo-beneficio con la que opera la lógica de ganancia de
las empresas agroalimentarias. Bajo dicha perspectiva, se busca
obtener de un capital inicial la máxima rentabilidad durante
un período de tiempo determinado. Generalmente dicho capi-
tal se diferencia en Capital fijo y Capital variable, al primero
corresponden todas las inversiones en equipo e infraestructura
que no se incorpora como parte del producto final al cabo de
un ciclo de producción, sino que permanece depreciándose a
lo largo de la vida útil del proyecto, y dentro del cual cabe
esperar que se cuantifique el costo de la tierra, mientras que el
segundo se refiere a todos los insumos que pasan a formar par-
te del producto final al cabo de un ciclo de producción, inclu-
yendo la mano de obra con la que se produce. Pues bien, en la
contabilidad de las empresas agrícolas sólo se considera el pago
correspondiente a la renta de la tierra, por lo que en todo caso
no se recupera lo que El Serafy (1991) ha denominado como
Capital Natural, y que se refiere a un monto equivalente de
dinero o bienes, que sea capaz de compensar la pérdida del
recurso inicial, es decir, en el caso de la tierra sería la pérdida de
sus atributos iniciales en estructura y fertilidad, e incluso po-
dría pensarse hasta en su cubierta vegetal y su diversidad. Por
lo tanto, lo que la lógica de la explotación empresarial recupera
como parte de su capital es una renta por su uso, pero no
recupera la parte correspondiente al capital natural, con lo que
hay una pérdida real no cuantificada e imputada a la contabili-
dad de la empresa y que es transferida al conjunto de la socie-
dad como externalidad.

Por lo tanto, el modelo de agricultura que se desarrolla en
los países ricos es en realidad un modelo que está empobre-
ciendo la base de sus recursos productivos, particularmente el
suelo y sus agroecosistemas, la calidad de los productos con
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que se alimenta a la mayoría de su población, concentrada en
ciudades y abastecidas por grandes consorcios agroindustriales,
y que también empobrece a importantes sectores de su pobla-
ción como los agricultores, pequeños y medianos, así como a
los jornaleros agrícolas.

LOS POBRES NO SON TAN POBRES

Una de las características que comúnmente se señalan como
indicativo del grado de subdesarrollo que presenta un país o
región, es el porcentaje de su población que todavía se dedica a
actividades primarias, especialmente a la agricultura, peor aún
si el tipo de agricultura que practican es de tipo campesina. Ya
que bajo la concepción occidental de desarrollo, la agricultura
campesina está orientada solamente a producir alimentos para
su autoconsumo y es incapaz de generar suficientes excedentes
como para abastecer las crecientes necesidades de las ciudades.

En realidad, la agricultura campesina que se practica en
los países pobres, o mejor dicho empobrecidos,5 es en buena
medida el resultado de una estrategia de resistencia de los pue-
blos autóctonos de las antiguas colonias de los imperios euro-
peos. Baste con recordar que la agricultura campesina ha esta-
do vinculada a la población autóctona, que a partir de su largo
proceso de coevolución con su medio natural y sus recursos
productivos (animales, semillas, herramientas, etc), desarrolla
una actividad agrícola basada en miles de años de experiencia
empírica sobre sus tierras y territorios.

Desde la época de la expansión colonial europea, la mayo-
ría de los sistemas de agricultura practicados por los pueblos
conquistados se vieron como sistemas atrasados, exóticos y es-
pecialmente inadecuados para satisfacer las necesidades del
modelo colonial, es decir, para explotar la tierra, la gente y los

recursos de las regiones conquistadas en beneficio de las me-
trópolis. Por ello fue que rápidamente se impusieron los siste-
mas hacendarios para la producción de granos y ganado, y las
plantaciones para el caso de productos tropicales, dejando por
lo tanto los sistemas de agricultura campesina, para la
sobrevivencia de la población autóctona y los desheredados que
empezaron a surgir del mestizaje colonial, lo que reforzó aún
más la necesidad de hacer de los sistemas de manejo campesi-
no, bastiones de la sobrevivencia.

Una vez superado el período formal de los imperios co-
loniales, el modelo de desarrollo promovido por la revolu-
ción industrial inglesa sirvió de base para las aspiraciones de
desarrollo económico de los incipientes países independien-
tes, mientras que el modelo de liberalismo francés inspiró los
modelos de desarrollo de las instituciones políticas. Los pue-
blos autóctonos vinculados a la agricultura y recluidos en las
regiones más inhóspitas a las que los había reducido y reclui-
do el colonialismo, siguieron siendo vistos como atrasados,
exóticos e incapaces de aportar elementos que sirvieran al
desarrollo de los nacientes estados independientes. Los cau-
dillos criollos y mestizos que sucedieron a los virreyes en el
poder de las antiguas colonias, mantuvieron su mirada hacia
las metrópolis.

Desafortunadamente en pleno siglo XXI el nuevo orden
internacional caracterizado por el llamado proceso de globa-
lización, y que aparece actualmente como digno heredero del
antiguo régimen colonial, sigue manteniendo a los pueblos
autóctonos en condiciones de marginación y recluidos en las
zonas más inhóspitas. Y cómo producto de tantos años de re-
sistencia y de convivencia con su entorno natural, del cual han
dependido de manera fundamental para sobrevivir, dichos pue-
blos continúan su proceso de coevolución, alcanzando un ele-
vado conocimiento de su medio y un manejo sofisticado de
sus recursos productivos.

No es pues ninguna casualidad que ahora, las regiones de
mayor diversidad biológica y agrícola que hay en el planeta,
coincidan en buena medida con las regiones en las que habitan
los pueblos autóctonos que sobrevivieron al colonialismo. Es
decir, se trata de esas regiones que hasta ahora, fueron conside-
radas marginales para la lógica de los modelos económicos do-
minantes, antes colonialismo y ahora globalización, y que en

5. Así los define Elizabeth Bravo, miembro de Acción Ecológica de Ecua-

dor, quien considera que los términos «país subdesarrollado» o «país

tercermundista» corresponden a nociones despectivas creadas en los

países ricos y que en todo caso, es preferible denominarlos «países

empobrecidos», lo que tiene la ventaja de mantener fresca la memoria

histórica del pasado colonial y del presente globalizador con sus consa-

bidas secuelas de la injusta distribución de la riqueza a nivel internacio-

nal. Comunicación verbal.
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contrapartida, sirvieron como zonas de refugio a las poblacio-
nes indígenas que han podido mantener, no sin permanentes
luchas por la defensa de sus territorios, su identidad cultural y
sus propios sistemas de relación con la naturaleza.

Así, lo que paradójicamente para los parámetros de la cul-
tura occidental son las áreas más pobres del planeta, porque se las
mide en función del dinero que generan, o mejor dicho, del que
no generan, son las áreas más ricas por los recursos naturales que
en ellas aún se conservan, por la diversidad agrícola que en ellas
se desarrolla y mantiene, y por su diversidad cultural.

LAS «VENTAJAS» DE LOS POBRES

Aún y cuando los países empobrecidos son los que actualmen-
te presentan las mayores tasas de nueva urbanización y concen-
tran las mayores aglomeraciones urbanas del planeta, también
es cierto que son los que mantienen un alto porcentaje de su
población en el medio rural, entre el 30% y el 90%, como ya
lo señalaba en párrafos anteriores. La población rural de los
países empobrecidos se caracteriza por depender, todavía en
buena medida, del abastecimiento de los mercados locales de
productos alimenticios para su consumo. Dichos mercados si-
guen siendo abastecidos, también en buena medida, por los
excedentes que tradicionalmente producen las explotaciones
campesinas y que son comercializadas muchas veces por los
propios campesinos.

La agricultura campesina que se practica en extensas regio-
nes de los países empobrecidos se caracteriza, entre otras cosas,
por ser una producción que sigue utilizando de manera funda-
mental los recursos locales, es decir, tierra, semillas e insumos
que son proveídos por los recursos de la propia unidad campesi-
na, la comunidad o la región, y que hace poco uso de los insumos
industriales que caracteriza a la agricultura de los países ricos. En
muchos casos se trata de sistemas de producción que entran de
manera natural en lo que se ha denominado más recientemente
como agricultura ecológica, por ser un tipo de producción respe-
tuosa del medio ambiente y no hacer uso de insumos industria-
les, y por tanto, desde esta perspectiva, se trata de productos de
muy alta calidad. Pero no sólo desde ese punto de vista, sino
también desde el gusto, el sabor y sus usos culinarios, que son
parámetros empíricos, ciertamente fuertemente determinados por

factores culturales, pero cuya validez como criterios de calidad
deberían ser seriamente considerados.

Appendini, et al. (2002) sostienen que como parte del
concepto de seguridad alimentaria adoptado en 1996 por la
Cumbre Mundial de la Alimentación, se incluye a las preferen-
cias alimentarias de los pueblos como parte fundamental de
dicho concepto, es decir, las consideraciones sociales y cultura-
les sobre la calidad de los alimentos. Por lo tanto, la calidad de
los alimentos, con sus connotaciones socioculturales representa
un bastión de lucha de la seguridad alimentaria de los pueblos,
que implica reforzar los sistemas de producción que garantizan
dicha calidad.

Otra de las ventajas que presentan los sistemas de produc-
ción agrícola que se desarrollan en los países empobrecidos,
especialmente por los grupos indígenas, es el acervo de conoci-
mientos y saberes acumulados por la experiencia empírica de
miles de años de práctica agrícola. Esta situación se ve clara-
mente reflejada en la gran diversidad de plantas cultivadas y
aprovechadas, la diversidad intraespecífica de las especies más
importantes y que forman la base de sus sistemas de alimenta-
ción, adaptadas a la diversidad y especificidades de sus ambien-
tes productivos y necesidades socioculturales, y desarrollando
sistemas de manejo que permiten el aprovechamiento integra-
do de plantas y animales, domesticados y silvestres. Bastaría
comparar las aproximadamente 150 especies cultivadas que se
comercializan a través de los mercados urbanos e internaciona-
les (NRC,1999), con las aproximadamente 7.000 especies de
plantas que son aprovechadas por los sistemas de agricultura
campesina (Thrupp,1997).

Una característica que vale la pena destacar del conoci-
miento tradicional de los pueblos indígenas, es la continuidad
de su coevolución en manos de los propios pueblos que lo han
venido utilizando de manera cotidiana durante miles de años.
Es decir, no se trata de conocimientos externos al sistema de
vida y de producción de la economía campesina, como los que
representan los conocimientos científicos sobre los que se sus-
tenta la agricultura industrial, ni tampoco se trata de conoci-
mientos con escasa prueba de su efectividad y riesgos, como
los que representan las modernas semillas transgénicas.

La otra gran ventaja de los países empobrecidos la consti-
tuye su propia diversidad. Diversidad que produce diversidad y
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que se caracteriza por la gran variedad geográfica, climática,
ecológica y cultural que en ellos prevalece, todo ello estrecha-
mente interrelacionado. Por ejemplo, a diferencia de las gran-
des planicies de la franja maicera de los Estados Unidos, en las
que la difusión de una tecnología homogénea se facilita, y en
donde anualmente se cultivan miles de hectáreas con una mis-
ma variedad de maíz y un mismo sistema tecnológico; en los
accidentados territorios de Mesoamérica y los Andes, en don-
de no existen extensiones homogéneas de terrenos tan grandes,
y en los que las barreras orográficas corren a lo largo de los
meridianos, se presenta un gran mosaico de nichos ecológicos
y microlclimas, que varían tanto altitudinal como longitudi-
nalmente. En dicha diversidad ecológica, los pueblos autócto-
nos de América desarrollaron y adaptaron diferentes tipos de
maíces para ser cultivados en los variados pisos ecológicos y
agroecosistemas que maneja una misma unidad campesina.

Es suficiente con comparar las seis o siete variedades de
maíces mejorados que dominan las grandes planicies maiceras
de los Estados Unidos con las miles de variedades que prevale-
cen en Mesoamérica y los Andes para reconocer que, la diver-
sidad natural ha jugado también un papel muy importante en
la diversidad agrícola y tecnológica que hoy se mantiene en los
países empobrecidos.

Jared Diamond (1998) sostiene como una de sus tesis so-
bre el éxito que tuvo la colonización europea sobre el resto del
mundo, el de la relativa homogeneidad que caracteriza al con-
tinente Euroasiático, que en lo fundamental corre en un eje
este-oeste y una variedad latitudinal relativamente acotada, en
contraposición con América y África, que más bien corren en
un eje Norte-Sur muy amplio, y con accidentes orográficos
que magnifican esa diversidad.

Además de la ventaja de salida de Eurasia y sus especies de
animales salvajes y de plantas silvestres, los avances en Eurasia
se aceleraron también debido a que la difusión de animales,
plantas e ideas, tecnología y personas fue más fácil en Eurasia
que en América, como consecuencia de varios factores geo-
gráficos y ecológicos. El eje principal este-oeste de Eurasia, a
diferencia del eje principal norte-sur de América, permitió
la difusión sin cambio de latitud y de variables medio-
ambientales asociadas.» (Diamond, 1998., p.421)

Tal vez sea tiempo de reconocer en esa «desventaja históri-
ca» una de las grandes ventajas que en el mundo globalizado
pueden tener los países empobrecidos para enfrentar los retos
de promover un desarrollo alternativo al desarrollo industrial
que caracteriza a los países ricos, o enriquecidos, ya que a dife-
rencia de éstos, en los primeros todavía disponemos de unos
sistemas de producción de alimentos de alta calidad ambiental
y cultural, de sistemas de producción soportados por un con-
junto valioso de conocimientos y saberes resultado de un largo
proceso de coevolución entre nuestros pueblos campesinos e
indígenas y sus territorios, y de una diversidad natural y agrí-
cola sorprendentes.
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ESPECIAL:  POLÍTICA DEL A GUA

La gestión popular
del agua:

Respuestas locales
frente a la

globalización

centralizadora*

David Barkin**

Con la incorporación de una creciente parte de la vida social a
las transacciones del mercado, no sorprende la privatización de
los servicios de gestión de los sistemas hídricos y la distribu-
ción del preciado líquido. Sin embargo, no es evidente que
este proceso ofrezca soluciones adecuadas para responder a las
múltiples funciones y demandas que surgen en una cuenca,
sobre todo en la medida en que se comercializa la producción
agropecuaria, se intensifica la producción industrial y se eleva
la densidad poblacional. Más aun, con el retiro de los apoyos
para la producción rural que acompañó a la integración econó-
mica internacional en muchas partes de América Latina, mu-
chas de las comunidades que tradicionalmente se habían ocu-
pado del mantenimiento de los complejos ecosistemas como
parte normal de sus procesos productivos han dejado de em-
plearse en estas labores, ya que requieren de ingresos que la
actividad rural no es capaz de proveer.

En México, y otras partes de América Latina, se
ha observado una nueva conciencia entre comunida-
des rurales —indígenas y campesinas— en su aporta-
ción potencial al manejo correcto de cuencas y de sis-
temas hídricos para el uso urbano-industrial como parte
de una estrategia alternativa de supervivencia. Con un
reconocimiento de la necesidad de asegurar la oferta
de agua para grupos marginales y la incapacidad de los

organismos oficiales de proteger los ecosistemas donde nacen los
ríos y de donde se proveen los acuíferos subterráneos, las nuevas
propuestas «populares» para el control local de estos procesos de
«la producción del agua» requieren de un apoyo político y un
respaldo técnico para diseñar las alternativas adecuadas frente a
los esquemas simplificadores de la globalización centralizadora.

A la vez, el reconocimiento de los retos de un manejo
más responsable de los sistemas de almacenamiento, distribu-
ción y tratamiento de aguas para usos urbanos e industriales
está transformando el panorama institucional. Se está recono-
ciendo la incapacidad de los gobiernos locales y nacionales para
asegurar una administración al nivel requerido de los recursos
hídricos. Por eso, y por presiones de las instituciones multila-
terales de «desarrollo,» se están emprendiendo negociaciones
para otorgar en concesión el manejo de estos sistemas a empre-
sas transnacionales quienes están encontrando problemas ines-
perados, ya que sus sistemas de full cost recovery les están obli-
gando a elevar las tarifas de una manera que despierta resisten-
cia entre usuarios y administraciones locales. De esta manera,
las opciones ofrecidas por las organizaciones sociales podrían
despertar interés para negociar alternativas políticas.

En este trabajo se ofrece una discusión de algunas de estas
opciones con una evaluación de algunas de sus características
que podrían contribuir a la resolución de los graves conflictos
que están surgiendo. En primer lugar, facilitan colocar en pri-
mer plano el objetivo de un manejo «sustentable» de los
ecosistemas —unidades territoriales que reúnen recursos natu-
rales con sistemas sociales. Se nota también que esas opciones

* Preparado para su presentación en el «III Congreso Ibérico sobre

Gestión y Planificación del Agua,» Sevilla, 13-16 de noviembre de 2002.

** Profesor Visitante, Universidad Autónoma de Barcelona; Profesor de

Economía, Universidad Autónoma Metropolitana-Xochimilco, México.

e-mail: barkin@cueyatl.uam.mx.
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crean la posibilidad de reconfigurar los escenarios de debate y
de negociación en regiones donde la movilización social per-
mite u obliga a la búsqueda de nuevos caminos para la admi-
nistración de los recursos hídricos.

EL AGUA COMO DETERMINANTE DEL
MODELO DE DESARROLLO

En gran medida, los debates en torno al agua son discusiones sobre
la naturaleza de la sociedad, de su estructura productiva y del acce-
so de los distintos grupos sociales a las oportunidades que se gene-
ran. Esto fue particularmente evidente en épocas pasadas cuando se
implementaron los grandes proyectos para promover el desarrollo
regional en base a la organización espacial en torno a las cuencas
hidráulicas (estilo Tennessee Valley Authority).

Estas obras para el aprovechamiento integrado del agua,
requirieron de cuantiosas inversiones. Transformarían a regio-
nes aisladas y atrasadas en motores del desarrollo regional y la
acumulación nacional. Tal era el potencial de estas obras que
los economistas del momento generaron una abundante litera-
tura sobre la aportación de los «polos de desarrollo» (Perroux,
et al.1973), el «gran empuje» (Rosenstein-Rodan en Bhagwati
y Eckaus, 1972), o el escalonamiento inducido (Hirschman,
1961), para nombrar ejemplos de tres «escuelas» muy conoci-
das; son modelos que modificaron la manera en que la comu-
nidad internacional concebía el papel del Estado para abrir ca-
minos que podrían aprovechar los empresarios, operando con
el impulso oficial o con los recursos provistos por el mercado.
Plantearon una sinergia entre las obras multipropósitos para abrir
nuevas tierras al riego y generar hidroelectricidad, con los pro-
gramas de saneamiento regional (por ejemplo, contra el palu-
dismo o la schistosomiasis) e integración social. Resultaron par-
ticularmente atractivos en América Latina, donde la Comisión
Económica para América Latina asumió un papel protagonista
en difundir el modelo y facilitar apoyos internacionales para su
implementación (ILPES, 1976).1  Sin embargo, desde el princi-
pio surgieron voces escépticas que advirtieron que las fuerzas
del mercado abandonadas a sí mismas tienden a la concentra-
ción de los frutos del crecimiento, tanto en el plano social como
en el geográfico (Frank, 1974; Myrdal, 1964).

A la luz de decenios de años de funcionamiento, las críti-
cas iniciales se mostraron certeras: mientras que efectivamente
abrieron nuevas zonas a la explotación comercial de sus recur-
sos naturales y de la producción comercial para mercados in-
ternacionales, en la mayoría de los casos raras veces lograron
convertir a las poblaciones locales en beneficiarias de los pro-
yectos. Aun peor: frecuentemente se vieron profundamente
perjudicadas a medida que sus comunidades fueron desmem-
bradas, sus tradiciones culturales menospreciadas. También su-
frieron a manos de los nuevos dueños de las tierras abiertas al
cultivo (colonizadores e inversionistas) y de los gerentes de las
nuevas plantas procesadoras quienes se apropiaron de las utili-
dades, convirtiendo a los moradores en peones o trabajadores
asalariados, sin mayor participación en las riquezas generadas
por la intervención estatal (Barkin, 1976). Se introdujeron pro-
fundos cambios económicos —nuevas industrias y tecnologías
productivas— que agudizaron las diferencias sociales y dejaron
una terrible herencia de destrucción ambiental con consecuen-
cias poco estudiadas para la naturaleza, la salud y el bienestar
de las poblaciones locales.

A diferencia de los primeros momentos del desarrollismo,
hoy en día los debates respecto al carácter de las inversiones y
el futuro de las regiones es tema de debate local y, a menudo,
internacional. Hay mayor conciencia de los estragos de accio-
nes del pasado y mejor organización de la sociedad civil para
opinar sobre los proyectos privados y del estado que proponen
alterar los ecosistemas con sus complejos entornos biológicos y
sociales. Sin embargo, aun ahora la primacía de lo económico
y el poder de los grupos financieros internacionales —en el
mercado y en muchos dominios de la opinión pública— cons-
triñe los términos de la discusión a las consideraciones de cre-
cimiento, de generación de empleos (aunque sean de dudosa
calidad) y de rentabilidad, en vez de permitir la inclusión de

1 En México, se crearon varias comisiones con amplio poder político

para implementar la estrategia, generalmente considerada exitosa por

la comunidad internacional. Otros proyectos, como los de Guayana en

Venezuela, de Rondonia en Brasil, y de Mantaro en Perú, por nombrar

sólo tres, también fueron objeto de elogios en numerosas evaluaciones

académicas. Sin embargo, finalmente todos resultaron ser instrumentos

de polarización social y económica y de degradación ambiental del esti-

lo mencionado en el texto.
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elementos como la calidad de la vida individual y colectiva y la
evolución del patrón de actividad en las regiones. Uno de los
sectores donde el debate muestra las diferencias entre las partes
de forma más notoria es en el área del turismo, donde los im-
perativos de la implantación del modelo del turismo masivo
con la gran inversión que requiere ha desolado a preciosos si-
tios naturales, con pocos beneficios para las poblaciones locales
y terribles daños para los sistemas naturales; un ejemplo trági-
co es la costa del Caribe mexicano con la ininterrumpida ex-
pansión del complejo turístico de Cancún.

Los conflictos entre usos sociales y privados del agua son
parte de un debate sobre los requerimientos de la naturaleza, el
carácter de la sociedad y la suerte de los diversos participantes
(stakeholders). Se repiten en muchos ámbitos: en propuestas
para la implantación de proyectos de campos de golf o marinas
náuticas en muchas regiones del mundo o la expansión de los
nuevos modelos para la producción de camarones (gambas) en
ambientes costeros tropicales que requieren de la destrucción
de los manglares, complejos sistemas naturales con gran pro-
ductividad para poblaciones que los saben aprovechar, que re-
gulan además la interacción entre cuerpos de agua dulce y sala-
da y aseguran la filtración hídrica. Los conflictos plantean un
desacuerdo fundamental de cómo van a evolucionar nuestras
sociedades y quienes serán los que se hagan escuchar. Hoy en
día el despliegue desigual de fuerzas obliga a muchos grupos
sociales a salir a la calle para hacerse oír, a emprender activida-
des de desobediencia civil y a irrumpir en las reuniones de los
poderosos quienes se (mal)acostumbraron a dictar los térmi-
nos de su participación en las inversiones locales. Éste es el
contexto en el cual se está debatiendo «una nueva cultura del
agua,» que no es realmente una discusión sobre la disposición
del agua, ni siquiera los derechos de acceso, sino un debate
acerca del camino sobre el que avancen nuestras sociedades.

LOS RECURSOS HÍDRICOS Y EL MANEJO
SUSTENTABLE DE LOS ECOSISTEMAS

Quizá el factor primordial en la búsqueda moderna para el
manejo sustentable de los ecosistemas es el carácter integrado
de las múltiples dimensiones que interactúan en un espacio

determinado. Los análisis actuales de la sustentabilidad nunca
dejan de poner en primer nivel la importancia de superar los
limitantes de visiones disciplinarias o los programas que abar-
can los impactos de un actor u otro, aún cuando éste sea do-
minante en la región. He aquí el punto de partida para una
crítica de las propuestas de desprender la gestión local o regio-
nal del agua del conjunto de programas para la construcción
de una estrategia de «desarrollo sustentable.» Aun sin tomar en
consideración los problemas de equidad y elementos funda-
mentales de derechos humanos que se presentan inevitablemente
con la administración privada de los servicios de agua, el des-
prendimiento de la gestión del agua como un servicio esencial
que requiere de un trato «técnico» conduce a un diseño que
casi siempre han contrapuesto los objetivos de las autoridades
del agua contra los de otras administraciones y con los diversos
grupos sociales en contienda.

Estas diferencias en objetivos se vuelven crecientemente
fundamentales en la medida que se apremia la oferta del vital
líquido o su oferta en una región se hace atractiva para otra
región que plantea trasvases de «excedentes». También crecen
las incompatibilidades entre actores con la privatización de los
servicios de suministro, que generalmente incluyen las etapas
previas de acopio y almacenamiento y las posteriores de trata-
miento (depuración) y disposición. No es el propósito de este
análisis ofrecer una discusión exhaustiva de todos los elemen-
tos que contribuyen a agudizar el conflicto entre las partes.
Más bien en esta sección quisiera enfatizar un problema fun-
damental que dificulta la resolución de conflictos dentro del
marco del mercado en nuestras sociedades: la diferencia entre
el objetivo primordial del concesionario para maximizar sus
ganancias o el retorno sobre su inversión, por un lado, y la
demanda por una oferta adecuada en cuantía y en calidad a un
costo accesible para los usuarios.

Al realizar una concesión de la responsabilidad para el abas-
to de un producto esencial como es el agua —un producto
cuya disponibilidad depende en gran medida del buen manejo
de «los comunes»— es inevitable la aparición de una serie im-
portante de diferencias en criterios adecuados para la opera-
ción. Quizá uno de los más influyentes es el horizonte de tiem-
po con que se diseñan los sistemas operativos: para una em-
presa particular la rapidez con que se recupera una inversión
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es determinante en la valoración que ponen los mercados en
su desempeño. Para el público, en contraste, la durabilidad de
la instalación —medido en decenios, e implicando inversiones
iniciales superiores— podría ser primordial. De igual manera,
el conflicto entre gastos corrientes y de inversión también son
importantes, tanto para un operador público como para el
operario particular. Es especialmente notable cómo se está des-
cubriendo que muchos sistemas de agua potable en todas par-
tes del mundo se han deteriorado a raíz de la ausencia de pro-
gramas regulares de mantenimiento, y por la tendencia de des-
viar parte de los ingresos de cobros por los servicios de agua
para otros renglones del presupuesto.2 La ausencia de progra-
mas regulares de sustitución de secciones anticuadas de las re-
des de distribución y de conservación adecuada de las áreas de
recolección de agua para garantizar la calidad de la misma, son
problemas muy comunes en los sistemas de agua potable alre-
dedor del mundo; más frecuente aún es la ausencia de siste-
mas adecuados de tratamiento de aguas servidas (negras), por
problemas financieros y porque refleja un peligro común de
un recurso como el agua: la posibilidad de que un vecino fuerte
pueda transferir sus problemas a otras comunidades, sin con-
secuencias u oposición.

Estos mismos problemas, que han venido generando al-
gunos de los múltiples problemas que actualmente aquejan a
muchas jurisdicciones en el mundo, están llevando a la
privatización de la operación de los sistemas públicos. De
esta manera, se cree que es posible transferir la responsabili-
dad sobre los errores del pasado y hacer invisible la carga
financiera de las nuevas inversiones requeridas para su actua-
lización y expansión; al trasladar la gestión a otra entidad es
posible reducir la deuda pública y, sobre todo, las obligacio-
nes futuras de endeudamiento. Se considera que las grandes
empresas que se están especializando en la operación de siste-
mas públicos de agua tienen fácil acceso a los mercados de
capital y están en condiciones de introducir las últimas tec-
nologías para la adecuación de los anticuados e inadecuados
sistemas públicos.

Este enfoque es inadecuado porque visualiza el problema
de la operación de los sistemas públicos como un asunto técni-
co y de financiamiento. Sin embargo, la justificación para el
manejo de estos sistemas dentro de la esfera pública es otra: el

carácter del agua como «bien público» y el derecho implícito
que tiene todo el mundo de tener acceso a este recurso vital;
tal es el caso, que en los libros básicos de economía en perío-
dos pasados se usaba el agua y el aire como ejemplos arquetípi-
cos de «bienes públicos» cuyos valores de uso superan con
mucho sus precios y sus «costos» de producción. El conflicto
en objetivos se vuelve evidente en la programación de inversio-
nes y en las estrategias para la fijación de tarifas: se dan priori-
dad a las inversiones que responden a las necesidades de los
usuarios mejor capacitados para pagar las cuotas requeridas para
la recuperación de las inversiones, y se rechaza como inmanejable
el concepto de un «piso de dignidad» que garantice el acceso a
una cantidad mínima del producto sin costo. Igualmente difí-
cil en esas condiciones es plantear que el ente privado sea agen-
te para implementar una política tarifaria ecológica y/o progre-
siva, incorporando en los precios una estructura que promo-
viera el ahorro en el consumo y los subsidios cruzados, para
combinar metas sociales y ecológicas con obligaciones finan-
cieras.

Como consecuencia, no es de sorprender que en muchos
casos no se cumpla con las expectativas públicas en las instan-
cias donde se implementaron políticas para la privatización del
agua. Quizá una de las evaluaciones más cuidadosas del proce-
so —del ejemplo de Buenos Aires, donde la experiencia tenía
más de diez años en madurar— es reveladora de los problemas.
En un mercado donde sus ganancias son más que el doble de
los promedios internacionales los investigadores concluyeron
que (Loftus y McDonald, 2001):

1) En vez de volver más responsable al público, Aguas Argen-
tinas parece haberse vuelto en una serie de prácticas clan-
destinas y de dudosa ética;

2 Un caso notable que surgió en 2002 es el sistema Hetch-Hetchy de agua

potable en San Francisco, California, donde el gobierno municipal se había

apropiado de más de 670 millones de US$ de sus ingresos para otros

programas municipales desde 1979, permitiéndole evitar elevar los impues-

tos. Como consecuencia, ahora se requieren más de 3.6 mil millones de

US$ para implementar un programa urgente de inversiones correctivas para

evitar un desastre. Sin embargo, es más frecuente otra situación donde la

incapacidad política de elevar las tarifas o el incumplimiento en los pagos

de los usuarios dejan a los organismos operadores con sustanciales défi-

cits que requieren transferencias del presupuesto general.
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2) a pesar de haber reducido las tarifas inicialmente de manera
importante, el costo del agua ha aumentado en más de 20%
en términos reales;

3) estos aumentos han sido cargados de manera despro-
porcional a los pobres (como consecuencia, las tasas de
no-pago han llegado a 30%);

4) la infraestructura de alcantarillado no ha crecido con la en-
trega de agua (ya que es más redituable el servicio del agua)
y no ha cumplido con su obligación de construir una nue-
va planta de tratamiento de aguas servidas;

5) se han observado serios problemas ambientales a raíz de es-
tas fallas; y

6) se ha acudido a cuotas especiales y a la banca multilateral de
inversión para financiamientos (a expensas de otras partes
del sector público) en vez de utilizar los mercados comer-
ciales de crédito.

Otros analistas son todavía más acerbos. El Public Service
International Research Unit de la Universidad de Greenwich
en Londres ha documentado la concesión de los sistemas de
agua potable y ha llegado a fuertes conclusiones: «La corrup-
ción es una parte inherente en los procesos de privatización del
agua como en otras áreas.» De igual manera no ha logrado
realizar las promesas de eficiencia y de ampliación efectiva en la
cobertura, ya que las extensiones realizadas de las redes han
sido contrarrestadas por los recortes en servicio ocasionados
por la incapacidad de pago de grandes segmentos de la pobla-
ción (Hall, 2001; Hall, et. al. 2001).3

LA GESTIÓN CENTRALIZAD A DEL AGUA
VERSUS LA DESCENTRALIZAD A

La gestión del agua es un asunto complejo que transciende
con mucho el problema de tratar de equilibrar la oferta con las
varias demandas para el recurso. Para empezar, hay un crecien-
te reconocimiento de que el problema del agua no es sólo de
volúmenes sino de calidad (Biswas, 2001). Sin embargo, como
se apuntó anteriormente, tanto la oferta como la demanda para
el agua depende de la manera en que la sociedad se organiza
para su acopio y para otorgar licencias para su uso. Los marcos
sociales y regulatorios, así como las tradiciones y el funciona-
miento de los mercados tienen sus respectivos pesos en la si-
tuación en cada región.

Esta complejidad podría ilustrarse con sólo mencionar
un aspecto, la cosecha de agua de lluvia. Vieja práctica, la
recolecta de aguas de lluvia fue parte de la organización so-
cial que incluía técnicas para el manejo del suelo, incluyendo
sistemas de conservación de los bosques, la construcción de
terrazas, conductos superficiales y acueductos, y el aprove-
chamiento y la conformación de estanques naturales y artifi-
ciales para la captación y utilización de aguas de distintas ca-
lidades. Por supuesto, también influía en las técnicas y dise-
ños de los asentamientos, llevando a muchos pueblos a incluir
importantes obras para la conducción y el almacenamiento
subterráneo del agua. En otras regiones, donde los regímenes
pluviales son extremos, las previsiones para el desalojo del
agua eran tan significativas como los del almacenamiento en
las regiones más secanas.

Pero la misma cosecha del agua se ha vuelto un asunto
controvertido. En las urbanizaciones de las ciudades en rápido
crecimiento, las técnicas industriales de construcción han relega-
do las prácticas tradicionales a favor de la economía de diseños
modulares y reproducibles y el imperativo de la reducción de los
costos iniciales de las inversiones. En otras zonas, donde la agri-
cultura comercial ve a las grandes obras hidráulicas, financiadas a
través del erario público, como un derecho para su aportación al
«desarrollo» nacional (¡y para la acumulación privada!), han sur-
gido conflictos entre los agricultores y las comunidades que están
tomando conciencia del potencial de un esfuerzo propio para
forjar estrategias propias. En la India, algunos grupos poderosos

3 La creciente documentación analizando el proceso de privatización está

disponible en gran medida en Internet, ya que las organizaciones que

están promoviendo las campañas están facilitando la interrelación entre

grupos locales en los distintos lugares donde las transnacionales del

agua están funcionando. Para mayor información se recomienda los si-

tios: www.psiru.org y www.citizen.org/cmep/water (International Water

Working Group). Barlow y Clarke (2002) ofrecen un análisis más com-

prensivo del dinámico proceso en que la propia expansión del sector

privado está generando un movimiento de resistencia y oposición, con

el surgimiento de organizaciones con la capacidad de devolver la opera-

ción a los servicios públicos a los grupos locales.
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han intervenido tratando de impedir que las comunidades sigan
extendiendo sus sistemas de «cosecha» de lluvias, ya que han lo-
grado tal grado de eficacia que está amenazando la viabilidad ‘co-
mercial’ de algunas de las obras construidas con la justificación
de evitar inundaciones. Los agricultores, que dependían de las
aguas para el riego de sus cultivos comerciales, están demandan-
do a las comunidades por los daños pecuniarios, mientras que el
Estado se ve obligado al uso de la fuerza pública para tratar de
impedir que las comunidades sigan practicando estas técnicas tra-
dicionales (Agarwal y Narain, 1997).

Los mismos conflictos se reproducen de distintas maneras
en otras partes del mundo. Grupos empresariales están buscan-
do implantar nuevos proyectos para transformar —léase mo-
dernizar — la sociedad. Pero estas transformaciones ponen en
duda la capacidad de otros grupos sociales para seguir con sus
propios proyectos de antaño. Las nuevas propuestas requieren
de volúmenes adicionales de agua, de una reconformación del
territorio y nuevos cuadros de trabajadores.4 Los sistemas espe-
cializados dejan sus estragos en todas las dimensiones de la vida
nacional: nuevas enfermedades, deterioros en el ambiente, tras-
tornos en la organización social. Para corregir estos desequili-
brios se plantea rehacer al país, sujetarlo a una nueva lógica y a
una nueva relación con los demás países, denominada nueva
división internacional del trabajo. Esta globalización, con sus
sistemas especializados de producción y su ilimitada capacidad
de desplazar sus exigencias alrededor del mundo, se desenvuel-
ve por un continuo proceso de centralización de la acumula-
ción así como del control de la asignación de los recursos natu-
rales y sociales.

En cuanto al agua, se nota en los planes para intensificar
la oferta turística en la Costa del Sol en España, las plantas
maquiladoras en México, y las granjas de camarones en las cos-
tas de los países tropicales del mundo. Para que funcione cada
uno de estos proyectos se requiere del desplazamiento de im-
portantes grupos sociales y del reordenamiento del territorio,
una reasignación del agua de un sector a otro, de un grupo de
usuarios a otro. El debate social en torno al agua, entonces, no
es solamente una disputa por el recurso, es una manifestación
de un conflicto profundo entre proyectos de vida y respecto a
la dirección que las sociedades tratan de imprimir al futuro del
planeta.5

EJEMPLOS DE UN ENFOQUE INTEGRADO
DE GESTIÓN DE SISTEMAS HÍDRICOS

En lo que sigue, se ofrecen tres ejemplos de la forma en que las
comunidades tradicionales han propuesto un manejo propio
de sus propios ecosistemas. Lo que es especial en estos casos es
la forma en que sus éxitos redundan en provecho propio y en
beneficio de las poblaciones vecinas, y de la sociedad en gene-
ral. En el último caso, donde las restricciones institucionales y
la avaricia han impedido la participación de los grupos comu-
nitarios en la gestión del territorio y de sus recursos, el costo
que esto ha acarreado para la nación ha sido grande, y de trági-
cas consecuencias para el ecosistema.

Agua Para Siempre: En una región en el centro-sur de
México, conocido como La Mixteca, viven varios grupos de
indígenas en condiciones de pobreza extrema. Es una zona de
desolación y de expulsión de población. Hace más de un cuar-
to de siglo, una organización no gubernamental planteó im-
plantar un programa a largo plazo para el rescate de algunas
partes de la región —un área que abarca más de 1,5 millones
de hectáreas con más de 150.000 habitantes, esparcidos en cen-
tenares de pequeñas comunidades. Se propuso una ambiciosa
serie de pequeños proyectos para modificar el entorno, facili-

4 Para justificar su derecho sobre esta agua, los predicadores de la nue-

va economía afirman la necesidad de extender el mercado para deter-

minar los mejores usos de los recursos sociales, incluyendo los

satisfactores más fundamentales de la vida social, como es el agua. En

este discurso, a veces se confunden las posiciones de los preocupados

con el despilfarro de los recursos con los que buscan justificar su dere-

cho de seguir con sus vidas de sibaritas. Es importante diferenciar las

exigencias de un uso más cuidadoso y respetuoso de los recursos de

los reclamos por una asignación que garantiza su mayor productividad,

determinada por un sistema de precios determinados por una estructu-

ra desigual de poder y riqueza.
5 Al mismo tiempo es también producto de otro profundo desacuerdo

entre grupos sociales que reclaman el derecho de control y disponer de

cuantos recursos desean, limitados solamente por su capacidad de ad-

quisición y los que afirman que tendremos que restringir nuestras de-

mandas y el derecho de consumir de acuerdo con la riqueza. Los abo-

gados del manejo de la demanda, muy en boga en este momento histó-

rico, implícitamente están dispuestos a otorgar una licencia ilimitada de

consumo a los ricos en nombre de utilizar el mercado para controlar los

excesos de los más humildes.
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tando la captación de la escasa lluvia que cae y encauzando los
reducidos flujos de agua en los arroyuelos para su uso social.

Construyeron centenares de pequeñas obras para reducir
la erosión y aprovechar la fuerza del agua para reconformar la
topografía, para aumentar la productividad de sus labores y
permitir una mayor diversificación de sus actividades. Los re-
sultados son impresionantes: los bordes de sus terrazas han sido
estabilizados con árboles frutales y agaves que surten de pro-
ductos susceptibles de una sencilla industrialización. Los nue-
vos jagüeyes (pequeños estanques de agua) han permitido la
expansión de sus hatos de bovinos y ovinos; algunas de sus
represas se han azolvado, de manera planeada, para ampliar las
superficies cultivables con valiosas cosechas hortifrutícolas, mien-
tras que otras represas surten agua para cosechas de granos con
las que cubren algunas de sus necesidades básicas.

Se han consolidado las organizaciones sociales y, con ellas,
la capacidad de autogestión en una región que estaba sufrien-
do de desmembramiento hace poco años. Las actividades
artesanales han florecido y nuevas ocupaciones han surgido a
medida que los asesores les han apoyado en esfuerzos para to-
mar ventaja de nuevas demandas para productos campesinos y
orgánicos. El proyecto ha demostrado el realismo de los plan-
teamientos de la «tecnología apropiada» y las posibilidades de
implementar proyectos que descansan en conocimientos tradi-
cionales. Además, ha logrado combinar estos enfoques con co-
nocimientos modernos de sistemas de producción, de estruc-

turas de mercado y patrones de negociación que ha permitido
revertir el proceso de empobrecimiento en una región margi-
nal de México (Hernández Garcíadiego y Herrerías, 2001).6

Bosques y agua como instrumentos del manejo sustentable:
Un nuevo proyecto (ca. 1985) para implantar un proyecto in-
ternacional de turismo de playa en la costa del Pacífico contri-
buyó a agudizar el problema de la degradación ambiental en la
región. Las demandas incontroladas de agua obligaron a bom-
bear a ritmos muy superiores a la tasa de recarga, con la ame-
naza de un agotamiento (o, peor, de salinización) del acuífero
costero. Algunos de los problemas hidráulicos tienen sus oríge-
nes en la incontrolada extracción de ejemplares valiosos de las
maderas tropicales en el medio siglo anterior, y la falta de siste-
mas efectivos de control para la plantación de la milpa entre
los pobladores en la región.

Al principio de la operación del megaproyecto, una orga-
nización no gubernamental planteó la necesidad de revertir la
dinámica de marginar a las comunidades locales. Diseñó un
programa de reforestación, usando principios que denominó
de conservación productiva, para la incorporación de los co-
muneros en actividades remuneradas que contribuiría a la con-
solidación y diversificación de la economía regional con una
creciente participación de las comunidades indígenas en su pro-
pia administración. Con el descubrimiento de la magnitud del
problema del abatimiento del acuífero costero, se volvió ur-
gente la profundización de las labores, ampliando su alcance
para incluir un manejo adecuado de las cuencas para facilitar la
infiltración de mayores volúmenes de agua mediante un ma-
nejo cuidadoso de los suelos y la reducción de la velocidad
superficial del agua, tanto sobre la tierra como en los cauces de
los ríos.

Se planteó la incorporación de las empresas turísticas en
el financiamiento de estas labores que requerían de cuantiosas
inversiones adicionales. Como el marco institucional en Méxi-
co impide el pago por servicios ambientales relacionados con la
conservación o la producción del agua,7 se elaboraron esque-
mas alternativos para involucrar a los empresarios en el
financiamiento de algunas de las actividades productivas, como
es el caso del ecoturismo y las carpinterías (Barkin y Paillés,
2002). Estas actividades incluyen la plantación de algunos ár-
boles con densidades mayores que lo deseable a largo plazo

6 Toledo y Solís (2002) han examinado este proyecto, sugiriendo lo

promisorio que es utilizar la ciencia para los pobres. Sin embargo, me

parece que la experiencia también muestra como «los pobres» pueden

contribuir al avance de la ciencia. La región es conocida por el desarro-

llo de avanzados sistemas de riego en tiempos precolombinos; ahora

algunos científicos quienes han examinado esta experiencia sugieren

que este proyecto está logrando reproducir, de manera mejorada, algu-

nos de los mejores sistemas desarrollados milenios atrás.
7 El concepto de «la producción del agua» refiere a las labores específi-

cas de los campesinos para asegurar un mayor aprovechamiento de las

aguas disponibles en una cuenca para fines productivos y sociales. En

México, el uso del concepto fue rechazado tajantemente por los inge-

nieros de la Comisión Nacional del Agua, quienes objetaron darles valo-

res a las labores «improductivas» de los campesinos. Véase Barkin

(1998) para una mayor discusión del concepto y una propuesta para su

aplicación en México.
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para permitir un corte selectivo y una poda deliberada de los
ejemplares de conservación con miras a producir ramas utiliza-
bles en la fabricación de productos que podrían calificar para
una etiqueta de «producto sustentable» y su colocación en los
mercados de comercio justo (Barkin y Paillés, 2000).

Dos Milagros: Monarcas y campesinos en las sierras mexica-
nas: Sin entrar en los detalles del caso, basta decir que la mari-
posa monarca ofrece un espectáculo de gran belleza durante su
hibernación de cuatro meses en el centro-oriente de la meseta
central de México. Llegan literalmente decenas de millones de
las mariposas, la mayor parte de las cuales nunca volverán a ver
los lagos canadienses de donde salieron. Este viaje multi-
generacional todavía tiene intrigados a los científicos que lo
estudian y se ha convertido en el símbolo de la integración
económica norteamericana. Acuden a la reserva de la biosfera,
que se ha creado especialmente para las monarcas, más de
400.000 visitantes para admirar el espectáculo.

En condiciones normales, una afluencia de está magnitud
debe ser causa de gran optimismo y movilización social en la
región. De hecho, muchas organizaciones ecologistas han ex-
presado su preocupación por el deterioro continúo de los bos-
ques en la zona a raíz de la tala clandestina y la falta de organi-
zaciones locales para combatir los incendios y dar manteni-
miento a los ecosistemas. Como consecuencia, durante el último
cuarto del siglo, han asignado cuantiosas cantidades de dinero
a la conservación del área y para la protección del lepidóptero.
Desgraciadamente, los prejuicios institucionales y personales,
junto con distorsiones del mercado controlado por los empre-
sarios nacionales del turismo, han impedido que las más de
80.000 personas que habitan en la zona puedan participar en
los programas, y mucho menos, encontrar apoyo para la
implementación de las propuestas surgidas de sus propias orga-
nizaciones, en colaboración con asesores externos.

Esta marginación de la población local se ha cobrado un
elevado costo en la región. Importantes grupos se ven obliga-
dos a salir para buscar trabajo en ciudades cercanas o en desti-
nos lejanos. No pueden realizarse de manera normal las labores
regulares de vigilancia y de conservación de los bosques por
falta de mano de obra y de ingresos. Pero la discriminación
también exige su cuota de los propios villanos, ya que la región
se encuentra en la cuenca de uno de los sistemas hidráulicos

más sensibles del país: el Lerma-Chapala-Santiago que alimen-
ta el lago natural más grande de México que se encuentra ame-
nazado por la falta de agua. Algunos estiman que la zona de
hibernación de la Monarca podría aumentar su aportación a
las aguas de la cuenca por un factor de tres, si hubiera las in-
versiones necesarias para la rehabilitación de los bosques y
sus entornos (Barkin 1999).

Ni los campesinos ni las mariposas están amenazados con
desaparecer (Barkin, 1999ª). Cada uno tiene sus propias estra-
tegias para protegerse contra la voracidad de sus predadores.
Sin embargo, los dos podrían ayudarse mutuamente si las «fuer-
zas vivas» en la región les permitiera participar en las oportuni-
dades generadas por el turismo. Actualmente, es poco probable
que las estructuras monopolistas se flexibilicen para permitir
una distribución más amplia de los beneficios. Como conse-
cuencia, tampoco es previsible que se encuentren soluciones
para que la región surta mayores volúmenes de agua a su cuen-
ca, que tanto requiere.

ALGUNOS EJEMPLOS DEL MANEJO DEL
AGUA EN NUEVAS SITUACIONES

El surgimiento de la necesidad de afianzar la gestión de siste-
mas urbanos ha generado numerosos ejemplos interesantes de
la promesa y de los obstáculos que las autoridades y especialis-
tas tienen que resolver. En esta sección se ha identificado tres
casos que ilustran una amplia variedad de problemas que se
presentan en la época actual. El primer caso ilustra la promesa
que se puede cumplir con involucrar la población local en una
evaluación integral de los problemas candentes. El segundo es-
tudio ofrece una visión muy rápida de la reacción provocada
por la implementación desafortunada de una concesión priva-
da, mientras que el último es un resumen de la experiencia de
una administración pública que ha luchado para proteger la
calidad de su agua con mecanismos que incentivan los produc-
tores en su zona de captación para colaborar en una forma
ilustrada.

La participación popular como mecanismo de resolución de
conflictos: La convivencia en la zona fronteriza entre México y
los Estados Unidos ha obligado a muchas comunidades a bus-
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car enfoques innovadores para cumplir las nuevas normativas
que surgen. Una de ellas, la necesidad de reducir la contamina-
ción del río Bravo (conocido como río Grande en EE UU),
obliga a las comunidades a construir plantas tratadoras de aguas
negras. En una de estas pequeñas comunidades con muy po-
cos recursos, un especialista forestal propuso la utilización de
las aguas en un sistema de tratamiento biológico para convertir
las tierras áridas en una zona de plantación forestal (Lujan, et
al., 2001).

Frente a una reacción de incredulidad oficial y una falta
de respaldo de su propia institución académica, el especialista
decidió acudir con colegas norteamericanos y buscar el apoyo
de los propios residentes para implementar su proyecto. Su
propuesta consistió en la creación de una plantación forestal
con variedades seleccionadas de manera tal que un manejo ade-
cuado reduciría la contaminación para cumplir con las nor-
mas para la devolución de las aguas al río. Seleccionó tres va-
riedades para el proyecto y convocó a una serie de reuniones
locales para afinar la propuesta. Al mismo tiempo, inició con-
tactos con una planta papelera en una ciudad cercana para que
comprara los árboles cuando hubieran crecido y producido su
máxima aportación a la depuración de las aguas negras; de esta
manera, también contribuiría a la conservación de una impor-
tante reserva forestal en la sierra Tarahumara, ya que la papele-
ra podría sustituir una fuente de celulosa con otra, y reducir
las tensiones ocasionadas por la concesión forestal de la pape-
lera.

La privatización a ultranza: Los problemas financieros
plantearon al gobierno de Bolivia enormes retos y la necesidad
de solicitar ayuda del Banco Mundial. En las negociaciones
para definir el paquete de ayuda que se canalizaría al país, el
Banco insistió en la privatización del sistema de agua potable
en Cochabamba, como el precio para la garantía de un présta-

mo de 25 millones de US$ para servicios de agua. La conce-
sión fue otorgada al gigante de la industria global de la cons-
trucción, Bechtel, con sede en Estados Unidos. La interven-
ción del Banco se extendió al prohibir al gobierno local y na-
cional que subsidiara los servicios a los pobres para permitir la
plena recuperación de la inversión privada con una tarifa fijada
en términos del costo del agua en EE UU.

Una «Coordinadora de Defensa de Agua y la Vida» sur-
gió para protestar contra los aumentos inmediatos de 35% en
el precio del servicio. Las manifestaciones costaron la vida de
por lo menos un adolescente, e impulsó a su líder, Oscar Olivera,
a la fama mundial, haciéndole acreedor del Premio «Goldman»
—el premio «Nobel» alternativo para individuos de la sociedad
civil en asuntos ambientales. Un elemento escasamente men-
cionado en los recuentos de la historia es el hecho de que los
aumentos afectaron mayormente a la población en el centro
de la ciudad, ya que un 40% ni siquiera contaba con el servi-
cio; aun así los aumentos representaron una parte sustancial de
los ingresos personales.

La subsidiaría de Bechtel se retiró de Bolivia y el gobierno
se vio obligado a rescindir el contrato autorizando la priva-
tización. Frente al vacío institucional creado por la moviliza-
ción popular, el Servicio Municipal del Agua Potable y Alcan-
tarillado fue entregado a los obreros de la empresa y a la Coor-
dinadora para su operación. Hoy en día, la SEMAPA enfrenta
enormes retos, ya que no cuenta con los recursos financieros y
técnicos para cumplir con sus propios objetivos de extender la
red y garantizar un servicio adecuado a toda la población
(Finnegan, 2002; Poupeau, 2002).8 Sin embargo, en este mo-
mento ha acudido a las organizaciones internacionales, que pro-
testan la política privatizadora, para recabar el apoyo político,
económico y técnico requerido para implementar su agenda.

Transformando los agricultores en protectores de las aguas:
En un contexto completamente diferente e inesperado, se en-
cuentra un esfuerzo importante en la ciudad de Nueva York
para proteger la calidad de su agua potable y resistir los esfuer-
zos de la agencia ambiental nacional (EPA) para imponer la
construcción de una planta tratadora de las aguas recibidas de
sus extendidas cuencas de abastecimiento. Las autoridades neo-
yorquinas están orgullosas de la calidad de su agua potable y
defendieron su decisión de encontrar soluciones más apropia-

8 Una historia similar ocurrió en Tucumán, Argentina, donde la priva-

tización procedió con base a decretos-ley. Una campaña popular de no-

pago fue la parte más espectacular de una estrategia ideada por un

grupo de amas de casa, que condujo a la cancelación de la concesión

de una subsidiaria del gigante, Vivendi. Tanto Bechtel como Vivendi es-

tán demandando a los gobiernos en cortes extranjeras para una recom-

pensa por ganancias no percibidas y oportunidades perdidas, reclamando

derechos bajo acuerdos firmados en el contexto de la descolonización.
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das al potencial deterioro en la calidad del agua por el aumento
en el uso de químicos inorgánicos en los prados de golf en las
cuencas y por la contaminación proveniente de la cuenca le-
chera.

Para enfrentar el problema, reclutaron a un grupo de aca-
démicos de la Universidad de Cornell para diseñar una estrate-
gia que elevaría la calidad del agua mediante la implementación
de las «mejores prácticas» para cada sistema productivo. En el
caso de los campos de golf, se requirió el cumplimento al deta-
lle de la ley existente, so pena de retirar su licencia de opera-
ción por fallas. Para las negociaciones con los granjeros de la
leche, se adoptó un enfoque de cooperación, asumiendo una
corresponsabilidad para elaborar procedimientos de reducción
de las infecciones gastrointestinales en los animales y de mane-
jo de los estiércoles y los sistemas de abastecimiento de aguas
para evitar la contaminación directa de los arroyos por contac-
to directo con los animales. Estas medidas requirieron de gran-
des inversiones y gastos adicionales para la adecuación de los
establos en condiciones óptimas; para enfrentar estos costos, y
para mantener la industria competitiva, la ciudad reconoció
una responsabilidad para seguir pagando a los 750 granjeros
ciertas cuotas adicionales, como una especie de compensación
por servicios ambientales.

El resultado de este programa es que la ciudad de Nueva
York ha logrado postergar, si no evitar, la necesidad de cons-
truir la planta tratadora. Esto le ha ahorrado una inversión de
aproximadamente 6 de US$ mil millones con un presupuesto
anual de operación superior a los 500 millones de US$; el cos-
to anual de 100 de US$ millones para garantizar la competiti-
vidad de granjas operando bajo la normatividad de las «mejo-
res prácticas» parece una muy buena inversión. Además, la re-
gión goza de un ambiente mucho mejor gestionado que antes,
con grandes beneficios para la población local y sus ecosistemas.9

CONCLUSIÓN

Hay muchos ejemplos de grupos locales luchando para afian-
zar su capacidad de controlar sus recursos y sus ecosistemas.
Ellos reconocen que los recursos —sean agua, minerales, o he-
rencias culturales— no se salvaguardan solos o aislados de los

sistemas de los cuales forman parte. En este trabajo hemos mos-
trado que la operación de los sistemas públicos de agua potable
no funciona de la misma manera en condiciones de concesio-
nes operadas por empresas privadas: sus objetivos difieren de-
masiado de los operadores del sector público para asegurar el
cumplimiento de metas colectivas en condiciones de la maximi-
zación privada de ganancias.

También hemos resumido las experiencias de tres comu-
nidades mexicanas que están implementando sistemas propios
de gestión territorial que ofrecen lecciones importantes. Estas
acciones demuestran el potencial de experimentar con nuevas
formas de administración de los recursos naturales para contri-
buir a elevar el nivel de vida en las propias comunidades y
mejorar la calidad de los ecosistemas que administran, con be-
neficios evidentes para todos, incluyendo importantes grupos
plenamente comprometidos con una vida dentro del marco de
la globalización. Sin embargo, como se ve en el ejemplo de la
mariposa Monarca, ignorar las posibilidades de la participación
de las comunidades puede acarrear grandes costos para todas
las partes, incluyendo la propia naturaleza.

Las experiencias en el manejo de sistemas urbanos de agua
potable requieren de importantes acervos de conocimientos y
de recursos. Como el ejemplo fronterizo demuestra, algunos
elementos pueden adquirirse, pero el compromiso político y el
apoyo popular son facetas importantes que contribuyeron a
consolidar la propuesta técnica. Es evidente que el factor polí-
tico tuvo gran importancia en convertir al grupo de activistas
en un factor importante para la reconformación de la empresa
operadora de agua potable en Cochabamba. En Nueva York,
también, el decidido apoyo de las autoridades políticas de la
ciudad fue determinante para enfrentar las demandas de la EPA
con una propuesta innovadora y atrevida.

Si hay una lección duradera a extraer del cúmulo de expe-
riencias en la gestión popular del agua potable, es que no debe
aislarse del conjunto de decisiones que se tienen que tomar
respecto a la evolución de la sociedad y el papel de la sociedad
civil en su implementación.

9 Información del Instituto de Recursos Hídricos, Centro para el Medio

Ambiente, Universidad de Cornell, Nueva York.
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Conflictos en el
manejo integrado

de los recur sos
hídricos:

La Crisis de la
Gobernabilidad y los

Usuarios del Agua

Xavier Cazorla-Clarisó*

INTRODUCCIÓN

Recientemente han aflorado, en casi todas las áreas del pensa-
miento teórico vinculadas al desarrollo del ser humano, intere-
ses en alcanzar metas cada vez más integrales y sistémicas. Estos
deseos se sintetizan especialmente en el concepto asociado al
denominado «desarrollo sostenible». En su forma más simplifi-
cada se vincula a un equilibrio entre la equidad, la sustenta-
bilidad ambiental y el crecimiento económico.

Esta gran meta, de impacto seductor en los discursos, se
asocia a la necesidad de tomar decisiones y acciones de natura-
leza integral, transdisciplinarias y participativas, principios que
dieron origen en relación con la gestión del agua al paradigma
del Manejo Integrado de los Recursos Hídricos (MIRH).

En la práctica ciertamente estas metas no son fáciles de
alcanzar, inclusive si los gobernantes así lo desean. Los sistemas

de gobernabilidad y los instrumentos de gestión existentes en
muchos países no están construidos ni adaptados para lograr
tales metas sistémicas. Las instituciones, muchas obsoletas, es-
tán celosas de conservar sus roles; los actores locales están orga-
nizados sectorialmente contradiciendo una gestión integral del
territorio; la participación en la toma de decisiones es escasa y
selectiva, y las intervenciones de agentes externos alteran los
planes locales y regionales (Dourojeanni y Jouravlev, 2002).

A ello le sumamos unos niveles de degradación ambiental
del recurso agua y los ecosistemas que lo abastecen que intensi-
fican el impacto de fenómenos naturales como sequías e inun-
daciones, y disminuyen la disponibilidad y salubridad de este
líquido vital.

Bajo este comprometido marco de gobernabilidad y ante
una falta de interés por implementar políticas basadas en prin-
cipios ambientales, encontramos las estrategias que determinan
el uso y manejo de los «recursos hídricos», prioritario en las
agendas internacionales por su carácter de recurso indispensa-
ble, cada vez más escaso en calidad y cantidad, y con una re-
percusión vital para las sociedades, entornos naturales y flujos
económicos.
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La percepción general de errores cometidos con los enfo-
ques parciales en la gestión del agua ha generado una serie de
demandas de mayor coordinación en la toma de decisiones.
Aparentemente ello puede optimizarse tomando en considera-
ción las cuencas hidrográficas (macro y microcuencas) como
territorio–base para fomentar la conciliación de intereses entre
personas y el entorno, como muestran algunos ejemplos.1  Sin
embargo aun cuando pudiera existir la voluntad de todos los
actores participantes para mejorar la toma de decisiones, la so-
ciedad no está organizada para lograrlo ni tiene claro cuáles
son las mejores opciones a seguir. Al carecerse de sistemas ade-
cuados, confiables —donde los valores como la ética y la soli-
daridad puedan crecer—, se opta por el individualismo, la com-
petencia y por el uso casi exclusivo de indicadores económicos
de rendimiento.

En el presente trabajo, profundizaremos en este contexto
que ha caracterizado el Manejo Integrado de Recursos Hídricos
(MIRH) (IWRM por sus siglas en inglés) en la región de
América Latina, determinando los principales obstáculos a ni-
vel político, social y ambiental que han dificultado su imple-
mentación. Trataremos de identificar los actores involucrados
en el proceso, muchos de ellos en conflicto, y nos detendre-
mos en aquellos usuarios del agua que consideramos más vul-
nerados, pero críticos a la vez: las comunidades rurales, y los
entornos naturales. Por último entraremos en consideración
de algunas estrategias para la revalorización y conservación de
los recursos y servicios hídricos conjuntado con mecanismos
de desarrollo local, como son los Pagos por Servicios Ambien-
tales.

¿SABEMOS QUÉ ES EL MANEJO INTEGRADO
DE RECURSOS HÍDRICOS?

El paradigma del MIRH atrajo particular atención a partir de
las conferencias internacionales llevadas a cabo en 1992 sobre
los temas de agua y medioambiente en Dublín y Río de Janeiro.
En aquel entonces, se identificaron como principios y acciones
prioritarias a nivel internacional, entre otras, la visión dinámi-
ca, integradora, multisectorial y participativa con respecto a la
gestión del recurso agua. Posteriormente la creación del Con-

sejo Mundial del Agua (World Water Council) en 1996, y los
subsecuentes Foros Mundiales en Marrakech, La Haya, la Ci-
mera sobre Desarrollo Sostenible en Johannesburgo, y final-
mente el Foro Mundial del Agua celebrado en Kyoto en mar-
zo de 2003, permitieron ir forjando este término, aun sin al-
canzar el necesario consenso y sobre todo, sin plantear con
instrumentos claros cómo pueden ser llevados a la práctica los
diferentes principios propugnados.

La Asociación Mundial para el Agua (GWP), en un in-
tento de unificar perspectivas establece la siguiente definición
para el Manejo Integrado de Recursos Hídricos: «El MIRH es
un proceso que promueve el manejo y desarrollo coordinado
del agua, la tierra y los recursos relacionados, con el fin de
maximizar el bienestar social y económico resultante de mane-
ra equitativa sin comprometer la sustentabilidad de los
ecosistemas vitales.» (GWP y TAC, 2000)

Conceptos como «maximización del bienestar social y eco-
nómico», o «sustentabilidad de los ecosistemas», siguen siendo
términos demasiado débiles y subjetivos, que varían de sentido
práctico según el actor que lo plantee. Es pues necesario perfi-
lar con exactitud el alcance operativo de esta definición orien-
tada en cada contexto; generando una estrategia consensuada
por los diferentes agentes que median directa o indirectamente
en el manejo del agua.

LOS ACTORES INVOLUCRADOS EN
LA GESTIÓN DEL AGU A: USUARIOS
EN CONFLICTO

La facilidad con que diferentes sectores y personas intervienen
y toman decisiones que afectan el ciclo hidrológico de una cuen-
ca o región hace de la gestión del agua una actividad muy

1 Algunos ejemplos en América Latina, con diversos y controvertidos

grados de éxito, como los Organismos de Cuenca implementados en

México y Brasil, en 1992 y 1997 respectivamente, establecen la cuenca

como la unidad territorial para la implementación de la Política Nacional

de Recursos Hídricos (Jouravlev, 2001). A nivel transfronterizo también

encontramos ejemplos de esta tendencia, como el Manejo Integrado de

los Recursos Hídricos  de la Cuenca del Río San Juan y su Zona Cos-

tera entre Nicaragua y Costa Rica, iniciado en 1995. (MARENA, 2002).

25-6.p65 18/07/03, 14:5836



 25 - 2003 37

ESPECIAL:  POLÍTICA DEL A GUA

compleja. Esta complejidad provocada por la influencia de ac-
tores tanto endógenos como exógenos al propio sistema hídrico,
nos hace plantear: ¿quién gobierna a quién en la gestión del
agua?

Entre los actores endógenos; aquellos relacionados con la
administración por competencia directa y aprovechamiento del
recurso dentro del sistema hídrico considerado, encontramos:

• los que solicitan agua para su consumo (comunidades ur-
banas y rurales-consumidores directos);

• los que demandan bienes que requieren agua para ser pro-
ducidos o manufacturados (población-consumidores indi-
rectos);

• los que producen dichos bienes y no sólo usan el recurso
hídrico para abastecer el proceso, sino que también lo usan
como medio para deshacerse de sus residuos (sectores pro-
ductivos y de servicios-consumidores directos);

• los que se dedican a captar y entregar el agua a los consu-
midores de la misma (empresas de administración de agua-
distribuidores);

• los que se dedican a reglamentar y administrar el uso del
agua (dependencia gubernamental responsable de los recur-
sos hídricos–administradores y legisladores);

• los que se dedican a otorgar servicios de seguridad para pre-
venir o mitigar los riesgos producidos por fenómenos ex-
tremos como inundaciones y sequías (entidades de protec-
ción civil–protectores);

• los que ofrecen servicios de alerta (centros de pronósticos
meteorológicos, hidrológicos y de prevención de la conta-
minación–informadores);

• los que ofrecen servicios de tratamiento de aguas servidas
(plantas de tratamiento–procesadores).

A todos éstos cabe sumar otro agente endógeno; la natu-
raleza (ecosistemas, biodiversidad y procesos físicos y
biogeoquímicos), quien a su vez ejerce como actor clave debi-
do a su doble condición de gestor y usuario.2

Adicionalmente, identificamos actores exógenos; agentes
externos a un sistema hídrico en particular, o sin competencia
en él pero que influyen o participan en el proceso de adminis-
tración del agua. Éstos suelen ser causantes colaterales de con-
flicto, dado que sin tener responsabilidades manifiestas en su
gestión, toman decisiones que alteran la cuenca de captación,
la frecuencia de flujo del agua, los cauces de los ríos, la calidad
del agua, y en general su disponibilidad.

Algunos ejemplos de actores exógenos son:

• los particulares o empresas foráneas y trasnacionales, que
alentados por los gobiernos que estimulan la inversión ex-
tranjera, inician actividades como la explotación de un re-
curso minero, una actividad recreacional o de piscicultura,
o incluso de la propia administración del agua, cuya deci-
sión cambia radicalmente el balance hídrico, la economía,
el ambiente y la organización social del área;

• los mercados nacionales e internacionales de productos con
alto requerimiento o dependencia del agua (como los cul-
tivos de regadío), cuyas alteraciones provocan cambios en

Foto de Topiltzin Contreras MacBeath

2 Los ecosistemas como legítimos usuarios, demandan agua con unas parti-

cularidades de calidad, cantidad y frecuencia. En respuesta, éstos ejercen

importantes funciones (servicios ambientales) de utilidad para el ser humano.

Actúan como productores, favoreciendo la generación de agua a través de

precipicitaciones; como distribuidores por medio de la red hidrográfica superfi-

cial y subterránea; como abastecedores y protectores, por medio de los va-

sos de agua naturales –lagos, lagunas– o el control natural contra inundacio-

nes o sequías que ejerce la vegetación y el manto freático como área de

almacenaje del recurso hídrico; como informadores, dado que son muy bue-

nos indicadores de situaciones de contaminación; y procesadores, a través

de la capacidad de oxigenación y mineralización de los caudales fluviales y

organismos.
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las actividades productivas, con repercusiones para los re-
cursos hídricos;

• los fenómenos climáticos y meteorológicos globales, en cons-
tante cambio, pero acelerados y modificados por la acción de
ciertas actividades humanas (contaminación, degradación);

• los propios gobiernos nacionales, influenciados por acuer-
dos internacionales, o que por el efecto de «recomendacio-
nes altruistas», fijan metas para aumentar la cobertura de
los servicios de abastecimiento de agua potable y saneamiento
en poblaciones marginales, a cambio de «apoyos solidarios»,
sin evaluar la viabilidad del acceso a ese recurso en los luga-
res donde se encuentran tales asentamientos humanos y
cuánto es el costo social, ambiental y económico que las
sociedades aledañas estás dispuestas a pagar;

• las intervenciones inconsultas fruto de campañas políticas o
decisiones de gabinete en que se acuerdan construir obras
hidráulicas por presión de grupos de interés, sin valorar la
viabilidad ni el impacto;

• las dependencias gubernamentales locales, que aprueban ex-
pansiones urbanas, planes de ordenamiento territorial o de-
sarrollo industrial, ocupando zonas de riesgo o alterando
los cauces naturales, por ejemplo para construir vías rápidas
a lo largo, y hasta dentro o debajo, del lecho artificialmente
encauzado de un río;

• los actores informales, como propietarios que construyen
en lugares inadecuados, mineros clandestinos, expoliadores
furtivos de madera y tierra de monte, piscicultores que so-
brepasan la capacidad de carga de un estuario o laguna, in-
dustrias que vierten cargas contaminantes ilegales sobre ríos
y lagos.

Por lo general, todos estos agentes, endógenos y exógenos,
intervienen de una forma u otra en el ciclo hidrológico, mu-
chos de ellos en competencia por el recurso, pero tradicional-
mente mediante intervenciones aisladas y descoordinadas entre
sí. Por ello, el diseño de un sistema de gestión integrada del
agua debe estructurarse de tal forma que posibilite tomar en
cuenta las intervenciones potenciales de estos múltiples acto-
res, optimizando su papel en el manejo hídrico, con el fin de
ejercer una capacidad de articulación de las mismas (Douro-
jeanni y Jouravlev, op. cit.).

Con respecto a los actores exógenos, estos pueden ser in-
cluidos en el proceso de una forma indirecta (ya que no se
dispone de control explícito sobre ellos), a través de medidas e
instrumentos de planificación, contención y prevención, a ni-
vel político, económico, ambiental y social, tales como meca-
nismos de regulación estatal, o instituciones con suficiente
autonomía para evaluar y priorizar proyectos de gestión hídrica
a nivel de cuenca.

Por su parte, los actores endógenos son reclamados en el
ejercicio de un rol más activo e integrado a las estrategias de
gestión para participar en la toma de decisiones, la administra-
ción y la evaluación del manejo. La incorporación abierta y
definida de agentes clave, usualmente relegados a un papel se-
cundario, como los entornos naturales y las comunidades con
actividades tradicionales de gestión del agua, son estratégicas
para proponer alternativas propias de la región latinoamerica-
na, evitando aplicar modelos foráneos que surgieron de un con-
texto y un entorno muy distante, que por un lado promuevan
la conservación del recurso, y por otro generen alternativas de
desarrollo.

Un ejemplo de estas estrategias externas, basadas en ini-
ciativas sectoriales de aprovechamiento de agua, es el énfasis
que se le suele dar al abastecimiento de agua potable y sanea-
miento, desvinculando dicho uso de la gestión integrada del
agua. En ese sentido en la pasada Conferencia Internacional
sobre la Financiación para el Desarrollo (Monterrey, México,
2002), se enfatizó combatir la falta de acceso al agua potable y
al saneamiento sin identificar la necesidad de vincular este ob-
jetivo con el imperativo de mejorar la gestión integrada del
agua y de las cuencas donde se capta ese recurso para las pobla-
ciones.

En algunos casos, como respuesta a las intervenciones ex-
ternas, aparecen voces reaccionarias ligadas a la gestión del te-
rritorio, algunas de gran importancia para la protección de
hábitats y recuperación de ecosistemas. Comúnmente son ini-
ciadas por entes u organizaciones locales, interesadas en el en-
torno que comparten. Estas iniciativas localizadas, que consi-
deran la cuenca como su límite de acción y no únicamente los
límites político-administrativos, son de gran relevancia en Amé-
rica Latina aunque poco analizadas (homólogas de las watershed
initiatives generadas en Estados Unidos) (Wooleey, et al., 2002).
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LOS OBSTÁCULOS Q UE ENFRENTA
EL MANEJO INTEGRADO DE RECURSOS
HÍDRICOS

En la región latinoamericana, el necesario enfoque holístico
mencionado en referencia a la gestión del agua, choca
frontalmente con la complejidad propia de cada país y sus con-
textos. De un enfoque sectorial, centralista, poco participativo,
con instituciones relativamente débiles y con poca autonomía,
se ha deseado pasar a un enfoque multisectorial, integral,
participativo, democrático y descentralizado, y con sistemas
institucionales capaces de gobernar sobre espacios delimitados
por razones naturales, como son las cuencas hidrográficas.

La crisis de la g estión del a gua es la crisis
de la gobernabilidad

El concepto de gobernabilidad refiere a la capacidad de diseño
de políticas públicas que sean socialmente aceptadas, orienta-
das al desarrollo sostenible del recurso hídrico, así como a ha-
cer efectiva su implementación por los diferentes actores invo-
lucrados. En síntesis, implica capacidad de generar las políticas
adecuadas, y de llevarlas a la práctica (Peña y Solanes, 2002).

Esta crisis de gobernabilidad con repercusión en la ges-
tión del agua, está influenciada mayormente por dos factores:
los contextos nacionales, determinados por el papel del Estado y
la sociedad civil; y el impacto de la globalización y los ámbitos
internacionales en el manejo de los recursos hídricos.

El rol regulador del Estado

En lo referente al contexto de cada país, existe en la región una
gran debilidad en el rol regulador del Estado, considerado co-
rrupto en muchos casos, actuando sin ejercer libre flujo de
información, sin competencia, y sin control de las externalidades
de los mercados, los cuales requieren de leyes y estructuras ade-
cuadas.

En ese sentido resulta preocupante el proceso de privati-
zación de un número significativo de servicios de agua potable
y saneamiento, que hasta hace poco eran controlados por los
estados a través de empresas públicas. Este proceso acompaña-

do por exigencias o recomendaciones externas de una sistemá-
tica desintervención política ha sido motivo de muchas inquie-
tudes: marcos regulatorios supeditados a sectores de interés pre-
dominante; insatisfacción con los mecanismos de protección
hacia los usuarios; limitaciones de los enfoques economicistas
teóricos; control de holdings y monopolios; fallas e incumpli-
mientos en la prestación de los servicios.

Estas inquietudes han planteado dos nuevos tipos básicos
de problemas que requieren de respuesta en término de un
esquema regulador estatal. En primer lugar la racionalidad de
las decisiones de los nuevos actores privados (maximizar ga-
nancias) no ha de coincidir necesariamente con finalidades so-
ciales tan elementales como las de los servicios públicos (reque-
rimientos de cobertura, calidad y costo) (Phillips, 1993). Por
ello urgen ciertas disposiciones y mecanismos de regulación ante
la posibilidad de proponer una racionalidad financiera ante las
necesidades colectivas básicas.

En segundo lugar, las actividades de servicio público no
tienen de forma natural las características apropiadas para que
actúen los mecanismos propios de los mercados competitivos,
por ello es necesaria una reorganización productiva, que haga
más eficientes estos servicios, así como la generación de meca-
nismos institucionales y de arbitraje.

Ante este marco, se reivindica el papel regulador del apa-
rato estatal, el cual en la mayoría de los casos se encuentra muy
lejos de un enfoque razonable, pragmático y flexible a los dere-
chos y contratos, y a la vez bien definido y coherente desde
una lógica social y de sustentabilidad ambiental.

Asociado también al rol del Estado, la centralización o
descentralización de ciertas tareas vinculadas a la gestión del
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recurso hídrico es un motivo importante de discrepancia, puesto
que como recurso, el agua no reconoce límites administrativos
e institucionales, y como servicio está sujeto a economías de
escala y ámbito.

Algunos países han tratado de solucionar los problemas
derivados de diferentes jurisdicciones provocados por la excesi-
va fragmentación operativa que torna ineficaz el esfuerzo de
control, nacionalizando el agua y su administración, pero esta
alternativa presenta muchas veces el inconveniente de la excesi-
va centralización, con una elevada burocratización y polariza-
ción de intereses.

Otros, que han adoptado modelos de base política muy
atomizada, a nivel de municipios, presentan graves dificultades
de gestión por esquemas de subsidios inoperativos ante las enor-
mes desigualdades entre municipios pobres y ricos.

Se considera pues importante estructurar sistemas equili-
brados, donde las atribuciones legales y políticas sean asignadas
a niveles de gobierno adecuado, y donde los roles del sector
público y privado sean complementarios. La descentralización
sin el análisis adecuado de las tareas que representa, ha dado
como resultado la pérdida de economías de escala (incremento
de costos), entrega de responsabilidades a entidades locales, que
no están técnicamente capacitadas, y la sujeción de entidades
de cuenca a presiones políticas que no llevan al mejor manejo
del recurso. 3

La representatividad de la sociedad civil

Siguiendo con los contextos nacionales, cabe destacar otro ac-
tor clave; la sociedad civil, y su manifiesta debilidad en el ejer-
cicio de su rol de participación. En países desarrollados, con
fuertes estructuras corporativas (industriales, sociales, gremia-
les, ambientalistas, etc.) representativas de diferentes sectores,
con alto grado de pluralismo participativo, el acuerdo entre
corporaciones o grandes sectores y la autorregulación son ins-
trumentos relevantes, con la consecuente reducción de costos
de transacción.

Este mismo sistema, propugnado en sociedades donde no
hay balance de poder ni igual capacidad de acceso, como suce-
de en Latinoamérica, desemboca en que el sector con mayor
capacidad de hecho y habilidad de influenciar consigue, en la

práctica, políticas que no necesariamente redundan en benefi-
cio general. Esta situación de asimetría conduce a asignaciones
injustificadas de derechos de agua; desconocimiento de apro-
vechamientos de grupos autóctonos; promoción de proyectos
con impactos económicos globales negativos, pero con benefi-
cios sectoriales, y regímenes de servicios y garantías que no
incentivan la eficiencia en la prestación de los servicios públi-
cos vinculados al agua.

El impacto de la globalización sobre
la gobernabilidad del agua

Un segundo factor de impacto relevante en la gobernabilidad
del agua y sus prestaciones, son algunos efectos derivados de la
globalización. Uno de ellos es la gran cantidad de servicios y
derechos de la región detentados por empresas extranjeras. Los
acuerdos internacionales de protección a la inversión y comer-
cio debido a su primacía legal, pueden afectar de forma muy
negativa sobre la capacidad nacional de manejo de recursos y
regulación de servicios. En particular, los roles y funciones de
los gobiernos locales se ven menoscabados, debido a que los
acuerdos nacionales priman sobre los poderes locales, disminu-
yendo su legítima capacidad de decisión.

Ejemplos de estos acuerdos son los tratados de protección
a la inversión extranjera, comunes en toda la región, o las nor-
mas que eventualmente pudiera traer la Asociación de Libre
Comercio de las Américas (ALCA), muchas de las cuales se-
rían tomadas del NAFTA (North American Free Trade
Agreement).

El caso de Argentina, es ilustrativo del impacto globalizador,
en donde compañías del área de servicios públicos, incluidas
Aguas Argentinas están demandando al Estado en diferentes
tribunales para requerir un ajuste de tarifas como consecuencia
de la devaluación del peso. También en ese país el Fondo Mo-

3 Encontramos ejemplos con aplicación de sistemas equilibrados en los

roles administrativos del recurso agua, con instituciones interju-

risdiccionales como los «Comités de Cuencas» de Brasil, o el caso de

Chile, el cual ha adoptado un modelo propio con la capitalización de

economías de escala a través de una eficiente cobertura de servicios y

porción del territorio basada en empresas regionales.
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netario Internacional (FMI) y el Grupo de los 7 han presiona-
do al gobierno por un incremento tarifario a pesar del inmi-
nente impacto inflacionario y social que esta medida provo-
caría.

Conflictos internacionales por recursos hídricos
transfronterizos

Muchas cuencas hidrográficas de la región rebasan fronteras
generando pugnas entre los usuarios aguas-arriba y aguas-aba-
jo, que suelen topar con el principio de la soberanía nacio-
nal. Los acuerdos internacionales suelen presentar restriccio-
nes por la no obligatoriedad de recurrir a un tercero para la
solución de antagonismos, y a pesar del esfuerzo de organis-
mos y tratados internacionales como la Comisión de Derecho
Internacional, o la Convención de Naciones Unidas sobre el
Uso y la Protección de Aguas de no Navegación por mediar en
las disputas, la práctica revela que los niveles de cooperación
a nivel político y operativo están lejos de una colaboración
significativa.

En general, suele identificarse el establecimiento de comi-
tés conjuntos como mecanismo útil hacia el manejo de aguas
compartidas; sin embargo en numerosas ocasiones como suce-
de con el río Grande (río Bravo) compartido y que a su vez
ejerce de frontera entre México de Estados Unidos, la apropia-
ción o administración inadecuada del agua suele ser un ele-
mento de reclamo a nivel de política exterior.

Las políticas nacionales de g estión hídrica:
prioridades secundarias

A pesar de su indudable importancia, y del reconocimiento
otorgado en el ámbito internacional, establecer un adecuado
sistema de gestión del agua no parece ser un tema político
prioritario en la agenda pública de una gran parte de los paí-
ses de América Latina y el Caribe, con algunas notables ex-
cepciones, como Brasil y México. Ello cambia temporalmen-
te si se producen cambios abruptos en el abastecimiento o
acceso al agua o cuando ocurren fenómenos extremos, como
inundaciones, que sobre todo afecten centros poblacionales
y causen víctimas, o sequías, con afectación en la producción

de energía o la población rural, generando migraciones. Tam-
bién otros fenómenos, como el levantamiento de movimien-
tos populares o procesos de contaminación con efecto en el
turismo, y otros sectores productivos, suele despertar la pre-
ocupación política, que desemboca en plantear soluciones
emergentes con metas a corto plazo, personal a corto plazo e
instituciones a corto plazo.

Los objetivos de la gestión del agua y de las cuencas de
captación no se incluyen en los planes nacionales de desarrollo,
enfatizándose tan sólo la ejecución de proyectos de inversión
sectoriales, localizados y focalizados en numerosas ocasiones a
acallar ciertas voces, como los grupos indígenas o campesinos,
u otros sectores menos llamativos, pero más influyentes.

Por otra parte, existe un relativo desinterés y una gran
desinformación por parte de políticos y gestores nacionales,
sobre los acuerdos internacionales definidos en torno al agua
—desde la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Agua,
celebrada en Argentina, en marzo de 1977, hasta el 3er Foro
Mundial del Agua cebrado en Kyoto en marzo de 2003. Tal
despreocupación obedece a que estos actores, sobre todo a ni-
vel local, no consideran que dichas reuniones tengan un efecto
relevante en las políticas de agua de su país.

Este marco de indolencia y desconcierto nacional e inter-
nacional, provoca confusiones en los objetivos, definiciones,
niveles de gestión, roles de actores (Estado, privados, comuni-
dades indígenas, mercado, reguladores, ambientalistas), y otros
aspectos que se reflejan en los interminables y poco conocidos
debates para actualizar la legislación nacional en torno al recur-
so agua. Ello conlleva a la existencia de decenas de propuestas
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de ley para regular el recurso hídrico, jamás consensuadas y
aprobadas. En el mejor de los casos, aquellas naciones que pre-
sentan un marco legal más estable, suelen carecer de los instru-
mentos administrativos y financieros para ponerlo en práctica.

La inf ormación,  educación y capacitación
en el MIRH: una asignatura pendiente

En la región, existen escasos sistemas de información, tales como
redes de mediciones y análisis o bancos de datos, que den cuenta
representativa de la calidad y cantidad disponible de los recur-
sos en todos los puntos y en cualquier período, así como mues-
tras de agua y vertidos que sean fiables y accesibles para todos.
¿Cómo entonces manejar bien algo que se conoce tan poco?
La mejora del conocimiento pasa por la investigación, pero
sobre todo por la creación de dichos sistemas globales e inte-
grados de información, de fácil uso y accesibles, que a ser posi-
ble tomen la cuenca y sus elementos de gestión como unidad
de estudio.

Estos sistemas favorecerán la construcción de las bases del
conocimiento acerca de las relaciones de los recursos hídricos,
y permitirán a gestores y tomadores de decisiones ejercer sus
funciones considerando asuntos prioritarios asociados, tales
como la salud humana, la salud de los ecosistemas, el impacto
del uso de la tierra y cubierta forestal, la competencia sectorial
del agua, la vulnerabilidad a inundaciones y sequías, la deman-
da y disponibilidad para pagar, entre otros. (GWP, 2002)

Aunado a los sistemas de información, es indispensable
abordar las cuestiones de educación y capacitación sobre los re-
cursos hídricos.

La práctica ha demostrado que la manera más eficiente
para influir en la conducta de los adultos, en referencia a la
conservación del agua, es por medio de la educación de sus
hijos en la escuela. Hoy en día, la falta de conciencia colectiva
en la región por el agua, requiere de un esfuerzo conjunto, de
educadores, gobernantes y sociedad para integrar este tema en-
tre las prioridades cotidianas.

Ello demanda generar entornos de capacitación profesio-
nal, inicial y continua, en particular en los sectores de la admi-
nistración, manejo, mantenimiento, evaluación, difusión y edu-
cación del agua. Tomando en cuenta el personal involucrado,

la capacitación debe ser organizada localmente, en el idioma y
en el contexto de cada país, con formadores locales, y orienta-
da hacia el aprendizaje práctico «en el puesto de trabajo» más
que a la teoría.

Si bien los ingenieros de proyectos son cada vez de mejor
nivel, los administradores y gestores del recurso necesitan una
particular atención. Por su parte, la formación a campesinos
así como sus estructuras organizativas deben fortalecerse, en
particular en los regantes. Los decisores y representantes, sobre
todo los miembros de los consejos de cuenca, deben ostentar
una elevada capacidad de análisis con noción para hallar fuen-
tes de información de calidad.

Más allá, debería formalizarse la participación de los prin-
cipales agentes del recurso hídrico en redes (de manejo de cuen-
cas, organismos de cuencas, asociaciones de agua, programas
hidrológicos, investigadores) que mejoren el acceso a la infor-
mación y promuevan el intercambio de experiencias. Hoy en
día las redes existentes carecen de oficinas y personal perma-
nente que desarrolle estudios y divulgue en forma procesada
material didáctico, definiciones y métodos que faciliten el tra-
bajo de sus miembros. Por lo general suelen limitarse a retrans-
mitir experiencias y estudios de caso, señalando usualmente los
éxitos alcanzados y las buenas prácticas, pero sin abordar los
problemas superados y no superados, ni las condiciones en que
se aplican. No cuentan con financiamiento estable o dependen
de algún país u organismo internacional perdiendo con ello
grados de autonomía.
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LA VISIÓN ANDINA DEL AGU A

Para los pueblos andinos, el agua es mucho más que un recurso
hídrico.

El agua como ser viv o
El agua es un ser vivo, proveedor de vida y de animación del
Universo. Con el agua se dialoga, se la trata con cariño, se
la cría. Esta visión ha sido factor fundamental para la ade-
cuada cosecha, conservación y reproducción de los recur-
sos hídricos.

El agua como ser divino
El agua proviene de Wirakocha, dios creador del Universo,
que fecunda la Pachamama (madre tierra) y permite la re-
producción de la vida. Es, por tanto, una divinidad que está
presente en los lagos, las lagunas, el mar, los ríos y todas
las fuentes de agua.

El agua como base de la recipr ocidad y complementariedad
El agua permite la integración de los seres vivos, la articulación de la naturaleza y de la sociedad humana. Es la sangre
de la Tierra y del Universo andino. Permite practicar la reciprocidad en la familia, los grupos de familias y comunidades
andinas. Ordena la vida de los individuos, presenta la diferencia no como oposición sino como complementariedad, y
facilita la solución de los conflictos sobre la base de acuerdos comunitarios.

El agua como derec ho univer sal y com unitario
El agua «es de todos y es de nadie». Pertenece a la Tierra y a los seres vivos, incluyendo al ser humano. Se distribuye
equitativamente de acuerdo a necesidades, costumbres y normas comunitarias, y según su disponibilidad cíclica.

El agua como e xpresión de fle xibilidad y adaptabilidad
El agua se comporta de acuerdo a los ecosistemas, circunstancias y coyunturas, sin seguir normas rígidas. Depende del
tiempo, clima, y topografía. La sociedad andina, como el agua, está en continua apertura frente a todo lo que enfrenta,
incorporando selectivamente elementos de otras culturas y grupos humanos complementarios a su cultura.

El agua como ser creador y transf ormador
El agua sigue leyes naturales, de acuerdo a los ciclos estacionales y a las condiciones del territorio. Su uso sustentable
implica la generación y aplicación de conocimientos y habilidades obtenidos durantes siglos, así como la construcción de
una infraestructura hidráulica que permita cosechar y distribuir el agua, sobre la base de una gestión mancomunada y
eficiente.

El agua como recreación social
El agua es la recreación de la diversidad en el espacio y el tiempo, en las organizaciones comunitarias, en la participa-
ción de la población, permitiendo la autodeterminación de las comunidades, en discusión y dialogo permanente con la
naturaleza.

Fuente: CIED, 2003.

Foto de Adalberto Ríos Szalay
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¿Dónde queda la dimensión ambiental
y cultural del a gua?

La emergencia de nuevos temas conflictivos, como la relevan-
cia de diferencias étnicas y culturales dentro de la propia na-
ción, así como la importancia de los aspectos ambientales, ha
puesto en jaque a muchos países debiendo llevar a cabo modi-
ficaciones en sus estructuras jurídicas e institucionales, las cua-
les, por lo general, no han satisfecho las expectativas generadas.

Existe un notable retraso en el abordaje de temas poco
rentables políticamente, como el control de la contaminación,
el drenaje urbano, el control de riesgos y la conservación de
áreas de captación, entornos fluviales y humedales, atendidos,
como comentábamos, simplemente en situaciones emergentes.

El Manejo Integrado de los Recursos Hídricos, se ve obs-
taculizado por la carencia de sistemas de gestión estables para el
manejo de las cuencas y del recurso agua, derivados, entre otros
factores, por la falta de visión en asumir la interdependencia de
la salud de los ecosistemas naturales, y el estado de los recursos
hídricos como bien social y servicio ambiental. En aquellos
países donde existen tales organizaciones (organismos de cuen-
ca), inclusive aún en formación o con pocos recursos, pero
con la integración de esa visión, hay una diferencia notable a
favor de la mejora en la capacidad gestora del agua.

Por su parte, la dimensión cultural del agua, también ha
sido poco reconocida en las estrategias y políticas de manejo
hídrico. La integralidad en la relación de actividades tradicio-
nales y usos y costumbres culturales, con los recursos naturales

en general y con la gestión del agua particularmente, propia de
muchas culturas de América Latina, ha sido substituida por
una visión occidentalizada que asume el agua meramente como
un recurso de uso y consumo, infinito y renovable.

El reclamo de grupos étnicos minoritarios por una rela-
ción diferente con el agua, sigue sin tener una respuesta deci-
dida, de políticos y gestores, más allá de declaraciones de in-
tenciones originadas de reuniones internacionales como la Cum-
bre del Desarrollo Sostenible (Johannesburgo, 2002), o el Foro
Mundial del Agua (Kyoto, 2003). 4

LOS OTROS USUARIOS: COMUNIDADES
TRADICIONALES Y ENTORNOS NATURALES

El conocimiento tradicional acerca de los procesos ecológicos
naturales y el manejo de los ecosistemas, ha sido empleado his-
tóricamente como base para mejorar el medio ambiente y las
condiciones humanas en muchas partes del mundo. La paula-
tina separación en esta relación hombre-naturaleza ha provoca-
do que tanto los entornos naturales como aquellas comunida-
des con prácticas más tradicionales queden relegadas a un se-
gundo plano de prioridades y sin amparo legal.

Reconociendo que para mejorar la gestión hídrica, todo
uso, incluso tradicional, ha de ser sometido a cuestionamiento
en referencia a su efectividad y pertinencia, muchos son los
beneficios que estos modos pueden aportar en una estrategia
de Manejo Integrado de Recursos Hídricos.

Paralelamente, dada la gran cantidad de servicios ambien-
tales que aportan los ecosistemas, su adecuado manejo y la con-Foto de Adalberto Ríos Szalay

4 Cabe destacar, entre los esfuerzos internacionales por la relevancia

de la dimensión cultural del agua el reciente reconocimiento otorgado

en la COP 8 (8° Reunión de las P artes Contratantes en la Convención

sobre los Humedales-RAMSAR), celebrada en Valencia, España, el pa-

sado noviembre de 2002, acerca de los principios orientadores para to-

mar en cuenta los valores culturales de los humedales. Mediante la Re-

solución VIII.19, se reconoce entre otros principios que «la antigua y

estrecha relación de las sociedades tradicionales con los humedales y

el agua ha dado origen a importantes valores culturales que son perti-

nentes para la conservación y el uso racional de los humedales, los que

han sido reconocidos en las diversas cosmologías y culturas a lo largo

de la historia».
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sideración como usuarios reconocidos del recurso vital, deriva-
rá en renovados beneficios ambientales y sociales.

El reconocimiento de com unidades
tradicionales y usos consuetudinarios

En un buen número de zonas de la región se producen con-
flictos sustanciales entre usuarios tradicionales indígenas y cam-
pesinos, y actividades económicas, como minería, piscicultura
y riego. También se dan casos en los que la extracción de aguas
subterráneas para abastecer ciudades afectan usos y ecosistemas
tradicionales.5

Existen países en los cuales, en mayor o menor medida, se
han elaborado regímenes de protección de derechos indígenas,
sea en su totalidad o para aspectos parciales de los mismos. En
Brasil la Constitución de 1988 y la ley 6001/73 contienen
normas a este respecto. En Chile, la ley 19253 protege los de-
rechos consuetudinarios de las etnias nortinas. En Colombia la
Constitución y la ley 21/1991 reconocen derechos sobre tie-
rras tradicionalmente ocupadas y recursos territoriales.

Sin embargo, no todos los países de la región elaboran
cuidadosamente una definición clara de derechos y obligacio-

nes de sectores interesados y del gobierno, ni de medios subs-
tantivos y procedimentales para la defensa de intereses étnicos
y consuetudinarios.

El resultado son situaciones de indefinición y ambigüe-
dad que crean incertidumbres e inseguridad legal, rehusando el
respeto efectivo de los intereses protegidos. El problema se agrava
por la incapacidad o falta de voluntad o medios que muchos
grupos tienen para apelar a la legislación común para proteger
o consolidar sus derechos.6

La debilidad de los sistemas de protección de prácticas
comunitarias alcanza tanto a los usos con derivación (extractivos),
como a los usos sin derivación (aprovechamientos in situ), aso-
ciados al régimen natural de las aguas. Éstos incluyen activida-
des tales como la pesca, o el abrevadero, o aún el uso de pastizales
resultantes de la ocurrencia de aguas, de gran importancia para
las economías de subsistencia en numerosos grupos de pobla-
ción. El caso más frecuente es la destrucción de hábitats tradi-
cionales en pro de derechos de riego, minería, abastecimiento
de ciudades y energía, por la entrega formal de títulos, propor-
cionando el derecho de explotación, o la firma de acuerdos
para la protección a la inversión extranjera. Los usos propios
destruidos no son considerados en evaluaciones de proyectos
ni mucho menos compensados. (Peña y Solanes, op. cit.)

En un marco de crisis por el recurso agua, estas comuni-
dades y modos tradicionales renuevan su importancia, al soler
ubicarse geográficamente inmersas en las áreas de captación
(áreas forestales y cabeceras de los cursos fluviales), y sufrir
condiciones socioeconómicas muy adversas. Así, su participa-
ción es clave en la mejora de la gestión hídrica, siendo necesa-
ria la implementación de incentivos y eficientes mecanismos

5 El caso de los mapuches en la Región de la Araucanía, al sur de Chile

es un conocido ejemplo de conflicto por el agua. En 1996 existían 104

concesiones mineras en los predios mapuche y huilliches, así como

concesiones de acuicultura en los lagos Calafquén, Pellaifa, costas de

Carahue, Toltén, Valdivia y Chiloé. Ninguna de esas licencias estaba en

manos indígenas; todas eran propiedad de empresas chilenas y

transnacionales. De igual modo la mayor parte de los derechos de aguas

(superficiales y subterráneas) los ostentan latifundistas, agroindustriales,

mineros y empresas forestales, comprometiendo caudales completos.

Si bien las tierras están protegidas por ley, esos predios sin derechos

de agua y con concesiones mineras constituidas, incapacita a los indí-

genas mapuche a tener control sobre su territorio (Toledo, 1996).
6 Una consecuencia de la limitación de acceso a recursos legales, es la

aparición de entidades civiles orientadas a este rubro. Un ejemplo es el

Centro de Acción Legal-Ambiental y Social de Guatemala (CALAS), que

a través de su Programa de Derecho Indígena Ambiental, que contem-

pla el componente de Derecho Consuetudinario Ambiental, promueve y

trata de proteger jurídicamente, las prácticas tradicionales y normas que

poseen los pueblos indígenas y comunidades rurales de Guatemala,

sobre el uso de los recursos naturales de acuerdo a su cultura, historia

y concepción filosófica. (CALAS, 2002)
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que por un lado ratifiquen la conservación de las fuentes ge-
neradoras de agua y los servicios que estos bienes públicos
proveen, a la vez que se ofrecen nuevas alternativas de subsis-
tencia e ingreso para apoyar estas comunidades rurales y fo-
restales.

Un ejemplo ilustrativo de estas medidas de promoción y
gestión es el reconocimiento de métodos desarrollados local-
mente para la cosecha y el almacenamiento de agua, basadas en
complejas estructuras sociales que permiten la factibilidad de la
construcción y mantenimiento de las infraestructuras hidráuli-
cas generadas a pequeña escala (producción de agua). Estos
métodos continúan siendo una fuente muy importante de agua
para uso doméstico (incluyendo las demandas para procesos de
origen comunal), así como para las necesidades agrícolas y ga-
naderas, ligados en ocasiones a patrones de organización social
(Barkin, 1999).

Los ecosistemas como usuarios legítimos
del agua

La perspectiva antropocentrista que rige la gestión del agua, en
base a infraestructuras hidráulicas, ha atenuado el interés por
la preservación de entornos y procesos naturales, sin considerar
que los temas definidos como prioritarios, como el acceso a
agua potable y saneamiento, o la prevención de desastres natu-
rales, pueden ser optimizados con la inclusión de los ecosistemas
en los programas de gestión hídrica.

Los ecosistemas (forestales, riparios, dulceacuícolas,
costeros) juegan un importante rol en la generación de servi-
cios hidrológicos o derivados. Estos servicios dependerán no
sólo de la presencia o ausencia de una cubierta forestal y orga-
nismos, sino del tipo de especies (autóctonas o exóticas), del
tipo de terreno, de la composición del suelo y el agua, del
clima y de los regímenes hídricos, entre otros factores. Entre
los servicios que estos ecosistemas ofrecen encontramos (Pagiola,
2002; Naiman, 2002):

• La reducción de las cargas de sedimentos en los cursos de
agua disminuyendo la colmatación de los vasos, salinización
de suelos y los costos asociados de producción y manteni-
miento de sistemas de riego.

• La regulación de los flujos en caudales hidrológicos, así como
la reducción del riesgo de inundación en la temporada de
lluvias, y de sequía en la temporada seca.

• El incremento del volumen de agua disponible a lo largo
del año, por medio de las reservas de agua en lagos y lagu-
nas, y la recarga de mantos freáticos, para consumo, riego y
otras necesidades humanas.

• La mejora de la calidad y disponibilidad del agua para uso
doméstico.

• La proliferación de especies de consumo humano que em-
plean el agua como medio, como la fauna piscícola, plantas
y aves acuáticas.

• Beneficios no extractivos como la recreación, el transporte,
la descontaminación y la producción energética.

• Desarrollar mecanismos de alerta sobre cambios ambienta-
les, para la reducción de los problemas relacionados con la
salud humana (indicadores bióticos y abióticos).

• Mejorar la información disponible en la búsqueda de reco-
mendaciones y soluciones para optimizar el manejo de cuen-
cas.

Estos servicios ambientales, de gran importancia para la
sociedad se ven mermados a consecuencia de la deforestación
de las áreas de captación y de los bosques de ribera, la contami-
nación física y química de los cauces fluviales, y aguas subte-
rráneas, la introducción de especies exóticas para reforestación
y piscicultura, la reducción de los caudales ecológicos en cursos
fluviales, la sobreexplotación de acuíferos subterráneos, y otros
procesos de degradación ambiental.
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RECOMENDACIONES Y PRINCIPIOS PARA UNA GESTIÓN HÍDRICA EN B ASE A ASPECTOS AMBIENTALES

Recomendaciones para una política del a gua basada en aspectos
ambientales

Reserva ecológica de agua: Asegurar que los ecosistemas reciben en
cantidad, calidad, y frecuencia los aportes de agua necesarios para des-
empeñar sus funciones ecológicas, y los servicios a la sociedad.

Reconocimiento legal: Las aguas subterráneas y superficiales son un solo
recurso emparejado.

Monitoreo, evaluación y previsión: El uso eficiente y distribución de recur-
sos hídricos entre requerimientos en conflicto.

Valoración realista del agua: Incentivos económicos más importantes des-
tinados a un uso eficiente del agua en todos los sectores de la economía.

Disminución de la contaminación: Continua mejora en la eliminación de fuentes de contaminación puntuales o dispersas.

Principios para el manejo de cuencas

Cooperación: El Manejo de Cuencas requiere una cooperación conjunta desde el momento en que la complejidad de la
información y las oportunidades de cambio superan la capacidad de un solo grupo.

Equilibrio: Las soluciones técnicas a problemas específicos de origen antrópico, pueden ser equilibradas con la preservación
de componentes ambientales que proveen servicios ecológicos similares.

Decisiones basadas en bases de datos: Minimizar decisiones basadas en percepciones; procurar tomar decisiones basadas
en datos como la forma estandarizada de resolución.

Justicia regulatoria: Aplicar regulaciones a través de la cuenca de tal forma que se promuevan las iniciativas de los ciudada-
nos y los incentivos a propietarios.

Actividades humanas: Reconocer y aceptar que actividades humanas apropiadas son elementos ecológicos fundamentales
de las cuencas.

Fuente: Modificado de Naiman et al., 2002.

Foto de Topiltzin Contreras MacBeath

A pesar de lo esencial de todas las áreas naturales de una
cuenca hidrográfica, son las zonas de captación y los canales
fluviales, los considerados entornos críticos, tanto por su re-
percusión en la gestión hídrica como por su fragilidad
ecosistémica.

Casi todos los materiales biológicamente importantes,
como el agua, los sedimentos, los nutrientes y los contaminan-
tes suelen pasar o acumularse por los puntos topográficos más
bajos, generalmente coincidentes con los ecosistemas acuáti-
cos. Es así como los ecosistemas dulceacuícolas integran por lo
general, los procesos y cambios generados en la captación. Di-

chos cambios alteran uno o más de los cinco principios básicos
en aguas interiores: el hábitat físico, el flujo estacional del agua,
la alimentación al sistema hídrico, las interacciones entre la biota
del río, y el ciclo químico (Karr, 1991).

Un manejo efectivo de los recursos de agua dulce tendrá
en consideración todos estos factores así como los efectos
acumulativos que producen sobre ellos los cambios de origen
antrópico. En todo proyecto o actividad (incluyendo los aspec-
tos financieros), los ecosistemas deberán de tener asignado un
rubro, asegurando su abastecimiento de agua, en cantidad y
calidad, como usuario legítimo, y las condiciones que favorez-
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can su conservación. A cambio, se garantiza la sustentabilidad
de los bienes y servicios ambientales que ofrecen. 7

Sin embargo, a pesar de la clara percepción de cómo los
entornos naturales contribuyen al aporte de servicios hídricos,
pocas son las ocasiones en que existe un soporte científico a
esta aseveración. La mayor incertidumbre está relacionada con
la predicción de la disponibilidad del agua de acuerdo a las
presiones humanas y las fluctuaciones climáticas, así como a
las consecuencias ecológicas del cambio de los regímenes hídricos
(Palmer et al, 2002). El reto para la ciencia, involucra la detec-
ción y cuantificación de cambios ambientales y los efectos
acumulativos mencionados, la vinculación de conocimiento
interdisciplinario y modelos, así como la integración del rol
cultural y social con las decisiones individuales en modelar y
resolver los aspectos ambientales (Naiman et al, 1995).

El pago por servicios ambientales:
una alternativa en construcción

El Pago por Servicios Ambientales (PSA), describe una clase
emergente de mecanismos, que encuentran su sentido en la
valoración económica de los recursos naturales y la biodiversidad
para la promoción de un desarrollo sostenible. De forma gene-
ral los servicios ambientales suelen diferenciarse en cuatro cate-
gorías: mitigación de gases de efecto invernadero, protección
del recurso hídrico, biodiversidad (y sus ecosistemas de sopor-
te) y la belleza pasaijística.

De forma simplificada, estos mecanismos operan de tal
forma que los usuarios de un servicio ambiental (ej: consumi-
dores urbanos de agua potable) deben pagar por él, benefician-
do ese pago, tanto a aquellos que ayudan a mantener ese ser-
vicio (ej: propietarios que protegen bosques en las áreas de
captación), como al propio ecosistema que lo genera (ej: refo-
restación de bosques de montaña).

Muchos consideran que estos mecanismos financieros
pueden proveer poderosos incentivos y eficientes medios para
conservar los bosques y los bienes y servicios públicos que abas-
tecen, a la vez que ofrecer nuevas fuentes de ingreso en apoyo
a los modos de vida rurales (Landell-Mills y Porras, 2002).

Por lo que respecta a la gestión del recurso hídrico, el
pago de la protección de las cuencas hidrográficas por parte de

los usuarios del agua, es cada vez más común. Sin embargo, a
pesar del gran número de proyectos de pagos por servicios
hídricos desarrollados, y que sigue en aumento, muchas son
las incertidumbres generadas, acerca de la efectividad y equi-
dad de su implementación.

Algunos aspectos relevantes del proceso de diseño e
implementación de sistemas de pago por servicios de agua son
(Pagiola, op. cit):

1. Identificar y cuantificar los servicios hídricos: ¿Qué servicios
hídricos están generados por determinado uso del suelo en
una zona en particular? ¿Qué cantidad de servicios se gene-
ran? ¿Cuál es el valor de ese servicio?

2. Identificar los beneficiarios clave y los que deben pagar por
los servicios hídricos: ¿Quién debe pagar por los servicios
hídricos? ¿Qué cantidad de cargo les debe ser impuesta?
¿Cómo deben de ser gestionados los fondos?

3. Desarrollo de sistemas de pago operativos: ¿Cómo deben de
desarrollarse los pagos para hacer eficaz el cambio deseado
hacia un uso sostenible del suelo y los recursos?

4. Dirigir aspectos de política económica e institucional: ¿Cuá-
les son las precondiciones institucionales que hacen posible
los pagos? ¿Quiénes son los beneficiados y perjudicados, y
como pueden ser orientadas en la política económica las
implicaciones resultantes?

En Centroamérica, quizá el caso más relevante y exitoso
en cuanto al pago por servicios de agua, es el caso de Costa

7 Un ejemplo interesante de gestión y conservación de cuencas, a nivel

ambiental, es la Cuenca Hidrográfica del Canal de Panamá, centro eco-

nómico vital del país que genera el 75% del PIB y de las exportaciones

y aglutina el 50% de la población panameña. El principal esfuerzo para

conservar las cuencas hidrográficas del país y su riqueza biológica ha

sido el Sistema Nacional de Áreas Protegidas que cuenta con 44 áreas,

correspondientes al 25% del territorio nacional, creadas en su mayoría

en los últimos 25 años. Estas áreas fueron generadas en gran parte

para asegurar el flujo hídrico en el Canal, apoyadas jurídicamente por

normas de promoción a la conservación, regulación del recurso agua, y

reforestación, e institucionalmente con la integración de entidades como

la Autoridad Nacional del Ambiente (ANAM), la Autoridad del Canal de

Panamá, y la Autoridad de la Región Interoceánica, responsables del

manejo sostenible de la Cuenca Hidrográfica del Canal (REDLAH , 2003).
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Rica, donde a lo largo de las últimas dos décadas se ha ido
evolucionando desde esquemas de incentivos para reforestación
hacia esquemas de pago por los servicios que proporcionan los
ecosistemas forestales, entre otros los servicios hidrológicos (pro-
visión de agua para consumo humano, riego y generación de
energía).

El esquema de pago por servicios ambientales de Costa
Rica opera a través de contratos entre los productores y el Es-
tado. En 1998, según el Banco Mundial, participaban alrede-
dor de 1.570 propietarios de tierras forestales en el Programa
de Pago por Servicios Ambientales. Los desembolsos ascendían
a unos 15 millones de US$ anuales incorporando unas 220.000
hectáreas a dicho Programa. La mayor parte de los contratos
(80%) tenían una duración de cinco años, recibiendo los pro-
pietarios 40 US$ por hectárea y año por conservar áreas con
cobertura forestal primaria o secundaria (PRISMA, 2000).
Dichos ingresos provienen de fondos internacionales (Global
Environmental Facility-GEF), tasas e impuestos a usuarios del
agua, y acuerdos con empresas energéticas que disponen de
centrales hidroeléctricas, recursos financieros que son gestiona-
dos a través del FONAFIFO (Fondo Nacional de Financia-
miento Forestal).

No obstante, la multiplicidad de actores y complejidad de
este tipo de estrategias ha generado importantes dificultades
asociadas a su aplicación. Entre ellas identificamos los elevados
costos de transacción (gran cantidad de actores involucrados, y
falta de intermediarios eficientes), la presencia de factores que
reducen la demanda (falta de información científica acerca de
los beneficios de los sistemas naturales, falta de participación
de actores clave, falta de disposición a pagar por los servicios),
y de otros factores que reducen el abastecimiento de servicios
(baja conciencia de las oportunidades de mercado, falta de cre-
dibilidad por la generación del servicio, resistencia cultural).

Todo ello conforma un marco de oportunidades en cons-
trucción, no carentes de importantes retos a superar, en un
proceso de innovación social y revolución de las estrategias de
conservación con el desafío de desarrollar formas de inclusión
de las comunidades y productores campesinos e indígenas, en
las que participen y se beneficien del manejo integral de los
recursos hídricos.

CONCLUSIONES

Entendemos que el Manejo Integrado de Recursos Hídricos
no es un fin en sí mismo, es un proceso, una forma de aproxi-
marse a la gestión de los recursos hídricos, dinámica y caracte-
rizada por el abandono de un enfoque sectorial, y el estableci-
miento de propuestas basadas en unidades territoriales y de
manejo, como son las cuencas hidrográficas.

Para que el proceso de gestión del agua en el ámbito de
cuencas sea «integrado» deben ejecutarse acciones que permi-
tan obtener beneficios tanto en el aspecto productivo como en
el aspecto ambiental, considerando el comportamiento de la
cuenca de captación y el ciclo hidrológico. Además es necesa-
rio que el sistema de gestión permita que todos los usuarios
participen en las decisiones con el fin de tender a la equidad,
legitimando de este modo el proceso de toma de decisiones y
las acciones que se emprendan.

En América Latina se han hecho y se siguen haciendo
importantes esfuerzos para mejorar la gestión del agua. Nume-
rosos ejemplos dan cuenta de ello. No obstante, muchos pro-

Foto de Adalberto Ríos Szalay
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gramas exitosos en el pasado y en el presente, tendientes al
manejo integrado del recurso hídrico a nivel de regiones y de
cuencas, se han caracterizado por no tener una continuidad en
el tiempo. Quizás éste sea el mayor causante de la mirada pesi-
mista hacia la situación actual. En consecuencia, lo que tipifica
la gestión del recurso vital en los países de la región es su dis-
continuidad. Se originan como propuestas de gobierno y no
como políticas del Estado, desembocando en una clara crisis
de gobernabilidad, alimentada por un gobierno global sin Es-
tado global, y el consecuente impacto de agentes exógenos so-
bre las políticas y recursos nacionales, como es la pugna por los
recursos transfronterizos.

A ello cabe sumar un alto grado de incertidumbre cientí-
fica en relación a muchos procesos ecológicos y su impacto, así
como escasas fuentes de información y programas de capacita-
ción profesional para educadores, políticos y gestores de este
bien público.

Por último, comprobamos que el mercado del agua, pue-
de mejorar la disponibilidad de este recurso, así como promo-
ver la eficiencia de su uso. No obstante, de no ser aplicadas
medidas regulatorias basadas en normas y planes nacionales de
manejo hídrico para controlar su impacto sobre grupos vulne-
rables, y la protección del medio, la comercialización de este
bien público puede promover la exclusión social y la negligen-
cia ambiental, afectando directamente a los servicios ambienta-
les que estos usuarios ofrecen.

Mecanismos como el pago por servicios ambientales, tal y
como demuestra el caso de Costa Rica, se abren como una
oportunidad de innovación y desarrollo social a partir de la
valoración de servicios y bienes como los recursos hídricos en
base al reconocimiento del mercado de la riqueza contenida en
recursos propios. Faltará esperar para comprobar la eficacia y
equidad de éstos y otros mecanismos emergentes, financieros,
normativos y de planificación a la espera de un contexto de
integración social y ambiental.
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Inequidad,
deterior o

medioambiental y
regionalismo en

África A ustral:
Análisis de

los sectores de la

energía y el agua*

Eduardo Bidaurrazaga Aurre**

El conjunto de países que componen la región meri-
dional del continente africano y que durante los últi-
mos años es identificado por gran parte de la literatura
al uso con el proyecto de integración económica re-
gional con mayor potencial entre los existentes, es de-
cir, el conocido como SADC (Southern African
Development Community) se caracteriza por un alto
nivel de desigualdades, tanto a nivel interestatal como
intraestatal, y que abarcan muy diferentes ámbitos de
la vida de sus gentes, en términos económicos y so-
ciales.

Pero la historia colonial y de regímenes
segregacionistas discriminatorios hacia los nativos afri-
canos ha configurado un mapa de las desigualdades

en la región donde, más allá de las enormes disparidades de
carácter étnico, social, político y económico, crece la necesidad
de complementar el análisis sobre dicha realidad en función de
variables de carácter ambiental. Este hecho es especialmente
relevante en un contexto en el que, si bien la preocupación por
el medio ambiente ha estado prácticamente ausente de los prin-
cipales debates sobre el desarrollo y la reducción de la desigual-
dad en la región, las discusiones en torno a la relevancia del
concepto de «justicia ambiental» han cobrado un interés cada
vez mayor en los últimos años.1

En este sentido, el presente trabajo pretende, por un lado,
analizar la situación de los países del África Austral en materia
de inequidad socioeconómica y ambiental, básicamente en re-
ferencia a los sectores de la energía y el agua, dentro del marco
de fuertes disparidades entre países y grupos sociales en el inte-
rior de ellos. Igualmente, ante el resurgimiento de una nueva
ola de regionalismo a nivel continental y mundial , este artícu-
lo aspira a explorar las posibilidades y limitaciones de las diver-
sas iniciativas regionalistas implementadas hasta el momento a
la hora de coordinar esfuerzos y aportar soluciones a los pro-
blemas de este conjunto de países en los citados sectores, y en
el ámbito de la promoción del desarrollo en general.

* Este trabajo ha sido realizado en el marco del proyecto de investiga-

ción financiado por la Universidad del País Vasco bajo el título «Influen-

cia de la cooperación internacional sobre los movimientos sociales del

África Austral en la post-guerra fría: construcción de la paz, democrati-

zación y desarrollo» (1/UPV 00111.323-H-14060/2001). Mi agradeci-

miento a Bob Sutcliffe por sus comentarios a diversos borradores.

** Profesor de la UPV/EHU y miembro de Hegoa.
1 Tradicionalmente ha existido un cierto sentimiento hostil por parte de

la mayoría africana en la región hacia la citada preocupación por el

medio ambiente, como consecuencia de las expulsiones de la pobla-

ción autóctona de sus tierras para la creación de parques nacionales o

su exclusión en el reparto de los recursos naturales básicos. No obs-

tante, últimamente han empezado a ser conscientes de que las altas

disparidades socioeconómicas en la región forman parte fundamental

de la ecuación ambiental. Éste sería, en cierto modo, el sentido del

concepto de justicia ambiental, sobre el que, aunque puede ser inter-

pretado de diferentes formas y con diverso grado de radicalidad, pue-

de afirmarse que conjuga la búsqueda de la satisfacción de necesida-

des primarias, la equidad, la defensa de los derechos humanos y de la

democracia (justicia social y política) con la protección del medio am-

biente (McDonald, 2002a).
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LA SADC:  UN GRUPO REGIONAL DE FUERTES
DESIGUALDADES SOCIOECONÓMICAS

Este proyecto de integración, nacido en 1980 como SADCC
(Southern African Development Coordination Conference) so-
bre la base de la cooperación regional en determinados secto-
res, y en particular en el de infraestructuras, compuesto por
Angola, Botswana, Mozambique, Tanzania, Zambia y Zim-
babwe Lesotho, Malawi y Swazilandia, y la tardía incorpora-
ción de Namibia tras su independencia en 1990, es transfor-
mado en SADC en 1992. A partir de ese momento pasó a
enfatizar aspectos de carácter comercial, contando con las in-
corporaciones posteriores de Sudáfrica (1994), Mauricio (1995),
Seychelles, y el antiguo Zaire (1997), hasta dar con su confi-
guración actual.

El interés suscitado últimamente por este grupo regional
se debe, entre otros factores, a su nueva orientación favorable a
la formación de un área de libre comercio entre sus estados
miembros, así como a la participación en su seno de la econo-
mía más grande del continente: la Sudáfrica postapartheid. Todo
ello, en un contexto general a nivel mundial en el que las ini-
ciativas regionalistas surgen cada vez con más fuerza a modo de
fórmula intermedia entre la pérdida de relevancia del Estado-
nación y el supuesto surgimiento de una economía totalmente
globalizada.

Como prueba del destacado nivel de desigualdad entre las
economías integrantes de esta región, debe señalarse que mien-
tras que en el año 2000 Seychelles contaba con un PIB per
cápita en PPA en torno a 12.000 dólares, y Mauricio y Sudáfrica
alrededor de 10.000, el valor correspondiente a dicha variable
para Tanzania se situaba alrededor de 500. En cuanto al índice
de desarrollo humano (IDH), los tres primeros países alcanza-
ban unos valores de 0,811, 0,772 y 0,695, respectivamente,
cuando a Malawi y Mozambique correspondían cifras próxi-
mas a la mitad de éstas (0,400 y 0,322). Las tasas de alfabetiza-
ción adulta varían también fuertemente desde valores en torno
a un 85% en Mauricio y Sudáfrica hasta cifras alrededor del
45% para Angola y Mozambique.

Además de estas altas cotas de disparidad interestatal, los
fuertes niveles de desigualdad interna quedan representados asi-
mismo por valores del coeficiente de Gini (0-100) entre los

más altos del conjunto del planeta, destacando, entre otros, los
70 de Namibia, 62 de Malawi, 60,9 de Swazilandia, y 59,3 de
Sudáfrica, y encontrándose para la mayoría de las economías
industrializadas dicho dato entre 25 y 35 (PNUD, 2000, 2001,
2002; SAPES/SARIPS, 2000). En esta misma línea, y como
muestra de las altas cotas de inequidad intraestatal, debe nom-
brarse el enormemente dispar reparto de la propiedad de la
tierra en la región, en general, y en Namibia, Sudáfrica y
Zimbabwe, en particular.2

El trabajo que se expone a continuación no pretende
profundizar en el conjunto de variables y realidades recién
citadas, sino tomando éstas a modo de referencia
contextualizadora, examinar la situación del sector de las
infraestructuras de energía y agua, y sus repercusiones
socioeconómicas y ambientales. Todo ello, a modo de estu-
dio de caso dentro del marco general de análisis de las altas
disparidades socioeconómicas existentes en una región como
el África Austral, habitualmente considerada un microcos-

2 Algunos datos sobre el caso de Zimbabwe, tristemente célebre en los

medios de comunicación, como consecuencia de la ocupación de gran-

jas y la violencia política desencadenada en los últimos años, dejan muy

de manifiesto dichos desequilibrios: los cerca de 4.500 granjeros blan-

cos existentes en el país (0,03% de su población) acaparaban, antes de

la puesta en marcha del controvertido programa de distribución de la

tierra por parte del gobierno, aproximadamente el 42% de la tierra culti-

vable, incluyendo las mejores tierras, las más cercanas a los centros de

venta y con las mejores dotaciones de infraestructuras. La situación en

Sudáfrica a este respecto resulta igualmente llamativa: en torno a un

5% de la población formada por granjeros blancos, acumula casi un 87%

de la tierra cultivable, lo cual se traduce en que mientras la media de

hectáreas por persona en manos de ciudadanos sudafricanos blancos

es de 1.570, la correspondiente a la población negra supera ligeramen-

te la unidad. Téngase en cuenta que la mayoría de la población rural

sigue concentrada en las «antiguas reservas de mano de obra», donde

unos 12,7 millones de personas (alrededor del 32% de la población)

ocupa tan sólo el 13% de las tierras del país, que, por supuesto, son de

muy baja calidad (Adams, 2001). El caso de Namibia es, en este senti-

do, aún más escandaloso, correspondiendo a cada uno de los 4.000

propietarios de granjas descendientes de colonos blancos una media

de 5.700 hectáreas, aglutinando un porcentaje en torno al 74% de la

mejor tierra cultivable, mientras la mayoría de la población rural autócto-

na vive apiñada en las tierras comunales cultivables (Mwaura, 1998;

Moyo, 1998; SARIPS/SAPES, 2000).
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mos del conjunto del planeta en lo que se refiere al alto gra-
do de desigualdad entre sus habitantes.

ESPECIFICIDADES DE LOS SECTORES
DE LA ENERGÍA Y EL AGUA

Debe tenerse en consideración que, mientras muchas activida-
des productivas son habitualmente entendidas en términos de
competencia y lucha entre intereses contrapuestos de distintas
comunidades o sociedades, estos dos sectores, al igual que el de
transportes y comunicaciones, admiten un alto grado de coor-
dinación y planificación de actividades transnacionales en el
marco regional. De la misma forma, es importante señalar que
aunque no son los únicos sectores en los que el adecuado uso
de los recursos naturales se hace fundamental para contribuir
al desarrollo sostenible de la región, son de crucial importancia
para el logro de dicho objetivo.3

Asimismo, si bien tradicionalmente las infraestructuras y
servicios correspondientes a estos dos sectores han sido vincu-
lados a la idea del desarrollo económico e industrial, no deben
olvidarse los efectos beneficiosos que pueden generar sobre la
calidad de vida de las personas en sus respectivos hogares, o
sobre el acceso a otros servicios con un carácter más social,
como el educativo o el sanitario, y en definitiva, sobre la satis-
facción de necesidades primarias y el desarrollo humano. En
ese sentido, es fundamental analizar las iniciativas para el desa-
rrollo de estos sectores, no sólo desde el punto de vista de la
sostenibilidad ambiental o de una distribución geográficamen-
te equitativa entre diferentes países, sino también en base a
criterios de carácter social que garanticen al acceso a fuentes de
energía y agua para el conjunto de las poblaciones de estos
países, y para los grupos sociales más desfavorecidos, en espe-
cial (Dingley, 1994).

Atendiendo a las peculiares características del África Aus-
tral en esta materia, estos dos sectores ofrecen además una gran
oportunidad para una mayor interrelación entre Sudáfrica y el
resto de sus vecinos. Mientras que varios países de la región
cuentan con una gran dotación de recursos naturales y un tre-
mendo potencial para la explotación energética, Sudáfrica es
de los pocos que dispone de la capacidad técnica necesaria para
ello. Es por eso que una adecuada labor de coordinación de
estas actividades permitirá minimizar los costes, vía aprovecha-
miento de las economías de escala, así como mejorar
sustancialmente el grado de autosuficiencia y seguridad regio-
nal en estos dos sectores (Swatuk, 1996).

PRODUCCIÓN Y DESIGUAL ACCESO
A LOS RECURSOS ENERGÉTICOS

La gran mayoría de los países de la región mantienen un es-
quema de consumo de energía muy representativo de la reali-
dad de la mayor parte de las economías del Sur, donde la in-
dustria, de mayor o menor tamaño, acapara casi la totalidad de
la demanda de petróleo, carbón y energía hidroeléctrica, mien-
tras que la mayoría de los hogares utilizan combustibles como
la madera, otras formas de biomasa, o keroseno y parafina para
satisfacer sus necesidades básicas.4

3 Es evidente que el control sobre otras muchas actividades productivas

como las industriales, agrícolas, mineras, etc., es central para el logro

de un modelo de desarrollo más sostenible, de tal forma que las metas

y políticas ambientales deben ser planteadas desde una perspectiva de

transversalidad. Aun así, también parece comprensible que gran parte

de las preocupaciones en materia ambiental estén centradas en los sec-

tores de la energía y el agua, particularmente en una región donde gran

parte de la población aún carece de servicios mínimos a este respecto,

pero donde la demanda de los mismos crece fuertemente. Es por eso

que la SADC, pese a su compromiso a favor de un modelo de desarro-

llo sobre la base de la sostenibilidad, ha querido dar un especial énfasis

a la promoción de la equidad, consciente de que, en ocasiones, esta

situación puede plantear contradicciones de diverso tipo (Moyo et al.,

1999).
4 A primeros de los noventa se estimaba que aproximadamente el 95%

de los hogares de la SADC, y el 50% de los sudafricanos dependían

básicamente del consumo de madera para satisfacer sus principales

necesidades energéticas, de tal manera que todos los países de este

grupo, con la excepción de Tanzania y Zambia, sufrían escasez de este

tipo de combustible (Moyo et al., 1993). Hoy en día, con un 85% de la

población de la región viviendo en áreas rurales sin acceso a otra forma

de energía que no sea la proporcionada por la madera, el carbón vege-

tal, residuos agrícolas o excrementos animales, se calcula que casi un

80% del total de energía consumida es de este tipo. Si atendemos al

consumo de los hogares en la SADC, excluyendo a Sudáfrica, se ob-

serva que el 90% de los mismos (población rural y población urbana

pobre) depende fundamentalmente de combustibles de biomasa. Ello
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Así, dado el bajo nivel de industrialización de la mayoría
de las economías de la SADC, su nivel de consumo energético
es relativamente bajo, situación reflejada por la correlación ne-
gativa entre el uso de biomasa y el nivel de renta por habitante.
La demanda de consumo energético, sin embargo, va aumen-
tando progresivamente en estos países como consecuencia del
crecimiento de la población y, en particular, del rápido proceso
de urbanización, que está presionando para la aceleración del
proceso de transición desde los combustibles tradicionales a los
modernos.

Aun con todo, los niveles de consumo y de accesibilidad
a la electricidad varían fuertemente de un país a otro, tal y
como los siguientes datos reflejan: mientras que en Sudáfrica
el 48% de los hogares tiene acceso a energía eléctrica, el dato
para Zimbabwe se reduce al 17%, en Swazilandia al 14%, en
Botswana al 13%, en Namibia al 11%, Zambia el 10%; en-
contrándose dicho dato para Angola, R.D. del Congo, Tanzania,
Mozambique, Malawi, y Lesotho por debajo del umbral del
10% (Mubambe, 1999).

Principales fuentes de ener gía

Puesto que históricamente la generación de electricidad y otro
tipo de energías ha estado asociada a conceptos como desarro-
llo, crecimiento económico o modernización, las autoridades
gubernamentales de la región han querido dar prioridad al lo-
gro de la autosuficiencia energética. Sin embargo, la dotación
de recursos particular de cada economía ha hecho que esta bús-
queda de una mayor seguridad en materia energética haya es-
tado basada en modelos ciertamente diferentes. Así, mientras
que históricamente la SADCC ha basado su capacidad de ge-
neración de electricidad en los recursos hidroeléctricos de países
como, Zambia, Zimbabwe, Mozambique, Lesotho y Tanzania,
Sudáfrica ha obtenido tan sólo un pequeño porcentaje de su
producción de este sector, correspondiendo la casi totalidad de
la electricidad que genera al uso de sus vastos recursos de car-
bón.5

La incorporación del antiguo Zaire a la SADC es de tras-
cendental importancia en cuanto a este sector se refiere, como
consecuencia de sus enormes recursos hidroeléctricos, los ma-
yores de todo el continente africano. Además la experiencia de

los últimos años evidencia que, ante las restricciones que la
sequía ha originado en la capacidad de producción hidroeléc-
trica de algunos países de la región, los recursos que la R.D.
del Congo puede aportar en este sentido siempre serán bienve-
nidos.

Los principales países generadores de energía hidroeléctri-
ca en la región actualmente son Zambia, Mozambique y la
R.D. del Congo (EIA, 2002). Como representativo de los
amplios recursos hidroeléctricos de este último, tómese el si-
guiente dato: se estima que el potencial hidroeléctrico del país
es superior a 90.000 megavatios, de los cuales tan solo la esta-

supone, sin duda, una fuerte presión hacia una mayor degradación am-

biental vía deforestación (en el período 1990-2000 la superficie cubierta

por bosque se redujo en 2 millones de hectáreas (0,7%) anualmente),

así como hacia el deterioro de las condiciones de vida de mujeres y

niños a la hora de recolectar unos recursos cada vez más escasos. Por

ejemplo, en países como Tanzania, Malawi y Mozambique, se estima

que más del 90% del consumo energético corresponde a este tipo de

combustibles, lo cual empieza ya a manifestarse en términos de una

escasez creciente de estas fuentes tradicionales de energía. De hecho,

las tasas de deforestación en Malawi alcanzan los niveles más altos de

la región, en torno al 2,4% por año en la pasada década. Desafortuna-

damente, además, el panorama no parece muy halagüeño en el futuro

próximo, dada la falta de información fiable de una actividad tan profun-

damente sumida en la informalidad, así como la carencia de una míni-

ma coordinación y planificación institucional que permita una estrategia

de intervención adecuada en este terreno (Moyo et al, 1999; Lopes &

Kundishora, 2000; Mupimpila, 2000; SADC, 2001; Desanker & Zulú, 2001).
5 Sudáfrica es extremadamente rica en recursos carboníferos, que ella

misma consume en gran cuantía. De hecho, siendo el quinto mayor

productor mundial, consume aproximadamente ¾ de su producción

anual, de la cual obtiene alrededor del 85% de su consumo de energía

total, y el 90% del de energía eléctrica. Ello le convierte en el principal

productor y consumidor de carbón de la región, alcanzando en ambos

casos proporciones con respecto al total de la SADC en torno al 96%.

Asimismo, este país cuenta con Eskom, empresa paraestatal de pro-

ducción de electricidad, básicamente a partir de carbón en centrales

térmicas, que figura entre las principales del sector a nivel mundial, y

con SASOL, homóloga de la anterior en el sector de carburantes, que

como consecuencia de la estrategia de autosuficiencia en los años de

aislamiento internacional del apartheid, se especializó en la produc-

ción de derivados petrolíferos a partir de carbón gracias a la sustan-

cial subsidiación recibida por el gobierno (Swatuk, 1996, 2000; Moyo

et al., 1999; Lopes & Kundishora, 2000; Hay, 2000; EIA, 2002). Eskom,

la empresa eléctrica más grande de la SADC y una de las más gran-

des del planeta, además de servir su propio mercado nacional, expor-

ta electricidad a Botswana, Zimbabwe, Lesotho, Mozambique, Namibia

y Swazilandia (EIA, 2002).
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ción de Inga en el río Zaire, acumula el 50% (44.000), siendo
tan solo 1.775 de ellos explotados hasta el momento (Moyo et
al., 1999; SADC, 2001).

Esta aportación de recursos y potencial hidroeléctrico es
particularmente recibida con los brazos abiertos por parte de
Sudáfrica, con mucho el mayor consumidor de energía eléctri-
ca en la región. El consumo eléctrico de Sudáfrica alcanza un
nivel anual muy superior al conjunto formado por el resto de
las economías de la región, acumulando el 85% del total con-
sumido por la SADC. De hecho, dadas estas circunstancias ha
habido ya propuestas de transferencia de energía eléctrica des-
de Inga hasta Sudáfrica (Lopes & Kundishora, 2000; EIA, 2002;
SADC, 2001). Aparte de este destino, desde la central de Inga
se suministra actualmente electricidad a Zambia, y se planea
que en el futuro próximo Mozambique, suministrador de elec-
tricidad a Zimbabwe y Sudáfrica desde la central de Cahora
Bassa, se convierta también en uno de los principales importa-
dores de electricidad de la región desde esta central (EIA, 2002).

Siendo el consumo de energía sudafricano altamente de-
pendiente de un recurso no renovable como el carbón, la susti-
tución de esta fuente de energía por otra más limpia en térmi-
nos ambientales, como la hidroeléctrica, convierte esta opción
en más atractiva aún, al ayudar a reducir las emisiones de dióxido
de carbono, de probado efecto dañino sobre la atmósfera6

(Dingley, 1994).
Además de los abundantes recursos de la cuenca del

Zambeze, entre otros, el rápido desarrollo del conocido como

LHWP (Lesotho Highlands Water Project), supone un paso
importante a la hora de satisfacer las necesidades energéticas de
la región, particularmente si se tiene en consideración su po-
tencial futuro a la hora de exportar electricidad al principal
consumidor de energía, es decir, Sudáfrica. Asimismo, ésta se
convierte en una de las pocas producciones que Lesotho puede
exportar al gigante sudafricano, contribuyendo a su vez a la
reconfiguración de una forma de integración, en principio,
menos dependiente del primero para con el segundo.

A pesar de que la energía hidráulica es menos contami-
nante que otras, la construcción de centrales hidroeléctricas y
macroembalses ha estado sujeta a abundante polémica, dadas
sus consecuencias negativas tanto en términos ambientales (há-
bitat natural, biodiversidad...) como sociales (personas despla-
zadas, incremento de los precios del servicio...). Es por eso que
la necesidad de minimizar estos costes se hace creciente en la
actualidad, para lo cual desde organismos como el African
Development Bank se ha propuesto la consideración de dos
criterios básicos para el logro de tal objetivo: reducir al máxi-
mo los ratios de desplazados, y de hectáreas, por megavatio7

(ADB, 1999).
La región cuenta también con producción de petróleo y

derivados, donde destacan en la fase de extracción, Angola, con-
tando con el 96% de las reservas estimadas de crudo de la re-
gión y responsable de la coordinación de este sector dentro del
organigrama de la SADC, y Sudáfrica, en la de refino. El am-
plio desarrollo de las refinerías en Sudáfrica es en alguna medi-
da una consecuencia lógica de su enorme nivel de consumo de
productos petrolíferos respecto a sus vecinos, acumulando más
del 97% del total regional (SADC, 2001). Aunque también
existen refinerías en otros países de la región, como Angola,
R.D. del Congo, Tanzania y Zambia, su capacidad es muy in-
ferior a la ofrecida por las cuatro grandes refinerías sudafricanas
existentes en la actualidad (EIA, 2002).

No deja de resultar sorprendente el hecho de que, pese a
las necesidades de este tipo de combustible en el marco de este
grupo regional, Angola, el único gran exportador de petróleo
de la región, venda la mayor parte de su producción fuera de
ésta, principalmente a los EE UU, mientras que la gran mayo-
ría del petróleo consumido en la región es importado. Es decir,
el resto de los miembros de la SADC son crecientemente de-

6 Se ha estimado que a Sudáfrica, con tan sólo el 0,7% de la población

mundial, le corresponde el 2% de los gases causantes del efecto inver-

nadero. Su sistema de generación de energía eléctrica fundamentalmente

a partir de centrales térmicas es el principal responsable de su posición

como séptimo mayor productor per cápita de este tipo de gases (Hay,

2000; Swatuk, 2000; McDonald, 2002b). En materia energética, Sudáfrica

es sin duda la economía más importante de la región, tanto desde el

punto de vista de la producción como del consumo. Como muestra de

ello sirvan los siguientes datos: en 1999 este país acumulaba el 85.4%

del consumo de energía de la SADC, el 72.8% de su producción total, y

el 88.1% de las emisiones de carbono de la región (EIA, 2002).
7 En función de estos dos criterios, un estudio del Banco Mundial

(Goodland, 1997) sobre las consecuencias ambientales de los grandes

proyectos hidrológicos, destacaba el caso de Cahora Bassa por su alto

índice relativo de desplazados.
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pendientes de la importación de petróleo más caro proveniente
de Oriente Medio, cuyo consumo queda frecuentemente limi-
tado por la debilidad de sus monedas y la escasez de divisas8

(Hay, 2000).
Para superar esta situación, y mejorar su grado de autosu-

ficiencia energética, los miembros de la SADC han lanzado
una iniciativa (Joint SADC Petroleum Exploration Programme
(PEP)) para cooperar en la búsqueda de nuevos pozos y hacer
frente a la hasta ahora poco fructífera experiencia de explora-
ción en la región. Una vez más, ésta es una muestra de las
ventajas que la cooperación regional puede acarrear en deter-
minados sectores productivos a la hora de aprovechar las
sinergias y economías de escala vinculadas a macroproyectos.

Diferentes yacimientos de gas existen también en la re-
gión, entre los que destacan por orden de importancia de sus
reservas Angola, R.D. del Congo, Mozambique, Namibia,
Sudáfrica, y Tanzania. Pese a que la producción y consumo de
gas se halla aún en una fase poco avanzada en la región, durante
los últimos años se han desarrollado diversos proyectos para la
explotación de este combustible en países como Namibia,
Mozambique, Angola, Tanzania y Sudáfrica, y de metano a partir
de carbón en Zimbabwe o Botswana (EIA, 2002; SADC, 2001).

Respecto a la energía nuclear, pese a las importantes ex-
plotaciones de uranio en Sudáfrica y Namibia, sus niveles de
consumo interior son realmente bajos. Además, la experiencia
de la sudafricana Eskom en este sector ha dejado claramente de
manifiesto los altos costes, y el alto nivel de dependencia exte-
rior en materia de tecnología y capacitación que este tipo de
producción requiere, motivo por el cual, más allá de criterios
de carácter ambiental, no parece que la producción de este tipo
de energía se pueda considerar una alternativa razonable para
ninguna economía de este grupo regional en el corto plazo
(EIA, 2002; SADC, 2001).

Por lo que a energías renovables se refiere, estos países es-
tán dotados de una gran variedad de recursos naturales con un
enorme potencial para su explotación. Nos referimos a: ener-
gía solar, en una región caracterizada por una altísima propor-
ción de días de sol al año y una alta intensidad de radiación
solar, yendo sus usos desde la generación de electricidad para
iluminación hasta sistemas de calefacción o calentamiento de
agua; en las zonas de costa o de montaña el potencial para la

explotación de energía eólica es también ciertamente alto, pu-
diéndose utilizar para el bombeo de agua o la producción de
electricidad; las explotaciones hidroeléctricas de pequeño tama-
ño suponen asimismo una alternativa viable para la generación
de energía eléctrica o para el molido de grano (SADC, 2001).

De hecho, en las zonas rurales en particular, dado el alto
coste de las infraestructuras convencionales de electrificación,
este tipo de energías suponen una alternativa ciertamente via-
ble desde una perspectiva coste-beneficio, además de una op-
ción, sin duda, más adecuada para la promoción del uso de
energías limpias y de un modelo de desarrollo más sostenible
desde un punto de vista ambiental.

No obstante, éstas que se han dado en denominar NRSE
(New and Renewable Sources of Energy) cuentan, a su vez, con
una serie de obstáculos a su aplicación que también deben te-
nerse en consideración: los altos costes correspondientes a los
derechos de propiedad de la tecnología necesaria, la escasez de
divisas para adquirirlos, o el pequeño tamaño de unos merca-
dos que no permiten aprovechar las ventajas ligadas a las eco-
nomías de escala, lo cual limita su estructuración, estandardi-
zación y expansión9  (Moyo et al., 1999).

8 Los únicos productores de petróleo de la región, además de Angola,

son Sudáfrica y R.D. del Congo, si bien los dos últimos con niveles de

reservas y producción muy inferiores a los del primero (EIA, 2002). Las

repetidas crisis de combustible que Zimbabwe ha padecido durante los

últimos años, eventualmente canalizadas mediante la firma de un acuerdo

con Libia, han estado fundamentalmente originadas por la debilidad de

su moneda y la falta de divisas para poder hacer frente al consumo de

carburantes. Los repetidos y brutales incrementos de los precios de di-

versos combustibles de uso doméstico y del transporte han provocado

con frecuencia violentos disturbios en las principales ciudades del país.

Otro caso a destacar sería el de Zambia, cuya factura petrolera cada

vez es más difícil de pagar, no sólo como consecuencia del incremento

en el precio del crudo, sino también debido al fuerte descenso de los

ingresos obtenidos de su principal bien de exportación: el cobre (Madava,

1999c; Lopes & Kundishora, 2000). La escasez de reservas de divisas

está afectando también fuertemente a Zimbabwe en materia de energía

eléctrica, ya que este país es altamente dependiente de las importacio-

nes procedentes de Sudáfrica, Mozambique y R.D. del Congo (45% de

su consumo total), habiéndose conocido durante los últimos años cons-

tantes apagones y restricciones horarias de servicio (EIA, 2002).
9 En cualquier caso, algunas experiencias ciertamente interesantes han

empezado a implementarse en la región, como en los casos de Mauricio,

Zambia, Namibia y Sudáfrica. En el primero de ellos, se ha procedido a

la puesta en marcha de una empresa térmica (CTBV- Compagnie
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Iniciativ as regionales y sus limitaciones

En cuanto al ámbito institucional, el Protocolo de Energía,
aprobado en 1996, se encuentra ya en vigor desde 1998 tras
recibir la correspondiente ratificación por parte del número de
miembros requerido. Entre sus objetivos figuran priorita-
riamente el logro de un mayor grado de autosuficiencia ener-
gética, así como la cooperación entre los estados miembros para
mejorar el acceso a la energía por parte de sus habitantes, muy
especialmente para aquéllos con menores niveles de renta. En
la práctica, estas loables metas han quedado reducidas a un
intento de ser materializadas, mayormente, mediante la realiza-
ción de interconexiones entre las redes nacionales de suminis-
tro de electricidad de varios países de la región, o la colabora-
ción entre algunos estados miembros a diferentes niveles.10

Pero estos esfuerzos, bilaterales o multilaterales, habría que
entenderlos en el marco más general de la labor desarrollada a
nivel regional mediante la formación de la denominada SAPP
(Southern African Power Pool) en 1995, con la intención de
coordinar las diferentes actividades existentes hasta el momen-
to, y crear una red interconectada para el conjunto de la SADC,
de tal forma que mejore el acceso de la población al uso de
energía de la forma más eficiente posible.11

Sin embargo, los diferentes proyectos energéticos de la
SADC tropiezan con una serie de obstáculos y limitaciones,
que dificultan seriamente el logro de los objetivos definidos en
su protocolo. En primer lugar, la región se caracteriza por un
esquema de asentamientos poblacionales en el que de manera
creciente sus habitantes se concentran en determinadas áreas
urbanas, haciendo crecer la presión sobre los recursos energéti-
cos existentes en ellas; mientras que, por otro lado, amplias
extensiones permanecen inhabitadas, y gran parte de la pobla-
ción se encuentra desperdigada por diferentes zonas rurales,
motivo por el cual el aprovisionamiento de infraestructuras
energéticas tradicionales se encarece.

Del mismo modo, la falta de capacidad tecnológica o de
mano de obra cualificada para la gestión y mantenimiento del
sector imponen una larga serie de limitaciones a la adecuada
satisfacción de las necesidades energéticas. Por último, la habi-
tual escasez de recursos financieros, intensificada por la política
de recortes presupuestarios tanto dentro de la región, como
entre los donantes internacionales, ha dado paso a un plantea-
miento pragmático que considera que la búsqueda de la efi-
ciencia económica y la participación del sector privado son pri-
mordiales para alcanzar las metas establecidas por este grupo
regional.

Al igual que ha sucedido en el sector de infraestructuras
de transportes y comunicaciones en la región, la que en algún
tiempo fuera principal fuente de financiación de las inversio-
nes en el sector energético, es decir, aquella procedente de la
comunidad donante, ha sufrido un sustancial descenso duran-
te los últimos tiempos, dando entrada a la participación del
capital privado en un proceso acompañado de medidas
desreguladoras, búsqueda de una mayor eficiencia, y descon-
fianza respecto a los organismos públicos en cuanto a la ges-
tión de estos servicios.12

Thermique de Belle Vue) que utiliza el desecho de la caña de azúcar

como principal combustible, así como a la instalación de 960 paneles

fotovoltaicos para el alumbrado de las calles y edificios públicos. En cuan-

to a Zambia, se está desarrollando también un programa de electrifica-

ción mediante energía solar, y se estudia en la actualidad la posibilidad

de producir etanol a partir de la caña de azúcar como combustible alter-

nativo para el transporte (EIA, 2002).
10 Entre otras cabría nombrar la red que interconecta Zimbabwe, Zambia,

Botswana y Mozambique, o los proyectos en curso para la futura co-

nexión entre los de Mozambique y Malawi, o Zambia y Tanzania. Otros

proyectos intrarregionales persiguen la mejora de la calidad del servicio

en determinadas áreas como el oeste de Zambia y el norte de Botswana

y Namibia. La experiencia ha demostrado que este tipo de iniciativas

mejora la fiabilidad y eficiencia de la red energética, y reduce sus cos-

tes de explotación, mantenimiento e inversión (SADC, 2001).
11 La SAPP, con un centro de coordinación regional en Harare, cuenta

con la participación de las siguientes redes nacionales: Angola’s Empre-

sa Nacional de Electricidade (ENE), the Botswana Power Corporation

(BPC), the DRC’s SNEL, the Lesotho Electricity Corporation (LEC),

Malawi’s Electricity Supply Commission (Escom), Mozambique’s

Electricidade de Mocambique (EDM), Namibia’s NamPower, South Africa’s

Eskom, the Swaziland Electricity Board (SEB), Tanzania Electric Supply

Company (Tanesco), Zambia’s ZESCO, and Zimbabwe’s ZESA. Para más

información al respecto, acúdase a Southern African Power Pool (SAPP)

Project (www.engeering.purdue.edu).
12 En este contexto, dada la escasez de recursos presupuestarios de

los propios gobiernos y el bajo desarrollo general de los mercados de

capitales en la región, proyectos, como el anteriormente mencionado

PEP, han precisado de la participación de diversas compañías petrole-

ras transnacionales que estuvieran dispuestas a afrontar unos riesgos y

costes fuera del alcance de las autoridades públicas de los diferentes

países del subcontinente (Moyo et al, 1999).
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Así, una vez más, surge el debate sobre cómo hacer frente
al mismo tiempo a los objetivos de promoción de la autosufi-
ciencia energética y de reducción de las fuertes desigualdades
existentes en materia de acceso a recursos energéticos. Es decir,
dada la generalizada escasez de recursos públicos, tanto propios
como externos, y la aceptación de la entrada del capital priva-
do, cabe cuando menos mantener una razonable duda sobre
sus supuestos efectos beneficiosos en dos sentidos.

En primer lugar, si este capital procediera mayormente
de países miembros de la SADC, y Sudáfrica en particular,
podría pensarse que, en alguna medida, ello podría contribuir
a reforzar la idea de autosuficiencia regional, en tanto en cuanto
se estaría contando con recursos propios. Pero si, por el con-
trario, dicho capital acudiera en la forma de inversión extran-
jera directa extrarregional, la percepción de falta de control
sobre la red energética del subcontinente probablemente pre-
valecería sobre la anterior.13 En ambos casos, no obstante, se-
guiría vigente la duda respecto al papel que el capital privado,
interior o exterior, pueda jugar a la hora de favorecer un mo-
delo de desarrollo más equitativo entre las economías de la
región y sus habitantes, dado que el móvil prioritario de su
actividad viene determinado por la maximización del benefi-
cio individual, y que los grupos sociales más desfavorecidos
difícilmente tendrán acceso a unos servicios energéticos co-
mercializados cuyo coste no puedan abonar (Lopes &
Kundishora, 2000).

Ante un panorama en el que los recursos públicos dedi-
cados a la satisfacción de necesidades primarias disminuyen
progresivamente y la privatización se convierte en una nueva
panacea recetada con entusiasmo por diversos organismos
internacionales, las repercusiones en términos de satisfacción
de necesidades primarias y desarrollo humano, de ésta que
parece la inevitable extensión del modelo neoliberal en la
mayor parte de países del África Austral, se antojan, cuando
menos, dignas de preocupación.

Pero la creciente tendencia desreguladora, abriendo paso a
la iniciativa privada en la provisión de diversos tipos de fuentes
de energía, obstaculiza la promoción de un sistema más equi-
tativo de suministro de servicios energéticos básicos, no sólo
por lo que respecta a niveles de subconsumo para los económi-
camente más desfavorecidos, sino también en cuanto al fomento

del consumo despilfarrador por parte de los más pudientes. Es
decir, la lógica del mercado, despolitizando supuestamente las
dimensiones sociales del consumo energético, reacciona básica-
mente a los impulsos de una demanda compuesta por las élites
minoritarias que pueden permitirse el lujo de derrochar unos
recursos escasos inaccesibles para la mayor parte de los habitan-
tes de la región14 (McDonald, 2002).

En este sentido, las perspectivas de falta de acceso a fuen-
tes de energía más modernas y relativamente «más limpias» en
términos ambientales por parte de gran parte de la población
son ciertamente inquietantes, puesto que éstas son excesiva-
mente caras para su poder adquisitivo, limitando su modelo de
consumo energético al ámbito de las fuentes tradicionales como
la madera o el carbón. En el primero de estos casos, la presión
ejercida sobre los cada vez más escasos recursos forestales de
muchos países de la región se convierte en una clara amenaza
para el logro de un adecuado modelo de desarrollo sobre la
base de la sostenibilidad. Respecto, al carbón, éste parece ha-
berse convertido en la principal alternativa energética para la
población urbana pobre cuando la madera deja de estar dispo-
nible.

Para la mayoría de los habitantes de la región todo ello
implica, por tanto, un progresivo agotamiento de los combus-
tibles de biomasa existentes, así como la consolidación de un
modelo energético ineficiente, contaminante y dañino para la

13 En cualquier caso, si los capitales sudafricanos siguen siendo recibi-

dos por diferentes grupos sociales y gobiernos del subcontinente con

una prudente reticencia, o incluso cierto rechazo, dado su papel de cen-

tro frente al resto de la periferia regional, la diferencia entre las dos op-

ciones planteadas se reduciría al mínimo.
14 Pese a que en el ámbito regional Sudáfrica se erige con diferencia en

el principal país consumidor de diferentes fuentes de energía moderna,

es necesario constatar, una vez más, que  las enormes diferencias en

el interior del país entre grupos sociales tienen también su claro reflejo

en materia de consumo energético. De hecho, si bien en la última déca-

da se han realizado importantes esfuerzos para la provisión de electrici-

dad a los miles de hogares apilados en los suburbios de las grandes

ciudades, en Soweto, por ejemplo, 3/5 de éstos fueron desconectados

durante el último año como consecuencia de problemas para el pago de

la correspondiente factura, mientras que Eskom ofrece la electricidad

más barata del mundo a usuarios industriales como incentivo para la

atracción de grandes empresas metalúrgicas (Fiil-Flynn & Greenberg,

2002).
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salud15 y de un modelo socioeconómico crecientemente ex-
cluyente y polarizador.

DISPONIBILIDAD DE RECURSOS ACUÍFEROS
Y SU DISTRIBUCIÓN

Intentando satisfacer el cumplimiento de los objetivos genera-
les establecidos por la SADC en cuanto al logro de una econo-
mía regionalmente integrada sobre la base de un desarrollo equi-
librado y equitativo, las metas específicas atribuidas a este sec-
tor se centran en la provisión de una oferta de agua (potable o
para irrigación) y servicios de saneamiento para el mayor por-
centaje posible de la población de la región, mediante una ade-
cuada coordinación, planificación y gestión de los recursos
acuíferos existentes.

Es por ello que la estrategia futura de este sector se en-
cuentra principalmente con dos retos a los que necesariamente
debe hacer frente: la falta de recursos disponibles para satisfacer

la demanda, y la desequilibrada e inadecuada distribución de
ellos entre los hogares, con especial énfasis sobre el rápido cre-
cimiento de las comunidades urbanas a las afueras de las gran-
des ciudades (Coetzee, 1994).

El agua como recur so escaso en la región

Más allá de las diversas iniciativas a nivel regional que pueden
favorecer una mayor, más eficiente, y equitativa oferta de dife-
rentes servicios relacionados con el agua, a las que nos referire-
mos posteriormente, este sector cuenta con unas características
físicas que le hacen fuertemente dependiente de un factor con
un alto componente de imprevisibilidad: la climatología. De
hecho, la experiencia de los últimos años en la región ha esta-
do sujeta a una variada casuística, con fuertes diferencias de
unos países y/o zonas a otras, y donde los efectos del fenóme-
no conocido como «El Niño» o el «Ciclón Elaine» han provo-
cado verdaderas catástrofes naturales.16

Aún así, dentro de esta imposibilidad a la hora de prever
el volumen de agua con que se podrá contar cada año, en
general la dotación de recursos acuíferos del conjunto de la
región se considera escasa y, sobre todo, desigualmente distri-
buida.17 Además, es necesario apuntar que la excesiva abun-
dancia en algunos países durante los últimos años es engañosa,
y con perspectivas de ser alterada en el futuro próximo hacia
un escenario de creciente escasez (Coetzee, 1994; Mutembwa,
2000).

En este contexto, se ha planteado la hipótesis sobre la po-
sibilidad de que, en el futuro, multitud de conflictos sean mo-
tivados por el acceso al agua, en tanto en cuanto ésta se con-
vierta en un recurso cada vez más escaso para algunos países.
Un ejemplo de este tipo de situaciones potencialmente conflic-
tivas en torno al uso de recursos acuíferos lo constituye la dis-
puta entre Namibia y Botswana por las aguas del río Okavango.
Mientras el primer país precisa de abundante agua para su sec-
tor agrícola y el abastecimiento de la capital, Windhoek, las
autoridades del segundo se niegan a contribuir al vaciamiento
y secado de un delta que, además de reserva de la biosfera sin
igual, supone una importante fuente de divisas para su sector
turístico (Swatuk, 1996, 2000; Baregu, 1999; Moyo & Tevera,
2000).

15 Diferentes estudios desarrollados en Sudáfrica, pero perfectamente

trasladables a la realidad de otros países de la región, han dado clara

evidencia de los altos niveles de infecciones respiratorias asociadas a

la quema de carbón o leña, y a la falta de ventilación, entre la población

urbana más carente de recursos económicos viviendo en los denomi-

nados townships a las afueras de las grandes ciudades (Hay, 2000).
16 Aunque los diversos episodios de lluvias torrenciales en la región han

afectado a algunas zonas de Botswana, Sudáfrica, Swazilandia, Zambia,

Zimbabwe y Malawi, el país que repetidamente durante los últimos años

ha padecido más drásticamente los efectos de las inundaciones ha sido

Mozambique, donde tras los últimos episodios de lluvias torrenciales y

desbordamiento de ríos alrededor de 700 personas perdieron la vida

(SADC, 2001).
17 La confluencia de una larga serie de factores hace que las zonas

norte y este de la región estén caracterizadas por un clima húmedo y

subtropical, mientras que las áreas más al oeste experimentan condi-

ciones desérticas, como en gran parte de Namibia y Botswana. En cual-

quier caso, se puede establecer con carácter general para la región que,

incluso cuando las precipitaciones se producen, gran parte de los re-

cursos acuíferos se pierden por efecto del calor. En concreto, se estima

que alrededor del 85% de la lluvia se evapora al poco de caer como

consecuencia de las altas temperaturas. Por ejemplo, se calcula que

alrededor de 150 km cúbicos de agua fluyen cada año por el delta del

Okavango, una cantidad que equivaldría a cinco veces el consumo de

agua de toda la región, pero de la cual el 95% se pierde vía evapora-

ción.
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De hecho, la propia SADC entiende que el denominado
Protocol on Shared Watercourse Systems, ratificado y en vigor des-
de 1998, pretende en alguna medida proporcionar un marco
dentro del cual la cooperación entre los estados miembros facilite
la solución de los conflictos existentes sobre el uso compartido
del agua y evite el surgimiento de otros nuevos. Sin embargo,
dado el actual formato organizativo de la SADC en base a su
tradicional estructura sectorial descentralizada, y en ausencia de
organismos con potestad para dictar sentencias y dirimir dispu-
tas, parece difícil que un mero conjunto de declaraciones de bue-
nas intenciones tengan un efecto significativo al respecto.

Durante los ochenta y noventa diversos países de la re-
gión sufrieron situaciones de sequía que pudieran responder a
una lógica de ciclos climáticos, pero que parecen tomar un
formato cada vez más agresivo y de mayor duración. De he-
cho, en el período 1980-98 el ranking regional de países que
padecieron las duras consecuencias de periódicas sequías estuvo
encabezado por Botswana y Zambia con ocho años, seguidos
de Malawi con siete, y Zimbabwe con seis (WB, 2001). Esta
situación se correspondería con las previsiones realizadas por el
IPCC (Intergovernmmental Panel on Climate Change), según
cuyas prospecciones se estima que de aquí a finales del siglo
XXI las temperaturas en el África Austral crecerán entre 3 y 4
grados18 (Mutembwa, 2000).

Desigual acceso a los recur sos acuíf eros

Si bien el panorama general para la región en este sector se mues-
tra incierto y poco optimista, la situación varía fuertemente de
unos países a otros y de unos grupos sociales a otros dentro de
cada país. En cuanto a las diferencias interestatales debe destacar-
se que mientras que en países como Zimbabwe, Tanzania o
Botswana el porcentaje de la población urbana con acceso a sa-
neamientos supera el 90%, en Angola y Swazilandia el dato ron-
da el 35%, y entre la población rural no llega tan siquiera a
superar el 15% para países como Angola, Zambia, Mozambique
y Sudáfrica. Por lo que respecta al acceso a agua potable, casi el
100% de la población de Botswana y Zimbabwe disfruta de ella,
mientras que en Lesotho y Mozambique las cifras correspon-
dientes no alcanzan ni el 20%, al igual que sucede en Angola en
las áreas rurales19 (ADB, 1999; WB, 2001, 2002).

En cuanto a las disparidades dentro de cada país, debe
subrayarse que en los casos de Zimbabwe, Namibia y Sudáfrica,
entre otros, las condiciones de acceso a los recursos escasos
quedaban históricamente determinadas por la priorización de
éstos hacia los sectores económicos que más renta generaban,
así como las minorías de colonos blancos y sus descendientes,
con escasa preocupación por la satisfacción de las necesidades
de las comunidades nativas. De esta forma, con independencia
de las condiciones climáticas, en estos países el acceso a los
recursos acuíferos se halla en la actualidad principalmente vin-
culado a la distribución de la renta y a la propiedad de la tierra,
como consecuencia del legado colonial.

Puesto que la falta de agua en buenas condiciones, o de
una red de saneamientos apropiada, es generalizada dentro de
determinados grupos sociales, es importante destacar las drásti-
cas repercusiones que estas situaciones pueden producir en tér-
minos de higiene y salud sobre los grupos más desfavorecidos,
dado que la diarrea, y la deshidratación que ésta provoca, figu-
ra como el principal factor causante de mortalidad infantil en
el mundo en desarrollo. De hecho, se ha estimado que en tan-
to en cuanto la calidad y cantidad de la oferta de agua sea
mejorada, los niveles de contracción de diarreas pueden ser re-
ducidos en torno a un 40% en el continente20 (ADB, 1999).

18 De la misma forma algunos estudios (WRI, 1992; ADB, 1993) señalan

que para el año 2025 se prevé que algunos países como Mozambique,

Tanzania y Zimbabwe sufran diversos problemas de escasez de agua,

que alcanzarán cotas ciertamente preocupantes en Sudáfrica y Lesotho,

y especialmente en Malawi.
19 Como en casi todo el planeta, la gran mayoría de los países de la re-

gión se caracterizan por un mayor acceso al agua potable entre la pobla-

ción urbana que entre la rural. La excepción en el marco de la SADC, sin

embargo, la constituyen los casos de Mozambique y Lesotho, donde ade-

más, la desproporción entre los niveles en las áreas urbanas y rurales es

ciertamente sustancial: 17%-40%, y 14%-64% respectivamente.
20 Sobre un dato medio para el conjunto de la región del 55% de la

población con acceso a agua potable, a mediados de los noventa se

estimaba que, mientras que la totalidad de la población blanca e india

en Sudáfrica tenía acceso a agua potable, entre la población mestiza el

dato era del 95%, y entre la negra en torno al 43%. De entre los países

de la región sobre los que se dispone de datos, Sudáfrica es el que

cuenta con unas diferencias más destacadas entre población urbana y

rural en cuanto al acceso a agua potable o saneamientos. Respecto al

acceso a agua potable, la diferencia entre zonas urbana y rural va del
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Téngase igualmente en cuenta que la falta de un adecua-
do acceso a los recursos acuíferos en los hogares, particular-
mente en las zonas rurales, dado el habitual reparto de labores
dentro de la estructura familiar, genera una situación en la que
niños/as y mujeres, pero sobre todo estas últimas, ven deterio-
rarse sus condiciones de vida al ir aumentando las distancias de
desplazamiento para recolectar el agua en situaciones de escasez
(Coetzee, 1994).

Desde un punto de vista economicista, ello supone igual-
mente un deterioro en los niveles de productividad de las mu-
jeres, tanto en otras labores propias del hogar o de la comuni-
dad en la que viven, como en actividades generadoras de renta.
Otro tanto cabría decir en cuanto a la reducción de los niveles
de productividad generales de las actividades agrícolas y gana-
deras ante la falta de un adecuado suministro de agua para
estas producciones (ADB, 1999).

Iniciativ as regionales y sus limitaciones

Dada la desigual distribución geográfica de los recursos acuíferos
de la región, las perspectivas poco halagüeñas que se prevén

para el sector en función de la climatología, y los efectos nega-
tivos que ello originará sobre la producción hidroeléctrica, agrí-
cola, industrial, o sobre el consumo de los hogares, la coopera-
ción interestatal en esta materia mediante las transferencias
interribereñas se hace imprescindible para la promoción del
desarrollo en este grupo regional.21 Así lo entiende la SADC
que mediante su correspondiente protocolo intenta mejorar la
oferta regional existente y evitar potenciales conflictividades
mediante la coordinación y gestión de los recursos acuíferos de
las 15 principales cuencas fluviales (exceptuando las correspon-
dientes a la R.D. del Congo), 11 de las cuales, acumulando el
70% de los recursos de agua de la región, son compartidas por
dos o más países (Swatuk, 1996; Madava, 1999a, SADC, 2001).

En este sentido, desde la propia organización se ha enfati-
zado la importancia de este sector, elevando sus labores de ges-
tión y cooperación a la categoría de prerrequisito fundamental
para la integración y el desarrollo económico de la región en el
nuevo milenio. Es más, el propio secretario ejecutivo, Dr.
Mbuende, ha subrayado el papel que puede jugar este sector
en favor de la integración regional, comparándolo con el que
la industria del carbón y el acero jugaron en su tiempo en el
caso europeo (Madava, 1999b).

Al igual que en el sector energético el crecimiento de la
población en la región está presionando fuertemente sobre los
escasos recursos existentes. Otro factor que conduce en la mis-
ma dirección es el esfuerzo individual de cada país por caminar
hacia la autosuficiencia alimentaria, en una situación en la que
el sector agrícola acapara aproximadamente el 70% del agua
consumida en la región. De hecho, en Botswana, Namibia,
Sudáfrica y Zimbabwe las necesidades de irrigación de su agri-
cultura superan con creces sus respectivas ofertas de agua.22

Por todo ello, la adecuada gestión de unos recursos esca-
sos como los acuíferos debe pasar por la puesta en marcha de
diferentes mecanismos de planificación, conservación y alerta.
Las últimas experiencias a la hora de hacer frente a las crisis
provocadas por las recurrentes sequías en la región parecen su-
gerir que, pese a la supuesta existencia de sistemas de alerta
temprana, la respuesta por parte de las instituciones correspon-
dientes ha venido más de la mano de medidas de corto plazo
para el manejo de las crisis que de una apropiada planificación
sobre un horizonte temporal más amplio en base a diferentes

90% al 33%, mientras que en cuanto a la disponibilidad de saneamien-

tos, tal diferencia va del 79% al 12%. Con todo, algunos estudios reali-

zados en Johannesburgo a primeros de los noventa dieron evidencia de

que el suministro de agua en diversos asentamientos de las afueras de

la ciudad era dramáticamente inadecuado, llegando hasta un total de

40.000 personas a compartir un único grifo. En cualquier caso, más allá

de discriminaciones de carácter racial, es evidente que un criterio fun-

damental para clasificar el diferente grado de acceso al agua potable

viene determinado por la dicotomía campo-ciudad. En Botswana, por

ejemplo, extendiéndose el acceso a agua potable al total de la población

en los núcleos urbanos, en las áreas rurales este porcentaje se estima

entre un 15% y un 23% (Coetzee, 1994; PNUD,1999; WB, 2001, 2002;

Mutembwa, 2000).
21 Ejemplos de este tipo de proyectos para la transferencia entre diferen-

tes cuencas geográficas serían los siguientes: desde el río Zambeze a

Bulawayo (Zimbabwe), a Gabarone (Botswana), a Namibia, y a la pro-

vincia de Gauteng (Sudáfrica). Otro caso típico de transferencia de re-

cursos acuíferos es el del macroproyecto Lesotho Highland Water Project,

mediante el que este país se prevé que pueda vender enormes cantida-

des de agua a su vecino sudafricano (Mutembwa, 2000).
22 Esta situación es especialmente preocupante en el caso sudafricano,

que cuenta con un 10% del total de recursos acuíferos de la región,

mientras que consume el 80% de los mismos (Mutembwa, 2000).
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programas previstos con la adecuada anticipación (Mutembwa,
2000; SADC, 2001).

Sin embargo, tampoco puede decirse que en este sector la
SADC haya permanecido de brazos cruzados, en particular en
lo que se refiere a los últimos años. Su estructura de organiza-
ción interna, descentralizada por sectores, asigna la amplia pro-
blemática vinculada con el agua a un sector específico, cuya
coordinación corresponde a Lesotho. En los últimos años, este
sector ha visto nacer el ya citado protocolo sobre sistemas com-
partidos de agua para intentar hacer frente a problemas de di-
verso tipo ligados a inundaciones, sequías, oferta de agua, sa-
neamiento, etc.; y junto con él, una gran variedad de progra-
mas y planes han sido puestos en marcha desde los organismos
correspondientes de este grupo regional.23

Dadas las condiciones climáticas de la región, especial aten-
ción merece el denominado RGMP (Regional Groundwater
Mangement Programme), programa compuesto por un total
de diez proyectos para la gestión de aguas subterráneas, en un
contexto en el que el 60% de la población del subcontinente
dispone de agua mayormente por esta vía. Los sistemas de ex-
tracción de aguas subterráneas se convierten, además, en casi la
única fuente de acceso a agua potable en las zonas proclives a
padecer sequías, que concentran un tercio de la población de
la región.24 No es de extrañar, por tanto, que en una región
donde la sequía es un fenómeno endémico, cuya intensidad se
espera que crezca en el futuro próximo, en los últimos años se
haya pretendido enfatizar la necesidad de realizar una adecuada
predicción y planificación de los recursos subterráneos existen-
tes, así como la correspondiente implementación de una eficaz
política de gestión de sequías (SADC, 2001).

Con todo, si gran parte de los esfuerzos desarrollados has-
ta el momento han estado centrados en la ampliación y distri-
bución de los recursos acuíferos de la región, en adelante será
importante hacer hincapié sobre la demanda, fomentando un
consumo de agua menos despilfarrador y más consciente de su
condición de recurso finito. Si bien no todos,25 muchos go-
biernos son cada vez más conscientes de que toda estrategia de
desarrollo debe tener en consideración los límites impuestos
por los recursos naturales y el deterioro ambiental, tal y como
ya hace algún tiempo los denominados informes «Meadows» y
«Brundtland» exponían. La asunción de dicha filosofía para el

caso del África Austral, debe llevar a sus representantes guber-
namentales a entender que el principal recurso limitado de la
región es el agua (Coetzee, 1994).

Dado que el agrícola es con diferencia el principal sector
consumidor de agua en el subcontinente, es fundamental asi-
mismo que los gobiernos acometan una reestructuración del
mismo en función de los recursos acuíferos disponibles. En
particular, esta propuesta tiene un destinatario prioritario por
encima de los demás: las autoridades sudafricanas. Siendo
Sudáfrica el gran consumidor de la mayor parte de los recursos
acuíferos de la región, y contando con el sector agrícola más
desarrollado de la misma, es absolutamente necesario que sea
acometida una reestructuración de este sector productivo en-
caminada a reducir sus niveles de consumo de agua.26

23 Entre estos proyectos cabrían destacar los siguientes: el SADC-

HYCOS (SADC Hydrological Cycle Obseving Systems Project) para

el establecimiento de un sistema regional de procesamiento y disemi-

nación de datos en Sudáfrica y la instalación de un mínimo de tres y

un máximo de seis estaciones-observatorio en cada país; y el

ZACPLAN (Zambezi River System Action Plan) que pretende la ges-

tión integrada de recursos acuíferos para el conjunto de la cuenca de

este río. Recientemente ha sido también lanzado el conocido como

RSAP (Regional Strategic Action Plan) que aglutina un total de 44

proyectos a ejecutar en el período 1999-2004 con la ayuda de diver-

sos organismos internacionales y agencias de cooperación de dife-

rentes países donantes (SADC, 2001).
24 Se estima que Botswana depende de aguas subterráneas para sa-

tisfacer un 64% de sus necesidades, demanda que se espera se

multiplique por cinco durante la siguiente década (Swatuk, 1996).
25 La actitud mostrada por la Administración Bush mediante su negati-

va a respetar los acuerdos de Kyoto sería un ejemplo representativo

de esos gobiernos que siguen preocupados tan sólo por el crecimien-

to económico, haciendo caso omiso de las consecuencias ambienta-

les de la búsqueda de dicho objetivo.
26 Entre las propuestas para la reducción de los niveles de consumo

del sector agrícola sudafricano, por un lado, se ha insistido sobre la

renuncia al principio de autosuficiencia alimentaria, y la consiguiente

subsidiación de una agricultura de regadío despilfarradora de recur-

sos acuíferos (50% del total disponible en el país), básicamente en

manos de granjeros blancos y, por tanto, herencia de la era apartheid,

donde este principio era entendido como un objetivo de seguridad na-

cional. Por otro, se han escuchado también las voces de los que abo-

gan por un uso más eficiente de los recursos acuíferos, dado que

algunas estimaciones calculan que del total de agua utilizada para

irrigación, el 30% se imputa en concepto de pérdidas por escapes,

cuando se considera que tan sólo un 1% de esos 30 puntos porcen-

tuales sería suficiente para satisfacer las necesidades básicas de agua
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Respecto a posibles fórmulas para reducir la demanda ac-
tual, es importante escuchar las propuestas de quienes plantean
que los criterios redistributivos deben constituir el eje central
del debate. Parece generalmente asumido que los esfuerzos rea-
lizados en este sector en términos de infraestructuras y coope-
ración para el uso compartido del agua son necesarios y, por
tanto, beneficiosos para el conjunto de la región y sus habitan-
tes. No obstante, las voces más críticas con su falta de sensibi-
lidad hacia los sectores más desfavorecidos, consideran que los
beneficios de las políticas implementadas han recaído sobre
aquellos que ya contaban con una posición privilegiada en es-
tas sociedades: grandes empresas y gobiernos, clase media rural

subsidiada y trabajadores cualificados urbanos viviendo en zo-
nas residenciales27 (Swatuk, 1996).

Aglutinando este conjunto de inquietudes recién expues-
tas existe un caso en la región, que por su tamaño y participa-
ción de Sudáfrica, ha levantado un amplio debate sobre la for-
ma más adecuada de dar respuesta al problema de la escasez de
agua, tanto desde el punto de vista de la oferta como de la
demanda. Nos referimos al anteriormente mencionado
macroproyecto LHWP (Lesotho Highlands Water Project).

Debe destacarse a este respecto, en primer lugar, que éste
que constituye el más grande y costoso proyecto de infraestruc-
turas de todo el continente y uno de los mayores del mundo,
fue puesto en marcha por el régimen racista sudafricano y el
represivo gobierno militar de Lesotho mediante la firma del
tratado correspondiente en 1986. Pese a la naturaleza de am-
bos regímenes, y el alto grado de represión política por ellos
ejercida, es importante señalar que en una época en que las
sanciones financieras al apartheid estaban en vigor, el LHWP
contó con el apoyo financiero del Banco Mundial. Este pecu-
liar contexto, además de la habitual polémica en torno a los
pros y contras de la construcción de macroembalses, convirtió
dicho proyecto ya desde un principio en un foco de gran con-
troversia, en el que no faltaron los sobornos y corruptelas va-
rias.28

Desde entonces hasta hoy las voces críticas29 con este pro-
yecto aglutinan una larga serie de argumentos de carácter re-
gional, ecológico y social que podrían resumirse en los siguien-
tes puntos (APIC, 1998, Bond, 2002a,b):

• El LHWP comenzó su construcción antes de que ningún
estudio de impacto ambiental fuera realizado.30

• No se han tenido en consideración las repercusiones sobre
la vecina Namibia, país con importantes problemas por es-
casez de agua, y cuyo gobierno ha manifestado su inten-
ción de fortalecer su agricultura de irrigación en base a los
recursos del río Orange, del que se ha llegado a predecir
que, como consecuencia del LHWP, puede llegar a secarse
por completo los años de sequías excepcionales.

• El incremento en la oferta de los abundantes recursos
acuíferos extraordinarios que el LHWP aportará a la pro-
vincia sudafricana de Gauteng, jugará en detrimento de los

de 9 millones de personas (Mutembwa, 2000; Bond, 2002a,b). Otro ejem-

plo típico de falta de eficiencia en cuanto al suministro de agua es el de

Mozambique, donde se calcula que alrededor del 60% de la oferta total

se pierde debido a las abundantes fugas a lo largo de la red existente

(ADB, 1999).
27 Desde el movimiento sindical sudafricano ha habido propuestas de

establecimiento de un «impuesto por piscina» como una forma de con-

tribuir a corregir las brutales disparidades socioeconómicas heredadas

del apartheid. La abundancia de piscinas privadas individuales en las

áreas residenciales de las ciudades sudafricanas es una muestra más

del desigual acceso a todo tipo de recursos que caracteriza dicha so-

ciedad, incluido el agua (Coetzee, 1994).
28 Masupha Sole, Director ejecutivo de la Lesotho Highlands Development

Authority fue acusado, y finalmente declarado culpable en junio del 2002,

de haber recibido durante el período 1988-98 del orden de, al menos,

dos millones de dólares de manos de las principales empresas de inge-

niería y construcción del mundo (Bond, 2002a,b).
29 Entre el abundante espectro de organizaciones sociales en contra del

proyecto cabrían destacar: The Group for Environmental Monitoring,

Alexandra Civic Organisation, Soweto SANCO, Earthlife Africa

Johannesburg, Environmental Justice Networking Forum, Gauteng Pro-

vincial Steering Committee, Highland Church Solidarity and Action Group,

International Rivers Network, Environmental Defense Fund, Reform the

World Bank Campaign, etc. Es lo que se ha dado en denominar la coa-

lición de los «brown critics» y los «green critics», asociaciones y colec-

tivos preocupados por las implicaciones del proyecto en términos de

justicia ambiental, es decir, de satisfacción de necesidades primarias de

los sectores sociales económicamente más débiles y de deterioro eco-

lógico.
30 Desde la perspectiva de caminar hacia un modelo de desarrollo más

sostenible para la región, resulta particularmente contradictorio que el

país encargado de coordinar las actividades relacionadas con el uso

del agua y con el medio ambiente en la SADC, es decir Lesotho, esté

implicado en un proyecto de infraestructuras tan polémico desde una

perspectiva ecológica.
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necesarios esfuerzos por caminar hacia un uso más eficiente
y equitativo del agua en este país, y en el conjunto de la
región.31

• Puesto que el enorme esfuerzo en infraestructuras que este
proyecto precisa debe ser amortizado, los costes de los nue-
vos suministros de agua se elevaron un 35% para los muni-
cipios en el período 1995-98, y un 55% para el primer
nivel de consumo (el más bajo en términos cuantitativos),
haciendo que los recursos acuíferos existentes sean aún más
inaccesibles para aquellos sectores más desfavorecidos de la
sociedad sudafricana, y fomentando el despilfarro de una
mayor oferta, relativamente más barata, por parte de los
que pueden permitirse su sobreconsumo. Es decir, que a
medida que la oferta de agua en Gauteng vaya en aumen-
to, más difícil será proporcionar un sistema de acceso uni-
versal a la misma sobre la base de la equidad para el conjun-
to de la región, así como la puesta en marcha de medidas
que favorezcan un uso más racional de este recurso por la
vía de la conservación y la sostenibilidad.32

• Los programas de compensaciones implementados sobre las
2.000 personas desplazadas en la fase 1A del proyecto, o
sobre las 20.000 indirectamente afectadas por la pérdida de
acceso a recursos de uso comunal (tierras de cultivo o pas-
to, madera...) han sido realmente insuficientes para com-
pensar sus costes. Otro tanto podría afirmarse respecto a las
400 familias forzadas a abandonar las 550 hectareas de ex-
celente tierra para el cultivo inundadas por la fase 1B, en
un país donde la erosión ha reducido fuertemente la exten-
sión de tierra cultivable en las últimas décadas. Éste es el
motivo por el cual los movimientos opositores consideran
que son las comunidades pobres de los Highlands en Lesotho
las que básicamente han cargado con el peso de saciar, si
bien de forma ciertamente desigual, la sed de la industria y
los pudientes usuarios domésticos en la provincia sudafricana
de Gauteng.33

Por todo ello, la conclusión que de esta experiencia han
extraído gran número de analistas y organismos es que un pro-
yecto que afecta negativamente de forma directa e indirecta a
tantas personas, que en nada contribuye a un uso más eficien-
te, racional, y ecológico34 de los recursos, y que favorece el

afianzamiento de los fuertes disparidades económicas y sociales
entre diferentes colectivos, establece un mal precedente para el

31 La red de suministro de agua en la región de Gauteng pierde en con-

cepto de escapes el 15% de su oferta total, cuando aún 1,5 millones de

habitantes de dicha provincia (mayormente apilados en townships como

el de Soweto o Alexandra a las afueras de macrourbes del tipo de

Johannesburgo), es decir, aquéllos de más bajos niveles de renta, con-

tinúan sin acceso directo a este preciado recurso. Además, los diez prin-

cipales clientes de Rand Water, el distribuidor local, acumulan el 48% de

la oferta anual de agua de esta empresa. Es por todo ello, que los críti-

cos al proyecto consideran que la aplicación de medidas de conserva-

ción sobre los particulares y empresas que realizan un mayor consumo,

o el arreglo de dichas fugas de agua reduciría fuertemente la demanda

hasta convertir el LHWP en innecesario, de tal manera que el dinero

ahorrado en este macroproyecto pudiera ser utilizado para otro tipo de

fines de mayor urgencia social en favor de los sectores más margina-

dos de la sociedad.
32 Se estima que los habitantes de los townships o suburbios de las

grandes ciudades sudafricanas consumen en torno al 2% del total del

agua disponible del país, es decir, menos de 1/3 de la cuantía dedicada

por la clase media y alta para el llenado de sus piscinas y riego de sus

jardines. La polémica sobre la desigual distribución de los recursos

acuíferos en Sudáfrica ha tenido uno de sus puntos álgidos muy recien-

temente, como consecuencia del brote de cólera originado por el corte

de suministro de agua gratuita entre los hogares de renta más baja en

las zonas rurales de la provincia de KwaZulu-Natal, que para mediados

del 2001 había infectado a más de 100.000 personas y matado a unas

200.
33 Un estudio realizado por HCSAG (Highlands Church and Solidarity

Action Group) a finales de 1997 concluía que tan sólo en 5% de los

hogares encuestados entre los damnificados se sentía satisfecho con la

compensación recibida. Asimismo, en contra de lo estipulado por al tra-

tado de 1986, el 75% de estos hogares tenía la percepción de que su

nivel de vida se había deteriorado desde que la ejecución del proyecto

había comenzado. Confirmando esta última tesis, un estudio realizado

por R. Hoover (2000) para International Rivers Network (IRN) estimaba

que la renta media de los hogares en la zona conocida como LHWP

northeastern mountain region se había reducido un 65% más rápido

que en el resto del país durante los primeros años de ejecución del

proyecto. En esta misma línea, diversos estudios han llegado a predecir

incluso escasez de agua en las próximas décadas en Lesotho por efec-

to del inmenso trasvase de recursos acuíferos hacia Sudáfrica una vez

que las diversas fases del proyecto sean ejecutadas.
34 Es realmente significativo el hecho de que, además de los diversos

movimientos sociales anteriormente citados, la propia World Commission

on Dams haya realizado una valoración ciertamente crítica sobre el

LHWP, dados sus altos costes ambientales, recomendando la mejora

de la infraestructura existente antes de la creación de una nueva y ha-

ciendo hincapié en dar al análisis desde la demanda tanta importancia

como al centrado en factores de oferta (EIA, 2002; Bond, 2002a,b).
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futuro de una región en la que la gestión de unos recursos
escasos como los acuíferos va a estar previsiblemente sujeta a
diferentes tipos de conflictividades por el acceso a los mismos.

De forma similar a como establecíamos en el caso de la
energía, el análisis anterior nos lleva igualmente a la conclusión
de que el modelo que se está reproduciendo en el África Aus-
tral durante los últimos años, si bien supone un avance signifi-
cativo en materia de coordinación regional, sigue dejando sin
resolver de forma adecuada el problema de la equitativa distri-
bución de los recursos existentes.

Así pues, el hecho de que determinados países, provincias
o grupos sociales sean marginados en cuanto al acceso a estos
recursos escasos, mientras otros los consumen con derroche,
teniendo en cuenta además la cantidad de servicios básicos vin-
culados a ellos de los que una amplia proporción de la pobla-
ción aún carece, difícilmente puede ser objeto de una valora-
ción positiva en cuanto a la satisfacción de necesidades prima-
rias, o al equilibrio ecológico. En este sentido, es evidente que
el modelo que parece consolidarse durante los últimos años en
la región, basado en la respuesta a los impulsos del mercado y
el aumento de la oferta, en ausencia de criterios de necesidad
o conservación, deja mucho que desear en términos
redistributivos y ambientales (McDonald, 2002b; Desanker &
Zulú, 2001).

La promoción del desarrollo humano en una región ca-
racterizada por tan enormes desigualdades socioeconómicas
precisa, no tanto de un incremento de la oferta de recursos
energéticos y acuíferos, tal vez susceptible de debate en el me-
dio o largo plazo, como de una política activa en materia de
reparto equitativo de los recursos energéticos y acuíferos dis-
ponibles. El reto, al igual que para el resto del planeta, será
hacer todo ello compatible con un modelo de desarrollo soste-
nible desde la perspectiva ambiental. Para el logro de tal fin se
hace necesario, más allá de la coordinación a nivel regional, la
puesta en marcha de unas políticas públicas que pongan lími-
tes y contrapesen la lógica del mercado, favoreciendo el acceso
a los recursos básicos por parte de los más desfavorecidos, la
descentralización y el uso de tecnologías apropiadas, así como
dando voz y participación en la toma de decisiones a los dife-
rentes grupos de interés y colectivos afectados por los proyec-
tos a implementar en sectores como los de energía y agua.
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ENSAYOS

La economía de
la cer tificación

forestal:
¿desarr ollo

sostenib le para
quien?*

Chris van Dam**

«La geopolítica de la globalización se ha centrado en las
virtudes del mercado y de la capacidad empresarial para
guiar y alcanzar los objetivos del desarrollo sostenible. Se
confiere al mercado la capacidad de internalizar los costos
ambientales y de absorber actividades productivas sobre el
capital natural y los servicios ambientales que hasta ahora
han sido campos tradicionales de apropiación y manejo
de un patrimonio y bienes comunales que funcionan fue-

ra del mercado, para transformarlos en nuevas oportuni-
dades de negocios. Más aún, asumen a priori la voluntad
de los pueblos del Tercer Mundo —en particular pobla-
ciones indígenas y campesinas— de colaborar en este
propósito...».

ENRIQUE LEFF, 2001

INTRODUCCIÓN

A dieciocho años de la Conferencia Mundial de Bosques de
París (1985), la deforestación y degradación de los bosques ha
seguido inmutablemente su curso en América Latina: la tasa
de «cambio en la cobertura forestal» en América del Sur para la
década 1990-2000 es del –0,41%, casi el doble de la tasa mun-
dial, –0.22%1  (FAO, 2000). Los diagnósticos e informes re-
cientes de la situación parecen meros calcos de versiones ante-
riores y apuntan siempre a las mismas causas, la agricultura
migratoria, la tala ilegal, los grandes emprendimientos ganade-
ros y agrícolas, una industria maderera que «descrema» los
bosques, y los estructurales problemas de tenencia, acceso y
uso de los recursos. Tal vez la novedad debamos buscarla en las

* Ponencia presentada al Congreso Iberoamericano de Desarrollo y

Medio Ambiente «Desafíos locales ante la globalización», 8 y 9 de no-

viembre de 2002 - FLACSO-Quito, Ecuador  (El Congreso fue pospuesto

para abril de 2003 a raíz de la erupción del volcán Reventador ).

** Profesor de Política Ambiental y Desarrollo Sostenible, Universidad

Nacional de Salta, Argentina. Miembro del FSC, cvandam@elsitio.net -

vandam@unsa.edu.ar.
1 Con la honrosa excepción de Uruguay, cuya cobertura ha crecido al

ritmo de 5% anual, todas las otras tasas son negativas, siendo las más

fuertes las de Ecuador (–1,2%), Argentina (–0,8%), Paraguay (–0,5%)

y luego Brasil, Colombia, Perú y Venezuela (–0,4%). Las tasas de Cen-

troamérica son aún más altas, –4,6% en El Salvador, –3,0% en Nica-

ragua, –2,3% en Belice, –1,7% en Guatemala, –1,6% en Panamá, –

1,1% en México, –1,0% en Honduras, –0,8% en Costa Rica.
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plantaciones de especies exóticas a gran escala que se han ido
estableciendo, especialmente en el Cono Sur2 que ocupan ge-
neralmente tierras agrícolas y están orientadas al mercado ex-
terno.

Sería injusto pensar que nada se ha hecho para revertir o
frenar la situación, como lo demuestran los diversos ejercicios
de planificación (p.ej. aquellos promovidos por la FAO a tra-
vés de los PAFT —Planes de Acción Forestal en los Trópicos),
las políticas y los programas forestales, muchos de ellos acom-
pañados de legislación innovadora (como en el caso de Bolivia,
Perú, Chile, Costa Rica, etc.) tendiente a promover un mane-
jo sostenible de los bosques nativos, generar inversiones en el
sector, incentivar a la pequeña y mediana empresa forestal, así
como a promover la llamada silvicultura comunitaria. El sector
forestal ha sido sin duda una de las áreas privilegiadas de la
cooperación técnica y financiera internacional, habiéndose in-
vertido centenas de millones de dólares en las ultimas dos dé-
cadas en todo tipo de proyectos de gobierno, ONG y sector
privado. No ha sido menor el esfuerzo de investigadores para
comprender la ecología de los bosques tropicales y definir pau-
tas y sistemas de manejo forestal, o en identificar indicadores
de sostenibilidad para los diferentes ecosistemas. También las
ciencias sociales han hecho lo suyo y hoy conocemos mucho
mejor que en 1985 la compleja trama que explica la disminu-
ción y el empobrecimiento de nuestros bosques. Pero todo ello
no parece haber cambiado el curso de la historia, esta crónica
de una muerte anunciada.

En un intento por quebrar esta cruda inercia, a menudo
adjudicada a la inoperancia y falta de imaginación de los go-
biernos y al carácter siempre piloto y microscópico de las ONG,
en la ultima década se han puesto en marcha dos nuevos meca-
nismos, ambos asociados a la idea de que el mercado puede
lograr la conservación de la biodiversidad a través del manejo y
aprovechamiento sostenible de los recursos forestales, aquello
que las políticas estatales no han logrado: por un lado el Meca-
nismo de Desarrollo Limpio (MDL), que surge con el Proto-
colo de Kyoto y cuyo objetivo es crear un mercado de CO

2
 al

cual converjan las empresas que contaminan, generalmente si-
tuadas en los países del Norte, y los productores forestales que
secuestran carbono, generalmente situados en los países del Sur.
Y por otro lado, los mecanismos de certificación forestal, que

garantizan a un consumidor «responsable» que los productos
que adquiere provienen de un bosque o plantación manejado
en forma sustentable.

Este trabajo se centra en este segundo mecanismo, la cer-
tificación forestal, e intenta comprender cual es su lógica, cual
es la racionalidad de esta nueva «economía de la certificación»,
y esto a la luz de la problemática forestal y agraria de la región,
de las relaciones entre países ricos y países pobres, productores
y consumidores de productos forestales. También se propone
reflexionar sobre las implicancias políticas, ambientales y socia-
les que tiene para los bosques nativos y para quienes los habi-
tan, pueblos indígenas y comunidades campesinas; analizando
quienes son los actores de esta nueva economía, en qué forma
se relacionan entre sí; y en qué medida son beneficiados o per-
judicados por este nuevo proceso que ha adquirido una im-
portancia creciente en el marco de una política o agenda fores-
tal globalizada.

LA CERTIFICACIÓN FORESTAL

La certificación forestal, y en especial el esquema que promue-
ve el Forest Stewardship Council (FSC), que es quien ha certi-
ficado el 100% de los bosques y plantaciones en América Lati-
na (Eba’a Atyi y Simula, 2002), es uno de los intentos más
concretos de llevar a la práctica el concepto de desarrollo soste-
nible. Su finalidad es promover un manejo forestal «socialmen-
te beneficioso, ambientalmente responsable y económicamen-
te viable», y ello se refleja tanto en los Principios y Criterios
(P&C) que guían el proceso de certificación, como en el fun-
cionamiento interno de esta rara avis de los organismos inter-
nacionales, donde sus miembros, agrupados en tres cámaras, la
ambiental, la económica y la social, y en subcámaras del Norte
y del Sur, tienen el mismo peso relativo, al menos formalmen-
te, en la toma de decisiones.

2 De las 623.000 ha de plantaciones que se establecen anualmente en

A. Latina (14% del total mundial), un 63.5% es plantado por cuatro paí-

ses del Cono Sur, Brasil (135.000), Argentina (126.000), Chile (85.000)

y Uruguay (50.000) (FAO, 2000).
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La certificación forestal es un procedimiento que implica
una evaluación por parte de un certificador independiente, por
el cual éste asegura que un bosque o plantación está siendo
manejado de acuerdo a criterios ecológicos, sociales y econó-
mico-productivos acordados. La certificación da lugar a un se-
llo o etiqueta que informará al consumidor que la madera (u
otro producto) que está adquiriendo proviene de un bosque
certificado (von Kruedener, 2000).

En el caso del FSC existen 10 Principios y 56 Criterios,
los cuales deben ser cumplidos por cualquier tipo de bosque o
plantación, cualquiera sea el ecosistema, país o dueño del bos-
que. Para algunos ecosistemas o países, existen estándares com-
plementarios o adicionales, que han sido elaborados por las
llamadas Iniciativas Nacionales que promueve el FSC.

La certificación es así un mecanismo basado en la existen-
cia de un nicho de mercado, y viene a reemplazar o comple-
mentar a otras herramientas y políticas que también intentan
promover un manejo forestal sostenible, como las exigencias
de planes de manejo y aprovechamiento forestal o los estudios
de impacto ambiental que forman parte de la legislación de
casi todos los países.

Existen dos sistemas internacionales de certificación fores-
tal que compiten fuertemente entre sí –el Forest Stewardship
Council (FSC) y el Pan-European Forest Certification Council
(PEFCC), además de varios sistemas nacionales, particularmente
en Estados Unidos y Canadá, pero también en Malasia e Indo-
nesia.

Para certificarse, un productor forestal (empresa o comuni-
dad) contrata a una de las certificadoras acreditadas ante el siste-
ma u organismo con el cual quiere certificarse. Una vez certifica-
do, el productor puede usar el sello en sus operaciones comercia-
les, durante cinco años en el caso del FSC, aunque sujeto a
monitoreos anuales para verificar que siga cumpliendo con los
estándares. Existen dos tipos de certificaciones, la del manejo pro-
piamente del bosque o plantación y la de la cadena de custodia,

que cubre el trayecto desde el momento en que la madera sale
del bosque o plantación hasta el producto final.

UN PRIMER BALANCE DESPUÉS DE CASI
UNA DÉCADA

No cabe duda que la certificación regula cada vez más el mer-
cado de la madera, como también lo demuestra el compromi-
so público asumido por gigantes de la industria como IKEA y
Home Depot de sólo comprar y distribuir madera proveniente
de bosques certificados, o la existencia de más de 20.000 pro-
ductos con el sello FSC (WWF, 2001). Hoy por hoy existe
una demanda insatisfecha de madera certificada en algunos
mercados europeos.

Si consideramos 1993 como el punto de inicio, que es
cuando se crea el FSC, el primer sistema de certificación fores-
tal, el crecimiento ha sido exponencial: en menos de diez años
se han logrado certificar 109 millones de has. de bosques en
todo el mundo (enero 2002),3 cuatro veces más que hace dos
años y el doble con respecto al 2001. Sin embargo esta super-
ficie está muy desigualmente distribuida, más de la mitad está
localizada en Europa, casi el 40% en USA y Canadá, mientras
que los países pobres sólo cuentan con el 8% (África, 3%,
América Latina 3%, Asia-Pacífico, 2%). Proporción que se ha
invertido radicalmente, teniendo en cuenta que en 1996 estos
tres continentes tenía el 70% de la superficie total de bosques
certificados (Eba’a Atyi y Simula, 2002).

Si pensamos que la alianza Banco Mundial-WWF se ha-
bía propuesto en 1998 alcanzar las 200 millones de ha certifi-
cadas en el 2005, la meta parece más que alcanzable a este rit-
mo: pero mientras se pensaba que esta cifra la lograrían países
ricos y países pobres por partes iguales, los primeros ya alcan-
zaron su meta con tres años de anticipación, mientras los paí-
ses pobres sólo han llegado al 6,4% del objetivo (Eba’a Atyi y
Simula, 2002).

Las cifras del FSC, que a febrero de 2003 reportaba un
área de mas 31,2 millones de has. certificadas, muestran las
mismas tendencias que la certificación forestal en general: el
83,3 % del área certificada está en los países ricos, y sólo tres
—Suecia, Polonia y Estados Unidos— concentran el 56,3%

3 Representan el 18% de las 600 millones de hectáreas que, según un

informe del WWF del 2001, sería la superficie que estaría produciendo

madera industrial para diferentes necesidades en los próximos 20 a 30

años en todo el mundo (citado en Bass, 2001).
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de la superficie mundial certificada por este organismo. De los
467 certificados otorgados, sólo 54 (el 11,6%) son comunales,
es decir de comunidades campesinas o pueblos indígenas. Pero
en conjunto sólo abarcan 1.056.789 ha, es decir el 3,4% del
total de la superficie certificada. Y del total del área de bosques
comunales certificados por el FSC, más del 75% está en sólo
dos países, México (561.190 has4 ) y Guatemala (247.932 ha).
Como contracara, las unidades de más de 100.000 hectáreas,
públicas o privadas, 56 en total (12% del total de las Unidades
de Manejo Forestal (UMF) certificadas), poseen el 80,6% del
total de la superficie certificada.

Está claro entonces que, a pesar de las intenciones decla-
radas al inicio, cuando se gesta el FSC, la certificación forestal
ha terminado beneficiando a los países más ricos, a las grandes
empresas, y a los bosques templados y boreales (antes que a los
bosques tropicales).

En América Latina el proceso ha seguido las mismas lí-
neas: en sólo cuatro años la superficie certificada ha crecido el
380% y hoy tenemos 3,79 millones de has de bosques y plan-
taciones certificadas. Pero al igual que en el resto del mundo,
salvo en los casos ya señalados de México y Guatemala, el grueso
de la superficie está en manos de empresas privadas, medianas
y sobre todo grandes: un 40% del área son bosques naturales
privados de más de 10.000 ha, en un 35% se trata de planta-
ciones privadas de mas de 5.000 ha. Si excluimos a México y
Guatemala, estas cifras son del 49,9% y 46%, es decir que en
el resto de América Latina, el 96% del área certificada pertene-

Cuadro 1 – Tipos de Bosques y Plantaciones Certificadas por el FSC en América Latina (febrero 2003)

                                 Privado - Bosque
País                               Natural                               Privado - Plantación                   Comunal Total

< 10.000 ha > 10.000 ha < 5.000 ha > 5.000 ha < 10.000 ha > 10.000 ha

Argentina 0 0 3.892 24.764 0 0 28.656
Belice 0 95.800 0 0 0 0 95.800
Bolivia 0 971.184 0 0 0 0 971.184
Brasil 10.972 344.258 10.522 867.317 4.800 44.000 1.281.869
Chile 3.588 0 5.515 265.818 0 0 274.921
Colombia 0 0 0 20.056 0 0 20.056
Costa Rica 975 28.253 13.545 46.965 0 0 89.738
Ecuador 1.341 0 0 20.000 0 0 21.341
Guatemala 0 64.869 2.242 0 28.203 219.729 315.043
Honduras 0 0 0 0 13.393 0 13.398
México 13.623 13.748 0 0 70.895 490.295 588.561
Nicaragua 3.500 0 0 0 0 0 3.500
Panamá 0 0 1.263 7.120 0 0 8.383
Uruguay 0 0 0 75.063 0 0 75.063

Total 33.999 1.518.112 36.979 1.327.103 117.296 754.024 3.787.513

  0,89%  40,08%  0,98%  35,04%   3,1%  19,91%   100,0%

Fuente: Datos del FSC (febrero 2003) procesados por el autor.

4 Según Robinson (2000) en octubre del 2000, 21 ejidos y 7 comunida-

des indígenas mexicanas tenían aproximadamente 850.000 ha de bos-

que certificados. Ello significa que en menos de dos años cerca de

350.000 ha (41%) de esos bosques perdieron su certificación.
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ce a productores forestales y empresas privadas medianas y gran-
des, lo cual refleja lo que sucede en los países ricos. Y en algu-
nos países, especialmente en el Cono Sur, la totalidad o la ma-
yoría de la superficie certificada son plantaciones forestales: el
100% del área en el caso de Argentina, Colombia y Uruguay,
el 68% en el caso de Brasil y Costa Rica, el 98% en el caso de
Chile, el 93% en Ecuador. Una excepción es el caso de Bolivia,
uno de los países pobres con mayor superficie de bosques cer-
tificados del mundo, donde la totalidad son bosques nativos
(grandes concesiones forestales en las tierras bajas). América
Latina también presenta una de las tasas más altas de bosques
comunales certificados, 23%.

LA ECONOMÍA DE LA CER TIFICACIÓN
FORESTAL

El mer cado como motor del manejo sustentab le
de los recur sos f orestales

Tal vez el rasgo más saliente de la certificación forestal es el su-
puesto que, así como el mercado fue uno de los principales pro-
tagonistas de la deforestación, también lo puede ser de la conser-
vación y del manejo sostenible de los bosques (Brenes, 1999).
En otras palabras, basta invertir el signo o la dirección de la fuer-
za de arrastre que tiene el mercado —lo cual se logra a través de
acuerdos entre productores y consumidores que tendrán como
objetivo el regular «mínimamente» el mercado—, para darle una
nueva direccionalidad. El supuesto está también anclado en el
mismo concepto de desarrollo sostenible, que pregona que en
todos los casos (sólo es cuestión de «encontrarle la vuelta») lo
ambiental y lo técnicamente viable pueden asociarse a lo social-
mente deseable y a lo económicamente factible.

Desde esta visión, se plantea en 1993 el acuerdo entre las
organizaciones ambientalistas del Norte (Greenpeace, WWF y
Friends of the Earth) y la industria de la madera para impulsar
el sello verde a partir del proceso de certificación, proceso don-
de se supone que todos ganan (win-win): ganan los consumi-
dores, que ya no deben sentirse tironeados entre su recien ad-
quirida conciencia ambiental y su demanda creciente por pro-
ductos forestales; gana la industria, que ya no debe sentirse
responsable por las acusaciones de ecocidio que le prodigan y

que afecta sus ganancias a través del boicot de los consumido-
res; ganan las organizaciones ambientalistas, que ya no son
tildadas por sus miembros de poco eficaces para parar la
destruccion de los bosques tropicales; ganan los países «donan-
tes» que ya no deben malgastar sumas importantes en «coope-
rar» con gobiernos del Tercer Mundo que poco han logrado en
revertir la deforestación; ganan los países pobres, sus empresas
y sus comunidades, que ahora tienen un mercado internacio-
nal que reconoce sus esfuerzos de conservación y manejo. Y
por supuesto «ganan» los bosques y la biodiversidad del plane-
ta. Todo esto lo puede lograr en teoría el mercado, exigiendo
un producto cuya calidad o plusvalor está dado por la forma
«sostenible» en que su lugar de origen está siendo manejado, y
creando los mecanismos suficientemente transparentes y creí-
bles para que el mercado pueda discernir aquel producto con
esa cualidad, de aquel otro que no la tiene (y que no es per-
ceptible a simple vista). Este producto de mayor calidad que
llegaría a los mercados sería recompensado por el consumidor
con un mayor precio.

Sin embargo, lejos de ser un instrumento win-win, la cer-
tificación forestal, por ahora, parece más bien haber fortalecido
un mercado de la madera dominado por los intereses de una
gran industria y de intermediarios que logran simultáneamen-
te incrementar sus ventas, imponer nuevas reglas de juego a los
productores forestales y apropiarse del plusvalor que genera la
madera certificada (Bass, 2001). Y del lado de la producción, la
certificación pasa a ser un mecanismo que beneficia a grandes
empresas y concesionarios de bosques nativos, pero especial-
mente a grandes capitales invertidos en plantaciones forestales
que, si bien no logran mejorar sus precios, se adueñan
oligopólicamente de un mercado más selectivo y excluyente.

Esta desigual apropiación de los beneficios económicos de
la certificación se debe en parte, como señalan Thornber,
Plouvier y Bass (1999), al hecho de que la certificación es un
mecanismo de mercado y como tal comparte sus vicisitudes
estructurales, como el hecho de producir necesariamente winners
y losers; mientras otras «no equidades» son consecuencia de los
sistemas y procesos desarrollados para la certificación, como
veremos más adelante.

Entre las consecuencias que tiene la certificación como
herramienta de mercado, tres merecen ser destacadas:
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a) La certificación sólo puede contribuir a promover un ma-
nejo sostenible en aquellos bosques cuya productividad,
biodiversidad, condiciones de accesibilidad, manejo empre-
sarial, etc. hacen que su aprovechamiento sea rentable. Es
decir la certificación sólo es funcional para una pequeña
porción de los bosques nativos del planeta (y para el grueso
de las plantaciones),5 pero no puede contribuir a la conser-
vación y al manejo sostenible de aquellos bosques más de-
gradados; o con especies forestales de poco valor para el
mercado; o alejados de los mercados; o en manos de pobla-
ciones poco interesadas o imposibilitadas en insertarse en
mercados competitivos. Es decir la gran mayoría de los bos-
ques nativos del planeta.

b) Vinculado a lo anterior, con la certificación el mercado sólo
reconoce (y paga) por uno de los productos del bosque, el
de la madera (y de unas pocas especies). Los demás bienes y
servicios ambientales que proporciona un bosque bien ma-
nejado (conservación de la biodiversidad, paisaje, protec-
ción del suelo y regulación hídrica, productos no maderables,
etc.) no son valorizados por el consumidor aunque sí le son
exigidos al productor.

c) De la misma forma, la certificación no toma en cuenta los
múltiples usos, valores y sentidos que tiene el bosque para
los pueblos indígenas y comunidades rurales, que van mu-
cho más allá de una eventual producción para el mercado,
y que además son los que ‘explican’ históricamente la exis-
tencia hoy de estos bosques. La certificación de bosques
comunales, percibido por muchos como una oportunidad
de nuevos mercados para las comunidades indígenas y cam-
pesinas, también puede ser vista como la imposición de esta
idea dominante de mercantilización de la naturaleza, una
forma de violencia cultural y económica (Leff, 2001).

La ausencia de un «mer cado justo» o la diso-
ciación cer tificación-mer cado

La certificación forestal, como instrumento de mercado, es un
instrumento muy particular. Su fundamento son regulaciones
y restricciones al productor, que debe cumplir con los estándares
fijados para acceder al mercado. Pero que no tiene regulación
alguna para el otro sector que concurre al mercado, los com-

pradores o consumidores. En otras palabras, con la certifica-
ción el productor o dueño del bosque adquiere rigurosos com-
promisos de todo tipo, mientras que el consumidor no ad-
quiere ninguno: la certificación no es ninguna garantía ni de
mercado, ni de precio. En contraposición a lo que ocurre en el
caso del café o de productos orgánicos, donde existen mecanis-
mos de «mercado justo» (fair trade) o un precio diferencial que
compensa los mayores costos del productor, en el caso de la
certificación forestal, la certificación sólo es una exigencia, no
asegura acceso alguno al mercado (Markopoulos, 1999). Para-
dójicamente, un instrumento cuyo valor principal está en fun-
ción del mercado, está disociado del mismo.

El argumento esgrimido por quienes defienden esta diso-
ciación es que el buen manejo forestal debe ser una exigencia
sobre los dueños de los bosques, que no puede admitir con-
templaciones ni flexibilidades, ya que su razón de ser proviene
de una actitud ética y responsable hacia los recursos naturales.
Por lo tanto no puede basarse en la existencia o no de mercado
para sus productos. El argumento en realidad es revelador de
varias otras cosas:

– por un lado, de la diferente capacidad de negociación de los
diversos sectores económicos en el mercado de la madera,
que permite que la industria imponga determinadas reglas
de juego a los países con bosques tropicales y a los produc-
tores en general,

– que los países ricos están dispuestos a incorporar dimensio-
nes ambientales en sus economías siempre que éstas no

5 Algunas ONG vienen señalando insistentemente que las plantaciones

forestales no debieran ser consideradas bosques, como una forma de

poner de relieve las consecuencias que tiene de incluirlos bajo el mismo

paraguas: En su critica al Borrador del Plan de Implementación acorda-

do en la última reunión preparatoria de la Cumbre Mundial para el Desa-

rrollo Sustentable (CMDS) de Johannesburgo, el World Rainforest

Movement / Movimiento Mundial por los Bosques se pregunta cómo es

posible que se insista «en llamar «bosques» a las plantaciones y en

asignarles los mismos beneficios sociales y ambientales que a los bos-

ques (cuando) las plantaciones de árboles a gran escala generan po-

breza, aumentan las desigualdades, afectan la seguridad alimentaria,

agotan los recursos hídricos y los suelos, y reducen drásticamente la

diversidad biológica, para mencionar solamente sus efectos más evi-

dentes» (http://www.wrm.org.uy)
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impliquen costos adicionales ni perjudiquen a sus consu-
midores. Y con la complicidad de las organizaciones
ambientalistas del Norte,

– que los propios productores forestales en los países ricos no
sólo no se han opuesto a certificarse sino que rápidamente
comprendieron las ventajas relativas de hacerlo:
• por un lado los estándares exigidos por la certificación

son similares a los que previamente les eran exigidos por
sus legislaciones nacionales, lo cual significa que no de-
ben hacer inversiones adicionales importantes para ob-
tener la certificación;

• por otro lado, la certificación los favorece en tanto se
convierte en una traba paraarancelaria para los produc-
tores de madera tropical (favoreciendo el uso de made-
ras de bosques templados y boreales), y una traba para
la pequeña y mediana empresa, como lo demuestran
varios estudios (Thornber, Plouvier y Bass, 1999, Scrase,
2000, Wenban-Smith et al, 2001, Higman y Nussbaum,
2002), ya que ambos deben invertir considerablemente
más para alcanzar los estándares exigidos.

Los costos de la cer tificación

Los costos de la certificación pueden desagregarse en tres rubros:

a. los costos del proceso de certificación propiamente, que es lo
que el productor paga a la empresa que lo certifica;

b. los costos que implica cumplir con todos los requisitos de
un buen manejo sostenible, para poder ser acreedor de la
certificación;

c. los costos asociados a mantener la certificación, es decir el
pago que recibe anualmente la certificadora por la visita de
monitoreo / verificación.

El primero de estos costos —el que se deriva del propio
proceso de certificación— está asociado a la escala productiva
del productor o empresa. Se trata de costos relativamente al-
tos,6 en gran medida costos fijos, lo que implica un mayor
costo relativo cuanto menor sea la parcela de bosque a certifi-
car: De Camino y Alfaro (1998) en base a un relevamiento de
seis bosques nativos en Centroamerica mencionan costos cre-
cientes entre US$ 0,45 por ha (para un predio de 36.000 ha) a
US$ 10,66 por ha (para un predio de 750 hectáreas), para la
certificación inicial. El costo anual de verificación es idéntico
en todos los casos (US$ 2000), lo que implica un costo por ha
de 0,055 en el caso de las 36.000 ha, de 2,66 en el caso de las
750 ha.

Si los costos asociados a la certificación inicial y al mante-
nimiento de la certificación castigan a los productores más pe-
queños y a las comunidades, lo mismo sucede con el segundo
costo, el que deriva de las inversiones de todo tipo que debe
hacer el productor para satisfacer los estándares de buen mane-
jo requeridos. Aquí se agregan a las cuestiones de escala, los
mayores costos por distancia o inaccesibilidad, pero fundamen-
talmente los costos asociados a la contratación de profesionales
para disponer del plan de manejo y aprovechamiento y los cos-
tos para hacer frente a los altos estándares exigidos en cuanto a
seguridad e higiene, a almacenamiento, transporte y manejo
de agroquímicos, al pago de todas las cargas sociales estipuladas
por la legislación laboral —sólo para nombrar algunas de las
exigencias. Lo cual vuelve la certificación inviable para dueños
de pequeños bosques y para comunidades indígenas y campe-
sinas sin la capacidad empresarial ni el capital necesarios para
lograr este manejo.7

Aunque no existen estudios sobre «costos para cumplir
con los estándares» (un estudio de por sí complejo dada la he-
terogeneidad de situaciones existentes), es probable que sean
mucho mayores aún que el costo de la certificación misma.

Algunas conclusiones que se desprenden de todo ello son:

– La primera, y la más obvia, es que la certificación, que re-
presenta un «premio» para quienes hacen un buen manejo
forestal, es en realidad un beneficio extra (de mercado) para
los productores y empresas que ya cumplían en gran medi-
da con los estándares. Para estas empresas, la certificación

6 De las once certificadoras hoy acreditadas por el FSC, diez son del

Norte, con altos costos de infraestructura y salariales. La única del Sur,

sudafricana, sólo está autorizada a certificar en su propio país. Algunas

de las certificadoras tienen ‘representaciones’ en América Latina, pero

los costos no parecen haber disminuido significativamente.
7 De hecho la gran mayoría de los bosques comunales certificados lo

son gracias a la subvención de la cooperación técnica internacional.
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representa un costo adicional mínimo. Y como beneficio
agregado les reduce la competencia ya que impide que se
certifiquen muchos otros, todos aquellos para quienes la
certificación es un sobrecosto importante.

– La segunda, reverso de la medalla del anterior, es que cons-
tituye un desincentivo para quienes están lejos de poder
cumplir con los estándares: no sólo deben invertir mucho
en la certificación sino que los hace muy poco competiti-
vos tanto en relación al grupo anterior, como en relación a
los que hacen un manejo insustentable o siguen talando
ilegalmente (y que no suelen tener problemas en mercados
regionales o nacionales, donde no existe exigencia de certi-
ficación).

– En tercer lugar, como hemos visto, todos los costos de la
certificación, sin excepción, recaen en el productor y no en
el consumidor. Si los precios no varían, inexorablemente
los productores tendrán una menor rentabilidad, o lisa y
llanamente no podrán producir más para estos mercados
selectivos. Como señala Scrase (2000), «si el sobreprecio no
existe, es incierto o es demasiado pequeño, entonces el cos-
to se convierte en una barrera absoluta para las empresas
más pequeñas y como un gran desincentivo a muchas otras
que se encuentran en la parte inferior de la escala».

– En cuarto lugar, la certificación se comporta en gran medi-
da como un costo fijo, que beneficia a quienes tienen una
mayor superficie, un bosque más productivo, con menor
complejidad en cuanto a manejo y aprovechamiento (p.ej.
una plantación), con acceso más fácil a los mercados, etc.

En este sentido no son pocos (Counsell, 1996, Thornber,
Plouvier y Bass, 1999, Markopoulos, 1999) los que afirman
que no parece haber evidencias que la certificación haya im-
pulsado mejores prácticas de manejo y haya así contribuido a
disminuir la deforestación: mas bien ha premiado a quienes ya
tenían practicas aceptables y ha desmotivado a quienes hacen
un mal manejo, habiendo simplemente discriminado mejor los
mercados de ambos.

Como concluyen Thornber, Plouvier y Bass, 1999, «aque-
llos que pueden sacar el mejor provecho (de la certificación)
son aquellos a quienes menos les cuesta».

El negocio de la cer tificación

La certificación, como hemos dicho, se basa en la evaluación
de empresas «independientes», acreditadas por el esquema cer-
tificador: su juicio debe ser objetivo e imparcial, en tanto ade-
más se basan para ello en estándares universales y claros (en el
caso del FSC, los Principios y Criterios), a los cuales se agre-
gan estándares nacionales (o para ecosistemas específicos), ela-
borados por las Iniciativas Nacionales.

Estas empresas de certificación son, sin embargo, uno de
los talones de Aquiles de todo el proceso de certificación. Un
primer defecto, propio de la forma como ha sido diseñado el
mecanismo, es que son a la vez juez y parte: su tarea es evaluar
y emitir o denegar un certificado a quienes los han elegido y
contratado. Obviamente, hay mucho interés en no ser catalo-
gado como un certificador inflexible y duro, porque ello po-
dría ahuyentar futuros clientes, tentados por empresas certifi-
cadoras más benevolentes. Este laissez-faire ha sido detectado
en varios casos estudiados (Counsell, 1996, Johansson, 1999).
Esta actitud tiene ciertamente límites, no sólo porque existe
supervisión por parte del propio esquema de certificación (y
de hecho el FSC ha «suspendido» por cierto tiempo a varias de
las certificadoras acreditadas), sino también porque las certifi-
cadoras son conscientes de que la lógica de la certificación re-
posa en la credibilidad y nadie quiere matar la gallina de los
huevos de oro.

Esta laxitud, además, está mucho en función de quién es
el cliente (es decir el dueño del bosque a ser certificado), y de
cuanto haya sido el presupuesto aprobado o facturado.8 Como
cualquier proceso de evaluación, la certificación también im-
plica un juego de poder entre el evaluador y el evaluado: no es
lo mismo denegar la certificación a una gran empresa o pro-
ductor, que rechazárselo a una comunidad. Esto juega enton-
ces a favor de las grandes empresas forestales.

Un segundo problema de las certificadoras, o de la indus-
tria de la certificación como la denominan Eba’a Atyi y Simula

8 Dada la heterogeneidad de situaciones (superficie y distribución, locali-

zación accesibilidad, tipo de bosque, etc.), no existen ‘tarifas’ estándar

para la certificación, por el contrario se trata de arreglos particulares en-

tre productor forestal y empresa certificadora, pocas veces difundidos.
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(2002) son sus costos. Aunque la evaluación no es particular-
mente una tarea complicada —a pesar del aura con la cual las
certificadoras tienden a querer vender los servicios que brin-
dan— los costos son muy altos, imposibles de ser amortizados
en el caso de pequeños productores o comunidades rurales.9 Se
trata de empresas consultoras, que tienen costos altos por estar
radicados en países del Norte, con profesionales del Norte, al-
tos gastos de viaje y un gran trabajo de marketing para captar
potenciales clientes.

Finalmente, las certificadoras, como toda empresa, necesi-
tan vender y en general han tendido a exagerar las bondades de
la certificación forestal, ofreciéndoselo a productores, empresas
o comunidades, generando expectativas luego insatisfechas
(Scrase, 1999). Aunque algunas certificadoras tienden a crear
puentes entre los productores y compradores de madera, las
certificadoras no tienen ningún compromiso en apoyar a los
productores o comunidades en conseguir mercados.

La pluralidad de esquemas de cer tificación y la
pulsión por crecer

La situación se ha complejizado aún más desde el momento en
que han aparecido otros esquemas de certificación forestal, que
compiten con el FSC por el mercado de la certificación.10 Para
algunos, como Bass (2001), esta proliferación11 puede poner

en peligro la certificación misma, en tanto genere desconfianza
en los consumidores o un rechazo de los productores cuando
se vean obligados a obtener diferentes certificaciones para dife-
rentes mercados.

La pluralidad de esquemas sin embargo puede ser funcio-
nal para productores e industriales de la madera: para el consu-
midor que sólo demanda que se le asegure que la madera pro-
viene de un bosque o plantación bien manejada, no importa
demasiado cuál sea el sello o etiqueta que lo certifique. Ello
permite que tanto productores como la industria hagan un
juego de péndulo entre los diversos esquemas, acudiendo a aquel
que les hace más fácil la certificación. El resultado a la larga es
que los esquemas de certificación tenderán a competir entre sí
«para disminuir los estándares y atraer a los productores» (Bass,
2001). Este juego pendular está además alentado por las em-
presas certificadoras (algunas de las cuales están acreditadas por
varios de los esquemas), cuyo interés principal es incrementar
su cartera de clientes.

Esta especie de «desregulación» de la certificación genera
en cada esquema una fuerte necesidad de crecer en cantidad de
certificados otorgados y sobre todo en superficie de bosques
certificados, como una forma de mantener su porción de la
tarta, y su imagen frente a potenciales clientes, empresas que
deben decidir bajo qué esquema certificarse. Como señala
FERN (citado en Counsell, 1999) «esta ‘visión de crecimiento’
se desarrolla puramente desde una perspectiva de demanda /
mercado cuando el problema real en estos momentos puede
ser encontrar suficientes bosques bien manejados...». El creci-
miento, exponencial en estos últimos años como hemos visto,
también se ha hecho a costa de una revisión más rigurosa y
profunda de los informes de evaluación presentados por la cer-
tificadora y de un control y monitoreo en campo.

Los esquemas de certificación —al menos el FSC— están
entre dos fuegos: por un lado, conscientes de las distorsiones
que se han ido dando, de la necesidad de introducir medidas
correctivas para retomar la idea original de contribuir al mane-
jo de los bosques nativos, tropicales, de comunidades y peque-
ñas empresas; pero por el otro lado están obligados a crecer, sin
mirar demasiado de cerca quién y cómo se certifica, para po-
der mantenerse en el mercado y no perder terreno ante la com-
petencia, los otros esquemas de certificación.

9 En su intervención en la Conferencia Electrónica ‘Certificación Fores-

tal, Equidad y Participación’, Francisco Chapela sitúa en mil hectáreas

el umbral bajo el cual no es rentable la certificación de una unidad de

manejo forestal en México. Como costos para una comunidad señala un

mínimo de US$ 4000 para la evaluación quinquenal, y al menos US$

1200 para las inspecciones anuales, siendo que en México el 80% de

las unidades de manejo tiene menos de 60 hectáreas de bosque.
10 El mercado se reparte entre tres esquemas norteamericanos y cana-

diense (SFI, ATFS y CSA) que tenían juntos en enero 2002 el 25% del

mercado, el FSC, con el 23%, el Esquema de Certificación Forestal Pan-

Europeo (PEFC) devenido en el más importante, con el 38% del merca-

do, y diversos otros esquemas, especialmente nacionales (Indonesia,

Malasia, Ghana, etc.) con el 4% del mercado (Eba’a Atyi y Simula, 2002).
11 Simultáneamente a la aparición de nuevos esquemas se están ha-

ciendo esfuerzos en la perspectiva de un reconocimiento mutuo entre

los diferentes esquemas. El documento de Eba’a Atyi y Simula (2002)

explica en detalle las compatibilidades y diferencias entre los esquemas

y las posibilidades de encontrar una solución a su proliferación.
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Plantaciones f orestales y bosques nativ os:
equiv alencia y discriminación

Para el consumidor común «madera es madera»: no com-
prende las profundas diferencias entre un bosque nativo y
una plantación, en términos de los contextos socioambientales
y productivos de uno y otro, de los diferentes niveles de com-
plejidad que supone el manejo y aprovechamiento de un
bosque nativo con relación a una plantación, y las implica-
ciones que ello tiene en términos de desarrollo sostenible.
Esta desinformación es la que permite por ejemplo que nues-
tras clases medias estén convencidas que están haciendo una
sustancial contribución al medio ambiente cuando compran
papel reciclado.

Las plantaciones son mucho más sencillas de manejar y
aprovechar que los bosques nativos: las plantaciones se hacen
con un número muy pequeño de especies —en general con
sólo una— cuyo comportamiento es muy conocido; su mane-
jo y aprovechamiento ha sido diseñado al planificar la planta-
ción y se hará en forma simple a través de podas, raleos y pro-
bablemente una tala rasa al final del ciclo. Todo ello hace que
la certificación de una plantación sea mucho más sencilla y
menos costosa que la de un bosque nativo: no llama la aten-
ción entonces que representando sólo el 5% de las áreas fores-
tales aprovechables a nivel mundial (Thornber, Plouvier y Bass,
1999), en América Latina, como hemos visto en el cuadro 1,
representan el 36% de las áreas certificadas. Y de éstas, el 97,5%
lo constituyen empresas con mas de 5.000 ha de plantaciones,
lo cual nos da la pauta que se trata de grandes corporaciones
forestales, para quienes el costo de certificarse es insignificante.
Ello coincide con la apreciación de Thornber, Plouvier y Bass
(1999) que ven como estas plantaciones, muchas de ellas de
origen trasnacional y con mercados ya desarrollados en el Nor-
te, están desproporcionadamente favorecidas con la certifica-
ción en relación a los bosques nativos.

Esta forma de mirar como equivalentes a bosques nati-
vos y plantaciones a través de casi los mismos estándares de
certificación12 termina siendo en realidad una forma de dis-
criminación contra los países y los dueños de bosques nati-
vos, para quienes un «buen» manejo forestal significa un es-
fuerzo mucho más significativo y un costo muchísimo ma-

yor. A ello contribuye también el discurso «verde» que le in-
dica al consumidor que comprando productos en base a ma-
dera de plantaciones está ayudando a disminuir la presión
sobre los bosques nativos, con el mensaje subliminal que to-
das las maderas se valen y que las maderas tropicales son per-
fectamente sustituibles por productos similares en base a pi-
nos, eucaliptos y salicáceas. Aquí nuevamente podemos ver
como los objetivos de las organizaciones ambientalistas coin-
ciden con los de la industria de la madera (véase sobre el
particular Freris y Laschefski, 2001).

La cuestión de los estándares: igualdad, mas
no equidad

Los estándares vienen a ser los requisitos que deben ser satisfe-
chos por todo productor forestal, o toda unidad de manejo
forestal (UMF) para poder certificarse. Hay dos cuestiones que
merecen ser discutidas aquí:

– Cuáles deben ser estos estándares, o más bien cuán exigen-
tes deben ser, y cuáles son las implicaciones de una mayor o
menor exigencia;

– Si es conveniente, deseable y equitativo que los estándares
sean los mismos para todos los productores forestales o con-
viene contemplar la diversidad de situaciones.

A la primera cuestión, quienes defienden los estándares
existentes suelen enfatizar que éstos son el resultado de proce-
sos participativos en los cuales han estado involucrados todos
los actores (industria, organizaciones ambientalistas, sectores
sociales, etc.), y que además existe la posibilidad de que los
países a través de las Iniciativas Nacionales —y de un proceso
participativo similar— las modifiquen. Sin entrar a juzgar cuán
participativos son estos procesos y en qué medida son la resul-
tante de la capacidad de lobby de algunos grupos en particu-

12 En el caso del FSC, solo el Principio 10 aplica únicamente para las

plantaciones, los otros nueve son idénticos para plantaciones y bosques

nativos.
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lar,13 lo que importa es saber cuán exigentes o rigurosos
terminaron siendo, o en otras palabras, cuántos y quiénes
podían satisfacerlos y para cuántos y quiénes resultaron
inalcanzables. En otras palabras, no es anodino cuáles son
estos estándares, porque divide las aguas, beneficiando a al-
gunos y alejando a muchos otros: Bass (2001) señala que los
estándares han permitido que se certifique un pequeño gru-
po que ya cumplía con los estándares o que estaba justo por
debajo, pero que son muchos los productores que, estando
muy por debajo de este umbral, no tienen ni los medios ni
los incentivos para mejorar su situación. Y que «los costos
marginales de la certificación irán subiendo en la medida que
pasemos de certificar los ‘buenos’ productores a los produc-
tores ‘regulares’ y finalmente los ‘malos’. En algún momento,
este costo marginal superará tanto los beneficios públicos
como los privados». Estos últimos, según Bass, incluye a la
mayoría de los productores de los países pobres, que no tie-
nen las habilidades, los equipos, los recursos y la informa-
ción para certificarse.

Lo importante es notar que si la exigencia fuera menor o
mucho menor, hubiera permitido el ingreso de un pelotón
mayor, especialmente en los países pobres, y tal vez la certifica-
ción tendría un mayor impacto en términos del manejo soste-
nible de los bosques del planeta, porque muchos más sentirían
que la posibilidad de hacer un «buen» manejo, y luego la posi-
bilidad de certificarse les es alcanzable. Como señalan Thornber,
Plouvier y Bass (1999), «un impacto potencialmente perverso
de estándares mínimos de manejo forestal exigentes y de altos
costos de certificación es que productores imposibilitados de
satisfacer esos estándares pueden proveer madera u operar en

áreas donde no se les exige la certificación en lugar de cambiar
drásticamente su forma de manejo. O peor aún, pueden cam-
biar a otros usos del suelo».

A la segunda cuestión, si es conveniente que los estándares
sean los mismos para todos los productores —sean estos gran-
des empresas, pequeños productores, comunidades o pueblos
indígenas— independientemente de su situación social, eco-
nómica y geográfica y de su capacidad técnica, financiera y
humana, la cámara económica del FSC ha defendido a capa y
espada este principio, con el argumento que el FSC debe tener
un solo sello que garantice en todo lugar que el producto cumple
con los estándares mínimos acordados14 para darle credibilidad
al consumidor.

El argumento es discutible en varios sentidos:

– En primer lugar porque, como se ha visto, la proliferación
de esquemas de certificación y por ende de sellos, no parece
haber mellado la confianza de los consumidores.

– En segundo lugar es probable que un sello que identificara,
además del manejo sostenible del bosque de origen, que el
producto proviene de un bosque nativo y/o de una comu-
nidad campesina o indígena o de pequeños productores,
podría ser especialmente atractivo para algunos consumido-
res, como lo viene mostrando el «comercio justo».

– Por último, porque en realidad el efecto más palpable es
que esta supuesta igualdad frente al estándar —y siendo el
estándar de un alto nivel de exigencia— se convierte más
bien en un factor de exclusión de quienes están lejos de
poder satisfacerlos.

Al hacer abstracción los estándares (o el proceso de su for-
mulación) de las condiciones concretas en que ocurre la produc-
ción o el manejo y aprovechamiento forestal, y al hacer abstrac-
ción de las formas como estos productores se vinculan o acceden
al mercado, la ley pareja se convierte en un mecanismo a favor
de los grandes productores y de la industria de la madera.

Asociado a ello, se ha discutido mucho acerca de la con-
veniencia de tener mecanismos de certificación vinculados a
procesos y no a mínimos absolutos (en forma similar a las nor-
mas ISO), lo cual permite que el punto de partida sea mucho
menor, y que el productor progresivamente vaya acercándose

13 Sobre el lobby que ejercen algunos sectores, particularmente los eco-

nómicos, véase Counsell (1999). En los estándares elaborados por las

Iniciativas Nacionales en América Latina parecen haber tenido un rol

decisivo los profesionales, especialmente ingenieros forestales y biólo-

gos, los cuales han tendido a complementar las normas generales del

FSC con normas adicionales aún mas exigentes, en su afán de legiti-

mar su rol frente al FSC (y ser mas papistas que el Papa!).
14 En estos momentos, el FSC está discutiendo la posibilidad de tener

estándares menos exigentes para permitir que los llamados «bosques

pequeños y de baja intensidad de manejo» (Small and Low Intensity

Management Forests – SLIMF) accedan a la certificación.
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al estándar (o ideal de manejo sostenible) lo cual obviamente
beneficiaría a pequeños productores y comunidades campesi-
nas e indígenas (Bass, 2001, Thornber, Plouvier y Bass, 1999,
Eba’a Atyi y Simula, 2002).

Certificación:  ¿espejismo para las com unidades
campesinas y pueb los indíg enas?

Desde el inicio la certificación forestal fue concebida no sólo
como instrumento para frenar el deterioro ambiental, sino tam-
bién como una herramienta para el desarrollo socioeconómico
de los habitantes del bosque, las comunidades rurales pobres y
los pueblos indígenas. En un primer sentido, exigiendo que las
UMF certificadas no pisoteen los derechos de las comunidades
indígenas y mantengan una relación de buena vecindad con las
comunidades aledañas, generando empleo y programas educa-
tivos (van Dam, 2002). Pero también en un segundo sentido,
mucho más directo, incentivando y apoyando comunidades
para que certifiquen sus bosques.15 Y de hecho el esfuerzo es
notorio, si pensamos que en América Latina el 23% de la su-
perficie certificada son bosques comunales —comparado con
el 3% a nivel mundial. Aunque también es cierto que el 93%
de estos bosques comunales certificados están en sólo dos paí-
ses de la región, México y Guatemala.

Sin embargo todo parece apuntar a que la certificación,
en el caso de las comunidades, podría ser más bien un espejis-
mo, que crea expectativas e ilusiones, pero con aún pocos be-
neficios concretos.16 Varios factores contribuyen a ello:

a. En primer lugar al hecho de que se trata en la generalidad
de los casos de procesos inducidos, motivados por una ONG
o un proyecto de cooperación internacional, o una exigen-
cia legal (como en el caso de las concesiones en el Petén,
Guatemala), y pocas veces el resultado de una decisión ma-
durada por la propia comunidad.

b. Por otro lado, el apoyo externo, técnico y financiero, en la
mayoría de los casos sólo contempla la puesta en marcha
del plan de manejo y la evaluación principal: una vez conse-
guida la certificación, y cuando asoma el momento más
crucial, el de la comercialización de la producción certifica-
da, la asistencia externa desaparece.

c. el valor de la certificación está en el mercado internacional,
pero no en los mercados nacionales o regionales que son
aquellos a los cuales pueden concurrir las comunidades.17

d. Finalmente, la disociación certificación-mercado que impli-
ca que para muchas comunidades la certificación es sola-
mente un diploma, que no les da acceso a ninguna prerro-
gativa o mercado.

Aunque no existe información para poder evaluar cuál es
el peso relativo de la madera proveniente de los bosques comu-
nales en el mercado mundial de madera certificada, ni tampo-
co estudios que demuestren cuán rentable es la certificación
para estos sectores pobres, sí sabemos que son muchas las co-
munidades que han perdido la certificación, como en el caso
ya señalado de México, y los de Costa Rica y Bolivia.18 Se han

15 En América Latina la certificación de bosques comunales ha tenido

mucha fuerza en los últimos años. Una de las certificadoras, Smartwood-

Rainforest Alliance, le ha dedicado especial atención, con fondos de otros

donantes. El WWF tiene un programa especifico de certificación de bos-

ques comunales, pero también AID le ha dedicado recursos (por ejem-
plo para las concesiones forestales en el Petén), al igual que la GTZ y el

gobierno de Holanda. Algunas ONG como IMAFLORA, están promo-

viendo la certificación de comunidades indígenas y ex tractivistas en la

Amazonía Brasileña, con fondos de NOVIB (Holanda) y la Fundación

Ford. La certificación de bosques comunales ha recibido especial aten-

ción en la literatura (Markopoulos, 2001, Irvine, 1999, Aguilar, 2000,

Chapela, 2001, Robinson, 2000, Thornber, Plouvier y Bass, 1999,

Wenban-Smith et al, 2001)
16 Robinson (2000), en base a un estudio de la certificación en varias

comunidades mexicanas, señala «Las comunidades no pueden pagar

las reevaluaciones anuales, ya que sus márgenes de ganancia son tan

bajos y la certificación no ha probado beneficios financieros tangibles»
17 Como soluciones a esta limitada capacidad de las comunidades para

articularse al comercio internacional de productos certificados se ha su-

gerido que realicen alianzas estratégicas con otros actores que sí tie-

nen esa capacidad (intervenciones de Rodrigo Arce y Bastiaan Louman

en Conferencia Electrónica Certificación Forestal, Equidad y Participa-

ción, www.red-participacion.com ) o la formación de Grupos de compra-

dores de madera certificada a nivel nacional (como los que hoy existen

en Brasil y México).
18 El estudiado caso de las comunidades chiquitanas de Lomerío

(Markopoulos, 1998), ya no figuraba en junio 2002 en la lista de opera-

ciones certificadas por el FSC, dejando a Bolivia sin área comunal certi-

ficada. Lo mismo sucedió en Costa Rica con la Asociación San Migueleña
de Conservación y Desarrollo (ASACODE), la única comunidad cuyo

bosque contaba con la certificación FSC. Es interesante señalar que

ASACODE, en el 2000 y a tres años de haber sido certificada, no había

vendido un solo pie tablar como madera certificada.
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enfatizado los beneficios no monetarios de la certificación para
las comunidades (regularización de la tenencia de sus tierras y
territorios, mayor prestigio y reconocimiento por parte de las
autoridades forestales y los consumidores, protección de sus
bosques en situaciones de conflicto, etc.) (Aguilar, 2000, von
Kruedener, 2000, Bass, 2001, WWF, 2001), aunque este tipo
de argumentos, más que estar basados en casos documentados,
han tendido a formar parte del discurso propagandístico para
mostrar las diversas bondades de la certificación.

También se ha puesto énfasis en el carácter de sobreexi-
gencia que representa la certificación para las comunidades:
además de pedirles un manejo forestal de acuerdo a la norma-
tiva existente en toda legislación nacional, como requisito in-
dispensable para poder extraer madera, la certificación tiene
varias exigencias adicionales, y todo ello como reaseguro para
un consumidor virtual, de que cumplen con un manejo soste-
nible.

Por otro lado se ha señalado a menudo el efecto distorsio-
nador que tiene la certificación al focalizar todo en un único
valor o función del bosque, el de proveer madera para el mer-
cado, lo cual implica forzar relaciones mercantiles en econo-
mías donde la conservación y el uso sostenible del bosque son
fruto de otra concepción sociedad-naturaleza, socavando siste-
mas complejos de producción y sostenibilidad.

Finalmente se ha señalado el efecto «trampa» que tendría
la certificación, al enganchar a las comunidades en la certifica-
ción (a través de los mencionados programas que subsidian el

manejo y el proceso de certificación) viéndose obligados a se-
guir produciendo para el mercado para poder pagar la visita
anual de certificación (Ileana Valenzuela en el caso de las co-
munidades del Petén, comunicación personal).

HACIA UNA ECOLOGÍA POLÍTICA
DE LA CERTIFICACIÓN FORESTAL

El modelo de desarr ollo implícito en los
Principios y Criterios del FSC

Para comprender las dimensiones políticas de la certificación
forestal, es imprescindible visualizar cuál es el modelo de desa-
rrollo al cual tiende la propuesta, cuál es ese imaginario que
deben satisfacer (o al menos tender en un futuro cercano) las
Unidades de Manejo Forestal (UMF), empresas o comunida-
des, que solicitan la certificación de su operatoria. Este modelo
de desarrollo no está explicitado como tal en los documentos
del FSC, pero puede ser inferido a partir de los estándares de
certificación. En el caso del FSC, estos estándares son básica-
mente los 10 Principios y 56 Criterios, a los cuales se agrega-
rán —allí donde existen— los estándares nacionales, los cuales,
para ser válidos, deben ser refrendados por el FSC.

Es importante recordar que la certificación forestal FSC,
a diferencia de la certificación de productos orgánicos, no se
interesa exclusivamente por las operaciones en campo (en este
caso de manejo y aprovechamiento forestal), sino que también
evalúa las políticas de la UMF en el terreno económico, social
y laboral, las relaciones sociales que la UMF establece con las
comunidades aledañas, el grado de internalización de normas
ambientales en su quehacer general, etc. El FSC, como nin-
gún otro sistema de certificación, incorpora estas otras dimen-
siones con la misma fuerza y exigencia que los aspectos técni-
cos-productivos. Se ha señalado incluso que el hecho de que
los aspectos legales, sociales y culturales constituyan los prime-
ros cuatro Principios19 y se los mencione antes que los ambien-
tales y técnico-productivos, tiene un valor simbólico y marca
la importancia que les quiere otorgar el FSC. En este sentido,
debe ser visto positivamente el que una empresa, para certificar
el manejo de su bosque, deba satisfacer determinados criterios
como el de cumplir con las Convenciones de la OIT y la Con-

19 Estos cuatro primeros principios son: Principio 1: Observación de las

leyes y los principios del FSC («El manejo forestal deberá respetar to-

das las leyes nacionales, los tratados y acuerdos internacionales de los

que el país es signatario, y deberá cumplir con todos los Principios y

Criterios del FSC»). Principio 2: Derechos y Responsabilidades de Te-

nencia y Uso («La tenencia y los derechos de uso a largo plazo sobre

la tierra y los recursos forestales, deberán estar claramente definidos,

documentados y legalmente establecidos»). Principio 3: Derechos de los

Pueblos Indígenas («Los derechos legales y consuetudinarios de los

pueblos indígenas para poseer, usar y manejar sus tierras, territorios y

recursos deberán ser reconocidos y respetados»). Principio 4: Relacio-

nes Comunales y Derechos de los Trabajadores («El manejo forestal

deberá mantener o elevar el bienestar social y económico a largo plazo

de los trabajadores forestales y de las comunidades locales») (FSC,

Principios y Criterios, 1999).
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vención sobre Diversidad Biológica; o que no tenga conflictos
de tenencia con comunidades vecinas; o que el manejo forestal
no amenace ni limite los recursos y derechos de tenencia de los
pueblos indígenas y que los lugares con «especial significado
cultural, ecológico, económico o religioso» para estos pueblos
sean reconocidos y protegidos; o que las comunidades adya-
centes tengan oportunidades de empleo, capacitación, y otros
servicios; o finalmente que se garantice el derecho de los traba-
jadores a organizarse y negociar sus condiciones de trabajo.
Aunque muchos pueden considerar que éstas son exigencias
básicas que debiera cumplir cualquier empresa, todos sabemos
que para las empresas madereras de nuestra región significan
requisitos más que considerables, y cuando se cumplen, repre-
sentan un avance importante en sus políticas sociales y labo-
rales.

Sin embargo, más allá de estos importantes avances en
términos de condicionamiento de las UMF a una determinada
ética empresaria, la certificación FSC no tiende a modificar las
reglas de juego del modelo convencional de desarrollo, con lo
cual no parece tampoco poder contribuir a frenar los procesos
de deforestación y degradación señalados en la introducción.

Esto es así porque el modelo de desarrollo que propone la
certificación FSC es en primer lugar un modelo de desarrollo
centrado en la empresa y no en la región o en el territorio. La
certificación se interesa por la viabilidad social y económica de
la empresa y por la viabilidad ambiental del manejo que la
empresa hace del bosque o plantación. El eje es la propia UMF
y lo que interesa básicamente es lo que ocurre «tranqueras-
adentro». En ese sentido, una empresa forestal que funcione
como economía de enclave, donde todos los insumos (maqui-
naria, recursos humanos, etc.) provengan de fuera de la región,
y donde toda su producción es enviada a un mercado extrarre-
gional —lo cual es muy común— no tendrá inconvenientes
en ser certificada. No interesa si contribuye o no a frenar las
presiones sobre el bosque (salvo en ese pequeñísimo territorio
que controla) o si es o no un factor de dinamización de la
economía local, más allá de los sueldos que inyecta en ésta a
través de la población local que tiene bajo contrato.

Con respecto a la exigencia de «hacer algo» por las comu-
nidades aledañas pasa algo similar ya que la certificación FSC
sólo requiere que las UMF mantengan una buena relación con

éstas, en lo que podríamos denominar una «política de buenos
vecinos», que se traduce en darles prioridad en las oportunida-
des de empleo, en actividades de capacitación y eventualmente
en mejorar la infraestructura y los servicios. Pero el objetivo de
ningún modo es el desarrollo rural de estas comunidades —lo
cual no es considerado responsabilidad de la UMF— sino pre-
servar la imagen pública de la empresa y permitir que sus acti-
vidades se desarrollen en un «clima social» propicio.

En el mismo sentido, con relación a los pueblos indíge-
nas, el objetivo de la certificación es que las empresas forestales
mantengan relaciones armoniosas y de respeto a los derechos
de estos pueblos, en lo que hace a la tenencia, acceso y uso del
bosque y de algunos lugares que les son especialmente impor-
tantes. Pero no se pretende que las empresas tengan un rol más
proactivo, fortaleciendo la identidad de estos pueblos, su orga-
nización, el control de sus territorios ancestrales y el mejora-
miento de sus condiciones de vida.20 Aquí también parece aflorar
subrepticiamente la idea de preservar la imagen de la UMF
frente a eventuales críticas que podrían tener grupos indigenistas
y que podrían afectar las actividades económicas de la empresa
(y el propio sello FSC).

La certificación FSC, por otro lado, sólo concibe un mo-
delo empresarial de manejo forestal, lo que se pone en eviden-
cia con la insistencia en sólo certificar bosques productivos y
UMF que demuestren ser rentables21 o «económicamente via-
bles». Esto significa en el caso de pueblos indígenas y comuni-
dades campesinas la obligatoriedad de adoptar formas empresa-

20 En un documento de 1997, la Coordinadora de Organizaciones Indí-

genas de las Cuenca Amazónica (COICA), reconociendo las previsio-

nes hechas por el FSC para la protección de los derechos indígenas,

señala: «La explotación descontrolada de madera por empresas y go-

biernos no representa una forma equitativa de distribucion de beneficios

para nosotros. Aceptar la certificación forestal fundamentalmente da una

luz verde ‘controlada’ a la explotación de madera. Por eso, como pue-

blos indígenas no estamos de acuerdo con autorizar la certificación de

los bosques, porque va en contra de nuestros criterios tradicionales de

manejo forestal» (citado en Counsell, 1997).
21 Criterio 5.1.»El manejo forestal deberá orientarse hacia la viabilidad

económica, tomando en consideración todos los costos ambientales,

sociales y operacionales de la producción, y asegurando las inversio-

nes necesarias para mantener la productividad ecológica del bosque».
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riales de manejo y aprovechamiento de su bosque para poder
obtener la certificación.

En realidad estas limitaciones se originan en una indefini-
ción o ambigüedad que está en la esencia de la certificación
FSC y que podría formularse de la siguiente manera: ¿es la
certificación simplemente un instrumento para promover el
manejo sostenible de los bosques, para mantener su producti-
vidad ecológica y asegurar su conservación, o más bien lo que
se busca es que el manejo y aprovechamiento de los bosques
sean el elemento dinamizador de un desarrollo sostenible? En
teoría, pareciera ser que la clara inclusión de objetivos sociales
y económicos apunta a lo segundo (Merino Pérez, 1996,
Meidinger, 2001), pero en la práctica sólo se termina premian-
do a quienes hacen un uso sostenible de sus bosques,
enmarcados en una práctica empresarial regida por determina-
das conductas ambientales, sociales y laborales.

El modelo de desarrollo que la certificación FSC vir-
tualmente propone para las UMF mediante sus estándares se
ubican en algún punto intermedio entre la simple exigencia
de un manejo sostenible del bosque y la idea de promover el
desarrollo sostenible de la región boscosa, pero más cercano
al primero. Algunos han sugerido (Merino Pérez, 1996) que
el desarrollo rural o regional no es responsabilidad de una
UMF, que excede sus posibilidades y lo que se considera su
«función social». Pero aceptar este argumento, especialmente
en áreas de bosques tropicales húmedos, donde sólo el bos-
que y la biodiversidad pueden ser los ejes de un proceso de
desarrollo, significaría aceptar que la certificación no puede
contribuir a contrarrestar los procesos de degradación y
deforestación y a mejorar las condiciones de vida de sus po-
bladores, en otras palabras, que la premisa que soporta filo-
sóficamente todo el sistema, que el mercado es capaz de ser
una fuerza de arrastre para la conservación, no puede cum-
plirse.

Mirado desde el punto de vista de la racionalidad empre-
sarial, el argumento tiene lógica: si una empresa debe tomar
bajo su responsabilidad el desarrollo rural o regional, ello le
implica un sobrecosto que la vuelve no competitiva frente a
otras empresas. Para ello, sólo existe una solución: que ese
sobrecosto sea trasladado a un sobreprecio, como en el caso del
café o el cacao «de comercio justo», explícitamente destinado a

que la UMF certificada pueda generar un proceso de desarro-
llo sostenible en la región.

El principio faltante:  el desarr ollo local
sostenib le

Como bien sabemos, América Latina tiene enormes superfi-
cies de bosques tropicales (Amazonía, Chaco, Selva Lacandona,
Yungas, etc.) con una alta diversidad biológica. Estas áreas sue-
len ser también las áreas de mayor pobreza crítica de la región.
Existe un creciente consenso de que estos bosques, ecoló-
gicamente frágiles, sólo podrán ser conservados y la continui-
dad de sus funciones productivas asegurada si se logra generar
una economía local basada en el uso sostenible e integral de la
biodiversidad. De no lograrse, irremediablemente los sectores
pobres (los que allí viven, pero también los que siguen
migrando) seguirán presionando para ocupar ese espacio y ha-
cer una agricultura no sostenible. Esta economía local debe
alcanzar a la gran mayoría de la población tanto rural como
urbana, lo cual significa que debe ser mano de obra intensiva,
diversificada, con la mayor agregación de valor posible, etc.

Hoy sin embargo el «modelo» de desarrollo para estos bos-
ques tropicales es la contracara: salvo honrosas excepciones se
basan en la radicación de un puñado de empresas y capitales de
fuera de la región, a quienes se les otorgan concesiones para
que puedan extraer un número muy limitado de maderas co-
mercialmente valiosas. Estas empresas cumplen con las norma-
tivas, presentan planes de manejo y contribuyen al erario pú-
blico con un pequeño canon, pero no generan ningún desa-
rrollo local: son verdaderas economías de enclave, siendo el único
beneficio el empleo de un número limitado de trabajadores, y
ello mientras permanezcan en la zona; las utilidades no son
reinvertidas en la región, la madera sale con la mínima trans-
formación necesaria y todos los servicios son contratados fuera
de la zona. Obviamente, este modelo no es solución a los pro-
blemas de degradación y pobreza de estas áreas.

El FSC ha sido consciente de este vínculo entre manejo
forestal y economía local, y de alguna forma lo ha incorporado
en dos de los criterios para la certificación: el 5.2 «Tanto el
manejo forestal como las actividades de mercadeo deberán pro-
mover el uso óptimo y el procesamiento local de la diversidad
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de productos del bosque», y el 5.4 «El manejo forestal deberá
orientarse hacia el fortalecimiento y la diversificación de la eco-
nomía local, evitando así la dependencia en un solo producto
forestal». Sin embargo, su formulación es bastante ambigua, el
5.2. puede ser satisfecho con cualquier tipo de procesamiento
al interior de la UMF misma, y el 5.4. con algunas actividades
económicas marginales. Y en los hechos, en el proceso de certi-
ficación, estos criterios reciben muy poca atención.

Sin duda alguna, si lo que se pretende es que el manejo
sostenible del bosque sea el eje de un desarrollo sostenible que
asegure en forma duradera la conservación de los bosques y el
desarrollo regional/territorial —objetivo sobre el cual proba-
blemente no haya consenso dentro del FSC— entonces falta
un principio, el undécimo, vinculado a garantizar que el ma-
nejo forestal sea el motor de un desarrollo local sostenible.22

La cer tificación f orestal como resultante de
relaciones de dominación y alianzas
estratégicas entre distintos actores

Una entrada alternativa para entender la dimensión política de
la certificación forestal es entenderla como resultado de las re-
laciones entre los diferentes actores interesados tanto en la con-
servación de los bosques como en el mercado de la madera.
Esta nueva perspectiva nos permite identificar cuáles son los
intereses en pugna, cómo se traducen en la imposición de po-
líticas y finalmente cuáles son los winners y cuáles los losers de
este nuevo mecanismo de la globalización. Nos debiera permi-
tir también entender cuales son los márgenes en que el FSC y
la certificación forestal pueden moverse, dados los intereses
hegemónicos que hoy dominan el mercado mundial de ma-
dera.

Para hacer este análisis hemos identificado cuatro contex-
tos diferentes de relaciones entre actores:

a) Las relaciones entre países del Norte y países del Sur (o
entre países demandantes y oferentes de biodiversidad), re-
laciones que se manifiestan a través de la imposición de
políticas ambientales internacionales.

b) Las relaciones entre productores y consumidores de madera
en general, relación mediada por la industria de la madera

c) La alianza estratégica de las organizaciones ambientalistas
(especialmente del Norte, pero también del Sur) con la in-
dustria de la madera.

d) Finalmente la alianza estratégica que establecen los produc-
tores forestales y las empresas de certificación frente a los
esquemas de certificación.

Las relaciones entre países del Norte y países
del Sur

La conservación de los bosques tropicales y de la megadiver-
sidad biológica que éstos encierran es una necesidad impe-
riosa para los países del Norte. Las razones son básicamente
económicas, y están dadas por la importancia genética que
encierran miles y miles de especies aún desconocidas, pero
sobre todo porque es mucho más costoso reducir las emisio-
nes de carbono que mantener los niveles de su captura, obli-
gando los países que tienen grandes masas boscosas a conser-
varlos. O a inmovilizarlos, como sugiere Monteiro da Costa,
a través de estas políticas de tierra, con respecto a territorios
indígenas y áreas protegidas, impulsadas por el Banco Mun-
dial (van Dam, 2001). Especialmente si la inmovilización,
sus costos de oportunidad o los costos de la conservación de
los bosques corren por cuenta de los propios países. Y en el
caso de la certificación, de los propios productores, como ya
se ha mencionado.

Como señala Brenes (1999), existen múltiples «demandas
globales» en el manejo sostenible de los bosques, desde la de-
manda por productos forestales, hasta la captura de dióxido de
carbono, pasando por el mantenimiento de los ciclos
hidrológicos, la preservación de la diversidad biológica, el man-
tener la diversidad cultural y los conocimientos indígenas, etc.

22 Merino Pérez (1996) señala que en el caso del Proceso de Montreal,

éste ha sido incluido en el Criterio 6 que señala la necesidad del «Man-

tenimiento y Mejoramiento de los Beneficios Socioeconómicos Múltiples

y de Largo Plazo para Satisfacer las Necesidades de las Sociedades».

Este criterio incluye una serie de indicadores que contienen aspectos

de producción y consumo, recreación, inversión forestal, necesidades y

valores culturales, sociales y espirituales, y el empleo y las necesidades

de las comunidades forestales.
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Pero estas externalidades positivas no tienen prácticamente costo
para los países del Norte, que sólo pagan por el valor de la
madera. Para que esto sea así, los países del Norte han logrado
generar un conjunto de políticas y de legislación ambiental
supranacional, encaminadas a este doble objetivo, preservar las
masas boscosas del planeta, y no reconocer financieramente los
beneficios que reciben por ello.

La certificación forestal parece a todas luces ser una de
estas políticas, ya que:

– se convierte en una medida pararancelaria, dificultando
crecientemente el acceso de maderas tropicales a los merca-
dos mundiales;

– crea un mecanismo internacional, supragubernamental, para
supervisar el manejo sostenible de los bosques;

– carga todos los costos, tanto los del buen manejo como el
de la certificación, sobre los productores, no reconociendo
vía precios el esfuerzo que ello supone y las demás
externalidades asociadas al manejo/conservación;

– promueve en los hechos la sustitución de maderas de bos-
ques nativos por maderas de plantaciones, al estar éstos úl-
timos beneficiados ampliamente en el proceso de certifica-
ción dada la baja complejidad que presentan.

La certificación forestal o el mercado vienen así a com-
plementar otros mecanismos, como el discurso del desarrollo
sostenible, la apelación a la ética de la conservación, y la le-
gislación ambiental internacional, para convertir nuevamen-
te a los bosques en ‘patrimonio de la humanidad’, perdiendo
los países, y dentro de los países algunos grupos sociales, la
potestad de disponer de sus bosques y de aprovecharlos
económicamente.

Las relaciones entre productores y consumidores

Se podría argumentar que más que la relación entre los paí-
ses del Norte y del Sur, la relación determinante en el caso
de la certificación forestal es la relación entre productores y
consumidores, en tanto la certificación afecta tanto a pro-
ductores forestales del Norte como del Sur, y de la misma
forma hay consumidores en ambos «hemisferios económi-

cos». Pero en la práctica, en el Sur no existen aún mercados
de maderas certificadas, sólo existen muy pequeños nichos
de mercado que ofrecen productos de consumo selectos para
consumidores sofisticados «ambientalmente sensibles». Y en
cuanto a los productores forestales, no podemos equiparar a
los del Sur con los del Norte, dado que mientras los prime-
ros deben invertir fuertemente para obtener la certificación,
para los segundos sólo representa un premio adicional a prác-
ticas que ya realizaban, obligados por sus normativas nacio-
nales.

El adjetivo voluntario ha solido acompañar el concepto
de certificación forestal («certificación forestal voluntaria»). Pero
es un eufemismo si pensamos que crecientemente la certifica-
ción es una exigencia de los consumidores. Y para que el viejo
adagio de «el cliente siempre tiene razón» no se pierda, los pro-
ductores sienten el halo del consumidor sobre la nuca. Entre
ambos media lógicamente la industria de la madera, reciente-
mente convertida al credo del manejo sostenible, dispuesta a
proveer a sus clientes con productos forestales con esa nueva
cualidad. Una industria que se ha percatado en muchos casos
que es un buen negocio comprar al productor madera certifi-
cada al valor de la no certificada, para luego revenderla como
certificada.

Es importante resaltar que lo que marca la relación entre
productores y consumidores es una relación de desigualdad,
donde los segundos hasta ahora han logrado imponer todas
sus condiciones. Y que el mercado ha mostrado ser un mal
árbitro para distribuir los costos incrementales del manejo sos-
tenible entre ambas partes.

También es necesario señalar la curiosa ética de un consu-
midor que se preocupa por el origen de la madera que consu-
me, cumpliendo así con su conciencia ambiental, pero no está
ni dispuesto a pagar un sobreprecio, ni le interesa saber cuáles
son las consecuencias sociales y económicas que la certificación
ha producido. En parte todo ello es producto de la particular
concienciación que ejercen las organizaciones ambientalistas,
basadas en pequeñas pastillas de fácil consumo, y que son rápi-
damente aprovechadas por el marketing ambiental de la in-
dustria.
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La alianza estratégica de las organizaciones
ambientalistas con la industria de la madera

La certificación forestal no se puede entender sin entender la
alianza estratégica23 que se forja entre dos históricos adversarios
como han sido los industriales de la madera y las organizacio-
nes ambientalistas del Norte (Greenpeace, WWF, etc.). Alian-
za estratégica que está en el origen del FSC y que ha logrado
mantenerse en la medida que ha demostrado ser eficaz tanto
para imponer nuevas reglas de juego a los productores foresta-
les, especialmente en los países del Sur, como en mantener la
rentabilidad de la industria. La clave de esta alianza ha sido el
lobby que han logrado ejercer sobre los consumidores —los
que hoy exigen madera con sello verde— el haber logrado sus-
tituir crecientemente la madera proveniente de bosques nati-
vos con madera proveniente de plantaciones, y el haber logra-
do que los costos de la certificación sean absorbidos por los
productores y no sean transferidos al consumidor. Un último
logro es el lifting ambiental que logra una industria que estaba
desprestigiada hasta hace no muchos años, acusada de contri-
buir activamente en la destrucción de los bosques tropicales.

Sin embargo, esta alianza será de corto plazo en la medida
que la realidad vaya mostrando que la certificación no logra
resolver los problemas de acceso al mercado de miles de cam-
pesinos, pequeños extractores y comunidades indígenas, y que
la inmovilización de grandes bosques como áreas protegidas o
territorios indígenas no es suficiente freno a la presión por la
tierra. Una nueva generación de organizaciones ambientalistas
(como el Movimiento Mundial por los Bosques Tropicales –
WRM, o la Rainforest Foundation) es crítica de esta alianza y
denuncian sus consecuencias políticas, sociales y ambientales.

La alianza entre productores forestales
y empresas de certificación frente a los esquemas
de certificación

Un último contexto que también debe ser tomado en cuenta
para entender el rumbo que toman los esquemas de certifica-
ción es el lobby que ejercen las empresas de certificación y los
productores forestales sobre los esquemas de certificación (FSC,
PEFC, etc.). El interés de los productores es obtener el sello
verde sin hacer grandes inversiones en modificar su operatoria.

El de las empresas certificadoras es lograr que el mercado de la
certificación crezca, para lo cual necesitan que los estándares
no sean demasiado estrictos y que se les permita cierta «flexibi-
lidad» en su aplicación. En su documento Trickery or Truth,
Counsell (1999) denuncia el lobby que ejercen estos dos secto-
res sobre el FSC, y presenta una serie de casos de empresas
forestales que han obtenido la certificación sin cumplir con
todos los estándares.

La aparición de otros esquemas de certificación forestal
ha permitido que desarrollen una nueva forma de lobby, solici-
tando la certificación bajo aquel esquema que les resulte me-
nos exigente (Eba’a Atyi y Simula, 2002). Las empresas de cer-
tificación, muchas de las cuales están acreditadas ante diferen-
tes esquemas, desarrollan así una estrategia de péndulo, sabiendo
que a su vez los esquemas de certificación están obligados a
ceder o a hacer la vista gorda para no perder terreno frente a
los esquemas de certificación con los cuales compiten.

La disociación con la políticas púb licas

Coherente con todo el andamiaje creado alrededor del merca-
do como mecanismo privilegiado para lograr el manejo soste-
nible de los bosques, la certificación FSC limita a su mínima
expresión la participación gubernamental. Los gobiernos o sus
agencias probablemente sean las únicas entidades que estatuta-
riamente no pueden formar parte del FSC, en un intento de
resguardar su independencia y su autonomía.24 Los gobiernos
sí pueden, como propietarios o dueños de bosques, solicitar su
certificación, y de hecho, especialmente en Europa, muchos de
los bosques certificados pertenecen a alguna autoridad estatal.

Pero tal vez lo que más llama la atención de esta voluntad
expresa de tomar distancia de los gobiernos, es que la adminis-

23 Una critica interesante de esta alianza puede encontrarse en Freris,

Nicole and Klemens Laschefski (2001) Seeing the Wood from the Trees,

en la web. Una versión editada de este articulo fue publicado en The

Ecologist Vol. 31, No 6, Julio/Agosto.
24 No existe, sin embargo, la misma salvaguarda con respecto a la in-

dustria de la madera y a las empresas certificadoras, dos sectores eco-

nómicos que han demostrado tener una gran capacidad de lobby sobre

el FSC afectando reiteradamente su independencia (Counsell, 1997,

Johansson et al, 2001).
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tración de los bosques nativos, tal vez más que ningún otro
recurso natural, ha sido siempre una tarea del Estado en sus
varias formas (gobierno nacional, corporaciones de desarrollo,
municipios): es el Estado quién norma su manejo, quién con-
cede permisos de aprovechamiento, quien fiscaliza su cumpli-
miento, etc. Por eso, no es extraño que la certificación forestal
a veces sea percibida por el productor forestal como una dupli-
cación de esfuerzos, o una sobreexigencia, allí donde el Estado
ya cumple esa tarea razonablemente bien.

En el caso de la certificación de bosques en manos de
pueblos indígenas y pequeños productores, esta disociación es
aún menos entendible porque la preocupación por asistirlos en
el manejo de sus recursos naturales en general ha partido del
Estado. Incluso hay evidencias que es en aquellos países donde
el gobierno apoya procesos de certificación —como en el caso
de Guatemala o Guyana—, cuando la certificación ha permi-
tido tener un impacto en el manejo del bosque que hacen pe-
queños productores.25

Esta función paralela y disociada de la certificación fores-
tal con respecto a las políticas forestales públicas no ayuda a la
gestión que el Estado debe hacer del recurso.

REFLEXIONES FINALES

La certificación parece ser un buen ejemplo de lo que sostiene
Redclift (2000) de cómo, «cuando el debate sobre la sostenibi-
lidad fue tomando mas fuerza, mucho de éste fue influenciado
por la economía neoclásica, y se hizo el intento de traducir las
prioridades ambientales en preferencias de mercado, siguiendo
la ortodoxia neoliberal... Se había iniciado una búsqueda de
formas prácticas en que la sostenibilidad podía caber en políti-
cas y planes existentes».

Sin embargo, esta asociación certificación-mercado sobre
la cual tanto se insiste es sólo una verdad a medias. Aunque
parezca una ironía, existe más bien una situación «histérica»,
por la cual el mercado es teóricamente la palanca (driving for-

ce) a partir de la cual se presiona (¿o se seduce?) a los producto-
res para que manejen sosteniblemente sus bosques, pero una
vez que aquello se ha logrado, el mercado puede desaparecer,
abandonando a su suerte a su «pretendiente». Esto, dicho con
humor, es en realidad el resultado de una actitud cínica por
parte de la industria de la madera y del consumidor, quienes
declaran a viva voz su «compromiso con la conservación de los
bosques y la biodiversidad del planeta» sin que ello signifique
ni un compromiso de compra ni una compensación económi-
ca para quien se esfuerza por dicha conservación. El quid de la
cuestión o la trampa es definitivamente la ausencia de un mer-
cado justo para la madera certificada, un mercado justo que
no sólo debe compensar la inversión que hace el productor
para manejar sosteniblemente su bosque y certificarlo, sino tam-
bién diferenciar los esfuerzos relativos que realizan los diversos
tipos de productores (comunidades pobres vs. grandes empre-
sas, dueños de bosques nativos vs. plantadores), y en diferentes
ecosistemas.

Y el mercado justo para productos forestales certificados
debe dejar de ser un mercado marginal, sólo basado en la bue-
na voluntad del consumidor —como en el caso del café— para
convertirse en un acuerdo (en el marco de la OMC y de la
OIMT), por el cual los países del Norte reconozcan los costos
incrementales y los esfuerzos que los productores forestales del
Sur realizan al cumplir con los requisitos de la certificación, y
los muchos servicios ambientales y externalidades positivas para
el planeta que implican ese manejo sostenible, tal vez más im-
portantes que la simple madera por la cual están pagando.

Por otro lado la certificación no parece tener ningún va-
lor para aquellos bosques más degradados, o situados en
ecosistemas más pobres, o cuya superficie es demasiado peque-
ña, o en manos de comunidades campesinas o indígenas que
no producen para el mercado. Es decir en todos aquellos casos
donde la articulación al mercado no es relevante, no es posible
o no es deseable. En ese sentido, puede concluirse que la certi-
ficación es potencialmente útil sólo para una pequeña franja
de bosques nativos, por lo cual entonces sólo resuelve muy
parcialmente el problema para el cual fue creado. ¿Cuáles son
entonces los incentivos alternativos para quienes no logren
certificar sus bosques? El Mecanismo de Desarrollo Limpio tam-
bién parece estar más asociado a bosques con una contribu-

25 Comentario de Bas Louman (2002), Conferencia sobre Certificación

Forestal, Equidad y Participación en América Latina, 8 de agosto.
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ción sustancial a la captura de carbono, es decir bosques pro-
ductivos o plantaciones. ¿O bien debemos pensar que la disyun-
tiva gira en torno a su declaratoria como áreas protegidas, su
conversión a otros usos del suelo, o a una lenta y agónica de-
gradación?

Todo ello nos debe conducir a replantearnos si la certifica-
ción forestal con estándares iguales para todos, no termina sien-
do un mecanismo de exclusión de los productores pequeños, de
las comunidades más pobres; a preguntarnos si la certificación, al
hacer abstracción de las condiciones en que funciona el mercado
de la madera, no se convierte en un instrumento poco útil para
promover el desarrollo socioeconómico y frenar la deforestación;
si los estándares de la certificación, al no tomar en cuenta el con-
texto concreto en el cual se dan las economías campesinas, no se
les vuelve en contra, discriminándolos. Y los datos parecen darle
la razón a Leff (2001) cuando señala «De esta manera, la
mercantilización de la naturaleza bajo esta nueva geopolítica eco-
nómica-ecológica ahonda las diferencias entre países ricos y po-
bres bajo los principios del desarrollo sostenible. La nueva
globalidad justifica las ventajas comparativas entre los países más
industrializados (...) y los países pobres...»

La certificación por otro lado viene a desnudar la fragili-
dad del discurso del desarrollo forestal comunitario, que ha
insistido en los últimos 25 años en que la ecuación pobreza y
degradación/deforestación se resuelve con el aprovechamiento
de determinados productos y su comercialización en el merca-
do. Un mito similar ronda alrededor de los Productos Foresta-
les No Madereros. La certificación pone en evidencia cuán di-
fícil es para las comunidades acceder a estos mercados en con-
diciones de equidad. Es hora de reconocer que debemos buscar
estrategias alternativas, que partan de los valores que las pro-
pias comunidades asignan a esos recursos, que fortalezcan en
lugar de debilitar estas relaciones sociedad-naturaleza o comu-
nidad-bosque, sin por ello dejar de valorar y reconocer (y com-
pensar económicamente) los servicios ambientales o externa-
lidades que estos bosques, por muy inaccesibles, poco produc-
tivos o degradados, prestan a la sociedad.

Como se ha dicho anteriormente, lo que debe cuestio-
narse es el modelo de desarrollo implícito en la certificación
forestal. Y ello implica promover un nuevo principio, orienta-
do a exigir una contribución al desarrollo regional por parte de

la Unidad de Manejo Forestal que desee certificarse. Muchos
objetarán, señalando que no es responsabilidad de las empresas
forestales la dinamización de la economía local, que atenta contra
su sostenibilidad económica. Pero en realidad, lo que subyace
es el argumento de que el buen manejo no debe encarecer el
producto, que el consumidor no debe «perjudicarse» pagando
más por madera certificada, cuando justamente lo que se está
poniendo a prueba es su compromiso genuino con el ambiente.

Finalmente hay que preguntarse cuál ha sido el impacto
de la certificación en desacelerar la degradación o la deforestación
de los bosques tropicales. Algunos como Freris y Laschefski
sostienen que ha servido para atraer nuevas inversiones inter-
nacionales para el aprovechamiento de bosques primarios, am-
pliando la «frontera de tala», construyéndose caminos de pene-
tración en zonas de difícil acceso, lo cual está teniendo un pro-
fundo impacto sobre los ecosistemas tropicales. Y que por otra
parte, el hecho de que la madera certificada tenga el mismo
precio que la madera común ha significado un desincentivo
para frenar la conversión de áreas forestales a usos agrícolas y
pecuarios (2001). No parece haber suficiente evidencia sobre
esto, por falta de estudios específicos, aunque estas hipótesis
no debieran descartarse. Lo cierto es que, si la certificación se
convierte crecientemente en un requisito del mercado, y a la
vez sigue siendo un obstáculo para muchos productores, en-
tonces es probable que tenga un efecto boomerang, induciendo
a la tala ilegal, a la agricultura migratoria, o a megaproyectos
ganaderos y agrícolas en suelos forestales. La cura podrá enton-
ces haber sido peor que la enfermedad.
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Nicaragua: deuda
ecológica y el

modelo de
endeudamiento,

empobrecimiento y
depredación

Magda Lanuza*

EL MODELO ECONÓMICO Y LA DEUDA
EXTERNA

La evolución de la deuda externa de Nicaragua esta estrecha-
mente ligada al contexto sociopolítico de la época y durante la
dictadura de los Somoza, garantes de un modelo de
agroexportación vinculado a la burguesía criolla y los intereses
estadounidenses. Un segundo momento, es quizás el más con-
trovertido, ya que fueron factores externos que determinaron,
básicamente, su dramático incremento durante la década de la
Revolución Sandinista de los ochenta. Posterior a la llegada al
poder de la presidenta Violeta Barrios de Chamorro, se inicia
un tercer período con la aplicación de los Programas Ajuste
Estructural y la agenda neoliberal.

La acumulación de la deuda ecológica de Nicaragua com-
prende tres momentos históricos. Obviamente, no incluimos
en este trabajo el saqueo realizado durante la época colonial ya
que su estudio amerita una investigación muy puntual. Algu-
nas referencias enunciadas aquí sobre el modelo agroexportador
y la extracción de materias primas en el siglo XIX y el XX, dan

muestras de lo que ha sido la sobreexplotación de los
recursos naturales y que hoy en nombre de medidas
adoptadas para el pago de la deuda externa, se llama
inversión extranjera.

Uno de los elementos que tratamos de presentar
con este reclamo, no es una comprensión conceptual
limitada al problema de la deuda externa; más bien
documentar cómo el «desarrollo», la inversión extran-

jera y la deuda han sido herramientas utilizadas por los países
ricos del Norte para controlar y explotar a naciones, sus recursos
naturales y fuerza de trabajo. Es por ello que ante los dramáticos
niveles de empobrecimiento, de profundas crisis ambientales y
sociales, buscamos enfocar las causas de ese endeudamiento, sin
tener que recurrir a las cifras, porcentajes y en general al juego de
números tan efectivamente manipulados por los tecnócratas del
Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional.

Los aportes que han hecho nuestros agricultores e indíge-
nas como fitomejoradores naturales, nunca han sido remune-
rados de forma alguna, al contrario de las grandes industrias
farmacéuticas, de semillas y alimentos que han estado usufruc-
tuando por años las ganancias de las medicinas patentadas y
semillas certificadas. A esto se agrega el desastre climático oca-
sionado en gran parte por la quema de combustibles fósiles y
las emisiones de las industrias, donde remanentes de bosques
como Bosawas juegan un papel en la absorción gratis de dióxido
de carbono y que no producimos, sin embargo, todo es un
gran aporte al equilibrio del planeta, aunque tengamos impac-
tos tan severos como el devastador Mitch.

Aunque las grandes conferencias internacionales han ayu-
dado a plantear la relación entre desarrollo, deterioro del medio
ambiente y pobreza, no podemos dejar de asociar que ellos
tambien han justificado al mismo modelo promotor del saqueo
y la rapiña. Muchas ONG y autoridades de los países Norte,
han practicado la preservación ambiental a su propia convenien-
cia comercial. Estas acciones cosméticas, no toman en cuenta el
verdadero costo de la extracción de los recursos ya que los pre-

* Jubileo Sur Nicaragua (Centro de Estudios Internacionales – Nicara-

gua).
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cios no reflejan el daño ambiental, ni social. Esto es más claro en
el caso de la minería donde por cada dos gramos de oro extraído,
es removida del suelo una tonelada de material.

MODELO AGROEXPORTADOR
Y LA INVERSION EXTRANJERA

El estilo de vida, de producción y consumo de los países del
Norte ha ido mas allá de los límites de sustentabilidad. Los
impactos negativos de ese sistema los hemos vivido principal-
mente los países del Sur y desde luego estamos menos prepara-
dos para enfrentar los desastres ambientales y humanos.

El modelo agroexportador fue propiciado y financiado por
el Estado, el que se profundizó con la producción algodonera
que inició en 1950. Cuanto más grandes eran las fincas, más
grandes eran las áreas de monocultivos. El sistema financiero des-
tinaba gran parte de su financiamiento a los cultivos de exporta-
ción, por lo tanto, en 1976 se tenían habilitadas 5.510,3 manza-
nas mientras 54.400 se destinaban para la alimentación nacional.
En 1950 el café ocupaba el primer lugar en las exportaciones de
Nicaragua y el algodón el 5%. En 1972 por la tendencia mun-
dial el café representaba el 13% y el algodón el 25%.

Mercado del café

Los latifundios cafetaleros se formaron desde finales del siglo
XIX con una historia de expropiaciones y la destrucción de
extensas áreas de bosques en las zonas del bosque húmedo. Entre
1920 y 1930 el área cultivada ocupaba unas 2.000 manzanas
las que eran ocupadas por 49 grandes latifundios. Con la crisis
de los precios es abandonada la cosecha en los años treinta y
luego se vuelve a reactivar en los años cincuenta y ya para 1967,
ocupaban una extensión total de 4.700 manzanas, esto al me-
jorar sustancialmente los precios en el mercado mundial. El
café fue sembrado en las mejores tierras, el acarreo funcionó en
gran parte sobre los hombros de los trabajadores o de las mulas
que contribuían grandemente a la compactación del suelo.

En cuanto a la tecnología, en los años cincuenta se intro-
dujeron variedades «modernas», es decir de alto rendimiento
sin que implicaran calidad, tenían corta vida y mayor depen-

dencia en agroquímicos. Este cultivo y la relación con la deuda
ecológica, tiene más bien relación desde el intercambio des-
igual y el desmonte de montañas para dar paso a las plantacio-
nes, en vez de la contaminación dejada por los demás mono-
cultivos, ya que la oligarquía criolla mantuvo las formas tradi-
cionales de cosecha. A nuestra realidad, se suman los otros países
que exportan lo mismo, la crisis cafetalera ha nacido del mode-
lo agroexportador que nos impone el Norte.

Extracción de metales

Según los pocos datos de la inversión extranjera en Nicaragua,
encontramos en la división geográfica para la explotación y la
agroexportación a la costa atlántica orientada al control de los
recursos naturales exportables. Las empresas de mayor inver-
sión fueron Rosario y Neptune Mining Co de EE UU. El oro
amarillo sacado de las montañas de Siuna y Bonanza ha costa-
do la vida a centenares de trabajadores y el envenenamiento
total de dos de los ríos mas grandes, el Mico y el Bambana,
producto de las toneladas de mercurio. Tambien se convirtió
en una de las causas de deforestación y desplazamiento de las
comunidades indígenas, para dar paso a la creación de las tres
ciudades de enclave, Bonanza, Siuna y Rosita.

Neptune Mining Co. La producción aurífera de una de las
zonas más ricas en el metal amarillo, fue el área de Bonanza. Según
datos el valor acumulado del oro extraído entre 1880 a 1922 se
estima en 12 millones de dólares. La producción de Neptune se
inició en 1939 después que otras pequeñas empresas estadouni-
denses la fundaran. Debido al cambio del precio de oro en el mer-
cado mundial se dedicaron a extraer plomo y zinc. El Vesubio se
convirtió en la segunda mina más grande de América Central.

Rosario Mining Co. En 1909 la empresa La Luz and los
Angeles Mining Company adquirió la concesión para la explo-
tación minera en Siuna, la base de esta empresa estaba en
Pitsburg EEUU. Luego esta mina fue operada por Ventures
Limited de Canadá. Debido al auge de los precios del cobre
por la guerra de Vietnam y el descubrimiento de la mina de
cobre en Rosita, ésta fue la empresa que obtuvo las mayores
ganancias en Nicaragua en los años sesenta. Fue en 1973 que
Rosario Mining Co adquiere las acciones por un monto de
1.468.425 US$. En 1978 sus ventas ascendía a 61.692 US$.
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La extracción de los bosques

Las extractoras de bosques instalaron aserraderos en las zonas
más cercanas a las vías de transporte (ríos y carreteras). Entre
ellas INFOCASA de capital español, Wadley & Ivy de Estados
Unidos y Wrigley de Estados Unidos que instalaron una planta
lavadora de latex. Luego la compañía Química de la Costa At-
lántica (de capital japonés y estadounidense) se instaló para ex-
traer la resina de los pinares nativos. La mayor extracción de
los recursos naturales en la costa atlántica se dio entre 1900 a
1930, esto en mayor parte significó la extracción de todas las
maderas preciosas y la explotación del caucho en gran parte del
bosque húmedo. Standard Fruit Co. también explotó en el
Atlántico, enormes volúmenes de madera, luego se interesó en
plantar banano, pero por diversas dificultades en la producción
decidió retirarse a partir de 1935.

ATCHEMCO se estableció en las tierras de los indígenas
miskitos y en los límites del bosque más extenso de pinos de
Centroamérica, un área que además comprendía Honduras.
No obstante, la explotación y devastación de los pinos comen-
zó con la empresa Nicaraguan Long Leaf Pine Company
(NIPCO) desde los años cuarenta, inducida por la abundante
disponibilidad de materia prima, se movió para presenciar la
mayor devastación forestal. Luego ATCHENCO obtuvo una
concesión para extraer ya no árboles, sino los tacones dejados
por NIPCO. La zona se convirtió en un cementerio. Los de-
más inversionistas, eran ADELA Investment Co. Luxemburg
y Mitsui & Co de Estados Unidos y Shin -Etsu Co. de Japón.

La Palma africana dio inicio en 1940 con las plantacio-
nes lo que significó la deforestación indiscriminada de amplias
zonas para luego sembrar 4.000 manzanas de palma africana
en estas regiones. La United Fruit Company recibió subsidios
y oportunidades para comprar tierras baratas. Prácticamente se
destruyo la biodiversidad en esta zona en un 80%. Este tipo de
palma era sembrada en los trópicos ya que la producción era
bastante prometedora por la United Brands.

El Programa de Ref orma Agraria (1964)

Éste fue implementado en territorios indígenas de la costa atlánti-
ca, donde se pretendió entregar tierras a los campesinos desplaza-
dos por el boom algodonero y cafetalero. Esto fue acompañado

por un proceso de educación y capacitación sobre cómo preparar
las nuevas tierras con insecticidas y fertilizantes y se les indicó
sembrar semillas certificadas que «producían más», para ello se les
otorgaron préstamos para comprar esa tecnología agrícola.

Este programa abarcó a 2.651 familias para una área de
41.052 manzanas. La tierra no fue entregada legalmente, sino
que se les vendió el derecho a poseer la parcela y pagarla de 15
a 20 años plazo. En la aventura intervinieron un gran numero
de institucionales nacionales con dinero internacional e inter-
nacionales tales como AID, el BID, la OEA y las Naciones
Unidas. Estas últimas instituciones vinieron a amarrar los prés-
tamos que habían concedido los bancos de ese mismo país al
capital nacional, como el caso en 1975 del Programa INVIER-
NO con préstamo directo de EE UU por un monto de 95
millones de córdobas.

El hecho de empujar a miles de familias a tierras boscosas
desconocidas, en la zona central y atlántico del país, conllevó la
apertura de la frontera agrícola, extracción de las últimas maderas
preciosas y la consolidación del sistema agrícola dependiente de las
tecnologías del Norte. Esto fue preparado en contubernio con un
Estado servil y vendepatria, la burguesa criolla y el capital extranje-
ro, principalmente estadounidense, a quienes poco les importaban
los límites naturales y humanos. La intención no fue crear las con-
diciones mínimas al campesinado nicaragüense, sino abonar al ne-
gocio de la banca internacional, explotarlos como fuerza de trabajo
y domesticarlos en el sistema capitalista agroexportador.

El cultiv o del algodón

El Pacífico fue el área más industrializada (caminos, puertos, ca-
rreteras, industrias, administración pública, telecomunicaciones,
etc) y fue precisamente en sus suelos donde se concentró la pro-
ducción algodonera. En 1963 el gasto en infraestructura había
subido seis veces más que en 1950. Esto demuestra que las polí-
ticas estatales hicieron posible la inversión algodonera en la zona,
pues se encargó de financiar a los capitalistas y de hacerles renta-
bles el cultivo. En León y Chinandega se concentró el 84% del
cultivo con cerca de 300.000 manzanas cultivadas, comparadas a
las 120.000 de café y las 60.000 de caña de azúcar.

El algodón cultivado para el mercado mundial, estuvo
sujeto a los altibajos de los precios y los requerimientos de ese
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mismo mercado. Los agentes exportadores del algodón entre
1972 y 1973, eran en un 95% empresas estadounidenses. La
importancia que tuvieron los insecticidas y fertilizantes para el
cultivo de algodón era tal que la tercera parte del dinero utili-
zado para producir el algodón era desembolsado para la com-
pra de esos productos, es de decir 600 C$ de cada 1.800 C$
Estos insecticidas eran mezclados en Nicaragua, aunque la em-
presa HERCULES distribuidora para toda Centroamérica, te-
nia su matriz en Delaware EEUU. En cuanto a importación
de tecnologías, en 950 había en el país, solamente 417 tracto-
res y ya en 1972 había 2.400.

La producción algodonera concentró la tierra en unas
pocas manos, destruyó la parte boscosa de la zona y limpió el
suelo totalmente para el monocultivo. saturarlo con fertili-
zantes y plaguicidas. En 1960 esta producción consumía el
98% de los insecticidas utilizados en todo el país. En 1972
quienes producía la riqueza obtenían apenas un 7,5% de los
ingresos del sector mientras que un 4% de la población o
sean los patrones reciben un 60% de los ingresos. El empo-
brecimiento con empleos temporales (4 meses al año), pro-
vocó el desarraigo a la tierra y a los modelos de vida rurales.
La expulsión del campesinado hacia la ciudad, dio origen a la
dependencia alimentaria puesto que se dejaron de producir
alimentos.

Siempre se cita al auge algodonero como un elemento
clave para el crecimiento económico de Nicaragua, pero muy
poco se habla sobre las otros impactos. Los trabajadores eran
transportados a los plantíos en condiciones disfrazados por las
toneladas de polvo y soportando temperaturas de hasta 60 gra-
dos. En cuanto al uso de agroquímicos también fue indiscri-
minado pues los enemigos del cultivo del algodón eran indis-
tintamente los insectos, que lo atacaban, y las personas que lo
cortaban. Las fumigaciones mataban primero a los pájaros, los
peces y animales de los ríos, luego caían sobre las cabezas de los
trabajadores que hasta hoy siguen muriendo.

Cultiv o del banano

A inicios del siglo XX las planicies volcánicas de Chinandega
comienzan a adquirir un perfil cada vez más agroexportador,
con la expansión de grandes plantaciones de caña de azúcar,

integradas al proceso agroindustrial. Los monocultivos dieron
en esta zona la transformación del paisaje quedando los suelos
expuestos a la erosión como consecuencia de la tala de bos-
ques. La tasa de pérdida de suelos en las llanuras del pacífico
alcanzaron las 44 Ton/ha, encima de los niveles permisibles es-
timados (12 Ton/ha).

La primera empresa en instalarse en el país fue la United
Fruit Company (1899) en la zona del Atlántico, la misma que
en 1960 se instala en el occidente del país por invitación del
Instituto de Fomento Nacional (INFONAC). Después de re-
tirada de United, en 1965, el mismo instituto invitó a la Stan-
dard Fruit, la que se instaló en 1969, hasta 1982 durante la
Revolución Popular Sandinista.

Las plantaciones de banano por Chiquita según estima-
ciones ha costado al país 4.000 millones de dólares en cuanto
daños sociales y ecológicos. En este cultivo hasta se llegaron a
aplicar 36 productos químicos. La fumigación aérea con
Nemagón alcanzaba a los plantíos, los trabajadores, sus vivien-
das y las cosechas de hortalizas. La contaminación llegaba a
tres niveles, el aire, el suelo y el agua por transportación directa
o indirecta de herbicidas, fertilizantes, nematicidas,etc. La trans-
formación de los suelos fértiles, ha incidido directamente en la
pérdida de microorganismos que mullen el suelo, altos niveles
de erosión y desequilibrios ecológicos y la acumulación de resi-
duos de plaguicidas en los tejidos de especies acuáticas.

El DBCP o Nemagón elaborado desde 1940 fue comer-
cializado a nivel mundial, en todos los países donde Standard
Fruit tenía plantaciones bananeras. Al comprobarse los daños
que causaba el DBCP en la salud de los trabajadores se prohi-
bió su uso, sin embargo, esto no fue un obstáculo para conti-
nuar su aplicación en nuestro país. La Standard Fruit, Dole
Food, Shell Oil, Dow Chemical Company y Occidental
Chemical Corporation, todas cómplices no tomaron en cuen-
ta los resultados de laboratorio, presentándose veinte años más
tarde casos de afecciones serias. Los trabajadores afectados di-
rectamente por el Nemagón, suman hasta ahora de 3.500, de
los cuales 800 son mujeres.

Los daños al medio ambiente son cuantificados sobre todo
por la contaminación de los recursos hídricos, al arrojar sobran-
tes de formulaciones y agua de lavado de equipos en ríos, arroyos
o lagos, la instalación de las plantaciones hasta el margen de fuentes
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de agua corrientes o detenidas, el desplazamiento de plaguicidas
debido a los vientos o lluvia a los ríos, arroyos, la contaminación
de aguas subterráneas por plaguicidas a través de la filtración de
los terrenos y la aplicación directa de plaguicidas en el control de
larvas, caracoles y vegetación acuática.

EL RECLAMO DE LA DEUD A ECOLÓGICA
GENERADA POR UNA GUERRA IMPUESTA

La década de los ochenta marco el inicio de una nueva época
en la relación entre el gobierno sandinista de Nicaragua y la
administración de los Estados Unidos. Las relaciones entre los
dos gobiernos empeoraron aun mas tras la llegada a la Casa
Blanca del gobierno del Presidente Ronald Reagan. No era se-
creto el apoyo que el gobierno estadounidense brindaba a las
fuerzas antisandinistas y el involucramiento directo e indirecto
de la administración Reagan en los intentos de derrocar al go-
bierno nicaragüense de la época. El 27 de abril de 1983 en un
discurso televisado el presidente Reagan afirmaba que la segu-
ridad nacional de todo el continente se encontraba amenazada
por las acciones del gobierno de Nicaragua. Para el 4 de mayo
de 1983 el presidente Reagan acepta públicamente que su país
esta ayudando a las fuerzas antisandinsitas, a quienes se refiere
como «paladines por la libertad»

A inicios del mes de mayo de 1983 el Comité de Inteli-
gencia del Senado de los Estados Unidos aprueba una resolu-
ción (13-2) en la que autorizaba a la Agencia Central de Inte-
ligencia (CIA) para que continuara sus operaciones de apoyo a
la Resistencia Nicaragüense en abierta violación de las reglas y
acuerdos internacionales.

La Resistencia Nicaragüense (Contras) recibió ayuda de la
Casa Blanca a través de muchos canales. En 1980, el presiden-
te Carter dedicó un millón de dólares para organizar a las fuer-
zas contrarrevolucionarias. En 1981, Reagan autorizó otros 19
millones para ampliar la cobertura de las operaciones. En dos
resoluciones separadas en 1983, el Congreso aprobó 19 y 24
millones de ayuda a la Contra. En junio de 1985, el Congreso
aprobó otros 27 millones. Para la primavera de 1986, los con-
tras habían recibido un total de 130 millones de dólares en
ayuda. En junio de 1986, el congreso autorizó otros 100 mi-

llones para continuar la guerra. Para 1988, la Contra había
recibido mas de mil millones de dólares en ayuda de los Esta-
dos Unidos. (NYT 1988b).

Súbitamente las operaciones de sabotaje y destrucción de
objetivos económicos en 1983 sufrieron un incremento dramáti-
co en cantidad y calidad muy por encima de las capacidades
organizativas y militares de la contra; dejando al descubierto el
involucramiento directo de fuerzas especiales estadounidenses en
dichas operaciones. La CIA inclusive creo una fuerza comando,
llamada «Unilaterally Controlled Latino Assets», la cual tenía como
misión principal el sabotaje y hacer creer que había sido la Contra.

El 13 de septiembre de 1983 un oleoducto submarino y
una parte de la terminal petrolera de puerto Sandino fueron
destruidos por una explosión. Seguidamente el 2 de octubre
de 1983 se efectuó un ataque a los depósitos de petróleo en el
puerto Benjamin Zeledon, en la costa atlántica de Nicaragua
provocando la destrucción de gran cantidad de carburante.
Nuevamente el 10 de octubre de 1983 es atacado el puerto de
Corinto por aire y por mar, lo que conllevó a la destrucción de
cinco depositos de petróleo, la perdida de millones de galones
de carburante (Metil-Cetona y Hexano).

La destrucción de la base económica y humana de Ni-
caragua en una guerra impuesta y financiada por el gobierno
de los Estados Unidos dejo al país al borde del colapso eco-
nómico, con una deuda externa astronómica y una tasa de
inflación altísima. Diez años de conflicto armado bajo el es-
quema de «guerra de baja intensidad» implementada por la
administración norteamericana dejaron profundas huellas en
el medio ambiente y la sociedad nicaragüense. La cantidad
de bosques que desaparecieron producto de los enfren-
tamientos armados, el uso de la artillería y los bombardeos;
incendios forestales, así como la casi desaparición de especies
animales en las áreas de enfrentamiento armado no son
cuantificables. De igual manera, la pérdida de vidas huma-
nas. Para finales de los ochenta las víctimas alcanzaban los 50
mil: 15 mil combatientes muertos, 15 mil civiles muertos y
otros 20 mil heridos durante la guerra.

Ésta era la realidad que enfrentó Nicaragua y que la obli-
gó a presentar el caso contra los Estados Unidos ante la Corte
Internacional de Justicia de La Haya. En sus partes resolutivas
la sentencia fue favorable para Nicaragua.
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En el fallo del tribunal del 27 de junio de 1986 Nicara-
gua contra los Estados Unidos de América en su punto núme-
ro 4 por doce votos contra tres la corte decidió que «...los
Estados Unidos de América, en virtud de ciertos ataques efec-
tuados en territorio nicaragüense en 1983 y 1984, contra Puerto
Sandino en 13 de septiembre y 14 de octubre de 1983, contra
Corinto el 10 de octubre de 1983, contra la base naval de
Potosí en 4 y 5 de enero de 1984, contra San Juan del Sur el 7
de marzo de 1984, contra barcos patrulleros en puerto Sandino
el 28 y 30 de marzo de 1984 y contra San Juan del Norte el 9
de abril de 1984, así como en virtud de actos de intervención
que implican el uso de la fuerza indicados en el inciso 3 mas
arriba, han violado, respecto a la República de Nicaragua, la
obligación que les impone el Derecho Internacional consuetu-
dinario de no recurrir a la fuerza contra otro Estado.»

Más adelante en el punto 6 el tribunal decidió por doce
votos contra tres que «al colocar minas en las aguas interiores o
territoriales de la República de Nicaragua en el transcurso de
los primeros meses de 1984, los Estados Unidos de América
han violado, respecto a la República de Nicaragua, las obliga-
ciones que les impone el Derecho Internacional consuetudina-
rio de no recurrir a la fuerza contra otro Estado, de no interve-
nir en sus asuntos, de no atentar contra su soberanía y de no
interrumpir el comercio marítimo pacifico».

En el punto 13 la decisión del tribunal por doce votos
contra tres fue que «los Estados Unidos de América están en la
obligación, frente a la República de Nicaragua, de reparar cual-
quier perjuicio causado a ésta por la violación de las obligacio-
nes impuestas por el Derecho Internacional consuetudinario
que se han citado arriba».

Minas antipersonales
Otra de las secuelas de la guerra impuesta y financiada por el
gobierno de los Estados Unidos, fue el uso y la instalación de
minas antipersonales por todo el territorio nacional. La premi-
sa fundamental en este sentido es que si el conflicto Nicara-
güense no hubiera sido escalado hasta los niveles conocidos
durante los ochenta, en gran medida gracias al papel jugado
por la Casa Blanca, no hubiera sido necesario el haber recurri-
do a mecanismos de defensa de este tipo. De acuerdo a los
registros castrenses 35.643 minas antitanque y antipersonales

estaban instaladas en el territorio nacional en objetivos civiles y
militares en 1990.

De 1982 a 1989 se instalaron 81.626 minas en 467 cam-
pos o grupos de mina a lo largo de aproximadamente 400 ki-
lómetros de frontera estatal y 39 diferentes objetivos a lo inter-
no del territorio.

La población afectada por la presencia de minas se localiza
fundamentalmente en las franjas fronterizas norte y sur, así como
en el sector rural ubicado alrededor de los objetivos económicos
en el interior del territorio, en los teatros de operaciones militares
del norte, centro y Atlántico. Las zonas minadas han disminuido
las posibilidades de producción en comunidades debido al cons-
tante peligro. Los medios de trabajo y subsistencia de los lugares
perjudicados —ganado, agricultura—, resultan afectados por las
minas. En algunas ocasiones personas han resultado heridas o
muertas por sacar ganado de áreas minadas; por no mencionar el
desuso del suelo o el empleo limitado del mismo causando así
serios problemas en la economía campesina de autoconsumo.

Se desconoce la cifra de ciudadanos nicaragüenses afecta-
dos por efectos de las minas durante y después de la guerra.
Solamente en el departamento de Madriz, en el norte del país
se tienen registradas 58 personas amputadas y 249 heridas por
efectos de las minas. La población que habita en los más de 35
municipios afectados por minas representa el 37 por ciento del
total de la población en el país.

En Nicaragua existen comunidades que fueron minadas hace
20 años y todavía sus tierras están inutilizadas, debido a que con-
tinúan minadas. El peor peligro es cuando la gente abandona un
lugar porque sospecha la existencia de minas. Existen varios mu-
nicipios de Nueva Segovia donde se ha presentado este problema
y lo peor del caso es que son zonas cafetaleras, base fundamental
de los empleos temporales en el área rural. Los productores de
estas zonas (Dipilto, municipios de Quilalí, Jalapa, San Fernan-
do, etc.), afirman que entre tres mil y cuatro mil manzanas de
café están prácticamente abandonadas desde hace 15 años. La
gente cree que en esos lugares hay minas.

Tras el huracán Mitch, fenómeno natural que afectó el
país en octubre de 1998, muchos lugares donde estaban plan-
tadas minas antipersonales fueron removidas por las corrientes
y los deslaves de sedimentos. Estos detonantes fueron arrastra-
dos y algunos explotaron, otros quedaron diseminados y
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semienterrados por todo el territorio norte y central del país
dejando los mapas de control del ejército sin ninguna validez;
aumentando así el riesgo de mayores tragedias.

Algunos datos*

Población de Nicaragua 4.357.094 hab.
Extensión Territorial 148.000 Km cuadrados

En 1993 en Nicaragua:

• Había una mina instalada por cada 32 habitantes
• Estaba minado el 34% de la Frontera Norte
• Estado minado el 29% de la Frontera Sur
• Había 8.047 minas instaladas por cada Departamen-

to y Región Autónoma.
• Había una mina instalada por cada 20 niños.
• Había una mina instalada por cada 11 personas

económicamente activa.

 * Fuente: Ejército de Nicaragua. Datos obtenidos a través de los reportes
de la situación operativa en todo el territorio nacional.

IMPACTOS DEL DESASTRE CLIMÁTICO
HURACÁN MITCH...

El 21 de octubre de 1998 la estación meteorológica de Mana-
gua, anunció la llegada de una depresión tropical y al siguiente
día, dio la alarma de convertirse en una tormenta tropical, el 28
se comunicó la presencia de un huracán. Desde que se inició el
registro (1880) de las lluvias no hay datos parecidos a la magni-
tud de las lluvias del Mitch. El hecho de pasar de 44 mm de
lluvia a 485 mm en dos días, no había sucedido, ni durante el
huracán Juana de 1988 el más fuerte hasta entonces con vientos
de 220 Km/h. Los medios repitieron las palabras de los especia-
listas, fue un huracán de escala rápida, las lluvias del siglo.

Las pérdidas económicas ofrecen cifras conservadores con
base en la destrucción de infraestructura y la pérdida en la agri-
cultura, por un monto de 1.504 millones de dólares. Atrás que-
daron 2.863 muertes con 938 desaparecidos. El huracán Juana
en 1988, dejó pérdidas de 839 millones y el maremoto de 1992
implicó, 25 millones. Estas cifras siempre olvidan los otros daños

como la contaminación de los ríos, la depredación de los bos-
ques de galería, la perdida de especies, el daño directo a la
biodiversidad y la transformación del paisaje.

Las evidencias nos indican que cada vez más, los impactos
son más severos y también aprendimos que la naturaleza nos
cobra el daño realizado; pues las zonas más afectadas, fueron
precisamente las regiones depredadas y contaminadas por los
monocultivos de caña de azúcar, algodón y bananos. También
sabemos que cuando estos desastres ocurren en los países po-
bres, el daño se multiplica tantas veces más.

La deuda con el medio ambiente continuó aún más en las
acciones y presupuestos de la reconstrucción, ya que nunca se
toma en cuenta la restauración ambiental. Cuando se destinan
presupuestos de reconstrucción se multiplica esa deuda, al desti-
nar para la infraestructura, la introducción de maquinarias, tec-
nologías importadas con asesorías extranjeras y más préstamos
endeudamiento. Es importante señalar que la capacidad de absor-
ción del dióxido de carbono en la atmósfera ha sido saturada por
los niveles de producción y consumo de los países del Norte, sin
embargo, está considerado que los impactos del desequilibrio pro-
vocado, los estamos sufriendo con mayores o peores consecuen-
cias las poblaciones del Sur. Una consecuencia es la mayor fre-
cuencia de «eventos climáticos extremos», como los huracanes.

LA NATURALEZA NO TIENE PRECIO

No estamos mercantilizando la naturaleza, únicamente estamos
tratando de utilizar a nuestro favor el lenguaje mercantilista que
impera en todas las relaciones provenientes de los centros de po-
der. Nuestro planteamiento sostiene que no existen cantidades,
ni números para calcular los daños causados, expuestos aquí. Sin
hacer pretensiones monetarias, el reclamo de la deuda ecológica
lo dirigimos al Norte en una coyuntura cuando las políticas y
medidas para el pago de la llamada deuda externa, está profundi-
zando y generando mayor daño ecológico y humano.

Este reclamo nos dará la oportunidad de plantear alternati-
vas claras a un desarrollo que desafíe los estándares de vida del
Norte y del Sur. Para nosotros ya ha sido demostrado lo que
implicaría la cancelación de la deuda externa. Sin embargo, tam-
bién debemos tener conciencia que sólo la disminución y en
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algunos casos la detención en la extracción de los recursos natu-
rales, nos asegurará la sobrevivencia de las presentes y futuras ge-
neraciones, esto para el Norte implicaría un ajuste ecológico con
dimensiones sociales en todas sus relaciones de poder.
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¿Para qué sir ven
las áreas naturales

protegidas?
La comprensión local
del ambientalismo en

la Reser va de la
Biosf era Sierra

Santa Mar ta
(Veracruz,  México).

INTRODUCCIÓN

Los dueños de las parcelas tumbaron para la milpa, porque
necesitaban sembrar, y los que tienen animalitos también
necesitan tumbar porque el ganado no se da en el monte.
Unos dicen que ya no hay que tirar el monte, pero cómo
quieren que viva uno ¿quieren que robe uno? ¿Para qué
vino uno aquí? Para trabajar, sino se hubiera quedado uno
donde estaba y no venir aquí a buscar tierra. Para eso Dios
puso aquí la tierra, para trabajar. En eso no se fijan las
autoridades, no se fijan. No sé, Dios mío, lo que piensan...
la forestal no quiere que uno tumbe monte pero Dios puso
la tierra para trabajar.

Las palabras anteriores pertenecen a la esposa de uno
de los campesinos de la comunidad de Venustiano
Carranza en la Sierra de Santa Marta, y reflejan con
una gran claridad que las iniciativas de conservación
pueden ser interpretadas y concebidas en formas radi-
calmente opuestas por los diversos sectores involucra-
dos. Aun cuando hoy en día los esfuerzos de preserva-
ción ambiental están guiados por un enfoque que in-
tenta integrar conservación y desarrollo, en el que se
asume que el manejo y la conservación de los recursos
biológicos debe realizarse por, para y con las comuni-
dades locales (Mehta y Kellert, 1998; Wells y Brandon,
1992), lograr la conciliación de los múltiples intereses

y visiones que se generan en torno al uso de los recursos bioló-
gicos es sin duda uno de los grandes retos de las tareas de con-
servación. En este sentido, el presente trabajo pretende explo-
rar la manera en que los habitantes de la pequeña comunidad
de Venustiano Carranza, en la Sierra de Santa Marta (Vera-
cruz, México), entienden y responden a las iniciativas de con-
servación; en especial al decreto de la Reserva de la Biosfera
Sierra de Santa Marta, que incluye el área total de las tierras de
su localidad.

Los datos fueron recabados durante febrero y abril del
2001, a partir de un cuestionario con preguntas abiertas y
cerradas, enfocadas a conocer tres aspectos de la percepción
de los campesinos sobre la reserva de la biosfera: la forma en
que entienden la función de la reserva, la existencia de posi-
bles conflictos de intereses entre los entrevistados y el área
natural protegida, y finalmente la relación entre las autorida-
des encargadas de la reserva y los campesinos. La muestra
agrupa a un total de 19 entrevistados que representan el 42%
de los ejidatarios (campesinos con derecho a tierra) en la co-
munidad y el 65% de los ejidatarios que residen en Venustiano
Carranza.

Leticia Durand*

* Centro Regional de Investigaciones Multidisciplinarias, Universidad

Nacional Autónoma de México, Av. Universidad s/n Circuito 2, Col

Chamilpa, Cuernavaca, Morelos, México. CP 62210,Tel. (52) 56 22 78 38,

E-mail: leticiad@servidor.unam.mx
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RESERVAS DE LA BIOSFERA Y
CONSERVACIÓN

Hasta la década de 1970, los esfuerzos de conservación estuvie-
ron basados en el enfoque preservacionista, caracterizado por
un control centralizado de los recursos biológicos y la exclu-
sión casi total de la población local de las áreas destinadas a la
protección ambiental (Mehta y Kellert, 1998; Wells y Brandon,
1992). Sin embargo, pronto este enfoque mostró ser poco ade-
cuado sobre todo en zonas muy pobladas. Esto se debió, por
un lado, a la gran cantidad de conflictos surgidos entre los
habitantes de las zonas declaradas como protegidas y las autori-
dades responsables, así como por la excesiva cantidad de recur-
sos financieros necesarios para limitar el acceso al interior de
las áreas protegidas y para solventar las necesidades de las per-
sonas establecidas dentro y fuera de estas zonas, cuyos sistemas
de producción y subsistencia son limitados y alterados con el
fin de preservar la biodiversidad (Wells y Brandon, 1992). El
fracaso del preservacionismo ha permitido comprender que las
comunidades locales y sus habitantes deben estar activamente
involucrados en la conservación ambiental, siendo fundamen-
tal para cualquier intento de conservación el reconocimiento
de las necesidades y aspiraciones de la población involucrada,
dando lugar al paradigma de conservación con desarrollo (Mehta
y Kellert, 1998; Wilshusen et al., 2002).

Las reservas de la biosfera son un tipo de áreas protegidas
cuyo diseño se basa en el enfoque de la conservación con desa-
rrollo, y pretenden no sólo resolver los conflictos de intereses
entre la población local y las iniciativas de conservación, sino
considerar al ser humano como parte integral de los ecosistemas
naturales (Halftter, 1992). El concepto de reservas de la biosfe-
ra es producto del proyecto «Man and the Biosphere» lanzado
en 1971 por la UNESCO, y fue replanteado en México para
dar lugar a lo que se conoce como modalidad mexicana. En
estas áreas, los objetivos de conservación se conjugan con la
obtención de beneficios económicos y oportunidades de desa-
rrollo para las comunidades rurales, y el manejo se establece
como una responsabilidad compartida entre la autoridad fede-
ral, instituciones de investigación y la población rural (Gregg
Jr., 1991; Halffter, 1992). En México las reservas de la biosfera
constituyen la categoría más elevada de áreas naturales protegi-

das y uno de los pilares de la política nacional de conservación.
Actualmente, existen 31 reservas de este tipo que con una su-
perficie superior a los 9 millones de hectáreas representaban
mas del 70% del territorio bajo protección legal en México
(http://www.conanp.gob.mx).

A pesar de que la participación de la población local se
establece como un elemento esencial en el intento de articular
conservación y desarrollo, existe poca claridad en cómo conce-
birla (Wells y Brandon, 1992; Pimbert y Pretty, 2000). En
algunos casos lo que se pretende es generar beneficios econó-
micos que mejoren las condiciones de vida de la población, sin
que los habitantes locales se involucren en el diseño y puesta
en marcha de las propuestas. Otro camino es aquel que inter-
preta las iniciativas de conservación-desarrollo como una vía
para impulsar en las personas y grupos sociales procesos de
búsqueda de oportunidades de desarrollo que les permita mo-
vilizar sus capacidades y transformarse en actores sociales, capa-
ces de manejar sus recursos, tomar decisiones y controlar las
actividades que afectan sus vidas (Cernea, 1982 en Wells y
Brandon, 1992). Ambos modelos pueden aportar resultados
similares en términos de mejoras en el nivel de ingresos, educa-
ción y salud, pero la segunda opción plantea además la posibi-
lidad de generar discursos compartidos en torno a la
sustentabilidad que favorezcan tanto el éxito de las iniciativas
de conservación como la transición hacia nuevas formas de re-
lación entre sociedad y medio ambiente. Este último punto es
particularmente importante en áreas decretadas como reservas
de la biosfera, específicamente planeadas para generar experien-
cias encaminadas a un desarrollo participativo y sostenible.

PERSPECTIVAS AMBIENTALES
Y CONSERVACIÓN

En cierta manera, puede parecer extraño hablar de discursos
cuando la conservación es un concepto frecuentemente ligado
a la acción, es decir, a la implementación de prácticas y medi-
das concretas que permitan revertir el daño ambiental, restau-
rar los ecosistemas afectados y proteger aquéllos bien preserva-
dos. No entanto, cuando incluimos el componente social y
nos interesa abrir paso a procesos de sostenibilidad que requie-
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ren una amplia participación social, es necesario considerar que
cada grupo humano tiene una interpretación particular de la
naturaleza o una perspectiva ambiental; que resulta de la expe-
riencia social y está conformada por supuestos, normas y valo-
res que permiten explicar, dar sentido y actuar en la realidad
(Milton, 1997; Durand, 2003). Bajo este punto de vista, pro-
ducto de las corrientes posmodernas de la antropología, la na-
turaleza, al igual que otras fracciones de la realidad, no tiene

existencia objetiva, y como una construcción sociocultural es
potencialmente distinta para cada persona o grupo social
(Simmons, 1993; Descola, 1996; Milton, 2002). La naturale-
za puede, entonces, ser vista como un conjunto de objetos
neutros que a través de la interpretación cultural se transforma
en ambiente, es decir, en una relación construida en torno al
individuo que en él se encuentra (Ingold, 1992, 2000).

Dentro de este marco de análisis el mismo concepto de

Figura 1. Región de la Sierra de Santa Marta
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desarrollo sostenible es producto de una perspectiva ambiental
particular denominada ambientalismo. Esta perspectiva se ca-
racteriza, de manera general y a pesar de sus diferentes vertien-
tes, por la existencia de la preocupación por la naturaleza, vista
como una entidad global, como un conjunto de recursos al
cual idealmente se debe acceder de manera equitativa y un ob-
jeto de responsabilidad común que debe preservarse a través
del esfuerzo humano (Milton, 1997). Como toda perspectiva
ambiental, ésta se compone de un discurso propio, un conjun-
to de conceptos y teorías, que a su vez conforman a la comu-
nidad que lo crea como un espacio de representación de lo real
(Porto Goncalvez, 2001). La forma de emergencia del concep-
to de desarrollo sostenible, dio lugar y es producto de la insti-
tución de un campo/comunidad específico de conocimiento
sobre todo dentro del quehacer científico, pues es un concepto
gestado en un marco global, resultado tanto de la presión pú-
blica y la cobertura de los medios en torno a problemas de
degradación ecológica, como de la discusión de los problemas
ambientales a diversas escalas en grandes foros internacionales
(Moffat, 1996; Thiele, 1999). Debido a esto, la noción de
sustentabilidad construye un sistema propio de significados que
puede ser total o parcialmente incomprensible para personas y
comunidades externas, como los no científicos e incluso los
científicos de otras especialidades (Porto Goncalves, 2001).

Así, toda estrategia de conservación anclada en la noción
de sustentabilidad implica no sólo un proceso de transferencia
de tecnología ambientalmente adecuada hacia las comunidades
rurales, sino además la difusión de una perspectiva ambiental
que se gesta fuera del ámbito rural, esto es, el ambientalismo.
Pero, si los ambientes varían en proporción a la diversidad de
individuos y grupos sociales, entonces también lo hará la coin-
cidencia con las ideas y prácticas del ambientalismo. Desde este
punto de vista el desarrollo sostenible tiene que lidiar no con
uno sino con muchos ambientes, tan variados como diversas
son las comunidades humanas.

Bajo la óptica de las perspectivas ambientales la participa-
ción social puede ser entendida y evaluada como la capacidad
de los proyectos de conservación-desarrollo, incluyendo dentro
de ellos el establecimiento de reservas de la biosfera, para gene-
rar la construcción de discursos compartidos, en donde los
habitantes de las comunidades rurales logren ajustar las nocio-

nes externas de sustentabilidad y conservación a la singularidad
de su propia situación y transformar las en propias. Como un
primer paso para iniciar este proceso de diálogo conjunto, con-
sidero importante partir del conocimiento sobre lo que repre-
senta para los campesinos de la Sierra de Santa Marta, la exis-
tencia de la Reserva de la Biosfera.

LA SIERRA DE SANTA MARTA

La sierra de Santa Marta o Sierra de Soteapan como también
se la conoce se encuentra sobre el litoral del Golfo de México
en el estado de Veracruz, muy cerca de las ciudades industriales
de Coatzacoalcos y Minatitlán (Fig. 1). La gran heterogenei-
dad climática y topográfica de la zona dio origen a una gran
diversidad de ambientes que se traduce en una enorme riqueza
biológica. El ecosistema predominante es la selva alta
perennifolia, que se ubica principalmente en las partes bajas de
la sierra. Un hecho que incrementa la trascendencia de las sel-
vas tropicales de la sierra de Santa Marta es que representan el
límite boreal de la distribución de este ecosistema en el conti-
nente, siendo por lo tanto importante no sólo en cuanto a su
riqueza de especies sino en su composición, pues conjunta es-
pecies características de ambientes tropicales y templados (Dirzo
y Miranda, 1993; Dirzo et al., 1997).

Además de ser una zona importante en términos de su ri-
queza biológica, la sierra de Santa Marta es también una región
culturalmente diversa. En 1995 más de 100.000 personas, distri-
buidas en 518 localidades, poblaban el área. El 50% de los habi-
tantes son indígenas, pertenecientes a 12 grupos distintos, sien-
do los nahuas y zoque-popolucas los grupos dominantes. A pesar
de ser una región rica tanto biológica como culturalmente, los
habitantes de la Sierra viven en condiciones acentuadas de po-
breza. La mayor parte de sus municipios son considerados por el
Consejo Nacional de Población como de muy alta marginación
y fuerte expulsión de población (Durand, 2000).

Actualmente los paisajes de la sierra de Santa Marta se en-
cuentran profundamente alterados debido a las diversas activida-
des humanas desarrolladas en la zona, cuyo impacto se intensifi-
có de forma considerable a partir de 1970 con la apertura de la
frontera agrícola (Paré et al., 1997; Durand y Lazos, 2002). Uno
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de los cambios más evidentes es la deforestación. De las 150.000
ha de selva, bosques, pastizales y manglares que cubrían el maci-
zo montañoso, hoy quedan cerca de 26.000 ha de vegetación
continua. Si contamos también los manchones aislados que aún
existen, la cifra asciende a 37.000 ha. De acuerdo con las estima-
ciones más recientes, de 1967 a 1990 la región perdió más del
70% de su vegetación original (CRUO-UACH et al., 1997).

La reconocida importancia de la sierra de Santa Marta en
cuanto a su riqueza natural, produjo que en 1980 fuera decla-
rada Zona de Protección Forestal y Refugio de Fauna Silvestres
con una superficie de 82.300 ha. Sin embargo, el decreto que
promulgó a la Sierra como área protegida poco sirvió, pues
escasas acciones fueron implementadas para detener los proce-
sos de degradación ecológica y social. En los once años poste-
riores a la primera declaratoria, se perdieron cerca de 6.000 ha
de selvas, bosques y acahuales maduros dentro de la reserva,
proceso que se extiende también a toda la zona aledaña. La
deforestación fue particularmente intensa entre 1967 y 1976
con una tasa anual de 4,4%. A pesar de que su ritmo ha dis-
minuido hasta un 2% en los últimos años, ésta es una tasa aún
elevada. Los tipos de vegetación más afectados han sido la selva
alta y mediana perennifolia que se han reducido en un 80% y
el bosque caducifolio del que apenas resta el 2,4%.

En 1998, la sierra de Santa Marta fue reclasificada como
Reserva de la Biosfera, abarcando un área de 155.122 ha inclu-
yendo a 53 localidades con más de 21.000 habitantes, en seis
municipios. Este decreto implicó la expropiación de 18.000 ha
de terreno y la suspensión de la autorización para la formación
de nuevos núcleos de población y la urbanización de tierras
ejidales, así como limitaciones para la caza y recolección y la
prohibición del desmonte de nuevas áreas (Durand, 2000).

LA PERCEPCIÓN DE LA RESERVA
DE LA BIOSFERA

Todos los ejidatarios entrevistados saben que la sierra de Santa
Marta es un área natural protegida. Para algunos esto no es
cosa nueva, pues mencionan que hay un decreto de hace más
de 20 años y que ahora «lo volvieron a decretar». Esto es cierto
pues, como se dijo, en 1980 la sierra fue catalogada por prime-

ra vez como área natural protegida y reclasificada en 1998. En
general, los campesinos han tenido conocimiento de la exis-
tencia de la Reserva a través del contacto con las autoridades
encargadas, principalmente por medio del actual director de la
Reserva de la Biosfera y su equipo de trabajo a los que se refie-
ren como «el biólogo de Catemaco» o «los biólogos».

(...) vinieron apenas este año que pasó. Vinieron otros
biólogos y nos empezaron a decir de eso de la reserva, y
nos preguntaron que si aceptábamos eso y la gente acep-
tó. Pero no se sabe bien que va a ser eso, si al reservar nos
va a ayudar en algo.

(...) (el director) vino a hacer una asamblea y dijo que
aquí ya no se podía tumbar, que se podía tocar pero no
tumbar.

Vino el gobierno federal a Catemaco y se hizo una reu-
nión para explicar el decreto. Tengo un video y lo llevé a
muchos lados, a Piedra (Labrada), a Tecuanapa. Cuando
visitaba las comunidades y las iglesias, que yo era el encar-
gado, les pasaba el video de la naturaleza. En la Iglesia hay
una ley que nos enseñaron a respetar a las autoridades.

Nos avisaron unos biólogos que vienen, nos explicaron
los linderos y todo eso, dicen que ya está hecha la línea
que midieron los ingenieros.

A pesar de que todos los entrevistados saben que viven
dentro de una reserva de la biosfera no lograron explicar cuáles
son los objetivos de la reserva o el porqué de su decreto. Cuan-
do pregunté ¿Qué quiere decir eso de que la sierra sea una
reserva de la biosfera? Nueve campesinos (47,3%) respondie-
ron no saber, explicando que tal vez tiene que ver con «que
haiga animales o no se agoten las aguas», «cuidar la naturaleza
y todo eso» o «porque hay una corriente de aire que se va pal
extranjero», pero como dicen «en realidad no lo sabemos». Entre
los que explicaron el sentido de la reserva impera un énfasis en
la protección de la flora y fauna local en donde se asume que la
principal función de la reserva es evitar que se siga tumbando
selva. En este sentido, el discurso ambientalista que impera en
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Venustiano Carranza es superficial, dado que está caracterizado
por un énfaisis en la preservación de los elementos naturales. A
la pregunta ¿por qué cree que la sierra de Santa Marta se decre-
tó como reserva de la biosfera? El 31,5% de los entrevistados
afirmaron no saber y entre los demás las respuestas más comu-
nes fueron las siguientes:

Para que ya no sigan entrando más los campesinos a des-
truir el monte, por eso el gobierno decidió eso.

Por causa de los cerros, porque de ahí proviene el agua de
aquí, de los cerros proviene el agua y para proteger el agua.

Yo creo que porque los cerros Santa Marta y San Martín
no se pueden agarrar a la agricultura porque son muy
quebrados, y porque estamos cerca de Coatza (Coatza-
coalcos) y de Mina (Minatitlán) y tiene que haber un
pulmón de aire.

He escuchado que aquí esta parte el gobierno lo tenía esta
parte de bosque y ahora ya está pelón, es para recuperar el
bosque.

Dado que la reserva se asocia principalmente con la pro-
tección de la selva, el 89.5% creen que la presencia de la reser-
va es un hecho favorable y piensan que ésta debe seguir exis-
tiendo. La superficialidad del discurso ambientalista que pre-
domina entre los campesinos determina que las explicaciones
sobre las ventajas de la reserva se tornan circulares (conservar el
monte es bueno y por lo tanto la reserva es buena porque
ayuda a conservar el monte), y pocas personas logran señalar
los posibles beneficios sociales de preservar la selva o situarse en
una perspectiva más crítica. Sólo un campesino dijo no saber
si la reserva es algo bueno o malo debido a que desconocía de
que se trataba y uno más mencionó al turismo como un bene-
ficio potencial que la comunidad puede adquirir a partir de la
conservación. Para los demás la reserva es buena «para que siga
habiendo monte», «para que podamos tener más vida» o inclu-
so «porque todo el tiempo vienen a decir que es bueno».

Sin embargo, fue posible acceder a una cierta
problematización sobre la existencia de la reserva al hacer pre-

guntas como ¿usted o su familia han obtenido algún beneficio
por vivir dentro de la reserva? ¿vivir dentro de la reserva le ha
ocasionado problemas? Y ¿usted cree que los habitantes de la Sie-
rra de Santa Marta deben dedicarse sólo a la protección del mon-
te y sus animales? Tan sólo el 15,8% de los entrevistados afirma
haber obtenido algún tipo de beneficio por habitar dentro de los
límites de la reserva, siendo estos: un clima saludable, aprovechar
mejor los recursos naturales y la existencia de proyectos de con-
servación-desarrollo que aportan recursos económicos a la co-
munidad. Dado que los beneficios son escasos e indirectos, el
73,7% de campesinos considera que la conservación no debe ser
la única actividad permitida dentro de la reserva.

No nada más se puede dedicar uno a cuidar el monte,
hay que trabajar, yo si tuviera ayuda del Gobierno si me
dedicaría sólo a cuidar el monte, de que no cacen anima-
les y todo.

Tiene uno que ver el modo de vivir, es bueno proteger
pero también hay que buscarle por otras partes para so-
brevivir.

Proteger el monte es bueno pero de eso no vivimos. Cuan-
do hubiera una base de qué vivir el que tiene ganado lo
puede dejar, pero ahorita no.

Para sólo cuidar depende del ingreso que haiga, si se pue-
de vivir de eso sería bonito dedicarse sólo a cuidar el monte.

De esta forma la conservación no es vista por los pobla-
dores como una opción viable para generar un ingreso sufi-
ciente, y por el momento para ellos es importante poder deci-
dir con independencia el uso de sus parcelas. Sin embargo, los
conflictos entre la población y la reserva no son graves ni fre-
cuentes debido principalmente a las pocas restricciones impuestas
por las autoridades. Sólo dos ejidatarios (10,5%) mencionaron
haber tenido problemas tras el decreto de la reserva. Uno de
ellos porque ya no pudo talar un terreno que pretendía dedicar
al cultivos de frutales y otro porque ya no es tan sencillo serrar
árboles para madera o salir de cacería. Así, la reserva genera
pocos beneficios y también pocos conflictos.
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El funcionamiento de una reserva de la biosfera exige una
estrecha colaboración entre las autoridades encargadas y la po-
blación local, pues su diseño parte de un enfoque en el que los
habitantes son considerados como participantes activos en la
implementación de los planes de manejo (Gregg Jr.; 1991;
Halffter; 1992), pero en la comunidad de Venustiano Carranza
este vínculo es débil. El 63,2% de los entrevistados afirma no
conocer a las personas a cargo de la reserva y el 78,9% no sabe
qué institución gubernamental está a cargo del manejo del área
protegida, en este caso la SEMARNAT (Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales). En algunos casos las personas
que dijeron conocer a las autoridades encargadas establecen un
vínculo entre la reserva y su director como autoridad responsa-
ble, pero en otros, la administración de la reserva se le otorga a
ciertos ejidatarios que destacan por su interés en los proyectos
ligados a la conservación implementados en la comunidad. De
esta forma para algunos campesinos es difícil distinguir entre
las actividades de la reserva propiamente dicha y la organiza-
ción interna de su comunidad para el desempeño de proyectos
de conservación-desarrollo (plantaciones de ixtle Achmea
magdalenae, reforestación con cedro y caoba).

Aunado al hecho de que poca gente identifica claramente
a las autoridades de la reserva, existe una percepción de que
estas mismas autoridades hacen muy poco por la comunidad.
En el 42,1% de los casos, nada fue la respuesta a la pregunta
¿Qué hacen las autoridades encargadas de la reserva por las per-
sonas de la comunidad? Para los demás las autoridades se limi-
tan a hacer visitas, dar pláticas y organizar asambleas de mane-
ra esporádica.

DISCUSIÓN

Resumiendo los resultados anteriores puede decirse que a pesar
de que la mayor parte de los entrevistados en Venustiano
Carranza saben que viven dentro de un área protegida, desco-
nocen para qué sirven o son creadas las reservas de la biosfera.
De hecho, el nexo entre conservación y desarrollo que caracte-
riza a las reservas de la biosfera es prácticamente inexistente en
las respuestas de los pobladores de la comunidad, dado que
explican su existencia y función a partir de la protección de la

flora y fauna sin establecer ningún tipo de articulación entre el
cuidado ambiental y la calidad de vida, a través de la satisfac-
ción de necesidades básicas y la creación de nuevas formas de
utilización de los recursos naturales. Es decir, la comprensión
de la reserva de la biosfera esta permeada por un fuerte sesgo
ecologicista. Asimismo, queda evidenciado el escaso contacto en-
tre las autoridades de la reserva y la población local aun cuando
ya han transcurrido cinco años desde la declaratoria. Esta inte-
racción deficiente sin duda explica la casi nula comprensión que
tienen los campesinos de la reserva, sus límites, sus zonas (núcleo
y amortiguamiento), sus actividades, objetivos, etc.

Los resultados de este trabajo apuntan que en la comuni-
dad estudiada los proyectos de conservación-desarrollo todavía
no logran promover la construcción de discursos compartidos,
pues los campesinos no están fungiendo como actores en la
búsqueda de nuevas formas de relación con el entorno natural,
jugando un papel tan sólo de receptores de propuestas o decre-
tos. De manera que los vínculos entre los distintos sectores
involucrados en las tareas de conservación apenas comienzan a
construirse. Sin embargo, la comunidad muestra una tenden-
cia positiva hacia la asimilación de la perspectiva del ambien-
talismo, pues más del 80% de los entrevistados consideran la
existencia de la reserva como un hecho favorable, lo que puede
conducir a experiencias exitosas en la implantación de modelos
de conservación-desarrollo. Para esto es importante invertir más
tiempo y recursos en transmitir información y conocimientos
a los pobladores. Es importante compartir lo que se sabe sobre
la historia ambiental de la sierra y las nociones de sustentabilidad,
biodiversidad, ecosistemas, servicios ambientales, así como el
conocimiento biológico que se tiene de la región y los porme-
nores de la estructura y el funcionamiento de la reserva de la
biosfera. Combinar esta información con el conocimiento y la
historia local podría ser un primer paso para construir una vi-
sión local de la conservación que logre rebasar el sesgo
ecologicista y así ser congruente con la búsqueda de bienestar
de los pobladores de Venustiano Carranza.

Es común afirmar que el éxito de las iniciativas de conser-
vación-desarrollo sólo podrá lograrse incrementando la partici-
pación de las comunidades en la planeación y ejecución de los
proyectos. Pero los resultados de este trabajo indican que tam-
bién es necesaria una mayor participación de las autoridades
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encargadas, instituciones académicas y organizaciones no gu-
bernamentales en la vida de la comunidad para saber quiénes
son las personas que constituyen a las famosas «comunidades
locales», cuál es su historia, cuáles son sus necesidades, sus an-
helos futuros, los conflictos, los líderes, etc. Las iniciativas de
conservación deben asumir esta diversidad social y cultural para
primero generar discursos compartidos y comprendidos que
más tarde cristalicen en propuestas de acción desde el interior
de las comunidades. Mientras esto no sea así, las reservas de la
biosfera serán vistas por sus pobladores sólo como cosas que les
suceden, no como algo que ellos mismos construyen.
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Las islas Galápagos, se han hecho mundialmente famosas por
la importancia que tuvieron en el desarrollo de la teoría de la
evolución a mediados del siglo XIX. Aunque disponen de un
número relativamente pequeño de especies (alrededor de 5.500
especies nativas entre marinas y terrestres), resalta su alto grado
de endemismo y la vitalidad de los procesos de evolutivos que
se desarrollan en ellas. Este endemismo y esta vitalidad se expli-
can por el aislamiento físico en el que han permanecido, aleja-
das más de 1.000 kilómetros del continente americano, desde
que emergieron en el océano hace cinco millones de años.
Adicionalmente, las islas se encuentran en una zona de con-

fluencia de corrientes marinas frías y cálidas, lo que les
permite beneficiarse de una situación de «frontera»
ecológica, con la presencia de variados microclimas y
ambientes propicios para especies adaptadas a condi-
ciones muy diferentes. Su extraordinario estado de con-
servación, el hecho de que han existido muy pocas
extinciones, y que no existen otros archipiélagos

oceánicos en similar estado han hecho de ellas un sitio natural
de reconocida importancia ecológica mundial. Todas estas ca-
racterísticas han justificado su fama mundial, el desarrollo del
turismo (actualmente cerca de 75.000 visitantes al año), la crea-
ción del área protegida más antigua del Ecuador (definitiva-
mente creada en 1959), y la preocupación internacional por su
suerte. Las sociedades humanas en las islas Galápagos son, pues,
de origen reciente.

Pero además, la naturaleza parece omnipresente en la so-
ciedad galapagueña. En términos estrictos, la «naturaleza», tal
como la entendemos, puede considerarse «omnipresente» en
toda sociedad y en todo lugar. No sólo «nos rodea» y nos «in-
fluye», sino que constituye la sustancia de cada cuerpo huma-
no, aparece en nuestras casas y en los materiales de todos nues-
tros artefactos. Pero se nos aparece oculta bajo el velo de las
construcciones culturales. Cuando decimos que la naturaleza
es omnipresente en Galápagos, nos referimos a que las relacio-
nes entre la «naturaleza», representada como aquella porción
«virgen» o «prístina» del mundo, es decir, esa porción alejada
de la influencia humana; y la «sociedad», entendida como el
espacio humanizado, se presentan en las islas como un proble-
ma cultural y político de máxima prioridad.

En mi trabajo anterior sobre identidades en Galápagos
(Ospina 2001, pp. 40-4) argumenté, recurriendo al trabajo de
Christophe Grenier (1996), que las actuales representaciones
sociales dominantes sobre la naturaleza, más que influenciadas
por las representaciones del turismo, habían sido casi entera-
mente construidas por ellas. Habían sido inducidas desde el
exterior hacia la sociedad galapagueña. Planteé también que,

* Para la investigación que sustenta este artículo conté con la contribu-
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como consecuencia de las luchas políticas recientes, esa rela-
ción de exterioridad se estaba transformando en una vivencia
interna de los actores locales (Ospina 2001, pp. 78-82). Esto
ocurrió porque el recurso a la conservación de la naturaleza se
transformó en una vivencia interna. En ese mismo trabajo ar-
gumenté, sin embargo, que había dos grandes limitaciones en
ese proceso político y cultural de enorme importancia. Para
efectos del análisis actual, retendré solamente una: la existencia
de una ruptura profunda, a la vez simbólica y material, entre el
«mundo natural» y el «mundo social». Esta limitación, decía
en ese trabajo, existe tanto entre los conservadores de la natu-
raleza como entre los pobladores locales. Los primeros podían
representarse como defensores de un «naturalismo deshuma-
nizado» y los segundos, como sustento de un «humanismo so-
brenatural».

En este texto quiero convertir en un problema los dos
supuestos sobre los que construí la argumentación que prece-
de. La idea de que las representaciones sobre la naturaleza son
una construcción externa a la sociedad local, inducida por las
representaciones del turismo; y la idea de que ambos actores
(conservacionistas y pobladores locales) aceptan una ruptura
radical entre lo «humano» y lo «natural».

AFUERA Y ADENTRO

Guribye (2000, cap. 5) menciona la importancia de las repre-
sentaciones de animales en la vida diaria de Galápagos: nom-
bres de barcos, de hoteles, de restaurantes, apariciones cons-
tantes en las pinturas, en los monumentos. Ahora bien, ¿de
dónde proviene esa importancia? Para Guribye no escapa la
constatación de la influencia del turismo y del discurso
ambientalista moderno impulsado fundamentalmente por la
Estación Científica Charles Darwin (en adelante ECChD) y el
Parque Nacional Galápagos (en adelante PNG). Sin embargo,
deja planear la idea de que existe una relación entre esa omni-
presencia y la existencia de una «ecología profunda» propia de
los habitantes locales que «resiste» la imposición del discurso
ambiental moderno (Guribye 2000, cap. 6). En mi trabajo
sobre identidades, por el contrario, presenté evidencias sobre
cómo las representaciones «paradisíacas» de la naturaleza de

Galápagos representan un cambio radical en la imagen de las
islas (asociadas más bien al castigo y la desolación) que predo-
minaba hasta, al menos, mediados del siglo XX (Ospina 2001,
pp. 12-20, 36-9 y 49-50). Ahora quiero examinar dos eviden-
cias a partir de la iconografía, de los «murales» y dibujos pre-
sentes en las calles de San Cristóbal y de Santa Cruz.

En Puerto Ayora sólo un sitio tiene vista al mar, al bello
paisaje de bahía Academia, a cuyas orillas se extiende la ciudad:
el Parque San Francisco, a pocos pasos del cual está el muelle
de turistas, pasajeros y carga. La municipalidad decidió cons-
truir un monumento en dicho sitio y decorarlo con un dibu-
jo. El monumento (en realidad un «arco» de cemento) obsta-
culiza la vista de la bahía desde donde todavía era posible con-
templarla. El arco presenta imágenes de una fragata, una iguana
terrestre, un piquero patas azules, una tortuga gigante, un
albatros, un tiburón, un pingüino, una tortuga de mar, un
tiburón martillo, un lobo marino, una «morena», y un pez
más que no pude identificar. En la base derecha, corales; a la
izquierda, donde está asentada la tortuga terrestre, piedra vol-
cánica. Encima de estos animales, imágenes de la isla Bartolo-
mé (la clásica «postal» de Galápagos con dos bahías y con la isla
Santiago como telón de fondo) y del islote «León Dormido»,
cercano a San Cristóbal. Sobre la línea del horizonte, en el
centro del arco, en su cima, sobre el fondo celeste del cielo
despejado, el rostro de Charles Darwin, ya anciano, con los
ojos abiertos, entre sorprendidos y amenazantes. Su imagen
recuerda las representaciones de Moisés, con su barba blanca y
su cabeza calva. De los costados de su rostro esculpido en bajo
relieve, se distinguen imágenes a mano alzada de seis especies
de pinzones, dibujados en celestes y blancos tenues sobre un
fondo celeste del cielo. Darwin contempla el pueblo. Creo que
para quienes conocen las islas es innecesario demostrar que en
Puerto Ayora virtualmente todos los murales visibles represen-
tan aproximadamente los mismos motivos.

Es difícil encontrar un repertorio más completo de imá-
genes turísticas explícitas. El matrimonio entre la ciencia y la
naturaleza no tiene apelación: todos los animales emblemáticos,
los sitios más frecuentados, y, como corolario, el artífice histó-
rico de la toma de conciencia humana de la importancia mun-
dial de las islas. El artista que compuso la obra es I.D., un
esmeraldeño, negro, antiguo futbolista, llegó a Galápagos como
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deportista hace 12 años. Se considera galapagueño porque cui-
da el medio ambiente, se compenetra con los problemas de la
provincia, con su aire puro y la plenitud de la naturaleza. En
su opinión, el contacto con la «magia» de las islas probable-
mente despertó su vocación artística anclada en una cultura
ancestral. Opina que esas cosas no aparecen por casualidad: tal
vez en una tribu antigua y lejana del África un antepasado di-
recto pintaba caras en las cuevas que le servían de hogar (entre-
vista del 23/07/2001).

La situación en San Cristóbal es similar. Muchos repre-
sentan exactamente los mismos motivos encontrados en Puer-
to Ayora. Pero existen algunos pocos murales más variados y
extraños. Alguno de ellos, por ejemplo, representa las islas con
casas, instalaciones de edificios, computadoras y antenas telefó-
nicas. En el local comercial de G. se encuentra uno de los
murales más interesantes. Su autor, F.V., es una artista local
reconocido, independiente y largamente inmiscuido en la polí-
tica local. Llegó a Galápagos en la adolescencia, huyendo del
continente y la policía (entrevista del 5/10/2001). El mural se
presenta con colores menos vivos que de costumbre. Como
fondo, hay tres figuras humanas sucesivas. La primera parecida
a un mono peludo con garras, la tercera, claramente humana y
barbada. En primer plano, una sirena entrelazada con una enor-
me iguana terrestre. A los pies de ambos, una morena y algu-
nos peces. Abajo, una loba marina. En colores más vivos y
planos se encuentran tres imágenes superpuestas al mural: una
tortuga gigante, un lobo marino y una fragata macho con el
buche rojo en señal de cortejo. Todo indica que es una super-
posición posterior al mural original. Hago la pregunta. G. me
confirma que él mismo las pintó encima del mural, con per-
miso del autor, «para que sea propio de Galápagos».

El pintor representó la teoría de la evolución de una
manera particular y relativamente alejada de las costumbres
más frecuentes. Por momentos incluso, debido a su posición
en la composición, la mujer, entre sirena e iguana, parece
ubicarse como la última sucesión del proceso evolutivo. Se
combinan, pues, los conocidos temas iconográficos del turis-
mo, con una interpretación particular y alejada de los lugares
comunes. Pero F.V. también pintó los motivos rituales de
animales marinos y emblemáticos en el camino que conduce
del aeropuerto a Puerto Baquerizo Moreno. Tal vez el débil

desarrollo del turismo en San Cristóbal, no ha logrado toda-
vía organizar enteramente las representaciones e imágenes ar-
tísticas locales. No obstante, para que «sea propio», tiene que
remitir a las imágenes emblemáticas.

¿Podemos hacer, a partir de este mural, como hace Guribye
(2000, cap. 6 y sobre todo 7) con la leyenda del «hombre igua-
na», una interpretación sobre la «ecología profunda» de los
galapagueños? ¿Podemos concluir que existe una «unidad» in-
disociable entre hombre y naturaleza a partir de las representa-
ciones de seres mixtos como la mujer entrelazada con el pez y
la iguana? Me parece que Guribye hacer recaer demasiado peso
interpretativo sobre una evidencia demasiado frágil. Como re-
sultado, el argumento se quiebra. Pero queda pendiente una
inquietud: las representaciones turísticas de la naturaleza, am-
pliamente dominantes en la iconografía galapagueña, no se
implantaron en el desierto conceptual de imaginarios inexis-
tentes. Sin duda, las poblaciones locales traían un repertorio
propio que difería en algunos puntos de las imágenes que cons-
truye el turismo actualmente. Nos falta todavía una investiga-
ción detallada para establecer las precisas distancias entre ambas
representaciones. Antes de ofrecer sobre este tema una inter-
pretación alternativa a la de Guribye, creo que algo adicional
podemos decir todavía de la separación entre humanos y ani-
males, entre sociedad y naturaleza.

NOSOTROS Y ELLOS:  FRONTERAS DE VALOR

Para Eugene Guribye (2000, cap. 7) existe un verdadero es-
fuerzo de «resistencia» de los habitantes locales, depositarios de
una «visión de los animales y la gente como una esencial y, tal
vez, necesaria unidad», frente a la rígida distinción entre unos
y otros que aporta y necesita el discurso conservacionista mo-
derno para poder existir. Como representación de esa «resis-
tencia», Guribye rescata la metáfora del lobo marino que de-
fiende su territorio de los intrusos externos, tal como los habi-
tantes locales se defienden de los invasores conservacionistas.
No tengo dudas del conflicto entre ambientalistas modernos y
habitantes locales. También parece posible que la metáfora
mencionada puedan referir a algún nivel de dicho conflicto.
Lo que parece poco demostrable (y de hecho, Guribye no lo
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demuestra) es que el origen cultural del conflicto provenga de
que unos conciben una «rígida distinción» y otros una «nece-
saria unidad» entre humanos y animales.

La amplia investigación antropológica sobre las diferencias
culturales en la construcción (o no) de nociones de «naturaleza»
y «humanidad», remite al viejo problema de cómo en diferentes
condiciones históricas y culturales se llegan a establecer fronteras
entre «lo otro» y «yo». Se configura, entonces, como un problema
de identidad. La distinción entre «humanos» y «animales» sólo
puede aparecer como tal cuando nos representamos a nosotros
mismos como «humanidad», es decir, como individuos partici-
pantes de algún tipo de identidad planetaria opuestos a algún
tipo de «otro». La aparición de la «humanidad» como concepto,
como identidad particular, es, pues, una creación de la moderni-
dad, de sus exploraciones geográficas mundiales, de la integra-
ción de los mercados, de la conquista del planeta.

Me parece particularmente útil examinar la distinción entre
«naturaleza» y «humanidad», entre humanos y animales, como
una manifestación de la relación entre «nosotros» y «los otros»,
porque a partir de estas identidades y diferencias, los actores esta-
blecen «fronteras de valor». ¿Qué quiere decir esto? Que actua-
mos con «otros» de manera diferente a como actuamos con «no-
sotros». Justificamos éticamente nuestras acciones precisamente
basándonos en la distinción entre «nosotros» y «ellos». Mientras
más cercanos estamos de ser nosotros mismos, más radicales son
las diferencias en las actitudes morales. Con «ellos» nos permiti-
mos hacer cosas que no serían admisibles con «nosotros».

Entre los ambientalistas modernos en Galápagos, la mejor
evidencia de la «rígida distinción» entre naturaleza y humanidad
es la actitud radicalmente distinta ante especies «endémicas» o
«nativas» y antes especies introducidas (Guribye 2000, cap. 6).
Mientras las primeras llegaron «solas», por la «casualidad» del azar;
las segundas llegaron ayudadas por artefactos humanos. Unas son
«naturales» y otras «artificiales». Existen ardorosas controversias
sobre la condición de algunas especies poco conocidas (en espe-
cial insectos y plantas «inferiores»): para algunos son «nativas»
mientras que para otros su historia isleña fue mancillada por el
original pecado humano. Guribye (2000) y Grenier (1996, p,
653) se preguntan cuál es realmente la diferencia de «naturali-
dad» entre aquello que necesitó la ayuda humana para instalarse
y aquello que necesita la ayuda humana para conservarse.

No obstante, las actitudes morales y prácticas ante espe-
cies «nativas» y especies «introducidas», ante especies «natura-
les» y especies «artificiales», es radicalmente distinta. El caso del
«asesinato» de lobos marinos en San Cristóbal, a mediados de
julio de 2001, es un excelente ejemplo. Quince cadáveres de
lobos marinos machos fueron encontrados muertos y castra-
dos en «la lobería», una playa muy concurrida, situada a pocos
kilómetros de Puerto Baquerizo Moreno, la capital de la pro-
vincia. Se conoce que existe un mercado ilegal de penes de
lobos marinos para el mercado asiático, donde se le atribuye a
este manjar toda suerte de propiedades afrodisíacas. Las fotos
tomadas por los funcionarios del PNG recorrieron el mundo y
escandalizaron a la opinión pública del país. Las especulaciones
infundadas corrieron de lado a lado: la ministra del ambiente
acusó, sin pruebas, a los pescadores locales de ser los culpables
del hecho debido a la baja del precio internacional del pepino
de mar. Varios pescadores acusaron, en venganza, a los
conservacionistas de cometer un «autoatentado» con el fin de
conseguir mayores recursos económicos para la conservación.
Hubo movilizaciones locales y declaraciones unánimes de re-
chazo ante el «asesinato» de lobos, exigiendo investigación y
castigo a los culpables. En la indignación o la preocupación
jugaron también algunas consideraciones prácticas: el efecto
sobre las negociaciones para la declaratoria de la Reserva Mari-
na de Galápagos como Patrimonio Mundial de la Humanidad
por la UNESCO; el efecto sobre la imagen turística de las is-
las, etc. Al parecer, una cierta imagen de «salvajismo» no es una
imagen respetable en un «santuario natural».

Bajo la superficie del repudio unánime al hecho, quiero
resaltar una diferencia de percepción. Durante la manifesta-
ción organizada por los guías de turismo, las escuelas y las ins-
tituciones de conservación en Puerto Ayora, un hombre de
edad mediana que pasaba por mi lado decía entre dientes: «¿y
por qué no protestan por los chivos?». El hombre hacía refe-
rencia a las antiguas campañas de exterminación de chivos (es-
pecie introducida) a lo largo y ancho del Parque Nacional. La
eliminación de chivos de Española y Marchena, por ejemplo,
se considera una gran éxito de la administración del PNG (Ama-
dor et. al. 1996). Además, la ECChD y el PNG están gestio-
nando actualmente un proyecto de gran envergadura precisa-
mente para exterminar masivamente decenas de miles (tal vez
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cientos de miles) de chivos en el norte de la isla Isabela (FChD
1999, 22-3). Estos animales introducidos amenazan la fauna y
la flora endémica de una isla que posee la mitad de las especies
nativas de todo el archipiélago.

¿Qué «supuesto moral» subyace a una actitud tan radical-
mente distinta ante los chivos y ante los lobos marinos? ¿qué
distingue a un lobo marino castrado de los cerdos, toros y ove-
jas que diariamente castramos como una práctica «normal» de
manejo ganadero? La clave me parece encontrarse en que la
distinción usada no está en la «condición» del animal, en la
existencia de su controversial «alma», en su posible «dolor», en
su carácter como «sujeto moral», o en el valor individual e
insustituible de cada uno de ellos. Todos éstos son atributos
que adjudicamos o podemos adjudicar a los seres humanos.1

En realidad, para los ambientalistas modernos, un lobo
marino individual es un representante abstracto de una especie
nativa, natural, libre, que cumple una función (u ocupa un «ni-
cho» para decirlo más profesionalmente) en una construcción
conceptual aún más abstracta: el «ecosistema». Mientras tanto,
un cerdo individual es un representante abstracto de una especie
introducida, artificial, esclavizada, cumpliendo una función asig-
nada conscientemente por una comunidad humana. La indivi-
dualidad del animal se pierde en medio de su pertenencia a cate-
gorías humanas.2 La distinción entre el trato moral es tajante:
respecto a los «animales» no vale el individuo sino su pertenencia
a una «especie» y el lugar que ocupan en un conjunto de redes
de relaciones funcionales (un «ecosistema»). El atentado contra
los lobos es un hecho moralmente repudiable no tanto por los
efectos ecológicos que produce la muerte de 15 individuos, sino
por la actitud humana subyacente y su moral.

En el reclamo callado de aquel hombre subyace, por el con-
trario, otra idea: todo animal es un animal y todos ellos pueden
ser tratados de la misma manera. Quiero poner otro ejemplo,
esta vez personal, que ilustra esta idea de «intercambiabilidad»
entre los individuos de las «otras» especies (no humanas). A fines
de 1997, participé, con un grupo de estudiantes en un trabajo
de campo en la zona agrícola de Isabela. Estoy con un grupo en
la finca de A. L., un lojano que lleva muchos años abasteciendo
de alimentos a la isla, proveniente de una zona de fuerte período
seco (entre Sozoranga y Macará). Es uno de los pocos agriculto-
res concienzudos y dedicados en la localidad. Un campesino.
Hablamos de agricultura y del problema de las especies invasoras:
la guayaba es una verdadera plaga, difícil de controlar, que ha
invadido no sólo el Parque Nacional, sino las fincas familiares. Es
una amenaza ecológica y un grave problema productivo. La coin-
cidencia parece total. Tengo en mi mano un machete. Apunto a
la rama de un guayabo pensando que «está bien» talar plantas
introducidas tan nocivas. Miro a A. L. y le consulto: «¿la corto?».
«No», me dice, «hay que cuidar los árboles, yo cuido los árbo-
les». Este campesino proveniente de la provincia más deforestada
de la sierra ecuatoriana, asolada por la sequía, la migración y la
escasez, había establecido sistemas silvopastoriles y agroforestales
con la guayaba, que, además, brindaba alimento al ganado.

El supuesto subyacente es que la valoración de las plantas
y animales depende de la «función» que ocupan. Pero esta vez
no en los sistemas ecológicos abstractos, sino en los usos hu-
manos concretos. Un «árbol» es un «árbol» no tanto por la
especie a la que pertenece y su condición de «introducido» o
«endémico» (es decir, en relación a su forma de entrar o al
lugar en el que se halla), sino por la función que cumple en los
sistemas agrícolas. Para volver a la distinción en el trato a lobos
o chivos, para muchos habitantes locales, ambos son simple-
mente animales cuya distinción proviene fundamentalmente
del uso humano. No se trata de un supuesto moral que distin-
gue entre humanos y animales y otro que supone su unidad
intrínseca. Se trata de un juego de distinciones dentro de la
misma «naturaleza», de la misma «animalidad». Mientras para
unos es la sola presencia de la mano humana, para otros son
las características del vínculo humano lo que hace la diferencia.
Para completar el cuadrante de esta idea, quiero usar un últi-
mo ejemplo.

1 El movimiento de defensa de los derechos de los animales, sobre el

que podrían discutirse supuestos morales subyacentes distintos, es prác-

ticamente inexistente en el Ecuador y en Galápagos (ver al respecto

Papagaroufali 2001, 282-4, sobre este movimiento, también débil, en

Grecia).
2 No tengo tiempo ni información suficiente para afirmarlo con certeza,

pero sospecho que estas nociones están en las antípodas de las prác-

ticas y vivencias campesinas actuales y pasadas. No afirmo que los

campesinos supongan una «unidad indisociable» entre animales y hu-

manos, entre naturaleza y cultura, sino que su distinción probablemente

no requiere la operación de «abstraer» la individualidad de las plantas o

animales que maneja.
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Las tortugas terrestres gigantes son la especie endémica
más conocida de las islas. Su importancia económica y simbó-
lica difícilmente puede ser sobreestimada, no sólo ahora sino a
lo largo de la historia de un territorio que incluso adoptó ofi-
ciosamente su nombre. En el Centro de Crianza de Tortugas
Terrestres «Arnaldo Tupiza» de Isabela, existe una tortuga coja.
La historia de su pata trasera es muy reveladora. Mientras vivía
«en estado natural», sufrió una herida: una rama le atravesó la
pata. Cuando fue encontrada por los guardaparques y cargada
hasta el Centro de Crianza (para asegurar la reproducción de
una población de tortugas genéticamente distinta, que sufre la
amenaza de los chivos y los cerdos, que comen los huevos),
nadie advirtió su herida. Con el tiempo la pierna estaba com-
pletamente gangrenada. En «estado natural» hubiera muerto.
En el Centro de Crianza fue llevada a Estados Unidos en avión,
operada y su pata fue amputada. Salvó la vida (Entrevista a F.F.
31/07/2001).

¿Cuál es el sustrato moral de esta acción? Los habitantes
locales de Isabela reclaman constantemente: «¿y cuándo una
persona necesita ayuda médica? ¿hay acaso, helicópteros finan-
ciados por el Estado para salvarla? ¿qué es más valioso, la vida
de una tortuga o la vida de una persona?». Los habitantes loca-
les hacen una distinción moral. Una persona y un animal no
pueden (no «deben») ser tratados de igual forma. Un animal
no puede (no «debe») ser tratado «mejor» que una persona.
Subyace la idea de un valor «humano» distinto al «animal».
Ahora bien, tomar la actitud contraria, hacer todos los gastos
necesarios para salvar la vida de una tortuga individual, ¿signi-
fica acaso que los ambientalistas modernos abolen la distinción
moral subyacente? ¿existe la idea subyacente de que entre hom-
bres y animales no debe haber distinción moral alguna de trato
y sensibilidad? Para muchos esa suposición es insostenible por
lo que recurren a explicarse estas acciones por medio del recur-
so al «interés económico». A mi juicio, por el contrario, la
sensibilidad creada por un tipo de «uso humano» particular (el
científico) está detrás de estas acciones (ver sección siguiente)

Creo que el conjunto de ejemplos etnográficos que acabo
de presentar ayudan a formular y justificar el corazón de mi
hipótesis. Tanto «ambientalistas modernos» como «habitantes
locales» asumen, presuponen y construyen una distancia, una
ruptura común, entre humanos y animales, entre naturaleza y

sociedad, entre ecosistemas y cultura. Sin embargo, las caracte-
rísticas y las consecuencias prácticas de esa ruptura asumida
por ambos, son muy diferentes. De esas diferencias derivan
contrapuestas actitudes políticas. Para entender y precisar este
«plano cultural» del conflicto entre ambientalistas y habitantes
locales (algo que Guribye no llegó a entender verdaderamen-
te), debemos remitirnos a la relación de las concepciones éticas
que sostienen la distinción entre «ellos» (los animales) y «noso-
tros» (los humanos) con los usos sociales de la «naturaleza».

LOS USOS CULTURALES

El gran defecto de la tesis de Guribye (2000) es haber renuncia-
do explícitamente a hacer distinciones sociales o culturales entre
los «humanos» que interactúan con los animales. Guribye no
hace ninguna pregunta sobre estas «interacciones» con los ani-
males a los protagonistas ni averigua sobre su edad, su género, su
historia migratoria, su origen campesino o urbano, costeño o
serrano, indígena o mestizo, sus ocupaciones laborales o sus in-
fluencias educativas. Al final, ante semejante ausencia de
historización, su tesis debe contentarse con un modelo formal de
interpretación de los «momentos» de la interacción y las «estrate-
gias» de los actuantes en el instante mismo de la interacción. Se
le escapa la acción y no sólo la intención de los actores, porque
cada instante está aislado del siguiente y se contenta con observar
las imágenes fotográficas de recuadros sin futuro ni pasado.

Avanzo la hipótesis de que en las islas, son los distintos
usos humanos de la «naturaleza» los que definen a los actores
sociales más relevantes. Estas distintas «identidades humanas»
específicas son indispensables para entender los conflictos polí-
ticos y culturales en las islas. Esto ocurre, recordémoslo, por-
que la «naturaleza» se constituyó como un problema político
crucial en el archipiélago (tal vez sea «el» problema político
central). Sostengo que hay tres tipos de usos centrales que dis-
putan el sentido de la relación con la «naturaleza» en Galápagos.
Disputan también la construcción de la «distinción» entre na-
turaleza y sociedad y, aun más importante, la configuración de
algunos de los principales conflictos políticos actuales. Esos usos
son el «científico», el «turístico» y el que llamaré «campesino»
(donde incluyo fundamentalmente a los pescadores y agricul-
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tores). Abordaré cada uno de ellos a partir de los conflictos que
se desatan con alguno de los otros, revelados a través de obser-
vaciones etnográficas o entrevistas.

Christophe Grenier (1996, cap. 3) ha mostrado muy bien
cómo, en su origen, desde fines del siglo XIX pero con mayor
fuerza a partir de los años treinta del siglo XX, los naturalistas
occidentales fueron concibiendo la creación de un Parque Na-
cional enteramente dedicado a la investigación científica (natura-
lista, no «social»). Su problema residía en que esas islas estaban ya
pobladas y pertenecían a un Estado soberano cuya prioridad no
era la ciencia sino el desarrollo y el afianzamiento de su soberanía
territorial; y en el cual la actividad científica especializada no sólo
era marginal sino prácticamente inexistente. Fue muy arduo «con-
vencer» a ese Estado de la importancia científica del archipiélago.
En la práctica, los naturalistas occidentales debieron «negociar»
sus intenciones con otros actores, «negociar» los usos privilegia-
dos que tendían a asignar al archipiélago.

El carácter de la distinción entre «naturaleza» y «sociedad»
para este tipo de uso científico es tan radical que requiere un
territorio sin seres humanos. Pero puesto que la ciencia necesita,
para existir, la existencia misma de los humanos, la presencia
humana es trágicamente indispensable. Ella debe reducirse al per-
sonal estrictamente necesario para mantener una base científica
permanente. Con ello se garantiza la «conservación» de la inte-
gridad «natural» de las islas. Visto desde la ciencia naturalista,
cualquier presencia humana supone una perturbación o una
amenaza a la naturaleza «silvestre», «prístina», «pre humana» y a
la larga, una modificación indebida del cambiante equilibrio
ecosistémico. Para un objeto de estudio así concebido, hay una
incompatibilidad esencial entre seres humanos y naturaleza. Re-
salto que no se trata de una incompatibilidad entre cualquier
«conservación de la naturaleza» y los seres humanos, sino entre la
«conservación de la naturaleza» destinada a este uso privilegiado
del territorio y los humanos. La verdadera consigna de Galápagos
en este uso radical de los naturalistas no es «la ciencia para la
conservación», sino «la conservación para la ciencia».

Pero la «ciencia» naturalista es un uso humano más, como
cualquier otro y no tiene ningún título de prioridad epistemo-
lógica, ética o políticamente sostenible. Por lo demás, en un
contexto mundial de radical privatización de los conocimien-
tos y de creciente monopolio de la investigación científica no

sólo en los países del Norte, sino en grandes empresas comer-
ciales (biotecnológicas y otras) (ver, para estos temas, el intere-
santísimo compendio de debates políticos resumidos en Crucible
Group 1994), la apelación al uso científico como si fuera un
uso «en bien de la humanidad» o «desinteresado», queda triste-
mente huérfana.

Los usos «turísticos», tal como se practican en Galápagos,
apelan también a una marcada distinción entre naturaleza y
sociedad. La naturaleza es un paisaje decorativo que podemos
«contemplar» desde lejos (estas ideas ya fueron tratadas en
Ospina 2001, pp. 41-2, y más detenidamente por Grenier 1996,
caps. 4 y 5). También aquí la naturaleza es entendida como un
paisaje «virgen», jamás mancillado por la mano humana. Las
transferencias desde los usos científicos hacia las concepciones
turísticas en vigencia son claras e históricamente comprobables.
Pero además, el turismo de naturaleza está ligado a pobladores
urbanos, sedientos de cambio, hambrientos de exotismo y di-
ferencia. Este uso exige remarcar la distancia de la propia socie-
dad de origen de los turistas con esos paisajes de contempla-
ción. Mientras menos «humano» le parezca el paisaje, más be-
lleza encontrará el turista. Y la «humanidad» de los seres urbanos
está asociada a los paisajes tecnológicos, a los animales conoci-
dos y frecuentes de una ciudad. Hasta aquí, los usos turísticos
y científicos, se recubren en sus representaciones. Por eso pare-
cen dos sectores tan «cercanos». Pero hay detalles que los alejan.

No todas las especies son, por igual, objeto de atención
turística. Casi 800 especies de insectos endémicos escapan al
mercado de la naturaleza. Dos ejemplos de interfase entre el
uso turístico y los usos científico y campesino mostrarán estas
discrepancias. La pesca de tiburones se presenta como un con-
flicto ético entre depredadores de la naturaleza y protectores de
los ecosistemas, entre pescadores y el resto de la sociedad. Esto
ocurre únicamente porque se trata de una especie de uso turís-
tico. No es criminal ni bárbaro pescar picudo y venderlo a los
turistas para que coman, pero sí arrancar de su hábitat un pez
que los turistas quieren «contemplar».

Pero hay otro detalle de enorme importancia. La cons-
trucción turística de la naturaleza ha retenido las nociones de
«armonía», «equilibrio» y «orden», sobre las de crueldad, vio-
lencia y falta de piedad. La naturaleza no está hecha a la me-
dida de las comodidades y necesidades diarias de habitantes
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urbanos acomodados, que son los que mayoritariamente vi-
sitan las islas. Soportar la contraparte de aislamiento, estre-
chez, dureza y falta de confort de la vida «natural», limitaría
notablemente el mercado turístico. Visto desde los valores
morales que la humanidad proclama para sí (pero no practi-
ca), las «leyes de la naturaleza» sólo pueden ser consideradas
«bellas» y «armoniosas» para quien las contempla desde el
cómodo camarote, perfectamente humanizado, de un barco
de lujo. La visión romántica del «paraíso» no tiene ningún
paralelo en lo que sabemos del funcionamiento implacable
de las leyes del cambio evolutivo. El «paraíso» sólo puede acep-
tarse cuando vemos el conjunto como un sistema abstracto
de entradas y salidas de energía, pero no cuando vemos, des-
de una perspectiva humana, la existencia individual de las
especies «inferiores»: la tasa de mortalidad infantil de casi to-
das las especies, la esperanza de vida al nacer o la lucha con-
tra el hambre cotidiana. La visión turística de la naturaleza
hace una lectura romántica del funcionamiento de los
ecosistemas y oculta su contraparte violenta y despiadada. Esta
operación imaginaria sólo puede tener sentido dentro del
universo cultural de la mayoría de visitantes cuando se com-
bina hábilmente con las comodidades urbanas a las cuales los
turistas no quieren ni pueden renunciar. Esas comodidades
urbanas, buscadas y explicadas por una expansión del merca-
do turístico, sólo pueden brindarse al costo de «humanizar»
de manera creciente el territorio.

Además, la propia búsqueda de la expansión del mercado
turístico ha llevado a una diversificación de la oferta. El «turis-
mo de naturaleza», no es el único turismo posible. Existe el
turismo de «aventura» y el de descanso. Existe la «pesca depor-
tiva», el turismo de diversión playera «antillana» y el de rápido
intercambio de estilo «japonés» de sitios recorridos al apuro
por la urgencia de subirse al siguiente avión. La concepción
original del uso turístico, cercana a la del uso científico (preci-
samente porque nació de un matrimonio con ella), incluye
ahora modalidades cada vez más necesitadas de la «humaniza-
ción» del territorio y cada vez menos necesitadas de la «virgini-
dad» ecosistémica.

La construcción «campesina» de la naturaleza difiere de la
matriz urbana de las dos anteriores. Mientras los habitantes
urbanos, de donde provienen casi todos los turistas y casi to-

dos los científicos, pueden ocultar su dependencia natural bajo
el velo de las construcciones tecnológicas aparentemente
omnipresentes y todopoderosas, los habitantes rurales manipu-
lan directamente el mundo «natural». Para los usos turísticos o
científicos, los materiales de su trabajo diario aparecen como
naturaleza humanizada en forma de materias primas o como
productos humanos terminados, listos para el consumo. La
naturaleza «virgen» se oculta a sus ojos y puede parecer distan-
te, como un sitio a visitar o como un parque para cambiar de
ambiente y pasear al perro (animal profundamente humaniza-
do). Los campesinos y pescadores, en cambio, viven en los lin-
deros de ambos mundos, aparentemente separados. Conviven
con la «crueldad» ecosistémica tanto como con su «belleza» in-
maculada. Con su «confort» y sus incomodidades. Castran ani-
males y los matan para el consumo. Siembran plantas y las
cuidan con cariño para luego segarle la vida humanamente sin
preguntarse si sufren dolor. Hacen el «trabajo sucio» que el
resto no quiere ver pero que les permite vivir. Distinguen con
criterios cambiantes y azarosos los animales para la amistad de
los animales para perpetuar la vida pagando el necesario precio
de la muerte.

Los primeros colonos de Galápagos comían carne de tor-
tuga terrestre y bebían sangre de tortuga marina para aliviar
enfermedades. Usaban huevos de iguana para sus desayunos y
fileteaban las iguanas adultas, de la misma manera que se pesca
para comer y se crían animales domésticos para sacrificarlos.
Todavía algunos se indignan de la mirada horrorizada de quie-
nes, desde usos contemplativos de la «naturaleza», consideran
un crimen ese acto diario de sobrevivencia (entrevista a S.SCh.
08/08/2001, y M.C. 07/08/2001). Aceptar la muerte de otro
ser vivo e incluso provocarla para asegurar la propia sobrevivencia
implica hacer una opción por «nosotros» frente a «ellos». Es
por tanto, un acto de distinción.

Tal vez los «juegos» con los animales y con su muerte son
un indicio aún más claro de la distinción que las sociedades
campesinas establecen en el trato a «animales» y a «humanos».
El «rodeo criollo» es un buen ejemplo de cómo la diversión no
está excluida de la relación campesina con los animales. Pero
también son muy populares en Galápagos las peleas de gallos,
donde estos animales se enfrentan hasta morir. El juego de la
gallina ciega, es otro ejemplo. Se entierra una gallina en el sue-
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lo hasta el cuello, luego una persona con los ojos vendados y
con un machete en la mano, «juega», ante la mirada atenta del
pueblo, a cortarle la cabeza de un solo golpe (Entrevista a C.D.
18/02/2000, y a M.C. 07/08 2001). Ninguna práctica seme-
jante es admitida moralmente por nuestra cultura en los tratos
con otros «humanos». No es raro que los mayores conflictos
culturales y políticos se sitúen precisamente entre los dos pri-
meros usos y el tercero. Los universos culturales derivados de
usos contemplativos o instrumentales están más alejados.

La contraposición que he realizado entre los «usos» hu-
manos dominantes de la «naturaleza» de Galápagos y la forma
como estos usos se relacionan con distintas formas de entender
la «distinción» entre humanos y animales, entre naturaleza y
sociedad, tiene un propósito. Aspiro a mostrar que no pode-
mos considerar el conflicto político existente desde el ángulo
de una lucha entre quienes aspiran a defender la «naturaleza» y
entre quienes solo quieren aprovecharse de ella a corto plazo
aún a costa de destruirla. Entre quienes tienen ideales «puros»
de conservación desinteresada y entre quienes sostienen intere-
ses egoístas y destructores. No quiero (ni podría) negar la exis-
tencia del egoísmo humano ni los intereses económicos ni la
lógica perversa de una sociedad de mercado basada en el valor
de cambio. Son fuerzas que existen, operan y tienen sus pro-
pias dinámicas. Explican parcialmente, e incluso enormemen-
te, las acciones de todos los actores. Pero quiero contribuir a
reivindicar que ninguno de estos usos puede justificar su
autoidentificación con la «pureza» y reclamarla a los demás.
Todos ellos pueden destruir tanto como conservar, reproducir
la injusticia y la exclusión tanto como contribuir a combatir-
las. La variedad de usos humanos del entorno puede relacio-
narse tanto con la valoración del uso irrepetible y único de
cada cosa o con la intercambiabilidad infinita de lo que sólo
vale porque puede ser intercambiado.

¿Significa esto que todos los usos son igualmente lícitos?
¿acaso «todo vale»? ¿cualquier uso es legítimo simplemente por-
que amplía el campo de la experiencia humana? Yo pienso que
no. Pero creo necesario proponer una reflexión sobre la cons-
trucción de los valores ambientales en Galápagos a partir de la
reivindicación del valor humano contenido en los principales
usos actualmente existentes. Quiero ayudar a encontrar una
bisagra entre valores éticos generales y actores sociales concre-

tos. Las nuevos valores éticos actuantes y vigentes no surgirán
de la mente iluminada y pura de intelectuales brillantes. Surgi-
rán, como siempre han surgido, de la gente de la calle, de la
lucha diaria por vivir todavía un poco más al día siguiente.
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Recursos
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pob lación y
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territorial:
 El caso del Plan

Puebla Panamá

Gian Carlo Delgado*

EL ESPACIO GEOGRÁFICO

Para analizar la gestión y usufructo de los recursos naturales,
así como para indagar en la dinámica de las relaciones sociales

en ese proceso, resulta fundamental hacer un análisis desde lo
espacial. En tal sentido, el espacio geográfico se entiende como
una fuerza productiva estratégica que no solamente incluye el
espacio geográfico per se, sino también la totalidad del espacio
social.1 Por lo tanto, en el sistema capitalista de producción, el
espacio es un marco de referencia en torno al cual se mide el
margen de juego de las contradicciones, la madurez y la cadu-
cidad del sistema, hecho en donde sobresale el modo en que el
desarrollo de las fuerzas productivas se emplazan en el espacio
mundial, organizándolo como una gran fuerza productiva téc-
nica.2 El capital, en palabras de Veraza,

(…) se emplaza concretamente no en cualquier terreno
sino en territorios específicos, con ventajas y desventajas
comparativas respecto de otros, lo cual posibilita una ex-
plotación más fácil o de mayor plusvalor en este territorio
que en otro.3

Por lo anterior, es obligado revisar el modo en que se de-
finen y se reordenan tácticamente los territorios mundiales; algo
que resulta valioso ya que, como indicó Lacoste al discutir el
carácter enciclopedista de la geografía moderna:
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co. Autor de La Amenaza Biológica, Plaza y Janés, 2002. Su trabajo ha
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la AECI, un programa doctoral en Ciencias Ambientales, opción Eco-

nomía Ecológica en la Universidad Autónoma de Barcelona. Contacto:

giandelgado@hotmail.com.
1 En ese sentido, la naturaleza es vista, desde el momento histórica-

mente determinado por la producción social. Lo anterior niega la sepa-

ración de la historia y la tecnología, porque justamente ésta «…revela

el comportamiento activo de la humanidad hacia la naturaleza y con

ello el inmediato proceso de producción de sus relaciones sociales vi-

tales y las ideas que brotan del intelecto.» (Marx, Karl. El Capital. Tomo

I, Vol. 2, Siglo XXI, México, 1980, pp. 72-73)
2 Barreda Marín, Andrés. «El espacio geográfico como fuerza producti-

va estratégica en El Capital de Marx» en Ceceña (coordinadora) La

internacionalización del Capital y sus fronteras tecnológicas. Editorial

El Caballito. México, 1995, pp. 132-133.
3 Veraza Urtusiastegüi, Jorge. Perfil del Traidor: Santana en la historio-

grafía y en el sentido común, Editorial Itaca, México, 2000, pp. 277. Las

cursivas son mías.
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(…) la proeza del discurso de la geografía ha consistido en
hacer pasar un saber estratégico por un discurso pedagó-
gico o científico totalmente inofensivo…su función es
impedir el desarrollo de una reflexión política sobre el es-
pacio para enmascarar las estrategias espaciales de quienes
detentan el poder.4

De ahí que se entienda el porqué del control de los Siste-
mas de Información Geográfica (GIS),5 de los cuales, el más
potente del mundo corresponde a Estados Unidos de América
(EUA) con al menos 24 satélites de navegación operados por el
Departamento de Defensa de ese país.

PLAN PUEBLA PANAMÁ (PPP):
REORDENAMIENTO TERRITORIAL DEL
ESPACIO MESOAMERICANO

Históricamente, los imperios han proyectado su hegemonía,
particularmente a los espacios vecinos y hacia otros de carácter
estratégico. El caso de EUA no es la excepción. La proyección
de la Pax Americana hacia América Latina (AL) ha sido cre-
ciente y constantemente reconfigurada y rearticulada según las
necesidades de acumulación de capital del país norteño. Las
peculiaridades espaciales-territoriales de la región, en particular
la zona inmediata a EUA (que se abre como un abanico desde
el sureste de ese país, cubriendo al menos a México, Centro-
américa y Colombia), precisan las líneas geopolíticas y geoeconó-
micas más adecuadas; las mismas que son definidas por una
correlación de fuerzas de poder contradictorias en búsqueda de
las mejores opciones para estimular tal acumulación de capital
para los principales grupos de poder económico de EUA.

En ese contexto, el presidente de México, Vicente Fox
(2000-2006), propuso lo que denominó como Plan Puebla
Panamá (PPP), pero, como bien sintetiza Fazio,

(…) el PPP no es un proyecto nuevo y su autoría intelec-
tual no está en México, sino en Washington… forma parte
de un programa integral que combina el intervencionismo
político, económico y militar, pero se presenta como un
plan de pacificación, desarrollo y creación de empleos. Es

una manifestación genuina del capitalismo contemporá-
neo. Forma parte de un proyecto de alcance geoestratégico
continental e imperial de EUA, en el que participan sec-
tores del capital financiero, consorcios multinacionales y
las oligarquías de los países del área mexicano-centroame-
ricana. El gobierno de Vicente Fox participa de manera
subordinada (ya que como partícipes no podría ser de otra
manera) a los intereses de la Casa Blanca, Wall Street y las
multinacionales con casa matriz en EUA.6

Desde una perspectiva que contrasta con la de los teóricos
de la «globalización» quienes la caracterizan como si ocurriera
en un vacío de poder, como el resultado de impulsos automáti-
cos, no menos que enigmáticos, del mercado, es conveniente re-
visar los actores que vienen impulsando, operando y/o ejecu-
tando el rompecabezas del PPP. Como se desarrolla en el texto
Banco Mundial y desnacionalización integral de México,7 que
publiqué en coautoría con John Saxe-Fernández, de entrada
hay que puntualizar que las transacciones de la economía in-
ternacional, histórica y contemporáneamente, ocurren en me-
dio de un «caldo de poder» en el que es central la relación y
simbiosis entre el Estado capitalista central —y sus instrumen-
tos de proyección hegemónica como el FMI, el Grupo del
Banco Mundial (BM) o la OMC, por un lado; y la corpora-
ción multinacional (CMN) por el otro.8 Virtualmente todas
las CMN del mundo, lejos de ser «stateless corporations», ope-

4 Lacoste, Yves. La Geografía, un arma para la Guerra, Anagrama, Bar-

celona, España, 1975. pp. 7-9.
5 Los GIS son redes de información que, en conjunto forman una base

de datos en constante crecimiento y perfeccionamiento, con el fin de

construir mapas sofisticados que permitan visualizar el espacio con to-

das sus características (naturales y sociales).
6 Fazio, Carlos. «El Plan Puebla Panamá, intervensionismo de EUA», La

Jornada. México, 19 de Marzo de 2001.
7 Delgado Ramos, Gian Carlo y Saxe-Fernández, John. BM y

desnacionalización integral de México, Ceiich, UNAM, México, 2002. Una

versión resumida de ese trabajo se puede encontrar en la página de la

UNESCO sobre Global Economy and Sustainable Development, sec-

ción «Textos» para discusión, Segunda Serie. (www.reggen.org.br).

 8 Véase: Magdoff, Harry. Imperialism: from the colonial age to the present.

Monthly Review Press. New York, 1978; Kolko, Gabriel y Joyce. The Limits

of Power: the World and United States Foreign Policy, 1945-1954, Harper

& Row, Nueva York, 1972.
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ran en el ámbito externo desde la base de un Estado-nación,9

que las regula y protege, las subsidia de diversas maneras, ya
sea por medio de un alto gasto público, por la vía de intensas
relaciones bélico-industriales o por medio del despliegue de
instrumentos de proyección diplomático-militares y/o econó-
mico-financieros. Además, y de manera fundamental, las CMN
resultan los instrumentos de Estado y de clase que impulsan e
implementan modelos para promover la acumulación de capi-
tal bajo lo que se ha denominado «globalización», ya no sólo
de forma imperialista desde el Norte, sino, como bien señaló el
ex presidente tico Rodrigo Carazo, desde los cuadros de «country
managers del BM» en el Sur.10

Por lo anterior, llama la atención que entre los actores
involucrados en el PPP, estén, además del BM et al, diversas
CMN, de EUA y de sus «aliados» europeos, involucradas en
los múltiples negocios contemplados (véase más adelante). Es
en este sentido, que la Red Mexicana Contra el Libre Comer-
cio, ha venido señalando que la función destinada a Fox es la
de «enganchador». Cometido al que se suman —siguiendo
oportunamente la invitación del presidente mexicano— los
gobiernos de los países centroamericanos y sus numerosas ins-
tituciones, tanto nacionales como regionales.

Los diseñadores e impulsores del PPP indican que se trata
de un proyecto que:

(…) centra su atención en un conjunto de acciones (…)
cambios institucionales y regulatorios, y políticas de esta-
do que promuevan, incentiven y faciliten las inversiones
productivas privadas.11

Sin embargo, ese «conjunto de acciones» tienen su funda-
mento en megaproyectos geoestratégicos rancios de EUA. En
1850, la Railroad Company de Nueva Orleans consideró la
construcción de una vía que comunicara los extremos del ist-
mo de Tehuantepec en el sureste de México. El presidente
Buchanan de EUA lo gestionó en 1859 con su homólogo
mexicano Benito Juárez. El «arreglo» también incluía el dere-
cho a perpetuidad de las vías Guaymas-Nogales y Matamoros-
Mazatlán.12  La guerra civil de EUA no permitió consolidar tal
proyecto, pero lo dejó en activo. Con la apertura del Canal de
Panamá, la urgencia del de Tehuantepec menguó; no obstante,
dadas las crecientes necesidades de EUA, y el vencimiento de la
entrega del canal, Washington retomó su vieja estrategia terri-
torial, esta vez pretendiendo «organizar» toda la complejidad
del espacio territorial de México, Centroamérica y, al menos,
la zona andina de Sudamérica. El diseño, desde luego, ha sido
reconfigurado a las necesidades actuales de acumulación de ca-
pital estadounidense. El primer paso se consolida en 1994 con
el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN),
escenario en el que después «reaparecería» el PPP como caballo
de Troya para la implementación del Área de Libre Comercio
de las Américas (ALCA).13  Para 1996, el ex-presidente de Méxi-
co, Ernesto Zedillo, presentó su Plan Nacional de Desarrollo
Urbano 1995-2000 14 en el que proponía lo que de fondo es
la versión del PPP para México y que incluye, entre otros, el
añejo corredor Guaymas-Nogales. Finalmente, en el 2000 apa-
rece El sur también existe,15 un texto que se considera la base
de la construcción del discurso oficial del PPP,16 al que luego se
le sumarían proyectos locales como el Proyecto Milenium de la
región del estado de Puebla y el Proyecto Regional de Gran
Visión (estados de Hidalgo, Puebla, Táscala y Veracruz).17

El PPP opera formalmente en los estados mexicanos de
Campeche, Chiapas, Guerrero, Oaxaca, Puebla, Quintana Roo,
Tabasco, Veracruz y Yucatán; así como en los siete países de
Centroamérica. En términos generales tiene dos grandes de-
senlaces: el «logístico-material», y su versión natural, «verde» o

9 Véase: Hirst, Paul y Thompson Graham, Globalization in Question, Polity

Press, Cambridge, Londres, 1996. Doremus et al. The myth of global

corporations, Princeton University Press, Princeton, 1998.
10 Saxe-Fernández, John. «Globalización e Imperialismo», en Saxe-Fer-

nández (coordinador), Globalización: crítica a un Paradigma, Plaza &

Janés, México, 1999, pp. 9-68.
11 Presidencia de la República. Documento Base del PPP. México, mar-

zo de 2001, pp. 5. Las cursivas y subrayado son míos.
12 Véase: Brasseur, Charles, Viaje por el istmo de Tehuantepec. 1859-

1860, Lecturas Mexicanas, n. 18, Fondo de Cultura Económica, México,

1981, pp. 10-14.
13 Fazio, Op cit.
14 Poder Ejecutivo Federal. Secretaría de Desarrollo Social. Programa

Nacional de Desarrollo Urbano 1995-2000. México, marzo de 1996.
15 Levy, Santiago. Dávila Enrique y Kessel Georgina. El sur también exis-

te: un ensayo sobre desarrollo regional en México. Subsecretaría de

Egresos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. México, 2000.
16 Presidencia de la República. Op cit.
17 Para ambos casos, véase: www.sct.puebla.gob.mx/sct/index.htm .
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«greenwashed»18 del saqueo de recursos naturales. Este último,
que se abordara más adelante, se refiere propiamente al Corre-
dor Biológico Mesoamericano (CBM); mientras que el primero
alude a una variedad de proyectos de infraestructura, industria
y comercio «convencionales» —por así denominarlos—, ya que
se excluye (además de las industrias que explotan directamente
los recursos naturales) al sector biotecnológico y afines.

A pesar de la oposición de una buena parte de los
mesoamericanos, entre los planes del PPP se incluyen: carrete-
ras, puertos marítimos, tendidos eléctricos y de comunicacio-
nes (incluyendo los de fibra óptica), plantas generadoras de elec-
tricidad (tanto termoeléctricas como hidroeléctricas), oleoduc-
tos y gasoductos, ferrocarriles, aeropuertos, canales secos y de
agua (que den salida a las mercancías hacia la cuenca del Pacífi-
co, y en particular al mercado de China —nuevo socio de la
OMC),19 así como varios corredores industriales-maquiladores
(algunos interoceánicos) a los que también se integran las acti-
vidades de la maquila para exportación de la producción de la
agroindustria (particularmente de hortalizas y frutas tropica-
les).20 Tal infraestructura, necesaria para la implementación del
PPP, apunta además a la destrucción de ecosistemas únicos y
sin embargo, aun así son promovidas, entre otros actores, por
el BM. Además de los proyectos turísticos o «ecoturísticos» de
inspiración multinacional, muchos justo en zonas de manglar
y arrecife de coral, también se han contemplado: una carretera
que pretende cruzar los manglares de Tabasco en México; vías
que dividirán en fracciones una de las reservas más importan-
tes del CBM, la Biosfera Maya (tramos de Tikal-Calakmul, El
Naranjo y El Ceibo, en Guatemala); o el canal seco de Nicara-
gua que atravesará las reservas de la zona de Monkey Point y
Bluefields; por mencionar sólo unos ejemplos.

Dado que el PPP no es un convenio o tratado de libre
comercio (como sí lo es el TLCAN y la pretendida ALCA),
sino más bien un plan de desarrollo; la necesidad de privatizar
y dejar que operen las «bondades» del «libre mercado», es uno
de los argumentos centrales. En tal sentido, los procesos de
privatización e inversión extranjera directa de tipo «neoliberal»
no se han hecho esperar. La función del ALCA entonces será
que, una vez consolidado el proceso de compra-venta 21  de AL,
protegerlo operativa y «legalmente» (en Sudamérica mediante
el Plan Colombia, el Plan Andino Amazónico y similares, o

bien a través de mecanismos para devastar las economías de
esos países, como en el caso de Argentina que permitan insta-
lar regímenes o políticas pro EUA). De ahí que Florencio Salazar
(ex director del PPP, ya que ahora el Plan está a cargo de la
Secretaría de Relaciones Exteriores de México presidida por Jorge
Castañeda) señalara en marzo de 2002 que:

(…) al menos 4.017 millones de dólares serán destinados
a financiar el PPP (…) el 85% de estos fondos será desti-
nado a infraestructura vial (…) (unos 3.420 millones) (…)

México pretende construir, en el período 2002-2006,
5.500 kilómetros de carreteras en los estados sureños, los

18 Delgado-Ramos, Gian Carlo. «Corredor Biológico Mesoamericano al

servicio de las corporaciones multinacionales». Revista Ambientico.

Nº 105, San José, Costa Rica. Junio de 2002. Delgado Ramos, Gian

Carlo. Red Contra el PPP. Battle over the future of Southern Mexico and

Central America. 7/09/02 PPP Coalitional Educational Booklet Draft. (Dis-

ponible en: www.acerca.org )
19 Barreda hace una indagación puntual de la ubicación espacial de la

industria de EUA, misma que se emplaza en el este de ese país –en

torno al río Missisippi y los Grandes Lagos. Como indica Barreda, EUA

está dividido en dos por una cordillera montañosa que le dificulta conec-

tar el este con el oeste. Dado que el gran mercado mundial se ubica en

la cuenca del Pacífico, EUA comenzó a desarrollar la economía

californiana. El PPP busca, entre otros factores, aumentar la proyección

de EUA hacia el Pacífico, ello a través de múltiples «corredores de inte-

gración urbano regional» a lo largo y ancho de la región, que además

son estratégicos para el abastecimiento de energía y fuerza de trabajo

baratos. Entre los corredores interoceánicos de sistema intermodal, se

nombran siete para México (de Guamas a Nogales, de Manzanillo a

Nuevo Laredo, Matamoros a Villahermosa, Acapulco a Veracruz,

Tapachula a Manzanillo, Salina Cruz a Coatzacoalcos y Villahermosa a

Cancún) y tres para Centroamérica (Golfo de Fonseca, Nicaragua y el

Canal de Panamá). (Barreda Marín, Andrés, Atlas Geoeconómico y

Geopolítico de Chiapas, Tesis Doctoral. UNAM. México, 1999)
20 Justo corresponde al «fuerte» de la CMN mexicana Pulsar/Savia, ade-

más de la bioprospección y las plantaciones agroforestales que ejecuta

en el sur/sureste de México. Considérese que Pulsar, propiedad de Al-

fonso Romo —asesor en materia agrícola de Fox durante la campaña

presidencial de 2000— se coloca como la CMN de semillas de hortali-

zas más grande del mundo y entre las primeras posiciones en semillas

en general. Tiene alianzas «estratégicas» con la CMN Monsanto (EUA)

y demás actores involucrados en el negocio de la biotecnología.
21 Sigo la terminología empleada por Saxe-Fernández, John en su texto,

La Compra-Venta de México. Plaza y Janés, 2002.

25-12.p65 18/07/03, 15:01124



 24 - 2002 125

DEBATES AMBIENTALES:  EL VALOR DE LA BIODIVERSID AD

cuales se integrarán con Centroamérica por medio del PPP.
El área de interconexión energética recibirá el 11% del
presupuesto, lo que representa 445 millones de dólares,
mientras que campos como el desarrollo sostenible y el
turismo tendrán partidas menores... De los 4.017 millo-
nes de dólares… 1.512 serán aportados por México y el
resto procederá de financiación de organismos internacio-

UNA MIRADA AL PLAN COLOMBIA

El embajador Thomas Pickering, subsecretario de Estado para asuntos políticos señaló que «el Plan
Colombia es un paquete de 7.500 millones de dólares concretado en 1999 por el gobierno colombia-
no. De estos 7.500 millones de dólares —añade Pickering— aproximadamente un 25 por ciento se
dedicará a los esfuerzos contra los narcóticos. El otro 75 por ciento se destinará a otros programas.»
(DdE. «Pickering habla de EUA y Colombia en Corporación Andina de Fomento.» 10 de septiembre
de 2000) Entre los convenios del Plan Colombia, puntualiza el Departamento de Estado de EUA
(DdE), está el que, «…contribuye a la financiación de programas de alternativas viables a los cultivos
ilícitos, al mismo tiempo que destina fondos para la construcción de infraestructura rural y a la promo-
ción de una mejor administración de los recursos naturales». (DdE. «Colombia y Estados Unidos
firman convenios Plan Colombia», 26 de septiembre de 2000.) Además de la compra de armamento
a EUA (o lo que se le ha calificado como «intercambio de droga por armas»), entre las actividades
más importantes del Plan están, sin lugar a dudas, aquellas que giran en torno al petróleo. De ahí
que sea crucial para EUA, por ejemplo, la toma de posesión del oleoducto de Caño Limón que reco-
rre 780 kilómetros desde los campos petroleros en el departamento colombiano de Arauca, cerca de
la frontera con Venezuela, hasta el puerto de Coveñas en la costa atlántica. (DdE. «La Destrucción de
los Oleoductos». http://usinfo.state.gov/espanol/andes/homepage.htm.) La excusa de EUA para tomar
posesión del oleoducto se sostiene en que éste ha sido atacado constantemente por la guerrilla, por
lo que ahora es EUA quien debe asegurarlo. Lo que de fondo se juega es que se está atentando
contra los intereses de EUA, y particularmente los de «su» CMN Occidental Petroleum que explota,
junto con Ecopetrol (Colombia) dicho oleoducto. Asimismo, se incluye, entre otras actividades de
«administración de los recursos naturales», la plantación industrial de palma africana, palmito, colo-
rantes, etc; para surtir a las empresas de EUA y sus «socios» europeos y japoneses. Este último tipo
de proyectos se insertan bajo la denominación de «cultivos alternos» con una inversión de alrededor
de 1.300 mdd. (Véase: http://asac.net/noticias/). Realmente son este tipo de «asuntos» los que con-
forman la agenda de fondo del Plan Colombia. Consúltese: Departamento de Estado de EUA. Progra-
mas de Información Internacional, Plan Colombia, 1999. http://usinfo.state.gov/espanol/colombia/
plan.htm.

nales como el Banco Interamericano de Desarrollo, el Ban-
co Centroamericano de Integración Económica y el Pro-
grama de las Naciones Unidas para el Desarrollo.22

En la compra-venta de la región del PPP están, por men-
cionar sólo algunos actores empresariales: la CMN mexicana
Pulsar (agroindustria/biotecnología); la Internacional Paper
Co. y Boise Cascade (ambas de EUA-papeleras y afines); Tribasa
e ICA (México-constructoras); Cemex (México-cementera);
Vitro (México-Vidrio); Imbursa (México - grupo financiero
propiedad de Carso); Texas Connection (EUA); International
Shipholding (EUA-transporte marítimo); Monsanto y Down

22 La Prensa Gráfica-Redacción de Economía. «C.A. y México se re-

únen próxima semana – Distribución presupuestaria del PPP», La Pren-

sa Gráfica, El Salvador, 15 de marzo de 2002, pp. 64.
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Chemical (EUA-químicos, agroquímicos, semillas, fármacos,
etc.); Enron Springs, Monsanto Wells y Bechtel Co. (todas de
EUA-agua, entre otros negocios); Ondeo y Vivendi (Francia-
agua, entre otros negocios); Exxon-Mobil, Texaco y Pennzoil
(EUA-petroleras y afines); Shell (Holanda-petrolera y afines);
Hutchinson Holdings (EUA-transporte marino), Delasa (EUA-
operadora de puertos marítimos); Endesa (España-electrici-
dad); Harken Energy; Applied Energy Services; Duke Energy
y Harza (todas estadounidenses del negocio de la energía);
etcétera.

No es casual que el grueso de las CMN involucradas sean
originarias de EUA y tampoco que varias correspondan al sec-
tor energético. La implementación del PPP se sostiene en los
proyectos de dicho sector. Por un lado, para «mover» al propio
PPP (para el funcionamiento de la maquila, para transportar
mercancías y la fuerza de trabajo, etcétera). Por otro lado y de

frente al creciente consumo energético de EUA, desde el PPP,
el Plan Colombia, el Plan Andino Amazónico y otros instru-
mentos imperiales de poder, Latinoamérica se perfila, al mis-
mo tiempo, como una reserva importante de energía «disponi-
ble» para ese país del Norte.

En México, los intentos por privatizar el sector energético
son muy antiguos. La privatización de modo totalmente abier-
to no se ha hecho, sin embargo, la privatización de facto de los
sectores más rentables de la petroquímica, así como de la elec-
tricidad y el gas, comenzó desde la presidencia de Carlos Sali-
nas DeGortari (1988-1994). El hilo conductor de ese proceso
se basa en la antítesis de lo que Saxe-Fernández denomina el
«complejo petroeléctrico» y que alude a la consolidación del sec-
tor energético para que sea más rentable, abarcando desde el
petróleo crudo hasta la petroquímica, el gas y la electricidad.
Mientras en el Norte las CMN petroleras se consolidan de ese

PLAN ANDINO AMAZÓNICO

El Plan Andino Amazónico se fundamenta en la Iniciativa Regional Andina (por 882 mdd) y la Ley de
Promoción Comercial Andina (ATP). Esta última «renueva y expande de manera retroactiva» la re-
cientemente extinta Ley de Preferencias Comerciales Andinas (ATPA) que EUA aprobó para la región
que comprende Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú). El Plan Andino Amazónico tiene una relación
estrecha, en todos los sentidos, con el Plan Colombia, y sin duda alguna su trasfondo es del mismo
tinte que el del PPP y el Plan Colombia. En tal sentido, Alan Larson, subsecretario de Estado para
Asuntos Económicos, Empresariales y Agrícolas, indicó que, «…La ley AFTPA, ofrece alternativas
económicas… al eximir de derechos de aduana a ciertas exportaciones a Estados Unidos, expira en
diciembre. Una prórroga de la ATPA hasta diciembre de 2005 sería un «puente temporal» hasta que
pudiera entrar en vigor para esas fechas un Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA). (DdE.
«Altos funcionarios E.U. urgen renovación pacto comercial andino», 3 de agosto de 2001. Las cursi-
vas son mías.) Así pues, la ATP, aprobada por el Senado de EUA en agosto de 2002, según Washing-
ton, consiste en, «… [un] programa de alivio arancelario que permite a las naciones andinas desarro-
llar alternativas económicas legítimas al cultivo de la hoja de coca y a la participación en actividades
de narcóticos ilícitos.» (DdE. «Senado de E.U. aprueba renovación y ampliación ATPA», 2 de agosto
de 2002.) Más aún, dice el DdE, «…la ampliación de la ATPA …expande los beneficios para los
textiles andinos fabricados con hilados de Estados Unidos y ropa andina hecha con hilados regiona-
les, sujetos a un límite máximo. También extiende los beneficios a nuevos productos como petróleo y
sus derivados, atún, zapatos y otros artículos de cuero. (DdE. 2 de agosto de 2002. Op cit. Las
negritas son mías.) Para una indagación respecto a la Iniciativa Regional Andina, consúltese: http://
usinfo.state.gov/espanol/ari/.
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modo, Petróleos Mexicanos es desarticulado y puesto en venta
bajo concesiones, hasta ahora de algunas de las divisiones más
rentables del mercado petroquímico secundario (y que incluye
partes del primario gracias a la re-clasificación del mismo du-
rante la presidencia de Salinas), así como mediante importan-
tes concesiones en el sector eléctrico y gasero.23  Tal privatización
de facto a la par de los conductos de transporte energético que
se planean construir a lo largo y ancho de Mesoamérica como
parte del PPP llaman la atención, sobre todo si se considera
que, por un lado, el Plan Colombia incluye explícitamente
medidas en pro de los intereses petroleros de EUA. Asimismo,

anótese que los planes de conexión eléctrica y gasera de Méxi-
co y EUA son un hecho, mientras que la «idea» de un oleo-
ducto de México hacia EUA ha sido considerada a lo largo de
varias presidencias de EUA; algo que, tan sólo desde la pers-
pectiva de seguridad nacional de México debería ser inconcebi-
ble, ya que seguramente sería EUA quien en territorio mexica-
no nos haría el «favor» de «cuidar» tal recurso e infraestructura
estratégica. Así, desde la perspectiva meramente energética, el
PPP y el Plan Colombia se acoplan perfectamente y de manera
continua en el espacio, no se diga en otros aspectos —inclu-
yendo el saqueo de recursos bióticos, tanto de Mesoamérica
como de Colombia. Los beneficiarios de tal maniobra sin duda
alguna son EUA y su élite empresarial, aunque no resulta des-
preciable el negocio que puedan hacer otros «socios» de segun-23 Véase Saxe-Fernández, 2002. Op cit.

 

Extensión y Pr oyección de Gasoductos del PPP

Veracruz
Yucatán

Campeche

Tabasco Quinta Roo

Belice

Honduras
Guerrer o

Oxaca
Chiapas

Guatemala
El Salvador

Costa Rica

Nicara gua

Panamá

Principales zonas de petróleo y gas.

Gasoducto de Cd. Pemex (Tabasco), hasta Colón (Panamá)

Gasoducto rumbo a Texas
Gasoducto –en su mayor parte marítimo– hacia
Cartagena (Colombia) y con proyección
hacia los yacimientos venezolanos

Fuente: Elaboración propia en base a Presidencia de la República. «Documento base del PPP». México, marzo de 2001. Barreda Marín, Andrés. «Altas
Geoeconómico y Geopolítico de Chiapas». Tesis doctoral en Estudios Latinoamericanos. UNAM, México, 1999.
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do nivel,24 siempre y cuando no atenten contra los intereses de
EUA (momento en que perderían esa posición de «alianza»).

Las ramificaciones político-sociales y militares del PPP,
como puede deducirse, son de orden mayor. La región de cer-
ca de 2 millones de hectáreas y 74 millones de habitantes, se
caracteriza por ser extremadamente rica en recursos naturales
(representa cerca del 11% de la biodiversidad mundial —un
7% corresponde sólo a Centroamérica—, además de las am-
plias reservas de biodiversidad, y de agua, de yacimientos de
minerales —como el uranio—, de petróleo y gas, etcétera).

Al mismo tiempo, dado el saqueo histórico de la región
—que se pretende potenciar con el PPP—, el 60% de la po-
blación está considerada como pobre (vive con 1 dólar o me-
nos por día), el 40% trabaja en la agricultura (considérese que
será desplazada por la agroindustria y con ello se perderá lo
poco que queda de soberanía alimentaría), y el 18% es indíge-
na. Esa diversidad cultural de comunidades indígenas y cam-
pesinas milenarias que conforma las tierras mesoamericanas,
pretende ser «modernizada» para que sea más rentable a la acu-
mulación de capital. Ese proceso se fundamenta en una reor-
ganización territorial de la región a partir de la expropiación de
sus tierras para emplazar en ellas parte de la infraestructura el
PPP. Una vez «liberada» esa fuerza de trabajo sería entonces
parcialmente «rearticulada» a los corredores de maquila, en ac-
tividades de carga y descarga de mercancías, o en otras activi-
dades «informales» como la prostitución. Eso es lo que el prin-
cipal impulsor del PPP, el presidente Fox, concibe como «una
nueva unión beneficiosa entre Norteamérica y el sur del conti-
nente».

LA VERSIÓN «VERDE» DEL PPP: EL CORRE-
DOR BIOLÓGICO MESOAMERICANO (CBM)  25

El primer paso del BM en materia ambiental en el contexto
del desarrollo de las bioteconologías, fue la convocatoria de la
Cumbre de la Tierra (Río de Janeiro, Brasil). Desde ese espa-
cio, se llamó a la conservación de la biodiversidad y su uso
sostenible. Como ejemplo de «uso sostenible» de la biodi-
versidad, Al Gore (en ese entonces vicepresidente de EUA) y el
secretario de la conferencia «Estudios de Caso: Convención

24 En la búsqueda por mejores posiciones en el mercado de la energía,

el gas y el agua, las CMN españolas (que siempre pueden ser objeto

de fusión con las de EUA) tienen un papel (como «socios» de segundo

nivel de EUA) muy activo en el marco del PPP. Endesa, la primera CMN

de electricidad española (con 20 millones 164 mil clientes), que a su vez

también es un importante actor en el mercado del gas (del que hoy es

segundo operador en España por número de clientes, y que pretende

junto con Iberdrola, la segunda CMN de electricidad de ese país ibérico,

arrebatar el liderazgo a Repsol en España), actualmente tiene en sus

manos la concesión del Sistema de Integración eléctrica para Centro-

américa del PPP. Durante la presentación formal del PPP en Madrid,

según una nota de El País, se puntualizó que: «…el Instituto de Crédito

Oficial (ICO) y el de Comercio Exterior (ICEX) españoles expresaron su

apoyo y colaboración con el plan. Con éste se pretende desarrollar eco-

nómicamente la zona con la construcción de 8.977 kilómetros de carre-

teras y una red eléctrica y de telecomunicaciones regional y dar un pri-

mer gran paso a la integración regional… El plan intenta atraer la inver-

sión española y en interés de sus compañías en la licitación de los

proyectos. Endesa, por ejemplo, ya se comprometió con 45 millones de

dólares para financiar una parte de la red eléctrica regional». (Gualdoni.

«América Central y México ponen en marcha un plan de inversiones

por más de 4.000 millones.» El País, España, 12 de noviembre de 2002,

pp. 54)
25 En base a: Delgado-Ramos, Gian Carlo. Biodiversidad, Desarrollo

Sustentable y Militarización: la experiencia del saqueo de Mesoamérica,

Ceiich, UNAM, México, 2003.

La versión «ver de» del PPP:
el Corredor Biológico

Mesoamericano

Parques y Reservas

ANP no declaradas

Reservas Extractivas
Nuevas ANP
Corredores Propuestos

Fuente: Tomado del Delgado-Ramos, Gian Carlo, «Biodiversidad, Desa-
rrollo Sustentable y Militarización», Ceiich, UAM/Claoso, en edición,
México, 2003.

25-12.p65 18/07/03, 15:01128



 24 - 2002 129

DEBATES AMBIENTALES:  EL VALOR DE LA BIODIVERSID AD

Mundial sobre Biodiversidad», Maurice Strong; presentaron el
conocido convenio entre el Instituto de Biodiversidad de Cos-
ta Rica (InBio) y la CMN farmacéutica Merck (EUA), en el
que a cambio de dos millones de dólares y equipo para analizar
la biodiversidad, la CMN tuvo acceso a la biodiversidad de
Costa Rica por un período de tres años y con derecho a reno-
vación. Tal concepción del «uso sostenible» de la biodiversidad
claramente muestra que se trata de promover actividades de
biopiratería con beneficiarios claramente definidos, entre los
cuales no están ni los ecosistemas de los países del Sur, ni su
gente.

Para coordinar este interés por la biodiversidad y su su-
puesta «conservación» —que desde luego en ningún momento

ha implicado el ya urgente cambio de patrón energético—, el
BM impulsó la firma de la Convención de la Diversidad Bioló-
gica (CDB), al tiempo que colocaba al Global Environmental
Facility (GEF) como «el» organismo gestor de «fondos» para la
«conservación» de los estados nacionales, así como «canalizador»
(junto con la Internacional Finance Corporation del BM) de
aquellos fondos provenientes de la iniciativa privada; ambas fuen-
tes de recursos en su mayoría provenientes de los países del
Norte.

Desde entonces y de manera similar a los «programas
neoliberales» del BM-FMI para «inducir» la privatización de
los activos estratégicos en el Sur, el caso de los activos naturales
(recursos naturales) ha propiciado una serie de operaciones
«conservacionistas» del BID, BM-GEF, y también de la ONU
—desde el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo
(PNUD) y el Programa de las Naciones Unidas para el Medio
Ambiente (PNUMA)—, al punto de penetrar el espacio de
toma de decisiones, incidiendo sobre la correlación de fuerzas
dentro y fuera de los países del Sur. Tal «penetración», en México
y AL, se materializa gracias al crónico endeudamiento externo;
a los fuertes préstamos, y por medio del manipuleo de las legis-
laciones nacionales —a partir de la CDB— referentes a los
recursos naturales y a través de proyectos «verdes» consistentes
en la apropiación de recursos bióticos e hídricos que benefi-
cian a las CMN de EUA, Europa y Japón involucradas en el
negocio del agua y las biotecnologías.26

Tales proyectos «verdes» tienen su fundamento en el Co-
rredor Biológico Mesoamericano (CBM), que aunque se basa
en el antiguo Proyecto Paseo Pantera,27 formalmente se remon-
ta a 1996, pero se da a conocer como proyecto del BM en el
2000. Territorialmente cubre los estados mexicanos de
Campeche, Yucatán, Quintana Roo y Chiapas; y todos los países
centroamericanos. Para finales de 2000 y principios de 2001 se
extendió a los estados mexicanos de Guerrero, Oaxaca, Mi-
choacán y Veracruz, a partir de dos proyectos secundarios al
CBM: el Coinbio y 3 Ecoregiones.28  A la vez, ha sido comple-
mentado, con su perfil marino: el Corredor Coralino Meso-
americano (Mesoamerican Barrier Reef System)29 y el Proarcas/
Costas.30

Se trata de una región de enorme impacto geoeconómico
y geopolítico, que como lo suscribe el Proyecto Paseo Pantera,

26 Para el caso del agua revísese: Delgado-Ramos, Gian Carlo,

«Privatización y saqueo del Agua Dulce de Mesoamerica», disponible

en: www.ecoportal.net/articulos/aguadulce.htm. Para una revisión de la

geopolítica y la geoeconomía de la biotecnología, véase: Delgado-Ra-

mos, Gian Carlo, La Amenaza Biológica, Plaza y Janés, 2002.
27 Véase, Boza, Mario A. Biodiversidad y Desarrollo en Mesoamérica,

Proyecto Paseo Pantera (CCC/WCS)-Proyecto Coseforma/Gtz, 1994.
28 Para Coinbio consúltese: BM. Indigenous and Community Biodiversity

Conservation Project. Washington, EUA. Octubre de 2000, Para tres

Ecoregiones: Pnud/Gef. Integrated Ecosystem Managment in three

Priority Ecoregions, Washington, D.C., marzo de 2001.
29 El Corredor Coralino Mesoamericano (Mesoamerican Barrier Ref.

System / GE-P053349) es un proyecto del BM/GEF. Opera en México,

Guatemala, Belice y Honduras. Incluye el segundo arrecife de coral más

largo en el mundo. Entre las actividades que tiene delineadas están el

mapeo de ecosistemas costeros, monitoreo de especies, establecimien-

to de bases de datos regionales sobre recursos y su diseminación...

estimulación de la participación de las comunidades locales y grupos

étnicos en asuntos relacionados con el manejo de los recursos del CCM,

entre otras. (BM. Mesoamerican Barrier Ref. System (MBRS). Reporte

No. PID7600, Washington, D.C., noviembre de 2000, pp. 4).
30 El proyecto opera en Nicaragua (Costa Miskita), Costa Rica (área

Cahuita), Panamá (Río Cañas), Belice, Guatemala y Honduras (Golfo

de Honduras). Formalmente forma parte las actividades de la Ccad. Es

financiada por la Usaid y ejecutada por TNC, WWF, el Centro de Recur-

sos Costeros de la Universidad de Rhode Island y otros socios meno-

res centroamericanos. Incluye «amplios propósitos de monitoreo» de la

biodiversidad, sistemas de información geográfica, «acciones tendien-

tes a fortalecer y/o buscar recursos externos para mejorarse institucio-

nalmente», «investigación científica en áreas protegidas», etcétera.

(Proarca/Costas, Guia para la Planificación Participativa en Áreas Mari-

no Costeras, Proarca/Costas, Guatemala, 2001.)
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«….los fondos para asegurar su conservación deben provenir,
mayormente del GEF».31 Así, asegurando la participación del
BM, suscribe el documento del CBM de ese mismo organis-
mo,32 «…el GEF acordó hacerse cargo de 66,99 millones de
dólares de los 90,05 que comprendía el presupuesto inicial».33

Para 2001, un documento del BM-BID referente a la «pers-
pectiva del financiamiento internacional» en el CBM puntua-
lizaba que,

(...) los montos de las inversiones financiadas por ambas
instituciones que están directamente relacionadas, ascien-
den a 888 millones de dólares y las indirectamente asocia-
das a 4.541 millones, es decir 5.429 millones en total.34

Por lo anterior, es ingenuo asumir que este tipo de pro-
gramas se restringe explícitamente a conservar el medio am-
biente. Más allá de un análisis de su potencial efectivo para la
conservación, lo que es cierto es que el eje articulador e impul-
sor de éstos, es el interés y necesidad de los capitales biotecno-
lógicos de la inmensa diversidad biológica y cultural de la re-
gión. En efecto, el informe del CBM señala, al igual que el
resto de los documentos de los proyectos de conservación del
BM et al, que entre las actividades de «uso sostenible de la
biodiversidad» están:

... la investigación sobre plantas medicinales y demás
biodiversidad con potencial comercial, especificando acti-
vidades de clasificación y definición de especies, inventa-
rios, descripción de componentes de substancias activas,
establecimiento de métodos para su extracción, procesa-
miento, certificación y acceso al mercado; entre otras. Todas
incorporadas a un Sistema de Información Geográfica que
integra lo ecológico, biológico y socioeconómico de la re-
gión mesoamericana.35

El CBM es de fondo una operación de escenarios de apro-
piación del espacio y de ahí de la privatización de la naturaleza,
tanto de parte del BM et al, como de las CMN y sus ONG-
Concervation Internacional, WWF, etc. Es un proyecto que
parte de una justificación banal ya que argumenta que se trata
de un escenario «ganador-ganador» (win-win) que,

(...) hermana la conservación con el desarrollo, es decir, la
conservación es vista como uno de los instrumentos más
importantes para lograr el desarrollo socioeconómico de
Mesoamérica.36

Esta retórica se ha popularizado, sobre todo entre los nue-
vos «partners para la conservación», al grado que se considera,
orwellianamente que,

(...) el mejor modelo para valorar y proteger la
biodiversidad es mediante la bioprospección, o sea, la ex-
ploración de la biodiversidad para encontrar recursos co-
mercialmente valiosos para la genética y la bioquímica.37

De este modo, se nos notifica, que la conservación desde
la «bioprospección» ejecutada por actores del Norte en el Sur,
podría llevarnos al desarrollo. Discurso contrastante con la rea-
lidad de la subordinación tecnológica del Sur respecto al Nor-
te; condición que el BM está asegurando, al desmantelar la
capacidad endógena de investigación y desarrollo, por medio
de sus programas de «modernización educativa» en el Sur.38

Brecha que deja el gran negocio de la «bioprospección» en
manos de CMN del Norte.

Para funcionar ecológicamente, el CBM supone una co-
nexión geográfica que permite la libre movilidad de las especies,
lo que de entrada es rigurosamente imposible debido a la infraes-
tructura que ya fragmenta ese espacio geográfico (carreteras

31 Boza. Op cit, p. 50.
32 BM. Mesoamerican Biological Corridor Project. Reporte No. 23132-

ME. Washington, D.C 2000.
33 Todos los fondos están regulados por el FMI, Ibid, pp. 1-6.
34 Aproximadamente 3,762 provienen del BID -3,670 de inversión y 92

de cooperación técnica- y 1,667 del BM -1,645 y 22 millones respectiva-

mente. Lo anterior, no incluye los proyectos ejecutados por otras agen-

cias y ONG internacionales por alrededor de 361 mdd más. (BM/BID, El

corredor biológico mesoamericano como un eje de desarrollo sostenible

para la región, Taller Manejo Sostenible de Recursos Naturales a Nivel

Regional. Madrid, pp. 3).
35 BM, Op cit, noviembre, 2000, p. 9 y Anexo 2.
36 Boza, Op cit, p. 52.
37 Ibid, p. 57.
38 BM, El financiamiento y administración de la educación superior,

UNESCO, París, 1998.
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transítsmica, y secundarias, ferrocarriles, o el Canal de Panamá,
etc.). Diseñados desde Washington, el CBM y el PPP, son ambi-
ciosos proyectos geoestratégicos y empresariales que están lejos
de buscar el «desarrollo sostenible» mediante supuestas metas
«conservacionistas». Su implementación estaría fundada en una
transformación normativa —Constitución, Leyes, etc.—, requi-
riendo de la intensa injerencia desde las instituciones involucra-
das en su promoción, sobre el proceso de toma de decisiones a
nivel local, nacional y regional. Para poner en marcha «adecuada-
mente» el CBM, suscribe Boza,

(...) deben promoverse... la aprobación de una nueva le-
gislación ambiental, tanto a nivel de leyes nacionales como
de convenciones internacionales... [y] ...la capacitación a
los funcionarios públicos y jueces...[al mismo tiempo
que]...se recomienda ...contratar estudiantes de derecho
que puedan desempeñar labores de cabildeo en los Con-
gresos de los países de la Región.39

Por lo tanto, si se considera que el CBM opera en el mis-
mo espacio territorial que el PPP, es claro que el primero se
perfila como la versión verde del segundo, cuya finalidad, muy
alejada de la conservación del medio ambiente, es la del saqueo
acordado e incluso parcialmente financiado y llevado a cabo
por los country managers mesoamericanos. Eso explica la
incompatibilidad intrínseca entre dos proyectos operados por
organismos íntimamente vinculados como el BM-BID.
Mientras que el PPP promueve la construcción de una maraña
de infraestructuras que cruzaría por áreas protegidas y

asentamientos de comunidades indígenas y campesinas de la
región, el texto base ambiental de ese mismo plan puntualiza
que,

(...) el PPP funciona como el concepto rector del conjun-
to de políticas, líneas de acción y proyectos... como mar-
co envolvente que se sustenta por la visión de iniciativas
como el CBM.40

Una contradicción que se repite, al igual que otras, en los
proyectos del BM, y que ha llevado a señalar, como lo hacen
Petras y Veltmeyer al discutir en torno a «la política de
privatización como licencia para la explotación sin límites», que:

(…) Constituye una obscenidad hablar de desarrollo sos-
tenible cuando el Estado imperial, el Banco Mundial y los
inversionistas globalistas promueven la privatización y el
pillaje. Nunca ha estado la privatización acompañada por
la conservación. Al contrario, siempre se la ha asociado
con un desenfrenado expolio, el agotamiento de los re-
cursos y el desamparo de pueblos y países.41

Considerando lo anterior, se puede decir que el BM et al,
mediante proyectos tipo CBM, está dando los primeros pasos
para la construcción de un sistema de biopiratería continental
subordinado a los intereses empresariales de EUA y sus aliados
europeos. Bajo el impulso de esas fuerzas, la siguiente zona a
integrar sería el epicentro biológico terrestre del planeta: el
Corredor de América del Sur, que comprende la zona ama-
zónica.42 Si se medita que, «…resulta imposible concebir la
expansión y la profunda implicación de bancos y empresas
multinacionales sin la previa actuación política, militar y eco-
nómica del Estado-nación»,43 es de consideración mayor el he-
cho de que EUA, gracias a sus country managers en AL, sea el
único país que, para su ventaja frente a la competencia inter-
capitalista, cuenta con una vasta proyección de fuerza militar
sobre áreas ecológicas relevantes como las del sur-sureste de
México, Centroamérica y la Amazonía Colombiana y Perua-
na, resultado de un largo proceso de dominación militar de la
región44  y que sin duda se viene profundizando radicalmente y
en particular en la región amazónica brasileña.45

39 Boza, Op cit, pp. 87, 89, 90.
40 BID, Iniciativa Mesoamericana de Desarrollo Sustentable (IMDS), El Sal-

vador, junio de 2001, pp. 1.
41 Petras, James y Veltmeyer, Henry, El imperialismo en el siglo XXI, Popu-

lar. España, 2002, pp. 79
42 Para una descripción de los nueve corredores biológicos proyectados a

nivel mundial, véase Delgado-Ramos, Gian Carlo. 2002. Op cit.
43 Petras, James y Veltmeyer, Henry, Op cit, pp. 79.
44 Véase Saxe-Fernández, John, Proyecciones Hemisféricas de la Pax

Americana, Amorrorta, Buenos Aires, 1975.
45 EUA ha negociado el acceso exclusivo a 62 mil hectáreas de la base

militar de Alcántara en Brasil, un recurso clave para el control de la

Amazonia. Más detalles sobre biodiversidad y proyección militar de EUA

en AL, en Delgado-Ramos, Gian Carlo, 2003, Op cit.
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PPP, MILITARIZACIÓN «SOSTENIBLE»
LOCAL Y PROYECCIÓN MILITAR DE EUA46

Frente a los límites temporales que viene imponiendo EUA
para la conformación del PPP y la acelerada conformación vía
fast track del ALCA, la oligarquía mesoamericana ha optado
por abandonar la poca «paciencia» que había mantenido ante
las «molestas» comunidades indígenas y campesinas que se opo-
nen, entre otras cuestiones, al saqueo y desnacionalización de
los recursos naturales y su conocimiento. La opción se centra
en el recrudecimiento de la postura militar de carácter
contrainsurgente y paramilitar por parte de los gobiernos

Proyección Militar de EU A en el Área del PPP

Radar ROTHR
Corpus Christi, TX

Comando Sur de
EUA, Florida

Sitios de Operaciones de Avanzada (FOS)
Islas Caimán

Base Radar de Guantánamo y Sitios FOS

Base militar (Puerto Rico) y
sub-sede del Comando Sur

–Radar ROTHR–

Base militar Aruba-Curacao y
Locaciones de Operaciones de Avanzada

Sitios FOS, Belice

El Salvador: Base Militar de Comalapsa y
la Embajada bunker más grande de Centroamérica

Base Radar Soto Cano, Honduras
Sitios FOS

Base militar programada en la zona
de Liberia. Costa Rica. Sitios FOS Antiguas bases del Canal. Actual participación

directa en el ejército nacional por parte de EUA.

* Súmese la base-radar de Manta y las locaciones FOL en Ecuador; la base-radar en Venezuela; la base-radar en Caqueta, Colombia; las bases militares en
la zona del Putumayo (frontera de Perú y Colombia); sólo por mencionar las más cercanas a la región del PPP / Plan Colombia.

Fuente: Tomado del Delgado-Ramos, Gian Carlo, «Biodiversidad, Desarrollo Sustentable y Militarización» Ceiich, UAM/Claoso, en edición, México,
2003.

mesoamericanos, en coordinación con los aparatos de seguri-
dad de EUA y su brazo —desde la CIA— «diplomático/civil»:
la Usaid.47  Es un escenario justificado en repentinos y supues-
tos aumentos de las actividades delictivas en las zonas
megadiversas, especialmente del narcotráfico; en y desde la re-

46 En base a: Delgado-Ramos, Gian Carlo, 2003, Op cit.
47 La Agencia de Cooperación Internacional de EUA (Usaid) mantiene

íntimos vínculos con la Agencia Central de Inteligencia (CIA) de ese

país; incluso se le ha llegado a calificar como «el brazo internacional de

la CIA». Más aún, la Usaid tiene acuerdos formales de «cooperación»

con el Departamento de la Defensa de EUA.
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tórica facilona del «desarrollo sostenible» que se presta como
comodín en los discursos del poder para maquillar cualquier
acción de las élites y que en este caso, «obliga» a la actuación
de las fuerzas militares para garantizar la «conservación» de las
mismas.

La guerra de baja intensidad encubierta, pero crecien-
temente de acción descubierta por parte de militares y
paramilitares, pretende «extinguir» el accionar autogestivo de
las comunidades que dan aire a la asfixie social y que animan
los movimientos sociales en todos los rincones de Mesoaméri-
ca, Latinoamérica y el mundo. Al mismo tiempo, también busca
abrir las puertas —cumpliendo con el período «acordado» con
el Norte—, para ejecutar libremente los diversos programas de
saqueo/apropiación, privatización/desnacionalización y explo-
tación de los activos estratégicos, tanto materiales como natu-
rales y humanos, que componen la rica diversidad del comple-
jo espacio geográfico mesoamericano.

Consiste en reprimir, de entrada, los movimientos indíge-
nas y campesinos que se «disgustan» con los programas del PPP.
Pero de igual manera, ese mismo aparato represor está creciente-
mente siendo utilizado para sofocar los movimientos sociales ur-
banos que, con el PPP, se intensificarían dramáticamente a causa
de la industrialización maquiladora de la región, resultando en
una profundización de la explotación laboral, precarios salarios,
aumento de la prostitución y el narcotráfico, etcétera.

Las perspectivas de la militarización de territorios a sa-
quear pretenden «la recuperación de territorio nacional en di-
versas zonas boscosas», algo que anunció el actual representan-
te del Consejo de Seguridad, Adolfo Aguilar Zinser, al puntua-
lizar que en nueve regiones del país hay «verdaderas actividades
de terrorismo ambiental». En breve, anunció que el Estado
desplegaría en ellas «toda su fuerza a escala militar» pues se
trata de «una operación de guerra». El aviso expreso por Igna-
cio Campillo, titular de la Procuraduría Federal para la Protec-

ción del Medio Ambiente (Profepa) del 24 de diciembre de
2001, es ejemplificador:

(…) Pronto el ejército entrará en las Áreas Naturales Pro-
tegidas de alta ingobernabilidad para eliminar al crimen
organizado que ahí se refugia y poner orden a estas zonas
de amplia riqueza natural, permaneciendo en ellas a fin de
evitar que sean retomadas y con ello garantizar la seguri-
dad a la iniciativa privada que desea invertir. Montes Azu-
les, Chimalapas y el Vizcaíno han sido elegidas como las
regiones de mayor prioridad para reinstaurar en ellas el
orden y el estado de derecho.48

Lo anterior no es un escenario nuevo para la región sures-
te del país, pero sí lo es el grado de intensidad y apertura con
el que se está ejecutando la militarización y saqueo. Los inten-
tos de apropiarse la zona de los Chimalapas son ya muy viejos,
pasando de disputas por el tipo de propiedad de la tierra y sus
delimitaciones —comunal/ejidal y federal—; por la necesidad
de desalojar la zona dados los supuestos impactos ecológicos
que generan las comunidades locales, quienes, según las instan-
cias gubernamentales son responsables de la propagación de in-
cendios (algo que se ha demostrado, como en el caso de Mon-
tes Azules, ha sido fabricado por actores que se verían benefi-
ciados con el desalojo de esas regiones); hasta la pugna por la
urgente necesidad de constituir la Reserva de la Biosfera de los
Chimalapas y que fuertemente vienen impulsando la Semarnat
y WWF.49

Montes Azules, otra joya de la corona y de central impor-
tancia, llama la atención. Nuevamente están involucradas ONG
ambientalistas que, como se ha demostrado, operan desde el
Norte y en respuesta a los intereses empresariales que las finan-
cian. Si bien esta vez, WWF no encabeza la lista, si lo hacen CI
y National Geographics que están involucradas en la «solicitud»
de desalojo de la Reserva, al tiempo que la primera lleva opera-
ciones de saqueo de la biodiversidad y su conocimiento en esa
zona. En dicho sentido, Bellinghausen escribe que,

(…) nunca habían sido tan evidentes como ahora el inte-
rés y las acciones del gobierno estadounidense, grandes
empresas… y algunos organismos mundiales (que van de

48 CEARR. La secesión pos Panamá del codiciado sur-sureste mexica-

no, y Chiapas como núcleo innegociable. Istmo de Chiapas, México. 9

de septiembre de 2002, pp. 11.
49 Semarnat-WWF. Chimalapas: la última oportunidad, Oaxaca, México,

2001.
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la ONU a Conservation Internacional y pasan por todos
los niveles del gobierno federal) en la selva Lacandona y
en Montes Azules. Proyectos ambientalistas, de biopros-
pección, ecoturismo y control natal (eventualmente, este-
rilización de mujeres indígenas) van como punta de lanza
de un proyecto estratégico militar de largo alcance. Según
autoridades mexicanas, un asunto de «seguridad interna-
cional», un problema grave de «ingobernabilidad», una
«operación de guerra».50

Considerando lo anterior y en el mismo contexto, el 20
de septiembre de 2002, en el marco del Segundo Encuentro
Nacional de Legisladores Locales en Materia Ambiental celebra-
do en la ciudad de Colima, el Dr. Francisco Székely, subsecre-
tario de Planeación y Política Ambiental de la Semarnat, hizo
torpes puntualizaciones referentes a «la crisis ecológica del agua,
especialmente en el norte del país» y a «la gran riqueza hídrica
del sur», un espacio que «se recuperará de los criminales am-
bientales»; «sugiriendo», a modo de elefante en una vidriería,
que ahora «habría que trasladar las maquilas del norte al sures-
te, donde sí está ese recurso», claro está, le faltó completar,
como parte del PPP. Vaya lógica de la política ambiental del
gobierno foxista!

Así pues, dicho proceso de intensificación del uso de la
fuerza para reprimir los movimientos sociales en momentos en
que «urge» consolidar el PPP y el ALCA, debe ser visto por
aquellos que aún no lo asumen así, como la otra fase del CBM,
el PPP y el ALCA, forzosamente necesaria para explotar a fon-
do Latinoaérica, sus recursos y su gente, históricamente saqueada
desde la Colonia. El apoyo monetario, logístico e incluso de
personal de EUA, para que los country managers mesoame-
ricanos incrementen la militarización de la región responde a la
fobia que le tiene el capitalismo a la colectividad; justo la esen-
cia de la interacción de las comunidades indígenas y campesi-
nas (el grueso de la población mesoamericana), así como la de
muchos movimientos sociales. La colectividad implica la can-

celación de la propiedad privada y la explotación de la mayoría
por unos cuantos, por lo que pone en peligro la propia exis-
tencia del sistema capitalista y por lo tanto, en este caso, la del
PPP. Más aún, las contradicciones internas del sistema resultan
una debilidad de orden mayor ante la colectividad, ya que en
esta última los intereses se sintetizan en cada uno de los sujetos
sociales, algo que sin duda alguna implica, no sólo legitimidad,
sino solidez en el actuar social-colectivo hasta las últimas con-
secuencias. De ahí que el derecho de las diversas culturas —
incluyendo, desde luego las indígenas de Mesoamérica y el
mundo— para vivir como tales, esté fuera de toda duda.

Por lo anterior se puede deducir que el trasfondo del asunto
es por lo demás evidente: no entorpecer el avance del PPP con
derechos colectivos de las ya «incómodas» comunidades indí-
genas que contradicen y se contraponen al saqueo privado de
las riquezas de Mesoamérica —y en particular estadounidense.
De ahí, que a fines de 2001, apresuradamente se haya aproba-
do en México, una ley de los no derechos indígenas.51  Sin
embargo, a pesar de ésta y gracias a la creciente lucha de dichas
«incómodas» comunidades indígenas/campesinas (así vistas desde
las cúpulas de poder), el camino no está tan alfombrado como
quisieran los saqueadores. Los múltiples proyectos del PPP sólo
van a operar donde las comunidades no se organicen y luchen;
claro está, como parte de la pelea de la sociedad en general, a la
que se comienzan a unir, aquellos grupos capitalistas de peque-
ño y mediano rango que se ven amenazados por aquellos capi-
tales extranjeros que desplazándolos, ejecutarían el PPP.

50 Bellinghausen, Hermann. (25 de marzo de 2002) «EU, organismos

mundiales y transnacionales quieren limpiar de indígenas Montes Azu-

les», La Jornada, México, pp. 9.
51 Consúltese la síntesis editorial del La Jornada: «El Estado da la Es-

palda a los Indígenas», Editorial, México, 7 de septiembre de 2002.
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Contratos de
biopr ospección:

entre las pr omesas
y la realidad

Silvia Rodríguez*

RESUMEN

El objetivo de este documento es contribuir a la discusión crí-
tica de los contratos de bioprospección que empezaron a proli-
ferar en nuestro continente desde hace un poco más de diez
años con la promesa de un nuevo desarrollo sustentable y bienes-
tar para todos por medio de la conservación y uso de los
ecosistemas tropicales. Para esto, he dividido el trabajo en cua-
tro partes: la primera contiene un breve contexto histórico del
término bioprospección y la cristalización de sus principios en
el Convenio celebrado entre el Instituto Nacional de Biodiver-
sidad de Costa Rica y la transnacional farmacéutica Merck. En
una segunda parte analizo las distintas formas de bioprospección,
según sean sus formas de ejecutarla y sus fines. Este análisis
servirá de base para el establecimiento de una tipología de con-
tratos de los últimos diez años ejecutados por diferentes acto-
res sociales. Por último, evaluaré en qué medida se cumplen o
no las promesas de los distintos modelos de bioprospección y
daré algunas conclusiones.

EL CONTEXTO HISTORICO DE LA
BIOPROSPECCION Y EL MODELO 
INBIO-MERCK

A principios de la década de los años de 1970, se manejó el
argumento de que una de las más poderosas  razones para con-
servar los bosques tropicales era la cantidad incalculable de
medicamentos potenciales que se podrían encontrar dentro de
ellos para enfermedades todavía sin cura; no obstante, casi dos
décadas después, hacia finales de los años ochenta, Thomas
Eisner, entomólogo de la universidad de Cornell en los Esta-
dos Unidos, pensaba que hacía falta un puntal básico para que
ese argumento pasara de una simple declaración a la práctica.

A principios de 1989, Eisner creyó haber llegado a la so-
lución de ese problema imaginando el caso de un país tropical
asociado a una de las grandes empresas farmacéuticas para ta-
mizar sistemáticamente sus especies nativas en la búsqueda de
medicinas potenciales. La empresa huésped podría contar con
acceso inmediato a la riqueza del bosque tropical1 y el país de
origen recibiría una parte de las ganancias por permitir el acce-
so y aprovisionamiento de la materia prima y añadir algún va-
lor. Este incentivo económico, concluía Eisner, ayudaría por sí
solo a la conservación del bosque. Por otra parte, algo que tam-
bién contribuiría a su conservación eran las técnicas utilizadas
«no invasivas» ya que sólo se necesitaría extraer cantidades pe-
queñísimas del material biológico, plantas, animales o micro-
organismos, las cuales no ocasionarían daños al bosque.

Eisner llamó a esta actividad de búsqueda de nuevos recursos
para la industria «prospección química» derivada del concepto ya
existente de prospección minera o petrolera (Lyons 1991, 25).

* Universidad Nacional, Heredia, Costa Rica.
1 Los elementos y componentes de los bosques tropicales son intere-

santes para los bioprospectores pues se encuentran especialmente bien

dotados con defensas químicas contra los innumerables predadores

que tienen que repeler. No es por casualidad que un cuarto de todos

los medicamentos prescritos en los Estados Unidos están basados en

substancias derivadas de plantas y microbios o derivadas sintéticamente

de tales fuentes (Joyce 1991, 38).
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Más tarde se empezó a cambiar el término por el de
«bioprospección»2  ya que la búsqueda sistemática de nuevas fuen-
tes de productos comercializables derivados de elementos de la
biodiversidad, se amplió para considerar no sólo el rastreo de ex-
tractos químicos de plantas, animales y microorganismos silvestres
y domesticados sino también el de sus propiedades genéticas.

Hay quienes señalan que la práctica de la bioprospección
ha existido desde tiempos prehistóricos, pero debemos tener
claro que el concepto de Eisner iba más allá de la búsqueda de
productos naturales de uso humano para incorporar además la
idea de un trabajo conjunto sofisticado y moderno3 entre una
empresa altamente industrializada y un país tropical. Esta aso-
ciación justificaría el compartimiento de ganancias e incenti-
vos con el país de origen para apoyar sus esfuerzos de conserva-
ción in situ de los ecosistemas tropicales.

La prospección química tal como Eisner la concibió, pudo
llevarse a la práctica por primera vez con el convenio firmado en
septiembre de 1991 entre la poderosa empresa farmacéutica Merck
de los Estados Unidos y el Instituto Nacional de Biodiversidad
(INBio) de Costa Rica para el cual Eisner sirvió como interme-
diario (Lyons 1991, 27). El convenio fue establecido antes de
que se firmara durante la Conferencia de la Tierra celebrada en
Río de Janeiro en 1992, la Convención de la Diversidad Biológi-
ca —en la cual ni siquiera se menciona todavía la palabra
bioprospección— llegando a convertirse en un modelo a seguir
en emprendimientos conjuntos de igual naturaleza.

El convenio INBio-Merck y convenios posteriores se pre-
sentan como modelos de emprendimiento conjunto entre paí-
ses en los que todas las partes ganarían en términos económi-
cos y también ecológicos. Detrás de ese modelo hay una clara
ideología que se manifiesta en los siguientes planteamientos
que no es el momento de rebatir aquí:

• Hay que vender el bosque para salvarlo pues el mercado es
el que ofrece el mejor incentivo para mantener la biodi-
versidad.

• Es necesario trasladar los recursos en dominio público a
manos privadas para evitar así la llamada «tragedia de los
bienes comunes» que en síntesis habla de que, cuando los
bienes son de todos y de ninguno hay una tendencia a no
cuidarlos y por lo tanto, a que se extingan o erosionen.

• El modelo parece seguir apoyando la antigua receta de los
años sesenta y setenta que indicaba que, para que los países
subdesarrollados salieran de su situación, requerían seguir
el ejemplo de los países industrializados. En este caso con-
creto, el desarrollo sustentable se alcanzaría, entre otras co-
sas, con la proliferación de contratos como el INBio-Merck,
ya que éste supone, además de los ingresos monetarios otor-
gados al país proveedor por la venta de los recursos del bos-
que, la transferencia de tecnología de los países industriali-
zados. De esta manera, con el tiempo, todo el proceso in-
dustrial se podría efectuar en los países subdesarrollados,
irónicamente los más ricos en biodiversidad.

TIPOS Y FINES DE LA BIOPROSPECCION

En los diez años siguientes después de la firma del Convenio
INBio-Merck, se han hecho numerosos ensayos de convenios,
algunos más cercanos al modelo costarricense y otros con nue-
vas propuestas. Para poder evaluar si todo lo que la biopros-
pección prometía y promete se ha cumplido o si más bien se
trata de una nueva forma de dominación económica y cultu-
ral, consideramos que es importante analizar esos convenios
con detalle, estableciendo tipologías basadas en semejanzas y
diferencias para determinar posteriormente cuáles son los pun-
tos en que los pueblos y los países ricos en biodiversidad pier-
den el control de los recursos, a pesar de las promesas.

La práctica nos ha enseñado que dependiendo del tipo de
bioprospección y de los fines que pretenda, los actores sociales
que intervienen en los convenios son diferentes así como las
condiciones sobre la entrega del materiales, la frecuencia de ac-
ceso, los costos y la necesidad de reabastecimiento, entre otras.

2  Un rastreo inicial indica que la empresa Monsanto fue la primera que

utilizó la palabra «bioprospección» en 1991, al firmar un convenio de

varios millones de dólares y por tres años con los jardínes botánicos de

Missouri para la recolección de microorganismos del suelo, así como

plantas (Joyce 1991).
3  Las primeras fases de recolección y el tamizaje inicial, se llevarían a

cabo en el país de origen, y las siguientes, más sofisticadas técnica-

mente, como la purificación y la caracterización, se llevarían a cabo en

el país sede de la industria (Eisner, Thomas 1989-90, 32).
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Veamos con mayor detenimiento la relación entre los tipos y
fines de la bioprospección de los que se derivan las diferentes
constelaciones de actores sociales.

Según el tipo de bioprospección, ésta puede ser al azar o
intencional4

a) La bioprospección al azar es aquella acción de recolecta de
plantas y animales para «ver que se encuentra». No hay
mayor grado de planificación deliberada sobre lo que se va
a recoger. Este método tiene un porcentaje bajo de éxito y,
sin embargo, el Instituto Nacional del Cáncer en los Esta-
dos Unidos descubrió el Taxol de esta manera, utilizado para
tratar el cáncer de mama y de ovario.

b) La bioprospección intencional puede a su vez ser de tres ti-
pos: el filogenético por medio del cual se busca la línea de
parientes cercanos de plantas que se han detectado como de
interés farmacéutico. El de tipo ecológico, con el cual se bus-
can plantas o animales que viven en hábitats particulares y
que presentan características como inmunidad a ciertos
depredadores, o bien observando el comportamiento de mi-
croorganismos en condiciones extremas, por ejemplo en aguas
termales. Por último el etnobotánico, orientado por el conoci-
miento tradicional. (Cfr. Balick y Cox 1997, 37-38).

Algunos piensan que el método más efectivo de biopros-
pección es el etnobotánico (ver cuadro siguiente); en cambio,
otros defienden la idea de que actualmente el desarrollo de
nuevos productos farmacéuticos depende más de la informa-
ción filogenética (Reid 1994, 53). También puede darse el caso
de que las técnicas se combinen: primero pueden ser guiadas
por el conocimiento tradicional y luego pasar a la búsqueda
filogenética. Ya sea de una u otra forma, lo cierto es que las
posibilidades de que un compuesto llegue a convertirse en un
producto farmacéutico eficaz son bastante limitadas—oscila

entre uno en 80.000 y uno en 250.000—(Feinsilver 1996,
126), de allí que haya empresas que están dirigiendo sus es-
fuerzos actualmente hacia la medicina botánica, los comple-
mentos dietéticos y nutracéuticos5 que requieren menos con-
troles por lo que es más fácil introducirlos en el mercado.

Según los fines, la bioprospección se realiza para conse-
guir nuevos medicamentos, productos agrícolas, químicos o
industriales.

4 El tipo de bioprospección al que hago referencia es básicamente de

plantas, falta recuperar la metodología de trabajo en el caso de anima-

les y especialmente de recursos marinos.
5 Nutracéuticos son plantas alimenticias utilizadas como medicina pre-

ventiva como, por ejemplo, los antioxidantes (Feinsilver 1996, citando a

The Lancet 1994).

VENTAJAS DE LA ETNOBOTÁNICA

Algunos afirman (Balick y Cox:1997; Slish et all: 1999; Khafagi y
Dewedar: 2000) que la historia reciente de la búsqueda de dro-
gas revela que hay más posibilidades de éxito en la búsqueda
etnobotánica que en los otros tipos de bioprospección ya que
cuenta con los siguientes tamizajes:

• Un  pretamizaje cultural: que consiste en la experimentación
que hacen las comunidades a través de cientos de generacio-
nes.  Esto desde mi perspectiva, hace que el producto sea
algo colectivo pues no es sólo el conocimiento del shaman –
que por cierto también lo heredó de otros, al menos en gran
parte—, que conoce las propiedades de la hierba y puede me-
jorarla por medio de una acción individual, sino que, ese cono-
cimiento requiere de la contribución de aquellos en quienes
las experimenta.  El producto no tendría éxito si no fuera por la
«prueba del fuego» de la experiencia para lo cual requiere de
los otros, es decir, de las personas sobre quienes lo aplica.

• Un tamizaje de los etnobotánicos que lo hacen consciente o
inconscientemente y que está dirigido por ciertos criterios:  Por
ejemplo, la demanda que hay en Occidente para el tratamiento
de ciertas enfermedades, como el sida, hace que actualmente
los bioprospectores pongan especial atención a la actividad
antiviral de las plantas.

Por otra parte, los etnobotánicos saben que las condiciones de
éxito varían de cultura en cultura, por lo cual buscan  de antema-
no ciertas características en los lugares a donde irán a trabajar,
por ejemplo: a) características del mecanismo cultural para la trans-
misión exacta del conocimiento farmacológico de una generación
a otra; b)  existencia en la zona de un ecosistema florístico diver-
so; c) residencia continua de los habitantes por varias generacio-
nes.  Si se dan estas tres características, los resultados de los
hallazgos se  consideran análogos a los datos que se obtienen
de los bioensayos, especialmente si los curanderos han estado
utilizando las mismas plantas durante generaciones.  De esta
manera, la gente habrá identificado problemas de falta de efica-
cia o toxicidad aguda a lo largo de los años. (Cfr. Balick y Cox
1997, 39).
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EJEMPLOS CLÁSICOS DE BIOPR OSPECCIÓN
Y ACTORES SOCIALES

En este inciso, y utilizando la clasificación anterior, haré una
tipología de ejemplos clásicos de bioprospección y los actores
sociales que toman parte en ellos. Empezaré por los modelos
que se dicen ser «exclusivamente científicos», los cuales teórica
y automáticamente eliminan la participación de las comunida-
des locales porque dicen no necesitar del conocimiento tradi-
cional pues su trabajo de exploración se basa en técnicas
filogenéticas o ecológicas. Dentro de estos modelos tenemos a
su vez los que tienen como fin encontrar productos farmacéu-
ticos o industriales (Ejs. INBio-Merck, UNAM-Diversa); y los
que buscan nuevos o mejores productos agrícolas (Depto. Agri-
cultura de Estados Unidos).

Un segundo tipo de bioprospección es el que utiliza guías
etnobotánicas que a su vez se puede subdividir en aquellos que
se relacionan con las personas de las comunidades o pueblos
indígenas de manera «institucional» (Ejs. los llamados ICBGs);
y los que se relacionan directamente con las comunidades (Ej.
Shaman Pharmaceuticals). Estos proyectos buscan productos
farmacéuticos aunque también medicina natural y nutracéuticos,
conocidos ahora como «complementos alimenticios» o «dieté-
ticos».

Al final del inciso haré un análisis breve de las diferencias
y puntos en común de estos modelos.

ACTORES PRINCIPALES EN MODELOS «CIEN-
TÍFICO-FARMACÉUTICOS-INDUSTRIALES»

Todos los contratos de este tipo están regidos por el Con-
venio de Diversidad Biológica. Ante la ausencia de normativa
nacional de acceso en los países mesoamericanos,6 los contratos
realizados hasta este momento se ejecutan básicamente gracias
a las influencias políticas de los firmantes nacionales y con acuer-
dos guiados por su propia iniciativa.

En el caso del convenio INBio-Merck, no hay empresa
biotecnológica intermediaria ya que la misma Merck es res-
ponsable de las últimas etapas de la prospección química y la
eventual comercialización de algún producto exitoso una vez

que el INBio ejecutó las etapas iniciales. En este modelo las
muestras fueron sacadas de las áreas públicas de conservación,
se estableció un pago por adelantado del cual un 10% fue en-
tregado al Ministerio de Ambiente y Energía, y lo demás fue
administrado por el INBio, que es una asociación privada. La
Merck también transfirió al INBio algo de tecnología para que
realizara eficazmente la tarea. Por su parte, la empresa estado-
unidense recibió a cambio una cantidad determinada de mues-
tras de su interés, y retuvo los derechos de propiedad intelec-
tual de los futuros productos.

En cuanto al convenio UNAM-Diversa, ésta última es
una empresa biotecnológica relativamente pequeña, que tiene
una tecnología patentada para extraer microbios en los llama-
dos ecosistemas extremos, tales como selvas, desiertos, volcanes
y sitios geotérmicos. Su método consiste en la clonación,
secuenciamiento y expresión de los compuestos directamente
purificados de las muestras ambientales, de manera que sólo
necesitan de una muestra pequeña producto de una sola reco-
lección. Tampoco requiere del establecimiento de cultivos de
microbios.

En el contrato se señala que Diversa entregaría a la UNAM
un equipo valuado en 5.000 dólares, le pagarían 50 dólares por
muestra y le prometía un pago de 0,5% en regalías sobre las
ventas netas de un eventual producto de tipo farmacéutico
puesto en el mercado, y 0,3% si se tratase de un producto
químico. El contrato también hace alusión general a la propie-
dad intelectual y a la transferencia de tecnología (Texto de la
Denuncia Popular por Contrato de Bioprospección UNAM-
Diversa).

Un contrato anterior y similar fue firmado entre la misma
empresa Diversa y el Parque Nacional Yellowstone en los Esta-
dos Unidos, en donde las condiciones a favor del Parque eran
mucho mejores: el pago prometido fue de 100.000 dólares a lo
largo de cinco años y la promesa de regalías fluctuaban entre el
0,5 y el 10% (The Edmonds Institute 1999; Pollack A. 1999,
A19). En Costa Rica, la empresa Diversa también firmó un
convenio con el INBio en 1995, renovado en 1998 que señala

6 Mesoamérica la conforman México, Guatemala, Belice, Honduras, El

Salvador, Nicaragua, Costa Rica y Panamá.
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que el INBio utilizará sus propias técnicas y la tecnología
patentada de Diversa para buscar enzimas y proteínas estructu-
rales de interés para la biotecnología, la protección de cultivos
y productos farmacéuticos. El INBio garantiza que no utilizará
esta tecnología en la recolección y procesamiento de muestras
para otras empresas. Todas las secuencias de ADN que el INBio
aisle para Diversa, se convierten en propiedad de Diversa. Y, en
un gesto de magnanimidad, el convenio señala que todos los
microorganismos recogidos de los sitios, seguirán siendo pro-
piedad de Costa Rica (!) (Cfr. www.biodiv.org /doc/meetings/
COP-6).

Como Diversa sólo inicia el proceso de búsqueda pero
no lleva a término los productos industriales o farmacéuticos
subsecuentes, una vez que cuenta con el control de los recur-
sos, es decir, con la propiedad intelectual de los genomas
microbianos de su interés, los licencia al mejor postor. En
1998 se reportaba que Diversa había entrado en alianzas es-
tratégicas con DowChemical, Co., Finnfeeds, Roche
BioScience y con Sigma-Aldrich Co. (BusinessWire:
HealthWire 1998). La enzima de un microbio de Yellowstone
está produciendo ventas al año de más de 100 millones de
dólares a la compañía suiza que posee la patente (Milstein
1999, 22). Para 1999 Diversa había descubierto y obtenido
más de 500 patentes de enzimas.

Un punto común de los dos modelos de bioprospección
aquí analizados es la ausencia de organismos públicos de los
Estados Unidos, de donde provienen las empresas Merck y
Diversa; y la complacencia estilo laisez fair de los gobiernos del
sur con convenios de este tipo. En cuanto a la sociedad civil, la
posición en Costa Rica ha sido muy poco efectiva en el

cuestionamiento de la bioprospección que se siguen tolerando
ante la ausencia de la aprobación de las Normas de Acceso. En
el caso del Convenio UNAM-Diversa, un grupo de organiza-
ciones no gubernamentales empezó a tomar un papel muy ac-
tivo en el año 2000 denunciándolo y pidiendo su anulación
ante la Procuraduría Federal de Protección del Ambiente
(PROFEPA) ya que ni la UNAM ni su instituto de biotecno-
logía «tienen la facultad o derecho de disponer sobre los recur-
sos genéticos de México pues no tienen el dominio sobre di-
chos recursos, ni son mandatarios de quien teniendo dicho
dominio lo pudieran haber concedido» (www.ceccam.org.mx).
A la fecha no conocemos los resultados de este proceso.

Fuera del área Mesoamericana, en los Estados Unidos, la
sociedad civil también se opuso exitosamente a al convenio entre
Diversa y el Parque Yellowstone. En 1999 un juez federal lo
suspendió basado en el impacto ambiental pero también por-
que «la introducción de la bioprospección comercial en los par-
ques nacionales representa un cambio dramático en la política
del Servicio de Parques tanto en Yellowstone como más gene-
ralmente» (Milstein 1999, 2).

ACTORES PRINCIPALES EN MODELOS «CIEN-
TÍFICO-AGRÍCOLAS»

Los convenios de este tipo estarán próximamente regidos por
el Tratado Internacional de los Recursos Genéticos para la Ali-
mentación, conocido como el Tratado de la Semilla, firmado
hasta hoy por 52 países y en espera de la ratificación de los
respectivos congresos. Por el momento el acceso se ha seguido

PARTICIPANTES:

Centro de in vestigación del Sur

Empresa biotecnológica del
Nor te

Empresa transnacional

CONVENIO INBio-MERCK

Instituto Nacional de Biodiversidad
(INBio)

Empresa biotecnológica del Norte

Farmacéutica Merck

CONVENIO UNAM-DIVERSA

Universidad Nacional de México
(UNAM)

Diversa quien licencia a:

Dow Chemical, Roche Bioscience,
Sigma-Aldrich, etc.
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dando ampliamente en el área sin la participación definida
del Estado proveedor—bajo cuya soberanía se encuentran—
, y más bien mediante arreglos entre las partes. En el caso de
los recursos ex situ (colecciones, jardines botánicos, herbarios),
se utiliza un tipo de contrato conocido como Acuerdo de
Transferencia de Materiales; en el caso de la búsqueda de re-
cursos in situ para la agricultura el procedimiento es seme-
jante a la bioprospección farmacéutica, es decir, convenios o
contratos entre particulares ya sean institutos o recolectores
individuales.

A continuación analizaremos una solicitud de acceso para
buscar material silvestre de papa con el objetivo de mejorar
variedades domesticadas. El lugar corresponde a un área
binacional en la frontera entre Panamá y Costa Rica. La
bioprospección no se realizó pero se planeaba establecer bajo el
siguiente esquema:

 En la solicitud de acceso anterior, ignorando que son los
países proveedores quienes deben establecer las reglas, los inte-
resados se adelantaron poniendo a Costa Rica las siguientes
condiciones:

1. Los duplicados irían a cada país participante en la exploración,
en este caso, Estados Unidos, dos países europeos, el Centro
Internacional Agrícola de la Papa, Costa Rica y Panamá.

2. El sistema nacional de fitogermoplasma de los Estados Uni-
dos multiplicaría y administraría el material recogido

3. Los derechos de propiedad intelectual se manejarían clara-
mente influenciados por el Sistema Multilateral del Tratado
de la Semilla, es decir: los recursos serán libres y no se con-
cederán derechos de propiedad intelectual sobre las partes y
componentes del material «en la forma recibida»; después
serían propiedad de quien los modifique.

PARTICIPANTES DEL NORTE

ÉSTOS SUBCONTRATARÍAN EN EL SUR A:

• Departamento de Agricultura EE UU.
• Academia de Ciencias que financia.
• Colaboración de 2-3 institutos de investigación euro-

peos.
• El Centro Internacional Agrícola de la Papa.

CONTRATARÍAN INTERMEDIARIOS
DEL NORTE

• Universidad de los Estados Unidos o investigadores
privados para guiar la expedición

• Guía de campo: empresa del Norte mezcla de ope-
radora de ecoturismo y  guía de investigadores
(vaqueanos),  afincada en la zona de acceso del país
proveedor del Sur

• Instituto de investigación de Costa Rica
• Instituto de investigación de Panamá o
• Investigadores individuales locales
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Este caso nos muestra que se empiezan a perfilar proble-
mas concretos, por ejemplo:

• La búsqueda de un pariente de la papa teóricamente «silves-
tre» para mejorar una planta domesticada hace cientos de
años y de gran interés comercial ¿se regirá por el sistema
multilateral de la FAO o por los lineamientos bilaterales del
CDB?

• ¿Cómo se decide si el material buscado es «silvestre» o si es
producto del cuidado y conocimiento de las comunidades
locales aledañas?

• ¿Por qué los interesados son quienes deciden a donde irán
los duplicados y quien los multiplicará y administrará?

• ¿Por qué estos mismos interesados son quienes ponen las
reglas para el otorgamiento de propiedad intelectual y no el
país proveedor del recurso en conjunto con las comunida-
des en donde se materializa el acceso?

Urgen respuestas a estas preguntas pues permisos como el
anterior continuarán solicitándose debido a que los  fitomejo-
radores e ingenieros genéticos seguirán utilizando el material
originario de muchos de los cultivos de mayor demanda en el
mundo, a pesar de los avances de la ciencia.

ACTORES PRINCIPALES EN MODELOS
CIENTÍFICO-COMUNITARIOS
INSTITUCIONALES

En este modelo analizaremos el caso de los Grupos Internacio-
nales de Cooperación para la Biodiversidad (ICBG por sus si-
glas en inglés), que tuvieron como característica la utilización
del conocimiento popular o indígena mediada por un
emprendimiento científico con participantes tanto del Norte
como del Sur. Su labor empezó a desarrollarse en 1991 como
«consorcios de investigación» para el desarrollo financiados por
el gobierno de los Estados Unidos. Sus fines eran varios e
interdependientes: la conservación de la biodiversidad, el creci-
miento económico y la salud humana, todo esto por medio de
la búsqueda de fármacos a partir de plantas y conocimiento
local, con excepción del consorcio de Costa Rica en que, insis-
tieron, no hubo durante el proceso pistas guiadas por la
etnobotánica (Feinsilver 1996, 120).

Tres consorcios funcionaron de manera bilateral en Costa
Rica, Perú y Surinam; otros dos de manera multilateral: en
América Latina tomaron parte Argentina, Chile y México; y
en África, Camerún y Nigeria. Años después, en 1998, se fir-
mó otro convenio más en México conocido como el ICBG-
Maya. La organización típica fue la siguiente.

             PARTICIPANTES DEL NORTE               PARTICIPANTES DEL SUR

• Instituto Nacional de Salud de Estados Unidos
• Fundación Nacional de Ciencias de EEUU
• Agencia Internacional para el Desarrollo (AID),

que se separó posteriormente

• Institutos de investigación locales
• Comunidades locales o pueblos indígenas

(excepto en Costa Rica)

• Universidades de los Estados Unidos o
Jardines Botánicos

ESTOS SUBCONTRATAN A:

CONTRATAN
A:
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Como se señala en la página anterior, en un primer mo-
mento las instituciones públicas de Estados Unidos contratan
a universidades de ese mismo país o jardines botánicos como
colectores responsables. Éstos subcontratan a institutos de in-
vestigación del país fuente quienes, a su vez, entrarán en con-
tacto con comunidades locales para la búsqueda de las plantas
o animales de interés. Cada consorcio recibió entre 400.000 y
475.000 dólares anuales durante cinco años, se dio capacita-
ción a estudiantes y a técnicos, y la promesa de compensación
en caso de que se registrara un fármaco exitoso. En este proce-
so se pretendía registrar prácticas de medicina tradicional, y se
prepararían inventarios para proyectos específicos y métodos
para extraer de manera sustentable el material de interés. (Gri-
fo 1996-a, citada por Feinsilver 1996, 120).

En cuanto a los derechos de propiedad intelectual, el pa-
norama no fue claro en un principio. Francesca Grifo, gerente
del programa de los ICBG, manifestó en una ponencia presen-
tada en 1994, que dependiendo del país en donde se ejecutaba
el convenio y de la etapa en que se encontraba el proceso, po-
dría haber secretos comerciales, patentes menores—si existie-
sen—, marcas registradas, etc. y recocía el problema de este
tipo de «protección» en el caso de utilizarse conocimiento au-
tóctono. También indicaba someramente y sin abundar ma-
yormente en el punto que:

Los acuerdos permitían mitigar las tensiones entre la ética
científica tradicional que defiende el derecho del público
al acceso a la información, y el deseo comprensible de los
socios comerciales en cuanto a mantener el carácter confi-
dencial de toda información que pueda tener valor co-
mercial, mientras está pendiente la protección que da la
patente (Grifo 1996-b, 17-19).

Posteriormente, los directivos de los ICBGs reconocen que
los derechos de propiedad intelectual no sirven para recom-
pensar al conocimiento tradicional, por lo que acuerdan que la
forma de otorgar beneficios justos y equitativos a las comuni-
dades en donde se realice la bioprospección sea por medio de
contratos en que se garantice el flujo de beneficios como in-
centivo crucial para estimular la conservación de los recursos
en peligro de extinción (Grifo y Rosenthal, 1996).

Los Institutos Nacionales de Salud, en especial el Institu-
to Nacional del Cáncer, en proyectos de bioprospección dife-
rentes de los ICBGs, han ido cambiando los términos de los
acuerdos con los países proveedores. Muy recientemente, en
agosto de 2002, y debido a la presión recibida, el Instituto
Nacional del Cáncer modificó el Memorando de Entendimiento
con el País Proveedor y ahora reconoce que la protección por
medio de patentes en todas sus invenciones será desarrollada
conjuntamente (NCI, 2002). Como se ve, y a pesar del viraje
observado, es el Instituto quien pone las reglas del acuerdo:
imponiendo simplemente al país proveedor la obligación de
buscar patentes sin indagar si es ése el medio de protección
que ellos buscarían o no.

Aquí es importante acotar que los Institutos Nacionales
de Salud han llevado el liderazgo en la colección de plantas
de todos los tiempos con alrededor de 50.000 muestras de
plantas recogidas entre 1986 y 1999 en África, Madagascar,
América Central y del Sur, y Sudeste Asiático por medio de
contratos con los jardines botánicos de Missouri, de Nueva
York, y la Universidad de Illinois, quienes a su vez, y siguien-
do el modelo que aquí comento de los ICBG, subcontratan
a instituciones locales del sur. En el mismo período de 1986
a 1999 colectaron también más de 10.000 invertebrados
marinos y algas en la región Indo-Pacífica ayudados por el
Instituto Oceanográfico Harbor Branch, el Instituto Austra-
liano de Ciencias Marinas, las Universidades de Canterbury
y Nueva Zelandia y la Fundación de Investigación Coral Ref.
(DTP/NPB-NCI).

Una vez que colocan en sus depósitos todas estas mues-
tras, las instituciones de investigación o empresas interesadas
en el acceso a esta enorme colección, deberán firmar con el
Instituto un Acuerdo de Transferencia de Materiales por las
siguientes razones:

El Instituto Nacional del Cáncer considera al Depósito
de Productos Naturales como un recurso nacional (…). El
acceso a estos programas (Open Repository Program/Ac-
tive Repository Program) está sujeto a la firma del Acuer-
do de Transferencia de Materiales en donde se protegen
los derechos de todas las partes (DTP/NPB). (Énfasis agre-
gado.)
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Es evidente en este modelo la presencia de las instituciones
públicas del norte, en este caso de los Estados Unidos, con una
doble función: por un lado cumplen ciertamente con una fun-
ción social al fomentar la investigación de enfermedades como el
cáncer y al sida; pero por otro subsidian la investigación corpora-
tiva de los medicamentos con dinero público (Feinsilver 1996,
121), ya que dichas instituciones sólo realizan la búsqueda, los
primeros estudios y el depósito de materiales para luego trasla-
darlos a empresas para la industrialización y la comercialización.
El objetivo principal de estas empresas es el lucro que tiene que
ser en niveles tales que, aunque un medicamento haya demostra-
do su eficacia, si no alcanza el mínimo nivel es sacado del merca-
do. Por otro lado y bajo la misma premisa del lucro, colocan el
precio de los medicamentos queden o no fuera de las posibilida-
des de quienes los necesitan.

De los distintos ICBG que se han firmado a la fecha, sólo
las comunidades indígenas mayas, por medio del consejo de Or-
ganizaciones de Médicos y Parteras Indígenas Tradicionales de
Chiapas (COMPITCH), se opusieron al convenio ya firmado
por otras 50 comunidades de los Altos de Chiapas y lograron su
cancelación. En sus propias palabras ese caso (del ICBG-Maya):

(...) nos perjudicó a todos. También a las comunidades,
pues con él se arriesgaron las bases mismas de la conviven-
cia colectiva de nuestros pueblos, aunque también los de-
rechos de otros pueblos y gentes porque de todos son los

recursos que se utilizan para el cuidado de la salud, inde-
pendientemente de la forma y técnica como se preparen»
(Domínguez, J. 2002, 38).

ACTORES PRINCIPALES EN EL MODELO
ETNOBOTÁNICO DE RELACIÓN DIRECTA
CON LAS COMUNIDADES (MODELO SHAMAN)

Un grupo de investigadores de los Estados Unidos formaron a
principios de la década pasada una empresa pequeña llamada
Shaman Pharmaceuticals con la intención de hacer las cosas de
manera diferente a como lo hacían las grandes corporaciones
farmacéuticas. Steven King, Vice-Presidente de Etnobotánica y
Conservación de Shaman Botanicals afirmaba que: «Las gran-
des compañías no quieren compartir sus ganancias con los paí-
ses y culturas, y no quieren negociar estos contratos con paí-
ses. Quieren tener el control completo de los procesos»
(O´Connor 2000).

Shaman empezó sus funciones poco después de que se
firmó el Convenio de Diversidad Biológica, con la filosofía de
realizar actividades de bioprospección entendiéndose directa-
mente con las comunidades indígenas de manera que les llega-
ran de manera efectiva las contribuciones que esta empresa les
daría por el aprovechamiento de sus recursos y de su conoci-
miento. El modelo empleado por ellos es el siguiente:

LICENCIA EVENTUAL A
EMPRESA O INDUSTRIA
INTERESADA

            EMPRESA PRIVADA DEL NORTE                  ORGANIZACIONES DEL SUR

EMPRESA BIOTECNOLÓGICA COMUNIDADES LOCALES O
PUEBLOS INDÍGENAS
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Como se observa, es un modelo sencillo pero que no eli-
mina la condición de que la empresa biotecnológica, en este
caso Shaman Pharmaceuticals, controle la patente de los pro-
ductos promisorios y sea quien licencie, a una tercera empresa
de mayor envergadura, la futura comercialización de los pro-
ductos derivados.

A pesar de su buena voluntad, los acuerdos de Shaman
con indígenas de Ecuador fueron fuertemente criticados por
sus términos unilaterales y el escaso provecho para los indíge-
nas. Por otra parte, aunque invocaban la Convención de Di-
versidad Biológica, en realidad faltaban a uno de sus principios
fundamentales que era el iniciar el acceso con la aprobación del
estado nacional, bajo cuya soberanía se encuentran todos los
recursos de un país. Por último, las medicinas obtenidas de
este emprendimiento —para enfermedades respiratorias virales,
herpes y diarrea crónica producida por el sida— no pasaron las
últimas pruebas de la Agencia de Alimentos y Drogas de los
Estados Unidos (FDA), y Shaman Pharmaceuticals se disolvió
al declararse incapaz de seguir haciendo frente a sus compro-
misos económicos.

¿QUÉ HA PASADO DESPUÉS DE DIEZ AÑOS
DE BIOPROSPECCIÓN POST-CDB?

Los siguientes son algunos aspectos vistos desde el lado de los
ejecutores de los modelos analizados, especialmente de los ICBG
que fueron sometidos a evaluación en 1997.7.

• Los Programas ICBG reportan haber contribuido al entrena-
miento de profesionales del sur, entre otros con cursos cortos
a los que han asistido más de 425 personas (NHI 1997)

• Algunos programas han contribuido al desarrollo de infra-
estructura, la compra de vehículos, computadoras, equipo
de laboratorio y otros.

• Se han publicado documentos, capítulos de libros, resúme-
nes, bases de datos, programas de computación sobre
biodiversidad, la química de productos naturales o de polí-
ticas sobre el tema.

• Los evaluadores de ICBG recomendaron en 1997 iniciar
otro ciclo de financiamiento de al menos cinco años ya que

algunos de los programas se encontraban manejando bue-
nas pistas conducentes al descubrimiento de nuevos medi-
camentos. Además en todos los casos se había desarrollado
información biológica crítica.

• Los evaluadores de los ICBG señalan también que este pro-
ceso ha permitido la integración del descubrimiento mo-
derno de medicamentos con los métodos tradicionales.

• Sin embargo, también señalan que para asegurar la partici-
pación continua de los socios de los ICBG, en la revisión
de mecanismos y procesos se debe preservar, sin ninguna
excepción, la confidencialidad de toda la información bajo
propiedad privada, tal como estructuras químicas y datos
biológicos y no debe ponerse en peligro la patentabilidad
de los descubrimientos (NHI 1997)

Es importante ahora confrontar las percepciones anterio-
res con otras vistas desde distinta perspectiva:

• Llevamos casi once años después de la firma del Convenio
INBio Merck y no se ha reportado todavía ningún producto
exitoso derivado de los contratos de bioprospección aquí ana-
lizados aunque sí «más de 20 patentes publicadas por Merck
por innovaciones obtenidas a partir de las muestras de la
biodiversidad costarricense» (Guevara, A. Lorena, 2002).

• Lo prolongado del proceso de búsqueda de medicamentos
está haciendo cambiar los objetivos de la bioprospección
hacia la búsqueda de fragancias, cosméticos, productos agrí-
colas (pesticidas y herbicidas naturales), medicinas veterina-
rias, tinturas y productos medicinales naturales, suplemen-
tos alimenticios y dietéticos.

• Las empresas farmacéuticas se encuentran en búsqueda de
otras opciones como es la química combinatoria y la tera-
pia génica y se oyen voces fuertes de desmitificación de la
bioprospección como proceso de desarrollo y conservación.
Sin embargo, parece que el interés por el biocomercio sigue
manifestándose a juzgar por las nuevas iniciativas de «socie-
dades» (partnerships) entre empresas, gobiernos y sociedad

7 Una evaluación del Convenio INBio-Merck a los seis años de firmado

se puede consultar en: Rodríguez S. y Camacho, A. 2002.
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civil discutidas en la Cumbre del Desarrollo Sostenible en
Johannesburgo el pasado mes de agosto. Una de estas ini-
ciativas sigue siendo la bioprospección.

• A pesar de los cursos que se dieron a investigadores del sur
como parte de los diferentes contratos, la tecnología trans-
ferida no es tecnología de punta o si se comparte, como en
el caso de Diversa, es bajo la premisa del pago de la renta
tecnológica y bajo las leyes de propiedad intelectual.

• Los menos beneficiados son los pueblos indígenas y las co-
munidades locales quienes en términos generales sólo han
recibido un pago por muestras y por el trabajo de buscar-
las, en el mejor de los casos.

• En cambio, se han dado pleitos y diferencias entre comuni-
dades y entre generaciones de la misma comunidad.

• Por más de que los evaluadores de los ICBG consideren
como positiva la integración del trabajo moderno con los
métodos tradicionales, lo cierto es que existe un conflicto
irreconciliable entre el conocimiento tradicional, sus fines
culturales y de sobrevivencia, y el conocimiento que se pro-
mueve para obtener productos orientados al comercio mun-
dial.

• Las medicinas, por ejemplo las del sida, se venden a precios
prohibitivos para quienes más las necesitan y, con excep-
ción de los ICBG, los demás proyectos no se proponen la
búsqueda de medicamentos para solucionar las enfermeda-
des del Tercer Mundo.

CONCLUSIONES

En todos los modelos de bioprospección revisados en este tra-
bajo existen diferencias de aproximación, de uso de técnicas y
de participación de distintos actores sociales; sin embargo, tam-
bién encontramos una serie de semejanzas que nos permiten
esbozar y establecer algunas conclusiones sobre la bioprospección
tal como se maneja hoy por hoy:

• Es notoria la desconfianza en las instituciones de investiga-
ción del sur por parte de las organizaciones del norte que
inician el proceso de bioprospección ya que responsabilizan
y operan con intermediarios del Norte quienes a su vez

subcontratan a institutos de investigación o universidades
del sur a precios muy inferiores—con excepción de Diversa
y la Merck que contrataron directamente al INBio o a la
UNAM, y de Shaman que operó directamente con las co-
munidades.

• Los modelos son pensados desde el Norte hacia el Sur, de
arriba hacia abajo y con la lógica del mercado y de las re-
glas, mecanismos y limitaciones que éste impone en donde
cuenta más la ganancia que el bienestar social y la conserva-
ción de la naturaleza. Tal parece que se sigue pensando, como
en los tiempos de Cristóbal Colón, que los habitantes de
las tierras tropicales somos hojas en blanco sobre las que se
puede escribir cualquier ensayo dictado desde la perspectiva
de otros.

• En todos los casos, las organizaciones del Norte demandan
el control de la propiedad intelectual y, al hacerlo son quie-
nes se convierten en las verdaderas dueñas de los recursos
con toda la potestad de disponer de éstos.

• La Convención de Diversidad Biológica claramente solicita
a los países ricos en biodiversidad facilitar el acceso a sus
recursos, y a los países industrializados compartir su tecno-
logía. Diez años de experiencia nos indica que las presiones
para cumplir con estas solicitudes las reciben solamente los
países tropicales a quienes explícitamente se les exige no
poner trabas al acceso a sus recursos y aceptar la imposición
de la propiedad intelectual en los productos derivados de
ellos. En cambio, a los países industrializados no se les cues-
tionan las barreras para el acceso a la tecnología patentada
la cual se transfiere con grandes limitaciones y bajo los tér-
minos de los derechos de propiedad intelectual y de la renta
tecnológica que se aplica al precio.

• La soberanía de los estados sobre sus recursos naturales queda
en entredicho con la forma en que tácita y explícitamente
se está implementando el Convenio de Diversidad Biológi-
ca, subordinado a las veleidades del mercado y a las imposi-
ciones de la Organización Mundial del Comercio.

• Los convenios de ninguna manera son justos y equitati-
vos lo cual se evidencia desde varios frentes. Uno más fá-
cilmente visible lo encontramos en el precio que los paí-
ses del Norte o sus empresas ponen a las muestras, el sala-
rio que pagan a los científicos y vaqueanos locales, y el
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porcentaje sobre regalías cuando las hay. Otro menos tan-
gible se observa cuando estos mismos países o empresas
añaden al dominio que ya tenían sobre los adelantos cien-
tífico-tecnológicos, el control de los productos derivados
de los recursos de los países biodiversos una vez que los
extraen de allí para sintetizarlos, domesticarlos o deposi-
tarlos en los bancos de germoplasma, colecciones y jardi-
nes botánicos. El otro mecanismo de control es por me-
dio de la propiedad intelectual que es generalmente exigi-
da por ellos a su favor y bajo sus reglas. Con esto tienen
el círculo cerrado sobre la materia prima, la ciencia y tec-
nología y los productos derivados.

• La bioprospección, como búsqueda o exploración de nue-
vos medicamentos, productos veterinarios, agrícolas o nu-
tritivos, no es mala en sí misma. El problema es el modo de
producción actual en que se encuentra inmersa que per-
vierte sus fines y condiciona los medios para conseguirlos.
De esta manera, por más buena voluntad de los diseñadores
de los modelos aquí vistos, o de los aparentes logros que se
han conseguido, la bioprospección pierde el norte del desa-
rrollo sustentable y degenera los objetivos del Convenio de
Diversidad Biológica.

• Ahora bien, si consideramos que la bioprospección no es
mala en sí misma pero sí los modelos actualmente en ejecu-
ción, lo que corresponde es dar un viraje de ciento ochenta
grados en su diseño y concepción. Esto significa abrir el
espacio a una bioprospección gestionada desde las necesida-
des y perspectivas de los cuidadores y multiplicadores de los
recursos bióticos y no desde la perspectiva de quienes se
lucran con ellos... Sin duda estoy hablando de un camino
largo, difícil y doloroso, pero con ese principio básico en
mente vale la pena empezar a cruzarlo.
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La Recolonización plantea con contundencia el deterioro medioambiental que
está sufriendo América Latina a partir de las extracciones de gas y petróleo de las
multinacionales españolas y de otros países.

La población local y sus formas de supervivencia económica, así como la
pérdida de riqueza y diversidad ecológica no son tenidas en cuenta, primando
únicamente la perduración de una forma de desarrollo económico basada en el
crecimiento ilimitado y la consecución de beneficios económicos.

Además de enumerar los daños ecológicos detectados en estos últimos años,
muestra la concentración económica de las empresas energéticas en pocas manos
y el escaso beneficio que perciben los países detentores de estas materias primas.

Este libro trata de acercar al consumidor del Norte, que se desplaza en auto-
móvil, con las poblaciones que viven en la boca del pozo, de donde se extrae el
negro combustible que tras un largo proceso llega a los surtidores con apariencia
de ecológico.

La Recolonización recorre distantes regiones del continente americano donde
Repsol YPF, imitando a sus predecesores de la Colonia, se expande atropellando a
las pocas poblaciones y ecosistemas que habían sobrevivido hasta hoy a cinco
siglos de saqueo. Porque aunque se esfuercen en desmentirlo, aún está por nacer
la explotación de hidrocarburos que no conlleve daños irreversibles sobre la Tierra.

Marc Gavaldà es licenciado en Ciencias Ambientales por la Universidad Au-
tónoma de Barcelona y durante años ha convivido con las poblaciones indígenas
locales que sufren el saqueo sistemático de sus ecosistemas, recopilando informa-
ción sobre este proceso que continúa sin respetar a los seres vivos.

MARC GAVALDÀ

LA RECOLONIZACIÓN
Repsol en América Latina:
invasión y resistencias
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La catástr ofe del
Prestig e

Jornada de
reflexiones

politológicas
sobre el desastre

del Prestig e

Enrique José Varela Álvarez*

Fuente: www.nuncamais.org

LA CIENCIA POLÍTICA Y DE LA ADMINISTRA-
CIÓN ANTE EL PRESTIGE:

En abril del presente año tuvo lugar en el Salón de Actos de la
Facultad de Ciencias Sociales y de la Comunicación de la Uni-
versidad de Vigo un acto organizado por el Área de Ciencia
Política y de la Administración de la misma Universidad dirigi-
do a analizar las consecuencias de la catástrofe del Prestige en
las costas gallegas. La actividad en sí misma no tendría relevan-
cia si no fuera por la importancia de algunas de las cuestiones
que se debatieron en dicho foro y que vinieron a poner de
manifiesto situaciones que se repiten una y otra vez en nues-
tras complejas y cada día más globales-locales sociedades.2

La presencia de destacados analistas nacionales sobre la Polí-
tica, la Sociedad y la Administración nos ubican desde el ámbito
de las Ciencias Sociales ante una dimensión profusamente utili-
zada, pero en muchos de los casos deficientemente empleada: la
dimensión política y administrativa del desastre del Prestige.

* Profesor del Área de Ciencia Política y de la Administración de la

Universidad de Vigo y Coordinador del Voluntariado para el Prestige en

la Facultad de Ciencias Sociales y de la Comunicación de la Universi-

dad de Vigo (Enero-Marzo 2003)1 .
1 Agradecimiento especial por la excelente coordinación realizada por

los profesores del Área de Ciencia Política y de la Administración Mar

de Santiago, Celso Cancela y Álvaro Xosé López Mira, así como a los

participantes en la Jornada, profesores Fernando Vallespín Oña (Cate-

drático de Ciencia Política de la Universidad Autónoma de Madrid),

Carlos Pereira Menaut (Titular de Derecho Constitucional de la Univer-

sidad de Santiago de Compostela), y Argimiro Rojo Salgado y Xoán

Carlos Bascuas Jardón (Titular y Asociado, respectivamente, del Área

de Ciencia Política y de la Administración de la Universidad de Vigo).
2 En los últimos treinta años se han producido ocho graves accidentes

marítimos con resultado de vertidos de hidrocarburos al mar frente a

las costas gallegas, los más destacados: Erkowit (1970),

Polycommander (1970), Urkiola (1976), Andros Patria (1978), Scaptrade

(1980), Cason (1987), Mar Egeo (1992) y Prestige (2002); fuentes:

www.cetmar.org y www.adegaliza.org
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Fuera de las consideraciones más periodísticas, y consta-
tando ya como realidad la escasa atención que merece el asun-
to en los media del país, más ocupados del desastre de la guerra
contra Iraq, la sociedad ha vuelto a demostrar que ha estado
realmente preocupada3  ante las graves consecuencias produci-
das por los efectos de una globalización mal gestionada (Rojo
Salgado, 2002), como de hecho ha resultado el naufragio del
Prestige (Barón, 2003), pero en la misma línea también que
esta participación es variable, oscilante y con escasa implica-
ción a futuro.4

Con todo, el ejemplo de la marea blanca de estos últimos
meses en Galicia ha puesto de relieve tres cuestiones:

– Que la sociedad española está alerta ante los abusos y peli-
gros del desgobierno de la globalización, y que se consolida
lo que Vallespín (2003) ha denominado como mono de ciu-
dadanía (sobre todo entre los jóvenes).

– Que una parte de la sociedad gallega ha despertado definiti-
vamente de un prolongado letargo en el que se había sumi-
do en la última década fruto de la autocomplacencia
mediática regional, de la cultura de la subvención que se
vive en nuestra Comunidad Autónoma, y del tradicional
inmovilismo social.

– Finalmente, que efectivamente el poder público ha fallado
(formalmente el Estado Central y la Comunidad Autóno-
ma, no así los Municipios que han asumido responsabilida-
des más allá de las propias marcadas en las competencias
locales), y lo ha hecho además negando inicialmente la os-
cura realidad del chapapote que desde el mes de noviembre
y hasta el mes de marzo ha ido llegando en sucesivas olea-
das conquistando playas, rocas y acantilados.

Pero retomemos el leit motiv original de la reflexión en
torno a la figura del Prestige, y éste no es otro que la necesidad
de recuperar los análisis científicos sólidos, alejados de la pri-
migenia calentura emocional al ver nuestras aguas y costas ba-
ñadas en negro aceite. Entendemos que no sólo es importante
sino indispensable centrar académicamente el debate en torno
al desastre ecológico porque de lo contrario corremos el riesgo
de no aprovechar las pequeñas lecciones que de todo suceso se
pueden extraer (mal que nos pese, de este también).

Los primeros análisis después del hundimiento del Prestige
estaban relacionados con las cuestiones puramente técnicas (sic)
ingenieriles (barco dentro o fuera de puerto), posteriormente,
y cuando las primeras mareas negras invadían la costas, econó-
micas (daños a los diferentes sectores productivos que viven de
la pesca, la acuicultura y el marisqueo, además del turismo de
todas las Rías Altas y Bajas), en el mismo sentido, ambientales
(muertes de aves —Arao Común—, especies marinas...), tam-
bién legales (responsabilidades civiles y penales de los presuntos
artífices del vertido en la figura del capitán del barco y de los
políticos y técnicos de la Administración General del Estado),
y en todo momento, análisis periodísticos sobre qué o qué no
se debería hacer, quién, con qué medios...

Ante esta enorme cantidad de información nos encontra-
mos con una serie de variables que aun ocultas muestran a las
claras la magnitud del problema: unas sociales, relacionadas con
la respuesta espontánea de miles de voluntarios que prestaron
su tiempo y dinero actuando para evitar una catástrofe mayor;
otras políticas, que ponían de manifiesto las limitaciones que
existen en el seno del Estado del bienestar para cubrir catástro-
fes de esta naturaleza y envergadura, además de las relacionadas
con las estructuras administrativas que se vieron desbordadas
en la solución del problema; y aquéllas vinculadas a la gestión
pública que mostraban una nula coordinación interadmi-
nistrativa e intergubernamental y una escasa eficacia de las po-
líticas públicas destinadas a cubrir estas situaciones (nos acor-
damos de Aznalcóllar).

Pero vayamos por partes.

3 Según el Centro de Investigaciones Sociológicas (Avance de resulta-

dos del Barómetro de Diciembre de 2002, Estudio nº 2474, fuente:

www.cis.es), el caso del Prestige ha sido considerado por la ciudadanía

española como el tercer problema del país (28%), después del paro

(64,9%) y el terrorismo de ETA (46,6%). Estos datos deben ser matiza-

dos por el barómetro de febrero del CIS (Estudio nº 2481, fuente:

www.cis.es) donde la preocupación baja del tercer al décimo puesto como

principal problema del país (7,6%).
4 Esto junto con el hecho de que todavía sigue siendo necesaria la par-

ticipación de los voluntarios en la recogida de fuel, según declaracio-

nes efectuadas por los responsables de los municipios de Camariñas y

Carnota (abril de 2003), ratificadas por ADEGA y Nunca Máis en una

reciente Jornada que sobre los efectos económicos, sociales y ambien-

tales del Prestige se celebró en abril de 2003 en el Campus de Ourense

de la Universidad de Vigo.
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El Prestige es un claro caso de análisis desde la Ciencia Polí-
tica ya que como ciencia orientada al estudio de lo político («estu-
dio de los fenómenos de poder y conflicto en nuestras sociedades»,
García Cotarelo, 1989, p. 7) muestra el enorme poder de la
globalización económica (no social) y las consecuencias locales
(estados nación) que ésta origina en nuestras sociedades generan-
do una enorme fractura social con visos de perdurar, cuando menos
en la sociedad gallega, hasta las elecciones locales de 2003.

También se brinda el Prestige a ser analizado desde la Cien-
cia de la Administración, como «... la parte o rama especializa-
da del sistema político que estudia el subsistema administrativo,
con el enfoque peculiar de éste, analizando sus relaciones con los
demás elementos del sistema político« (Baena del Alcázar, 2000,
p. 58), como ya hemos podido comprobar tras las turbulencias
político-administrativas ocurridas en el Gobierno gallego con
el cese de Conselleiros y el cambio de estructuras orgánicas en
algunas Consellerías relacionadas directamente con la gestión
de la crisis del Prestige, como es el caso de la unidad responsa-
ble del voluntariado.5

Si algo ha fallado palmariamente ha sido la dirección de
las diferentes organizaciones administrativas estatales-autonó-
micas, la gestión pública de esas unidades encargadas inicial-
mente de prever y posteriormente de corregir sus impactos. Es
por tanto pertinente analizar el desastre del Prestige desde la
Teoría de la Organización y la Gestión Pública ya que según
Brugué y Subirats (1996, p. 12): «Gestionar, en definitiva, no
significa ejercer la autoridad ni organizar. Gestionar significa
utilizar el conocimiento como mecanismo para facilitar una
mejora continua o, en términos de Metcalfe y Richards (1987),
‘asumir la responsabilidad sobre la acción de un sistema’».

En último lugar, podríamos aplicar al caso estudiado otros
dos enfoques de análisis de la realidad político-administrativa
como son las Políticas Públicas y las Relaciones Interguber-
namentales (RIG). Nos hacemos una ligera idea de cuáles han
sido las fallas del sistema en materia de políticas y programas y
cuan nula la relación eficaz entre administraciones. Así, en ma-
teria de Políticas Públicas («... conjunto de objetivos, decisiones
y acciones que lleva a cabo un gobierno para solucionar los pro-
blemas que en un momento determinado los ciudadanos y el
propio gobierno consideran prioritarios», Tamayo, 1997, p. 281)
vislumbramos deficientes objetivos iniciales (se negó el proble-
ma desde la Administración General del Estado en sus inicios),
decisiones erróneas (debate sobre el alejamiento del buque mar
adentro) y escasas acciones efectivas dirigidas a paliar los daños
(reducida aportación de materiales para la recogida en playas —
en sus inicios a cargo de los voluntarios—, limitados medios a
los ayuntamientos encargados de la coordinación de la recogi-
da6  —ante la ausencia del resto de administraciones implica-
das—), etcétera. Siguiendo los planteamientos de la definición
de Políticas Públicas podemos concluir que efectivamente, y hasta
el momento en el que la marea blanca desborda todas las previ-
siones, el Prestige y sus consecuencias no eran considerados prio-
ritarios por el gobierno de la nación. En materia de relaciones
entre gobiernos (nacional y subnacionales), aún cuando no so-
mos un Estado formalmente federal aunque si con gran descen-
tralización, hemos comprobado las insuficientes líneas de rela-
ción vertical (Administración General del Estado-Comunidades
Autónomas) y horizontal (Comunidades Autónomas entre sí)
que entre ellos se deberían desarrollar. Sólo hay un nivel de go-
bierno que ha cumplido con creces las expectativas en las cuales

5 La crisis de gobierno en la Xunta (enero de 2003) ha tenido y tiene

consecuencias directas en la gestión del voluntariado ya que en la ac-

tualidad el Plan de Voluntariado de Galicia 2002-2005 se ubica en la

Dirección Xeral de Voluntariado, dependiente de la Consellería de Fami-

lia, Xuventude e Voluntariado (Decreto 195/2003, del 20 de marzo, por

el que se establece la estructura orgánica de la Consellería de Familia,

Xuventude e Voluntariado, DOG, nº 62, 28-III-2003). Esto supone que la

anterior Consellería de Asuntos Sociales, Empleo y Relaciones Labora-

les, creadora y gestora del Plan hasta inicios del 2003, no disfrutó más

que catorce meses de vida después de su creación tras los comicios

gallegos de 2001.
6 Para que queden claras las actuaciones de las diferentes instituciones

que han participado activamente en la resolución del problema pode-

mos situar como ejemplo la labor desarrollada por los ayuntamientos de

Vigo (más de 1.000 operarios de su organización y más 11.000 volunta-

rios inscritos hasta enero de 2003 colaborando activamente con la re-

cogida de chapapote en el Parque Nacional de las islas Atlánticas),

Pontevedra (más de 3.000 voluntarios inscritos en las oficinas del Ayun-

tamiento y colaboración permanente con el Ayuntamiento de Carnota –

A Coruña-), y por la Universidad de Vigo (más de 3.000 estudiantes,

profesores y personal de administración participando en la recogida de

fuel en las playas). Estos datos contrastan con los limitados medios de

las Corporaciones Locales y la amplia demanda de ayuda que debieron

cubrir (incluso por encima de sus competencias), así el Ayuntamiento

de Vigo empleó en el operativo de limpieza del chapapote 241.109 euros,

dinero utilizado para compra de materiales, desplazamientos de volun-

tarios a las islas Cíes... (Faro de Vigo, 10-IV-2003).
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se basan los presupuestos de las RIG («... un importante con-
tingente de actividades o interacciones que tienen lugar entre
unidades de gobierno de todo tipo y nivel territorial de actua-
ción», Agranoff, 1993, citando a Anderson, 1960): los gobier-
nos y las administraciones locales.

A continuación exponemos algunas de las reflexiones que
muestran la necesidad de abordar el desastre del Prestige desde
enfoques politológicos, y que tuvieron lugar en la Jornada so-
bre la catástrofe del «Prestige»: Reflexiones desde la Ciencia Polí-
tica, organizada el 2 de abril de 2003 por el Área de Ciencia
Política y de la Administración en la Facultad de Ciencias So-
ciales y de la Comunicación de la Universidad de Vigo.

REFLEXIONES POLITOLÓGICAS SOBRE
EL PRESTIGE

El primer conferenciante profesor Fernando Vallespín Oña (cate-
drático de Ciencia Política de la Universidad Autónoma de Ma-
drid), presentado por el Ilustre Decano de la Facultad de Cien-
cias Sociales y de la Comunicación de la Universidad de Vigo
Dr. Alberto Pena, explicó que el caso del Prestige es de libro, ya
que ha puesto de manifiesto la inexistencia en la práctica de la
responsabilidad internacional cuando ocurren desastres ecológi-
cos como el que nos ocupa. Irresponsabilidad civil, administrati-
va y penal de las empresas que fletan barcos antiguos, monocascos
o sin el mantenimiento adecuado, pese a pertenecer España al
selecto club de la Unión Europea. Irresponsabilidad civil, admi-
nistrativa y penal de los diferentes niveles de gobierno españoles
(concretamente el Ministerio de Fomento), implicados en la ges-
tión de la tragedia ambiental y su posterior crisis. La ausencia de
regulaciones y la maximización de beneficios sirven de excusa y
bandera a aquellas instituciones del sistema capitalista que se sir-
ven de la sociedad mundial, exponiendo con toda su crudeza el
despotismo de la globalización. Ante esta situación la sociedad
civil se moviliza, articulándose en torno al voluntariado, mos-
trando la debilidad, la insuficiencia del Estado como sujeto clási-
co de la política, obligándonos a mirar hacia arriba y dirigiendo
nuestros esfuerzos hacia la integración internacional en una nue-
va globalización más coherente y mejor gobernada a través de la
denominada por el autor como gobernanza global cooperativa

que implicaría un ejercicio de soberanía compartida por parte de
los diferentes estados e instituciones representativas de los mis-
mos (ejemplo el Foro Social Mundial, donde los estados ten-
drían el monopolio de la regulación y la Sociedad Civil se ocupa-
ría de identificar los problemas y situarlos en la agenda pública).
Este modelo sería perfectamente aplicable al Prestige ya que un
modelo de cooperación internacional evitaría el flete de barcos
monocasco y, cuando menos, el cumplimiento de las responsabi-
lidades internacionales en caso de desastre.

Tras el profesor Vallespín tuvo lugar la Mesa Redonda que
bajo el título «Prestige»: Reflexiones desde la Ciencia Política fue
moderada por Mar de Santiago (profesora del Área de Ciencia
Política y de la Administración de la Universidad de Vigo) y en
la que intervinieron el resto de participantes en la Jornada.

El primero de ellos, Enrique José Varela Álvarez (profesor
del Área de Ciencia Política y de la Administración de la Uni-
versidad de Vigo) expuso una serie de planteamientos dirigidos
a situar el movimiento participativo del voluntariado en el con-
texto del Prestige. La constatación de una crisis de sostenibilidad
(económica, social y ambiental, Varela Álvarez, 2003) y la rati-
ficación de la reconquista de la calle por amplios estratos socia-
les y nuevos-viejos movimientos sociales que habían perdido
en la década anterior, se ubican en el centro de las demandas
ciudadanas inmediatamente después del hundimiento del bu-
que. Lo que ocurre es que esta participación no se limita a la
reclamación de derechos en las diferentes movilizaciones, sino
que se implica de forma directa en la resolución del problema
actuando junto con otros actores públicos (ayuntamientos) y
privados (empresas), de forma que se podría decir que los vo-
luntarios acabarían siendo cogestores del servicio de limpieza (ges-
tión compartida en palabras de Alberich, 1999). Sin embargo
esta participación social ha proyectado más sombras que luces
sobre el proceso porque los voluntarios han realizado un traba-
jo (con escasos medios y preparación y con nula coordinación
por parte de los responsables de las diferentes administraciones
implicadas) que deberían haber llevado a cabo los poderes pú-
blicos. El Prestige ha servido pues como revelador de determi-
nados problemas estructurales de la sociedad gallega (cubierta
por una suerte de anomia social), pero también como magnífi-
co campo de pruebas para la implementación de nuevos mo-
delos de democracia más activa y participativa que trascienda
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los tradicionales mecanismos de las democracias representati-
vas. En este modelo la figura del voluntariado ambiental es
clave como medio para la exposición de preferencias públicas y
como instrumento para la puesta en marcha de iniciativas, pro-
gramas y políticas públicas de sostenibilidad. Ocurre que pese
a existir un Plan del Voluntariado auspiciado por la Xunta de
Galicia desde el año 2002, la actuación del gobierno autonó-
mico ha dejado bastante que desear, cuando menos desde el
inicio de los vertidos hasta finales del mes de enero de 2003
tras la crisis del gabinete Fraga. De ahí la necesidad de canalizar
esta ingente marea blanca, gestionarla de forma interguber-
namental con los ayuntamientos afectados, y dotarla de me-
dios para que pueda servir de referente en futuras situaciones
de crisis como la actual. El reto comprendería evolucionar des-
de la acción socioambiental básica de los ciudadanos y ayunta-
mientos, hasta la verdadera gestión intergubernamental (Ad-
ministración General del Estado-Comunidades Autónomas-
ayuntamientos y diputaciones) del voluntariado ambiental como
fórmula éxito en el de logro de la sostenibilidad.

El segundo de los participantes en la Mesa fue el doctor
Antonio Carlos Pereira Menaut (profesor titular de Derecho
Constitucional de la Universidad de Santiago de Compostela),
quien aportó una perspectiva constitucional básica referida a
las cuestiones competenciales entre el centro y la periferia, y
sobre todo en lo relacionado con las instituciones y los ele-
mentos formales del sistema para el caso del Prestige. El profe-
sor Pereira disertó en una línea sustancialmente diferente a la
del profesor Vallespín, ya que el primero considera que el Prestige
lo que ha puesto de manifiesto no es la insuficiencia del Esta-
do sino los límites de la autonomía de las regiones en el Estado
Autonómico español (con un centralismo exacerbado en los
últimos tiempos por mor de la actitud del Partido Popular con
relación a las regiones y a los nacionalismos democráticos); los
límites del sistema parlamentario y de partidos (negación de la
Comisión de Investigación y disciplina férrea de los partidos
desde Madrid a Galicia); límites, en definitiva, de las institu-
ciones en las que los ciudadanos tienen depositadas su confian-
za para la implementación de las políticas y programas del Es-
tado del bienestar. Es, sin embargo, el profesor Pereira del mis-
mo parecer que el profesor Vallespín al considerar la tragedia
del Prestige como de libro, ubicándolo en la esfera postmaterial

(tercer sector actividad, ONG, medio ambiente...). Lo que si
estima el profesor Pereira es que el Prestige supone el fin de la
era Fraga y una nueva época de cambio social en Galicia
escenificado en la reciente marcha de gallegos y gallegas que
¡¡han ido a protestar a Madrid!!, símbolo otrora del poder cen-
tral. Esta nueva tendencia social se muestra no sólo en las ma-
nifestaciones sino en la tremenda solidaridad interna articulada
a través de organizaciones como Nunca Máis o bien de forma
individual (empresas, ciudadanos anónimos...) que se han im-
plicado directamente en la resolución del problema.

El profesor Xoán Carlos Bascuas Jardón (Área de Ciencia
Política y de la Administración de la Universidad de Vigo) fue el
tercer participante de la Mesa en exponer la relación entre Socie-
dad y Prestige en Galicia. Así los mismos conceptos de apatía,
anomía e inmovilismo que anticiparon los otros dos intervinientes
fueron recogidos por el profesor Bascuas destacando la impor-
tancia de tal hecho, y mostrando que el Prestige superó incluso
las movilizaciones que tuvieron lugar en Galicia en plenas nego-
ciaciones del Estatuto de Autonomía (1978 Estatuto do Aldraxe).
Pero qué es lo que ocurrió para que la sociedad gallega se haya
mostrado tan activa. Para el profesor Bascuas se conjugan tres
elementos que consiguen aunar tales expectativas: un sentimien-
to generalizado de abandono por parte del poder político, la arti-
culación de una estructura que canaliza la respuesta de la ciuda-
danía, y la expresión y consolidación de un sentimiento de iden-
tidad colectivo. La retirada del Estado, sus insuficiencias, el
abandono de lo político, con ser importantes no resultaron con-
cluyentes, lo fueron aún más la negación de los hechos en los
primeros momentos, el engaño mediático, la lentitud en la ac-
tuación pública. El surgimiento de una Plataforma como Nunca
Máis que unió las diferentes demandas y canalizó parte de los
esfuerzos con una sola voz supuso dar una nueva dimensión al
problema y la ampliación de la labor que ya estaban realizando
las cofradías de pescadores, los ayuntamientos, las organizaciones
no gubernamentales, las empresas y los ciudadanos individuales
que por miles se acercaban a Galicia en un ejercicio de solidari-
dad y responsabilidad nunca antes vivido en España. En último
lugar destacar que tras estas actitudes dubitativas por parte de los
responsables centrales y autonómicos y el rearme de la sociedad
civil gallega surge un sentimiento propio de identidad colectiva
que expresa a voz en grito su disconformidad con la gestión de la
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crisis. Hasta tal punto resulta importante esta nueva construc-
ción identitaria que ante los ataques por parte del gobierno a la
Plataforma Nunca Máis (recientemente archivada por la Audien-
cia Nacional, Faro de Vigo, 16-IV-2003) la sociedad reacciona
dando su apoyo en las calles e incrementando las donaciones
para sus actividades. La estrategia amigo-enemigo potenciada por
los gobiernos central-regional, como señala el profesor Bascuas,
multiplican este sentimiento de identidad social ya no sólo como
ciudadanos sino también como pueblo. En todo caso, para el
ponente, este nuevo marco sociopolítico de desconfianzas (polí-
tico como agente, administraciones públicas y sistema político
en general) y retos (movilización social) provocarán posibles im-
pactos en los próximos procesos electorales.

La última de las intervenciones corrió a cargo de Argimiro
Rojo Salgado (profesor titular del Área de Ciencia Política y de
la Administración de la Universidad de Vigo), que como deca-
no del Área elaboró un acertado resumen de la situación tras la
catástrofe del Prestige en Galicia. El profesor Rojo reivindicó el
papel de la Ciencia Política ante el desastre de alcance todavía
indeterminado en la sociedad gallega (económico, ambiental,
social, psicológico...), amplificado si cabe por las circunstancias
propias del hundimiento del petrolero (alejamiento de un bu-
que en mal estado del abrigo de la costa en pleno temporal).
Esta reivindicación se debe a la intervención en el problema de
objetos de análisis como el Estado, la administración, el go-
bierno central y autonómico, la propia Unión Europea, acto-
res políticos, la sociedad civil... expandiendo la contaminación
ambiental a la política y la sociedad, deslegitimando el sistema
en sí mismo. Cuáles serían los elementos principales de análisis
de esta desgracia socio-económico-ambiental: en primer lugar
el fallo de los actores políticos en la prevención y posterior
gestión de la crisis, con actuaciones tibias (no conducir el bar-
co al abrigo de una ría o a puerto para el trasvase del fuel antes
de su hundimiento), con falta de interés (nulo liderazgo desde
el grupo duro de gobierno en Madrid), nula coordinación
interadministrativa mostrando las debilidades de la novena po-
tencia mundial, escaso interés por los problemas de Galicia,
desprestigio, a fin de cuentas, de la política que ha sido, una
vez más, deficientemente utilizada. Pero si han fallado los acto-
res, tampoco las estructuras y las instituciones públicas han
estado a la altura de las circunstancias con el Prestige mostran-

do la existencia, como un gran Leviatán, de la sociedad del
riesgo, que discurre en paralelo con el desmantelamiento del
Estado («... poderes, instituciones, recursos, lo que afecta negati-
vamente al volumen y a la capacidad de acción del mismo»)
ubicados en los nuevos modelos del neoliberalismo imperante.
La situación de grave vaciamiento del Estado y sus estructuras
de gestión nos hace pensar ¿quién está al mando de la crisis?,
pregunta que como plantea el profesor Rojo ha permanecido
en la conciencia de la ciudadanía a lo largo de todo el proceso.
Esta cuestión nos remite al otro extremo del poder público, los
gobiernos y administraciones locales que han aguantado el en-
vite de las demandas sociales superándose a sí mismos (¿no ha-
bría, por consiguiente, que ampliar sus poderes, modificar su
estatuto, dotar de más competencias y medios?). La doble pa-
radoja de la integración internacional y de la descentralización
subnacional de los estados actuales, que se antojan a vista del
profesor Rojo como excesivamente reducidos en el mundo glo-
bal, obligan a asumir nuevos retos integrando estas unidades
nacionales en superestructuras más cohesionadas que den solu-
ción global a los problemas ya mundiales del capitalismo. Esto
a su vez hace necesario impulsar el gobierno de la globalización,
regulando sus transacciones financieras, controlando a los gru-
pos económicos que operan por encima de los estados sin con-
trol, asumiendo que en esta nueva megasociedad también de-
ben participar los ciudadanos de los diferentes países. El fin
último, para el profesor Rojo, reivindicar de nuevo la política,
la actividad política, sus actores (responsables, profesionales, con
dedicación y eficacia) y sus acciones a favor del interés general,
del Estado y sus diversas estructuras e instituciones descentrali-
zadas en la regulación de bien común, ahora sí en una nueva
dimensión más internacional, más cohesionada y participativa,
renovando el pacto social dirigido hacia la consolidación de la
Europa de las regiones como espacio de referencia para el siste-
ma político global (Rojo, 2000, pp. 29-72).

EL PRESTIGE: UN NUEVO DESAFÍO PARA LA
CIENCIA POLÍTICA Y DE LA ADMINISTRA CIÓN

Hemos podido ver que efectivamente hay base científica desde
las Ciencias Sociales (vs. Ciencias Naturales) para analizar tan-
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to las consecuencias como las causas del vertido del Prestige.
Más aún, se produce una auténtica necesidad de estudiar todas
estas variables en el contexto propiamente político-administra-
tivo, como posible causa de la crisis, pero también como posi-
ble remedio a sus consecuencias. Avanzamos algunas tenden-
cias que están directamente relacionadas con los enfoques de la
Ciencia Política y de Ciencia de la Administración y sus res-
pectivos subenfoques, Teoría de la Organización y Gestión
Pública, Políticas Públicas y Relaciones Intergubernamentales;
todo ello en aras a conseguir una globalización más integrada
en lo local, más articulada social, económica y ambientalmente,
en definitiva más sostenible (Varela Álvarez, 2002, pp. 29-41):

– Insuficiencia del Estado e impotencia de la política, que con-
duce a la necesidad de mirar hacia arriba integrando a los
estados nación en una globalización ya definitivamente go-
bernada a través del sistema de gobernanza global coopera-
tiva.

– Participación e implicación de la sociedad civil, incremento
del papel de la figura del voluntariado ambiental en las nue-
vas sociedades complejas, integración de los gobiernos y
administraciones locales en la formulación, diseño, im-
plementación y evaluación de las diferentes políticas y pro-
gramas públicos.

– Fin de la era Fraga, nueva sociedad gallega más implicada,
necesidad de potenciar las autonomías frente al Estado en
el marco de la nueva Europa de los 25 (pos Convención).

– Movilizaciones como constructoras de una nueva identidad
social, articulada a través de nuevos movimientos sociales,
como es el caso de Nunca Máis.

– Vuelta a la política, a la confianza en unos actores político-
administrativos responsables y en instituciones fuertes inte-
gradas en la sociedad global gobernada y con las miras puestas
en el bien común e interés general.
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En todo el mundo la nueva cultura del agua está logrando hacerse oír. En la Cumbre de Johannesburgo
las redes ciudadanas obligamos a los gobiernos a proclamar que el agua es un derecho humano básico, y
admitir que un tercio de la humanidad no tiene aún acceso a ella en condiciones. Por todo el orbe resuena
un mismo clamor. ¡El agua no puede ser una mercancía! ¡El agua es un bien común que compartimos todos
los humanos con los demás seres vivos!

Mientras eso se ha dicho en Johannesburgo el presidente de los Estados Unidos, que ha boicoteado la
cumbre y se ha negado a ratificar sus protocolos, está a punto de iniciar la guerra en Irak. Es una guerra por
el petróleo, claro, y también por el agua. Irak tiene las segundas reservas mundiales de crudo, y los dos ríos
más importantes de Oriente Medio. Mientras resuenan tambores de guerra, el «chapapote» de las playas

Política del a gua

¡Por una n ueva cultura
del agua

nunca más un
gobierno trasv asista!

Foto: Jordi Bigues.
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gallegas nos recuerda qué hay detrás de todo eso. La guerra permanente contra la naturaleza, declarada por
un sistema económico insostenible que quiere reducir el mundo a pura mercancía, conduce a la guerra de los
ejércitos contra los pueblos.

El ataque a la naturaleza adopta muchas formas. En nuestro país el presidente Aznar ha declarado la
guerra al delta de l’Ebre, y a los valles pirenaicos, con un Plan Hidrológico que quiere apoderarse del río para
vender el agua a precio de saldo a los especuladores del litoral, a cambio de un puñado de votos. Pero la
lucha de toda la gente que rechazamos ese ataque está consiguiendo parar la ofensiva de los trasvases. Gracias
a la movilización de las Terres de l’Ebre, de Aragón, y de la nueva cultura del agua, la Unión Europea ya ve
ese plan con suspicacia. Sabe que incumple las directivas que obligan a preservar el estado ecológico de los
ríos y el litoral, y que exige acabar con el sucio negocio del agua subvencionada. Es un plan anacrónico,
obsoleto. El tiempo juega en su contra.

Pero la guerra del agua prosigue. Al tropezar con las movilizaciones sociales y las reticencias de la Unión
Europea, el gobierno busca hacer avanzar los trasvases bajo mano. Por eso nos oponemos a que hagan servir
el canal Xerta-Sènia como una puerta para transvasar el Ebro hacia el sur, o la conexión entre las cuencas de
Catalunya para transvasarlo hacia el norte. Ya no es tiempo de obras faraónicas, como las presas de Rialb u
otros embalses de los Pirineos, ni de llevar el agua a centenares o miles de kilómetros. Las regiones metropo-
litanas de Barcelona, Girona y Tarragona no necesitan grandes trasvases, ni del Ebro ni del Ródano, sino
aprovechar mejor los propios recursos. Es hora de plantearse no seguir urbanizando de forma salvaje un
litoral ya muy degradado, de avanzar hacia regadíos sostenibles más eficientes que se ajusten a los recursos
hídricos de cada cuenca.

Ha llegado el momento de hacer las paces con la naturaleza, y entre la gente que vivimos en ella. Ha
sonado la hora de hacer realidad la nueva cultura del agua. En todas partes: las ciudades, las industrias, el
turismo, la agricultura o la ganadería. No queremos que nos enfrenten los unos con los otros para ampliar
cada cual el consumo de un recurso limitado que se deteriora. Queremos aprender a vivir mejor con el agua
que tenemos, consumiendo menos para cada uso, utilizando tecnologías más eficientes que reduzcan esos
consumos. Eso es desarrollo sostenible. Éste es el camino que estamos abriendo con la nueva cultura del
agua.

Para hacer realidad el desarrollo sostenible hay que parar este Plan Hidrológico. Hemos de derogarlo
legalmente, haciendo caer los gobiernos transvasistas. José Mª Aznar, y todos los que lo apoyan, nos llevan a
la guerra. A la guerra de Irak, y a la guerra del agua. Por eso hoy, en Barcelona, proclamamos a los cuatro
costados: ¡nunca más un gobierno transvasista! ¡Paremos la guerra contra la naturaleza! ¡Salvemos el delta del
Ebro! ¡Deroguemos este Plan Hidrológico Nacional!

(Manifiesto leído en Barcelona, abril 2003)
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El Premio Goldman, que el 14 de abril de 2003 tuve el honor de recibir en San Francisco (California), debe ser sin duda entendido como
un premio colectivo a decenas de colegas, profesores universitarios y expertos, pero sobre todo a decenas de miles de personas que vienen
levantando en España ese movimiento por una nueva cultura del agua que empieza a generar admiración en Europa e incluso a nivel
mundial. Hay dos aspectos significativos que resaltar: el hecho de que este premio, conocido como el ‘Nobel de Ecología’, llegue por primera
vez a España en el Año Internacional del Agua, y que este reconocimiento se haga desde California, hacia donde suele mirarse para hablar
de modernidad en materia de gestión de aguas. 

Durante las últimas décadas hemos propiciado un verdadero holocausto hidrológico en nuestro país, destruyendo ríos y humedales por
doquier; hemos perdido miles de kilómetros de hermosas costas fluviales en nuestra España interior; hemos inundado cientos de valles y
expulsado por la fuerza a sus habitantes; hemos envenenado nuestros ríos, talado bosques de ribera y transformado las márgenes de ríos y
arroyos en vergonzantes vertederos. En suma, una nueva barbarie basada en un modelo de desarrollo insostenible que justifica la destruc-
ción en nombre de un progreso mal entendido. 

La nueva cultura del agua viene a proponer un gran pacto social y ambiental por la sostenibilidad de nuestros ríos, acuíferos,
humedales e incluso ecosistemas marinos. El agua es el alma azul de nuestro planeta; luchar por su salud es luchar por una vida digna y
sana para las personas que vivimos en este mundo y, sobre todo, para las generaciones futuras. 

Que este premio llegue desde California supone retomar un hilo histórico perdido en el primer tercio del siglo XX. En efecto, a
principios del pasado siglo, el regeneracionismo de Costa en España y el movimiento liderado por mormones ilustrados, como Powell en
EE UU, plantaron las bases del moderno desarrollo hidráulico en el mundo, generando un liderazgo compartido y en paralelo tan
espectacular como interesante. En 1902 se aprobaba en EE UU el primer plan público de grandes regadíos, mientras en España se lanzaba
el Plan Nacional de Aprovechamientos Hidráulicos; no en vano la primera institución de gestión de una cuenca hidrográfica en el mundo
sería la Confederación Hidrográfica del Ebro, pocos meses antes de que naciera la primera en EE UU. Hoy, un siglo después, con este
premio, se reconoce una nueva referencia de liderazgo de la que nuestros movimientos ciudadanos pueden sentirse orgullosos. 

España es el país con más embalses con relación a sus habitantes y superficie en el mundo. Proponer en este contexto, como
prioridad del Plan Hidrológico Nacional, una nueva oleada de grandes presas y trasvases, unida a la tradicional expectativa de subvención
pública masiva, supone frustrar nuestra cita con la historia y con el reto del desarrollo sostenible. Inundar pueblos en las comarcas de
montaña, destruir los últimos ríos escénicos y salvajes o reservas biológicas como la del delta del Ebro, arruinando la ya deteriorada riqueza
pesquera de las costas mediterráneas, no es el camino. 

Es tiempo de acabar con la prepotencia, el autoritarismo y las políticas de enfrentamiento entre comunidades. La nueva cultura del
agua que proponemos es una cultura de paz y de diálogo, más allá de las ideologías políticas. Quienes piensan que los planes hidrológicos
deben imponerse a golpe de hormigón o ‘paseos militares’ se equivocan. 

Es tiempo de asumir firmes compromisos de diálogo entre las instituciones, las personas y comunidades afectadas. En el caso de la
gestión de aguas en España, ese diálogo estará sin duda alumbrado por las alternativas que desde la comunidad científica venimos
proponiendo. Alternativas basadas en la buena gestión, en la conservación de nuestros ecosistemas y en la aplicación inteligente de las
nuevas tecnologías. No olvidemos que perdemos más del 30% del agua en nuestras redes urbanas y que la eficiencia de riego apenas si
llega al 50% en buena parte de nuestros regadíos; que permitir la contaminación de ríos y acuíferos implica perder esas fuentes y sabotear
sus capacidades de autorregeneración gratuita; que seguir permitiendo la sobreexplotación de acuíferos y el desarrollo de nuevos regadíos
ilegales no es impulsar el desarrollo, sino alentar el desgobierno y quebrar el futuro; que aplicar las nuevas tecnologías de desalación supone
ya hoy un coste muy inferior al que implica trasvasar caudales a larga distancia (del orden del 50%).

Ése es justamente el sentido de este Premio Goldman: reforzar el valor del diálogo social frente al autoritarismo hidráulico y el valor
de aplicar con inteligencia y prudencia las nuevas tecnologías en pro del desarrollo sostenible.

Política del a gua

Pedro Arr ojo
recibe el premio Goldman
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Brasil:  El peligr o
de los transgénicos,

los intereses
de las m ultinacionales

y la manipulación
en los medios de

com unicación

Joao Pedro Stédile*

La sociedad brasileña está siendo bombardeada todos los días por falsas noticias producidas por los lobbys de
las grandes empresas multinacionales que quieren imponernos las semillas transgénicas como si fuesen una
necesidad, una cuestión de progreso. Presentan solamente las presuntas ventajas y esconden los peligros para
el pueblo y para nuestra soberanía nacional y alimentaria. Pero finalmente, ¿qué es lo que está en juego?

De un lado tenemos los intereses de lucro y el control del monopolio de las semillas por las empresas
multinacionales como la Monsanto, la Cargill, la Bunge, la Du Pont, la Sygenta y la Bayer. Del otro, los
intereses de los agricultores honestos y del pueblo brasileño.  Ésa es la verdadera confrontación que se traba
en la cuestión de los transgénicos.

Las empresas y sus lobbistas, en la ambición de controlar la agricultura brasileña y tener el monopolio de
las semillas, en especial de la soja, maíz, trigo, girasol y algodón, pregonan que los transgénicos son más
productivos y rentables que la semilla de sus competidores. Si el criterio para practicar agricultura es dedicar-
se siempre a productos más rentables, entonces, ¡deberían estimular solamente la plantación de tabaco y de
marihuana! Los agricultores tienen la responsabilidad de producir alimentos. Y alimentos saludables, con
seguridad para toda la población.

Una variedad de maíz transgénico ya fue retirada en los Estados Unidos por sus perjuicios para la salud
humana y animal. De la soja, no hay hasta ahora ningún estudio que dé seguridad, y por lo tanto, en el

* Dirigente del MST y de Vía Campesina.
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futuro podremos tener también consecuencias para la salud humana.  Y está comprobado que, al ser necesa-
rio combinar su cultivo con el uso intensivo del agrotóxico Roundup, con el pasar de los años eso afectará la
vida del suelo y del medio ambiente. Es por esa razón que hace más de cuatro años corre una acción judicial
contra la Monsanto, que no consiguió presentar ningún dictamen atestiguando que su soja no causa ningún
mal al medioambiente brasileño, como determina la Constitución.

Del área cultivada en el mundo, menos del 10% utiliza semillas transgénicas y 95% de los transgénicos
son producidos por sólo tres países: Estados Unidos, Canadá y Argentina, donde las multinacionales estado-
unidenses controlan el mercado. ¿Por qué será que todos los demás países prefieren la precaución?

En todo el mundo, y en especial en Europa y Asia, los consumidores son contrarios al consumo de
productos transgénicos, cuyos efectos en la salud no están garantizados. Estamos a favor del uso de la
biotecnología, así como los agricultores la han aplicado empíricamente a lo largo de la historia de la humani-
dad. Pero una biotecnología responsable con nuestro pueblo y el futuro del medio ambiente.

Si podemos alimentar nuestro pueblo, con productos de otras semillas más seguras y saludables ¿por
qué arriesgarnos con transgénicos? ¿Solamente para garantizar las ganancias de la Monsanto? La Monsanto
está intentando inducir, de cualquier manera, el cultivo de transgénicos en el Brasil, porque es su última
oportunidad. En los Estados Unidos tuvo una pérdida de más de mil millones de dólares y sus acciones
cayeron en 27% en el último año. Recibió la peor cotización en la bolsa de Nueva York y todavía tiene el
desplante de querer cobrar royalties a los exportadores y agricultores brasileños, que fueron inducidos a
cometer dos crímenes: plantando ilegalmente su semilla de soja Roundup contrabandeada de Argentina.
¡Deberían cobrar a la FARSUL, entidad de los latifundistas gauchos, que difundieron la semilla transgénica!

Brasil necesita una legislación que garantice el derecho a prevenir la salud pública e impida que las
multinacionales tengan el monopolio de nuestras semillas, colocando en riesgo la soberanía nacional. Por
ahora, está en vigencia la Medida Provisional (MP) 113, que ya fue aprobada por la Cámara y que libera el
comercio temporal de la soja gaucha de esta cosecha, pero que mantiene la prohibición rigurosa del cultivo
de cualquier semilla transgénica para fines comerciales.  El gobierno está preparando una nueva ley definitiva
para sustituir a la MP, que será enviada al congreso el próximo mes.

Es necesario que haya un amplio debate de toda la sociedad brasileña, de los consumidores de la ciudad
y que todos se manifiesten y presionen al gobierno y los parlamentarios.

La empresa estadounidense Monsanto, viene gastando millones en lobby, financiando campañas, pagan-
do viajes de delegaciones a los Estados Unidos, haciendo propaganda en los medios de comunicación, ali-
mentando a periodistas y comentaristas solamente para garantizar su lucro. Esperamos que el gobierno y los
parlamentarios brasileños actúen del lado del pueblo y no del lado del capital estadounidense. Ése es un
asunto de salud pública y de soberanía alimentaria nacional. Si el gobierno y el congreso se equivocan de
lado, ¡van a ser demandados por la historia y por el pueblo!

Fuente: Servicio Informativo «Alai-amlatina»
Abril, 2003
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Ecologismo en Colombia

 CENSAT AGUA VIVA - Friends of the Earth – Colombia

Bogotá – Colombia

CENSAT AGUA VIVA-Amigos de la Tierra Colombia (FoE Colombia), miembro de la más grande Federa-
ción internacional de organizaciones Ambientalistas, Amigos de la Tierra Internacional (Friends of the Earth
International, FOEI) informa a la comunidad nacional e internacional su preocupación por los siguientes
hechos:

1. Aproximadamente a las 11:30 a.m. del día 25 de marzo de 2003, llegaron a sus instalaciones tres
hombres vestidos de civil en un taxi de servicio público, solicitando el propietario del inmueble con
el fin de «efectuar una revisión de la casa». Se identificaron como agentes de la Sijin, agencia de
inteligencia de la Policía Metropolitana de Bogotá. Luego de ser informados e intentar infructuosa-
mente entrar a nuestras oficinas sin ninguna orden judicial, se retiraron. Por estos hechos anómalos
se presentó una queja a la Procuraduría General de la Nación, pues este acto de un grupo armado
semeja un acto delincuencial, y se teme que se trate de un intento de allanamiento ilegal.

2.  Durante las noches del 16 y 17 de febrero, desconocidos entraron ilegalmente a la terraza de la
oficina. El 17 de febrero accedieron a las bodegas rompiendo la ventana y revolcando las cajas de
libros y materiales allí archivados. Esta situación es similar a la que otras ONG han denunciado y
que se han acompañado del robo de computadores e información. La situación de CENSAT AGUA
VIVA fue denunciada oportunamente ante autoridades de policía y la Defensoría del Pueblo.

3. En febrero se conoció un informe de un investigador del Cuerpo Técnico de Investigaciones de la
Fiscalía, seccional Santander, en un proceso contra una persona ajena a CENSAT AGUA VIVA,
donde el investigador implica a organizaciones no gubernamentales, ONG, de esa región, presu-
miendo que ellas, con sus actividades, dan apoyo a la insurgencia. CENSAT AGUA VIVA, es una
de las organizaciones a la que se le hacen infundadas acusaciones. De este hecho se informó oportu-
namente a la Defensoría del Pueblo y a la Vicepresidencia de la Republica.

4. El 21 de enero del 2003 la hija de la Coordinadora de Proyectos de CENSAT AGUA VIVA y
miembro del Comité Internacional de FOEI, recibió una llamada en su casa de quien identificándo-
se como miembro de las AUC, amenazó a su progenitora, diciendo de manera soez que «se cui-
dara».

5. En el mes de octubre del 2002, un miembro de CENSAT AGUA VIVA vinculado desde 1995, de
profesión ingeniero y nacionalidad británica, recibió llamadas en la ciudad de Bucaramanga de per-
sonas quienes identificándose como de las AUC —Autodefensas Unidas de Colombia—, le advir-
tieron que entrarían en contacto con él, sin dar a conocer sus propósitos.

 
Estos hechos se dan cuando importantes funcionarios del Estado han cuestionado el papel de las orga-

nizaciones ecologistas. Así lo manifestó públicamente, antes de posesionarse, el actual Ministro del Interior y
de Justicia, Fernando Londoño: «los ambientalistas son los comunistas de hoy, y por eso son muy peli-
grosos».
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Sin duda, muchas políticas gubernamentales de los últimos gobiernos, y del gobierno del Presidente
Uribe, han lesionado los avances que Colombia había obtenido en materia de protección y legislación am-
biental, como CENSAT AGUA VIVA y otras organizaciones ambientalistas lo han hecho conocer. Es así en
el caso de las licencias ambientales que disminuyeron sus requerimientos en perjuicio de las comunidades y el
país. De igual forma, se han intensificado y duplicado las dosis en las fumigaciones de los cultivos llamados
ilícitos, abocándonos a una guerra química; a pesar de haber sido Colombia promotora del Protocolo de
Bioseguridad se han aprobado los cultivos transgénicos de algodón BT y, en general se han disminuido los
controles ambientales a las actividades de las grandes compañías, particularmente mineras y energéticas.

Ante tal situación, CENSAT AGUA VIVA ha puesto la voz de alerta ante las instituciones de protec-
ción y control, pues se teme que las acciones en su contra, tanto las que nos vinculan a procesos jurídicos
como las que se ejercen de manera ilegal, atentan contra la libre expresión, la libertad de pensamiento y los
derechos consagrados en la Constitución y las leyes.

Ante los hechos que motivan esta denuncia, requerimos de la comunidad nacional e internacional
solicitar al gobierno colombiano que:

1. Garantice condiciones para el libre desarrollo de las actividades civiles de los ambientalistas y el
Censat Agua Viva–FoE Colombia

2.  Garantice la protección de la vida de los ambientalistas y de los miembros del Censat Agua Viva,
3.  Clarifique el origen de las denuncias y las afirmaciones infundadas que hace la Unidad de Investiga-

ción de la fiscalía, seccional Bucaramanga.
4.  Establezca el origen de las actuaciones ilegales del 25 de marzo que denunciamos, atribuidas a las

autoridades de Policía.
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Minería

Desde Yanacocha, Cajamarca, Perú

El día martes 15 de abril del 2003, en la ciudad de Bambamarca, se llevó a cabo una masiva concentra-
ción de las autoridades locales y miembros de las diversas organizaciones sociales y gremiales, tales como las
rondas campesinas, la federación de estudiantes, los maestros del SUTEC, autoridades del gobierno local y
pobladores en general. El motivo de dicha concentración se debía a la «captura» que las rondas campesinas
habían hecho de tres trabajadores de Minera Yanacocha SRL.

Las rondas campesinas habían «capturado» a un ingeniero, dos chóferes con sus respectivas unidades
móviles (una camioneta 4x4, doble cabina, y, una custer con capacidad para transportar a 40 pasajeros),
dichos funcionarios de la empresa minera tenían como finalidad transportar hasta la ciudad de Cajamarca a
dirigentes de la Asociación «Virgen del Carmen» de la comunidad de El Ahijadero, Distrito de Llaucán, para
la firma de un «convenio» entre la Empresa Minera Yanacocha SRL y dicha asociación en resarcimiento por
la muerte de doce mil truchas ocurrida en febrero del 2001 cuya responsabilidad fue atribuida a la empresa
minera, debido a que se encontró presencia de metales pesados en los tejidos de los peces muertos. La
intervención de las rondas campesinas en la «captura» de los funcionarios de la empresa minera se debía a la
falta de transparencia con que se pretendía firmar dicho convenio, ya que los términos del mismo no habían
sido sometidos a una consulta previa con las autoridades locales así como con el Frente de Defensa y Medio
Ambiente de dicha localidad.

En la concentración habida en la Plaza de Armas de Bambamarca, se pudo saber oficialmente que entre
los términos del mencionado «convenio» se hallaban: el compromiso de la empresa minera para la elabora-
ción de un expediente técnico, la construcción e implementación de una piscigranja en la mencionada comu-
nidad, para lo cual se invertiría la suma de S/. 150.000 nuevos soles) con un desembolso adicional de S/.
70.000 para iniciar la producción. A cambio, la Empresa Minera Yanacocha SRL colocaba como condición
el que la Asociación de Productores desistiera de la querella penal que había interpuesto ante el Poder Judicial
por daños ocasionados por la empresa minera. El plazo del mencionado convenio es de dos años con opción
a ampliarse si las partes así lo acordaran.

Los ciudadanos que hicieron uso de la palabra en la improvisada asamblea popular de Bambamarca,
denunciaron que la empresa minera ha venido infiltrando personas en las comunidades para dividirlas, y
advertían también que no iban a permitir que dicha empresa siga contaminando las aguas del río Llaucano,
para lo cual solicitaban que altos funcionarios de Minera Yanacocha SRL se personen para dialogar y realizar
compromisos transparente en la ciudad de Bambamarca y ante sus autoridades.

Asamb lea popular
en Bambamar ca para

frenar c hantajes de
Minera Yanacoc ha SRL
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La asamblea popular transcurrió sin actos de violencia, aunque sí en un manifiesto clima de desconten-
to popular por la maniobra oscura y chantajista de la empresa minera sobre los miembros de la Asociación
«Virgen del Carmen». Este hecho manifiesta que en el pueblo de Bambamarca, gracias a la actitud vigilante
de las rondas campesinas, la empresa minera no puede canjear dinero por salud de la población, ni menos
hacerlo a escondidas.

Es preciso que este hecho, merezca la atención de las autoridades del Poder Judicial para que actúen de
manera independiente, y, de acuerdo a derecho procedan a velar por la salud de la población y la calidad de
las aguas antes que por las presiones políticas o el sometimiento al poder económico de una empresa minera
que hasta la fecha sólo ha mostrado que su responsabilidad ambiental y social sólo se queda en el papel y a lo
sumo se reduce a sobornos y regalos de dinero.

Fuente: Grupo de formación e intervención para el desarrollo sostenible - Grufides, Cajamarca, Perú.
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III Foro social de P or to Alegre

Eduardo Gudynas

Acaba de finalizar en Porto Alegre (Brasil) el Tercer Foro Social Mun-
dial (FSM), donde participaron cien mil personas, de las cuales más
de veinte mil se registraron para representar a casi seis mil organiza-
ciones provenientes de unos 150 países. El evento, que nació años
atrás en contrapunto con el Foro Económico dee Davos, se presentó
bajo el lema de «otro mundo es posible», y para ello albergó desde
un gigantesco campamento juvenil, a seminarios y conferencias, des-
de conciertos de música a exposiciones de libros, y de multitudinarias
marchas a talleres con un puñado de asistentes.

LOS GRANDES EJES

 A lo largo de una semana la diversidad y la heterogeneidad estuvieron siempre presentes. Intentar identificar
propuestas precisas emanadas desde el Foro de Porto Alegre resulta casi imposible; por un lado, muchos de
esos debates se realizaron en más de mil talleres, seminarios y mesas redondas, y por otro lado, los organiza-
dores más de una vez repiten que nadie puede hablar en nombre del encuentro.

El Foro Social tiene mil caras: Para los nuevos militantes es el descubrimiento de otro mundo, sea en la
similitud como en la diferencia sobre los problemas que todos enfrentamos. Para los viejos militantes es
encontrar la vigencia de sus viejas ideas. Para las asociaciones empresariales de la ciudad un gigantesco nego-
cio, donde no dejaban de reclamar la necesidad de mantener el evento en Porto Alegre. Para las organizacio-
nes sociales refrescar sus redes, debatir ideas y hasta mantener sus rivalidades. Para muchos oyentes fue la
novedad, encontrando conceptos sugerentes y el descubrimiento de lo que sucede en apartados rincones del
mundo. Y así sucesivamente, el Foro fue diversidad y heterogeneidad.

A pesar de esa variedad es posible distinguir algunos grandes ejes centrales sobre los cuales se desarrolló el
evento. El primero es la esperanza: en Porto Alegre se congregaron miles de personas que no están resignadas, y
buscan otras alternativas. Son individuos que entienden que la actual situación no es la única posible y por lo
tanto es indispensable explorar nuevas opciones. En especial fueron los brasileños quienes contagiaban entusias-
mo y esperanza que su nuevo gobierno pudiera marcar cambios sustantivos tomando otros rumbos.

Foro social m undial
de Por to Alegre

contr oversias,
diver sidad y esperanza

Foto: Jordi Bigues.
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El segundo aspecto es la diversidad, tanto en sus aspectos positivos como en las debilidades que implica
para el Foro. Todas las ideas encontraron su lugar; todas las voces se pudieron expresar bajo un admirable
marco de tolerancia y alegría. Las multitudes que transitaban los diferentes locales del Foro, los convertían en
escenarios para el canto o el teatro, las conferencias alternaban con las discusiones en talleres, y la diversidad
comenzaba con las vestimentas y los colores de los delegados. Pero esa misma heterogeneidad demuestra que
todavía no se ha llegado a consensuar un grupo de ideas y propuestas que permitan grandes alianzas trans-
versales entre los movimientos sociales. Este hecho es sin dudas un problema, ya que el foro no logró articu-
lar propuestas concretas de acción que sean compartidas por amplios sectores. Varios comentaristas se han
quejado en los últimos días que el FSM no logró proyectar propuestas concretas y por lo tanto consideran
que su capacidad de acción ha llegado a un límite.

Finalmente, como tercer aspecto es evidente que más allá de esa heterogeneidad, igualmente se reafirmaron
ideas que aglutinan a los participantes, como los compromisos con la justicia social y ambiental o la equidad. En
ese sentido cobró mucha fuerza el reclamo por la paz desde prácticamente todos los rincones del Foro.

LOS SENTIDOS DEL FORO

A pesar de esta diversidad no ha faltado quienes consideran que el Foro avanza en un sentido, y por lo tanto
distinguen entre reclamos que potencian esa marcha y otros que deben dejarse en un segundo plano. Un
buen ejemplo han sido las referencias al «sentido socialista» (por ejemplo Laerte Braga lo define así, agregan-
do que «el grito de orden fue el socialismo», que «tuvo un nítido carácter socialista», y concluye que «el otro
mundo posible y deseado es el del socialismo»; en La Insignia del 31 de enero). Afirmaciones de ese tenor son
arriesgadas en varios sentidos. Por un lado, casi están en contradicción con el propio espíritu de Porto Alegre
que es justamente no expresarse como un colectivo presuponiendo unanimidades. Si bien es apropiado refe-
rirse al «espíritu» del Foro, también debe entenderse que no hay una declaración política final, ni siquiera un
mecanismo de toma de decisión que involucre a los cien mil participantes, y que sea adecuadamente bueno
como para desterrar el fantasma del «pequeño comité que ante sí descubren las soluciones».

Por otro lado, en Porto Alegre varias de las organizaciones que potencian el debate político ponen todas
las ideas bajo cuestión, no sólo el capitalismo actual, sino que también muchas de las posturas del socialismo
tradicional. Son muy claros las críticas a las bases conceptuales y las consecuencias concretas del capitalismo
que se padece en la actualidad, y esas reacciones tienden a ser predominantes en la actualidad en América
Latina ya que en prácticamente todos los países se vive bajo esas condiciones. Pero nadie olvida los proble-
mas con el socialismo real, muchos tienen presente los fiascos de los socialismos en Europa occidental, y
otros miramos azorados las políticas del «socialismo» del actual gobierno de la concertación en Chile. Tam-
poco debe olvidarse que en la construcción conceptual hay materias pendientes, en temas tales como género
o ambiente. En cambio si se toma la idea del «socialismo» en un sentido muy amplio, pero a la vez
reconceptualizándola en una vuelta a la política asentada en los sujetos sociales, podría aceptarse que algunos
consideraran que Porto Alegre es un ejemplo en ese camino.

La insistencia con un «sentido privilegiado» del Foro también puede alimentar las separaciones. Al-
gunas de ellas son claras, como por ejemplo las actividades del Movimiento de los Sin Tierra y otras
organizaciones campesinas; otras se insinúan, como el hecho que la central de trabajadores de Brasil
(CUT) organizara sus actividades en su propia carpa, con su propia exposición, y un programa paralelo.
La mayor o menor simpatía que se tenga por esas organizaciones no debe evitar reconocer claras tenden-
cias. En estos casos, los desafíos mayores quedan planteados sobre los modos de relación de esos grandes
movimientos, como por ejemplo el sindical, con otros menos estructurados pero orientados temáticamen-
te, como el feminista, ambientalista, etc.
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MOVIMIENTOS SOCIALES Y PARTIDOS POLÍTICOS

El énfasis político del FSM vuelve a plantear la pregunta sobre cuáles son las relaciones con los partidos políticos
tradicionales, en especial los de izquierda. Todos los foros han mantenido relaciones estrechas con el Partido de
los Trabajadores de Brasil, y en especial el segundo FSM se dio en el marco del inicio de la campaña electoral.
Recordemos que el año pasado ese hecho fue motivo de discusión entre las organizaciones ciudadanas, y varias
veces se apuntó a la necesidad de clarificar esas relaciones. No faltaron las respuestas del entorno de la organiza-
ción aludiendo a su independencia, pero como acaba de reconocer Walden Bello desde el otro lado del mundo
(Filipinas), «es muy bien conocido [que] el Partido de los Trabajadores es la columna principal del FSM.» Esas
relaciones siguen en discusión. Por un lado, los partidos políticos de la izquierda en América Latina ya tienen su
propio espacio colectivo de encuentro (Foro de Sao Paulo), de donde es cuestionable que intenten tomar un
foro ciudadano. Por otro lado, muchos consideran que el proceso de Porto Alegre no debería caer en una
simbiosis entre algunas ONG y sindicatos con un partido político, ni debería ser usado para incidir en sus
procesos electorales nacionales. En el mismo sentido, había quienes sostenían que el Foro debía permanecer
como una expresión independiente de la sociedad civil, sin adentrarse formalmente en la sociedad política. Ante
esas opiniones se retruca que los movimientos sociales se deben «politizar» más, y que ello es indispensable para
conquistar el Estado y generar de esta manera los cambios que reclamaban.

Éste es el tipo de debate que ha quedado planteado. El tema no se resuelve en un sentido o en otro por el
hecho que Lula posea un carisma personal y el PT un encanto político, que hace que la mayor parte de los
participantes apoye (o tolere) esos vínculos. Para muchos, Lula invoca temas centrales a las discusiones del Foro,
y además lo consideran como un igual, un compañero, y por lo tanto aplauden su presencia en Porto Alegre.
Pero no han faltado las advertencias, como la reciente de Naomi Klein, con su ácida crítica a un posible perso-
nalismo de Lula (más allá de sus buenas intenciones), que enfrenta el riesgo de caer en la figura del «líder que
salva y conduce a su pueblo». Estas tensiones entre políticos tradicionales y el Foro se hicieron más evidentes en
el caso de la visita del presidente de Venezuela, Hugo Chávez. Su figura claramente recoge menos adhesiones
que Lula, y así como hay organizaciones sociales que lo apoyan, existen otras tantas (incluyendo sindicatos) que
lo combaten. No se concedió a Chávez una tribuna frente a la multitud, sino que su presencia fue más discreta.
Justamente esas diferencias indican que es necesario que la organización del FSM clarifique la cuestión: si se
permite un discurso de un presidente, se deberá permitir el de otros presidentes, y no pueden hacerse malabares
con quien es menos simpático; en cambio, si se escoge establecer una separación formal del proceso del Foro con
los gobiernos y los partidos políticos, ésta debe ser explícita y deberá ser mantenida.

Otra tensión similar a la que se vive en el campo político se observa frente a la presencia empresarial, y
es conveniente recordarla. Uno de los casos más claros se dio con el apoyo al FSM de Petrobrás, la empresa
petrolera brasilera, la cual tiene una performance ambiental muy pobre, y que desencadenó un acto de protes-
ta. Otro a punto pendiente a clarificar para el futuro.

OTRA ORGANIZACIÓN DEL FORO ES POSIBLE

Uno de los problemas más serios del FSM fue la desorganización, y en particular la ausencia de un programa
de actividades hasta que promediaba el evento. Las personas deambulaban de un sitio a otro sin encontrar
los salones con las actividades de su interés, los jóvenes que atendían los puestos de información carecían de
datos certeros, repitiendo una y otra vez que se debía consultar el programa en Internet. Organizaciones que
tenían bajo su responsabilidad un taller o un seminario no tenían idea sobre el destino de su actividad.

Esos problemas no pasaron a mayores por la respuesta de la gente, que en todo momento osciló entre
comprensión y resignación. En los pasillos de la PUC era común una broma que parafraseaba el eslogan del
FSM diciendo que «otra organización del evento era posible». Esos problemas no eran cuestiones menores;
recuérdese que muchas ONG de diferentes países de América Latina estuvieron preparando durante meses
sus actividades en Porto Alegre, recolectando el dinero para el viaje o compaginando sus talleres. Para mucha
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de esa gente los talleres y seminarios son la columna vertebral del Foro: allí es posible interaccionar cara a
cara, en grupos reducidos, intercambiar opiniones y poder elaborar estrategias conjuntas. A diferencia de las
actividades masivas, como las conferencias, esos pequeños encuentros son la fábrica de reflexión y debate del
Foro. Hay que reconocer que buena parte de esa riqueza se perdió: muchos talleres no llegaron a concretarse,
en otros la gente se perdió entre los cambios de horario y ubicación, y no faltaron los que se cansaron de
caminar de un sitio a otro.

Se ofrecieron las más diversas explicaciones para justificar esa desorganización, y no faltaron desde las
referencias los problemas políticos asociados al hecho que el PT perdiera el gobierno en Rio Grande do Sul,
hasta las maldiciones contra las computadoras. Lo cierto es que la secretaría del Foro se encontraba en Sao
Paulo, aquella elección tuvo lugar meses antes, y a falta de computadoras confiables todavía siguen vigentes
las fichas en papel para organizar las actividades.

Muchos de los medios de información que simpatizan con el Foro no analizaron debidamente esta cues-
tión (entre las excepciones quisiera mencionar al sitio Choike, y un reciente artículo de Raúl Zibechi para
ALAI). Pero el problema estuvo allí presente y debería merecer una detallada revisión del comité internacional.

Las capacidades organizativas del FSM lograron éxitos importantes en los grandes eventos de masas, como
las conferencias, testimonios y el segmento cultural. En especial las conferencias y testimonios fueron excelentes.
Era impactante presenciar conferencias plenarias en un estadio cerrado con capacidad para unas 15 mil personas,
y que en el caso del teólogo Leonardo Boff y al escritor Eduardo Galeano, terminó recibiendo a casi veinte mil
participantes. Téngase presente que aquello no era ni un festival de rock ni un partido de baloncesto, sino
conferencias con disertantes sentados detrás de una mesa, de los que apenas se distinguían sus cabezas. La
palabra y el contenido se imponían en una muchedumbre donde predominaban los jóvenes, quienes escucha-
ban, por momentos en silencio absoluto para enseguida aplaudir y vivar los pasajes más notables.

EL FUTURO DEL FORO: UN FORO O VARIOS FOROS

El III FSM alcanzó una enorme dimensión, y ello explica la diversidad de situaciones que allí se encuentran;
se encuentran tanto aciertos como errores en la organización, y el abanico de ideas y posturas es tan amplio
que siempre se podrá encontrar un ejemplo para defender distintas posturas. El foro ha logrado con éxito
mantener la diversidad, pero ese éxito es en estos momentos uno de sus mayores peligros: el evento podría
convertirse en algo así como un «parque temático» o «feria cultural» de los movimientos alternativos y con-
testatarios de todo el mundo. Un sitio a visitar una vez al año, donde puede disfrutarse de una semana de
ensueño y sueños, ideas y música, amigos y novedades. Un encuentro multitudinario que los políticos y
empresas ya miran con interés.

El elevado número de participantes también indica otro límite: los encuentros a «escala humana» se
hacen cada vez más difíciles bajo ese tamaño, y muchas actividades terminan masificadas.

A pesar de estas cuestiones, el foro es sin duda un paso importante dada la chatura del mundo actual.
Mientras en muchos sitios sólo se habla del consumo, el comercio o la guerra, Porto Alegre ofreció por una
semana un repertorio temático verdaderamente alternativo. Pero por sí sólo no generará los cambios políti-
cos; puede ofrecer espacios donde construir los argumentos para nutrir una agenda política de cambio, pero
para ello deberá clarificar aspectos claves y brindar condiciones de construir una praxis política. Entre ellos
siguen pendientes temas como las relaciones entre nuevos y viejos movimientos sociales, las vinculaciones
con los partidos políticos, el nivel de participación de empresas, y muy especialmente, los modos para discu-
tir propuestas concretas de cambio.

Un paso que parece muy adecuado es convocar foros nacionales, y articular a éstos con foros temáticos
y continentales. En especial en el caso latinoamericano aparece como una tarea urgente para rescatar los
aspectos más promisorios que ha dejado como legado Porto Alegre.

Publicado en La Insignia
 5 de febrero del 2003
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Los años transcurridos desde la segunda edición de este libro
no han ofrecido acontecimientos tan relevantes como los co-
mentados en el prólogo anterior (me refiero, por ejemplo, a la
caída de la Unión Soviética o, dentro del pensamiento econó-
mico, a la caída tanto del keynesianismo como del marxismo y
el consiguiente avance del liberalismo,... o a la «deriva instru-
mental» de la ciencia económica). En estos años se ha reforza-
do pura y simplemente el panorama político «unipolar» resul-
tante bajo el mandato de los Estados Unidos. La situación
mundial ha derivado por una pendiente que sostiene el autori-
tarismo en nombre de la democracia y el intervencionismo en
nombre de un supuesto neoliberalismo,... originando analo-
gías con el panorama descrito por R.H. Tawney (1921)1  para
el período de entreguerras en un libro hoy descatalogado: «en
nuestros días los horrores que hace años se juzgaban exorcizados
por el progreso y la civilización han vuelto uno por uno: el
gobierno de la espada y del asesino contratado por los gobier-
nos,...; una esclavitud apenas encubierta,...; un desdén hacia
las leyes internacionales de las grandes potencias que habría
llenado de asombro a la generación anterior,...; y la prostitu-
ción del humanismo, el honor personal y el decoro de la vida

pública por el dinero». El hecho de que cobre actualidad este
panorama tan ligado a la visión del hombre como depredador
nato de la naturaleza y de sus propios congéneres divulgada
por O. Spengler (1933),2 extendió entonces como ahora la idea
de crisis de valores y de civilización. Pero, a diferencia del pe-
ríodo de entreguerras, la pérdida de fe en los mitos y metas de
nuestro tiempo va unida a la experiencia de las falsas y penosas
«alternativas» ensayadas hasta el momento, demandando
replanteamientos conceptuales e ideológicos de fondo todavía
pendientes, entre los que figura la revisión de la propia idea
usual de lo económico que se acomete en este libro.

Durante los últimos tiempos el pensamiento económico ha
seguido siendo tributario de la idea usual de sistema económico
(con su mitología de la producción y el crecimiento) y privile-
giando las panaceas del mercado (frente al Estado), de la gestión y
planificación empresarial (frente a la estatal)... o del liberalismo
(frente al intervencionismo). Se plantea así una disyuntiva tan
pobre y sesgada como útil para limitar y descalificar toda posible
alternativa a base de reducirla a un presunto «intervencionismo
estatalizante» que el desmoronamiento del antiguo «bloque so-
viético» se había encargado de descalificar. Pero se olvida que esta
disyuntiva sólo se tiene de pie cuando ambos extremos aceptan
la misma idea de sistema económico, reproduciendo, por ejem-
plo, el prolongado enfrentamiento entre «marxismo» y «liberalis-
mo»: ambas ramas del pensamiento económico partían del mis-
mo tronco de la idea usual de sistema económico y tenían la mis-
ma meta desarrollista (véase Capítulo 12) aunque disintieran en
los medios para alcanzarla. Precisamente al continuar todavía bien
asentado el tronco común de la economía estándar, las circuns-
tancias políticas que recortaron la rama «marxista» contribuye-
ron reforzar la rama «liberal». Todo ello teniendo en cuenta que,

1 R.H.Tawney, The Acquisitive Society, Londres, 1921 (Hay traducción

en español descatalogada de Alianza Ed., 1972).
2 O. Spengler, Man and Technics, Nueva York, 1932 (Hay traducción en

español de Espasa Calpe, 1967).
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como se advierte en el libro ahora prologado, el capitalismo es
un sistema social concreto que se ha ido fraguando en el devenir
histórico y nó la realización de la utopía liberal. Por eso los pode-
res establecidos acostumbran a echar mano de ésta para vender
ciertos productos privatizadores o desreguladores acordes con sus
intereses, a la vez que silencian las propuestas del liberalismo que
desautorizan las constantes intervenciones del Estado que los
empresarios reclaman. Lo mismo que se propugna el mercado
libre, como sinónimo de sin reglas, para dejar las manos libres a
los poderosos, ignorando que el ejercicio de la libertad requiere
redes sociales y reglas que lo posibiliten.3 Reputar en este contex-
to de (neo)liberales a nuestros gobernantes, además de carecer
generalmente de fundamento, sirve para ocultar el interven-
cionismo discrecional económico, militar, etc. al que nos tiene
habituados el sistema de poder hegemónico en el mundo.

Pero seguir alimentando a estas alturas la polémica libera-
lismo-intervencionismo, sirve sobre todo para desviar la aten-
ción de otras cuestiones más fundamentales relacionadas con la
revisión de la propia idea de sistema económico y del marco
institucional que le da forma en el mundo actual. Esta revisión
presupone reconsiderar las metas de la sociedad y replantear las
reglas del juego económico vigentes, revisando los distintos me-
canismos de regulación y de intervención que toda sociedad
comporta (normalmente, en economía, la mayor regulación
inicial requiere menos intervención posterior y viceversa: así,
tras la desregulación financiera de los últimos años ha culmi-
nado un intervencionismo discrecional sin precedentes para
paliar los efectos de la presente crisis económica sobre los prin-
cipales bastiones del capitalismo transnacional). Y si se tiene en
cuenta que un mismo objetivo puede perseguirse por distintas
vías, más o menos intervencionistas o liberales, la discusión de
esta disyuntiva queda relegada a un nivel secundario o instru-
mental. Pero esta es la hora que no se ha cuestionado todavía
la noción usual de sistema económico, ni el marco institucional
que lo encarna en la sociedad actual (salvo en algunos trabajos
a los que se hace referencia en este libro).

En efecto, en los últimos años la idea usual de lo econó-
mico ha alcanzado una importancia sin precedente, impulsada
por el universalismo capitalista en boga. Este libro analiza pre-
cisamente la génesis, evolución y perspectivas de esa idea de lo
económico cuya actualidad invasora, paradójicamente, no

incentiva a reflexionar sobre ella. Gracias a que el pensamiento
dominante suele ejercer su dominio desincentivando los inten-
tos de relativizarlo, este libro mantiene su novedad e incluso
acentúa su condición de rareza que se sale de la norma. La
acogida de este libro depende, así, del doble juego entre el efecto
mental paralizante de los dogmas y mitos económicos de nues-
tro tiempo y la curiosidad intelectual que impulsa a revisar sus
fundamentos y a situarlos en perspectiva histórica. Ya es algo
que, en tiempos poco propicios para reflexiones de fondo, el
libro se haya seguido vendiendo hasta el punto de agotar dos
ediciones sin apoyos publicitarios ni académicos. Cabe esperar
que las frustraciones, los sufrimientos y los daños que prodiga
por el mundo el sistema ¿económico? imperante acaben espo-
leando la crítica y revitalizando el afán de reflexionar sobre las
raíces ideológicas de esa noción de sistema, con sus coartadas
justificatorias, sus sesgos y sus limitaciones, abriendo así la puerta
hacia posibles «alternativas».

La crisis ambiental y la polarización social han marcado el
final del siglo XX, pero estos problemas no han llegado a ero-
sionar seriamente la fe en la senda de progreso indefinido que
nos había propuesto la civilización industrial. Es más, aunque
ya no se estile hablar de progreso, sino de modernización y de-
sarrollo que lo presuponen, puede argumentarse que el proyecto
de modernidad subyacente nunca se había extendido tanto, ni
había desbancando tanto como ahora a otras formas de ver el
mundo. La pertinaz resistencia de la fe en el progreso ante cual-
quier evidencia contraria denota el trasfondo ideológico-reli-
gioso que la alimenta. El racionalismo cientifista no ha traído
el esperado «desencantamiento» weberiano de la realidad, sino
nuevas formas de oscurantismo. Pues la razón científica no ha
contribuido tanto a desacralizar el mundo, como a cambiar
sus referentes simbólicos y a revestirlos de nueva racionalidad.
Lejos de «planes racionales» o de «conspiraciones conscientes»,
la sociedad se ha visto arrastrada por una «inercia irracional» en
la que el dios del «progreso económico» ha eclipsado a las vie-
jas deidades y donde las personas siguen, como antes, aferradas
a visiones simplistas del mundo que les ayudan a convivir con

3 Sobre la mitología y la realidad del mercado, véanse las reflexiones

teóricas y los ejemplos clarificadores contenidos en F. Aguilera, Los mer-

cados de agua en Tenerife, Bilbao, Bakeaz, 2002, 143 pp.
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sus problemas, sin enfrentarse a la ardua tarea de resolverlos.4

El gran éxito del proyecto de modernidad civilizatoria que
nos ha tocado vivir estriba en su capacidad para apoyar sus
fundamentos en valores que se suponen universales, trascen-
dentes y, por lo tanto, ajenos a consideraciones espacio-tempo-
rales, y para vincularlos, con visos de racionalidad científica, a
evidencias empíricas domesticadas que dan puntual cuenta de
los logros del progreso prometido, a la vez que soslayan las con-
secuencias regresivas, no deseadas, que los acompañan. La cien-
cia económica «normal» ha desempeñado un papel fundamen-
tal en este juego reduccionista, aportando el núcleo duro de la
racionalidad sobre la que se asienta el pensamiento dominante.
Una vez sometido el mundo al yugo de ese pensamiento do-
minante, guiado por una racionalidad económica servil al uni-
versalismo capitalista en curso, se ha podido postular a bombo
y platillo la «muerte de las (otras) ideologías» y «el fin de la
historia». La falta de pudor intelectual que subyace al manejo
acrítico y desenfadado de tales afirmaciones, en un mundo in-
telectual que se supone informado, da cuenta de la impunidad
con la que se desenvuelve el reduccionismo imperante cuando
tales consideraciones parecen más propias de visiones
paleocientíficas hoy trasnochadas: nos recuerdan ese «orden
natural» supuestamente inmutable, fruto de la creación divina,
al que se consideraba sujeto el mundo antes de que Darwin
formulara con éxito la teoría de la evolución. Curiosamente, en
una cabriola intelectual sorprendente, semejante inmovilismo
reduccionista suele venir aderezado con alardes de relativismo
«postmoderno», para huir así de los problemas del presente.

A medida que se refuerza la función apologética del statu
quo que ejercen las academias y las administraciones estatales y
empresariales, embarcadas en reflexiones instrumentales y cam-
pañas de «imagen verde» dignas de mejor causa, decae su capa-
cidad para documentar, interpretar y gestionar con realismo
los principales problemas del mundo actual. Por lo común,
tanto las ciencias sociales y «ambientales», como las adminis-

traciones que se ocupan de estos temas, invierten más esfuerzo
en ocultar que en analizar y corregir los problemas de fondo
que originan una polarización social y un deterioro ambiental
crecientes. La vergonzosa falta de datos sistemáticos sobre la
ocupación del suelo y los flujos que componen el metabolismo
de la sociedad actual, a sus distintos niveles de agregación, so-
bre las condiciones de vida y los puntos de vista de la pobla-
ción, e, incluso sobre el panorama financiero internacional, corre
paralela con los miles de satélites enviados a la atmósfera, con
la masiva información mediática y con un sinnúmero de agre-
gados monetarios de producción, consumo, etc. e indicadores
derivados de ellos. En el terreno de las ideas, ya no se critica
ese sistema histórico que es el capitalismo ni, menos aún, el
imperialismo, sino los supuestos demonios la «globalización» y
del «neoliberalismo»; ya no se subrayan los absurdos que con-
lleva la mitología de la salvación por el crecimiento, consustan-
cial a ese sistema, sino que se trata ilusoriamente de hacerlo
«sostenible»; como tampoco se trata de paliar esa relación de
subordinación y explotación que es el trabajo asalariado, o de
sustituirla por otras más cooperativas, sino que se pide su ex-
tensión con el afán ingenuo de lograr el «pleno empleo», etc.,
etc. Y es que de tanto simplificar y forzar el realismo en los
enfoques, éstos se han pasado de tuerca haciéndose cada vez
más irreales.

El enfoque económico estándar apenas ha acusado recibo
todavía de las alteraciones que en el modelo de dominación
imperante han venido acarreando algunas de las tendencias en
curso, que van dejando obsoletas sus usuales coartadas
justificatorias. Por ejemplo, el creciente predominio de lo fi-
nanciero en el reparto de la capacidad de compra sobre el mun-
do, socava la tradicional justificación productivista del trabajo
y la consideración del «industrialismo» como la llave de la ri-
queza. Tampoco se quiere ver el estrepitoso fracaso del enfoque
económico estándar cuando, tras divulgar por el mundo la
buena nueva del desarrollo, se observa que el carrusel de la pro-
ducción y del consumo no consigue colmar el creciente listado
de necesidades creadas por el sistema, engrosando la población
de necesitados hasta extremos nunca vistos.5 Y es que la acre-
centada función de atractores de capitales ejercida desde esos
escaparates del consumo que son las metrópolis y estados me-
tropolitanos, ha acentuado también su función de atractores

4 Sobre la querencia psicológica de las personas a asumir representa-

ciones simplificadas de los problemas para mejor convivir con ellos véa-

se L.B. Slobodkin, Simplicity&Complexity in Games of the Intellect,

Cambridge, Mass., Harvard University Press, 1992, pp. 40-64.
5 J.M. Naredo, «Sobre pobres y necesitados», en J. Riechmann (coord.)

Necesitar, desear, vivir, Madrid, La Catarata, 1998, pp. 173-180.
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de población, llegando a invertir el flujo migratorio que tradi-
cionalmente se operaba desde los estados metropolitanos hacia
los territorios explotados. Se ignora así que el sentimiento de
pobreza que invade el mundo es un subproducto del éxito de
la idea usual de lo económico, que ha conseguido romper, con
la ayuda de los media, la capacidad secular de la especie huma-
na para adaptar sus patrones de vida a las limitaciones y posibi-
lidades del entorno, a fin de convivir dignamente con ellas. Al
igual que también lo es el deterioro planetario originado por
los masivos procesos de extracción y contaminación que aca-
rrea el funcionamiento expansivo de la máquina económica.

A la vista de lo anterior, parece que se ha invertido el anti-
guo papel progresivo que en su día se atribuyó a las ciencias socia-
les. Desde Platón y Aristóteles se ha venido pensando que las
personas son capaces de mejorar la sociedad en la que viven y
que el conocimiento racional (científico) puede brindar el punto
de apoyo necesario para facilitar cambios sociales positivos. Sin
embargo hoy flaquea ese racionalismo ingenuo, al observar que
el conocimiento científico es también un instrumento al servicio
de la ideología y los intereses establecidos y que en la economía,
esa «reina de las ciencias sociales», ha ido ganando peso esta fun-
ción: en los últimos tiempos hemos asistido a la extensión de un
discurso económico reduccionista que aniquila la posibilidad de
reconsiderar las metas de la sociedad y, por lo tanto, de cambiar-
la, haciendo que incluso la política se supedite a ese discurso. La
reflexión económica estándar se sitúa así en un campo meramen-
te instrumental, servil al ciego instinto de promoción competiti-
va y al desatado mecanismo del crecimiento económico, encubrien-
do los daños sociales y ambientales que tal modelo ocasiona o
ayudando a asumirlos como algo normal o inevitable, como si
del pedrisco o el rayo se tratara.

Insistamos en que la situación crítica de la actual civiliza-
ción alimenta una pugna ideológica disfrazada con envolturas
científicas, entre el recurso antes apuntado a evidencias domesti-
cadas que magnifican «la irrefrenable marcha hacia el progreso» de
nuestra sociedad y soslayan los signos de regresión cada vez más
ostensibles que muestran el deterioro ecológico y la polarización
social en el acontecer diario. Asistimos así a las tribulaciones del
discurso dominante por ingeniárselas, no solo para subrayar los
signos de progreso, sino sobre todo para ocultar los signos de
regresión o para ayudarnos a convivir con ellos, aspectos éstos en

los que la economía estándar juega un papel de creciente impor-
tancia, que ha acabado invirtiendo su razón de ser como discipli-
na desde su mayor criticismo originario hasta su conformismo
actual. Creo que este libro permite analizar el mencionado cam-
bio de función, pero para ello es necesario aproximarse a la eco-
nomía desde perspectivas distintas de las habituales.

El problema estriba en que, a fuerza de presentarse la eco-
nomía como rama del saber científico orientada a racionalizar
la gestión sopesando con cordura las posibilidades de «asignar
medios siempre escasos al logro de fines alternativos», nos he-
mos ido creyendo que ésta era su única función y que si no
lograba bien su meta racionalizadora era por las dificultades
que surgían en el mundo real a hora de aplicar sus modelos.
Pero ¿y si la principal función de la economía estándar no fue-
ra esa? ¿Y si sus elaboraciones, en principio bienintencionadas,
estuvieran sirviendo hoy más para ocultar, que para racionali-
zar, los principales problemas que la gestión plantea en las so-
ciedades de nuestro tiempo? ¿Y si su racionalismo fuera cada
vez más huero y alejado de los principales conflictos del pre-
sente y sirviera para desviar la atención sobre ellos y para divul-
gar una ideología conservadora del statu quo que los genera? ¿Y
si hiciera implícitamente las veces de apologética de ese poder
crecientemente económico que gobierna en el mundo? Creo
que este libro ayudará al lector a responder por sí mismo a
estos interrogantes y a ver en qué medida la función
mixtificadora y conservadora de la economía estándar determi-
na hoy su propia existencia como disciplina. El lector podrá
advertir también hasta qué punto el aparato conceptual de la
economía estándar se fraguó con ánimo de liberar la gestión
del arbitrismo, la regalía y el despotismo burocrático propios
del «antiguo régimen», primero, y del «intervencionismo» mar-
xista e incluso keynesiano, después, y cómo esta disciplina per-
dió su mordiente crítico con la hegemonía plena del capitalis-
mo. Su principal fuerza y su principal flaqueza derivan de ello.
Su principal fuerza arranca de ser precisamente el bastión ideo-
lógico, revestido de ciencia, del statu quo capitalista hoy domi-
nante en el mundo. Su principal flaqueza reside en que esta
función a la vez mixtificadora y laudatoria degrada
obligadamente su capacidad de interpretación y de predicción
de los problemas del presente, socavando con ello su propio
estatuto científico. El presente libro ayuda a comprender la
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mencionada función mixtificadora del pensamiento económi-
co dominante, abriendo la puerta a posibles alternativas. Ya
que conocer los orígenes de nuestros males es el primer paso
para poder tratarlos con éxito o, al menos, para tomar con-
ciencia de ellos y prever su evolución.

* * *

NOTA: La presente edición (Siglo XXI, Madrid) revisa y
amplía la bibliografía, el índice onomástico y las notas
actualizadoras de los capítulos incluidas al final del libro.

* * *
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Globalización de las resistencias
El estado de las luchas 2003

De Seattle a Génova , del Otro Davos a Porto Alegre , las protestas contra las políticas neoliberales se multiplican. La
dinámica de convergencia entre movimientos sociales antiguos y nuevos, urbanos y rurales, del Norte y del Sur, en
gestación desde hace varios años, se cristaliza en nuevas coaliciones y campañas de envergadura internacional contra el
modelo actual de globalización.

La obra Globalización de las resistencias. El estado de las luchas 2003 tiene como ambición dibujar el panorama de
estas luchas sociales en los diferentes regiones del mundo, situándolas en sus contextos económico y político.

Pone también en evidencia la intensificación de las movilizaciones mundiales alrededor de algunas encrucijadas
«globales», que comprenden desde la deuda exterior hasta la problemática del agua, hoy instrumentalizada en provecho
de los intereses privados.

Frente al redesplegamiento de las luchas a escala mundial, se impone una reflexión de fondo: ¿ en qué y de qué
manera la fase neoliberal del capitalismo constituye, en sí misma un desafío mayor para los movimientos sociales?
¿Cómo concebir una estrategia del desarrollo que libere a los pueblos de las relaciones de dominación internacional, y
bajo qué condiciones las alternativas avanzadas por los movimientos sociales pueden responder al doble peligro de la
mercantilización y de la militarización del mundo?

Iniciativa del Forum Mondial des Alternatives, fruto de multiples colaboraciones, Globalización de las resistencias. El
estado de las luchas 2003 se constituye como un instrumento al servicio de esta globalización de las resistencias y de las
luchas.
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